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Desde la década de los 90, las luchas por la ciudadanía sexual se han hecho más visibles
en la región. Una amplia gama de movimientos sociales que operan desde diversos
espacios han comenzado a tratar el tema de los derechos de las personas que han sido

discriminadas debido a su identidad sexual y/o de género. Estos movimientos, junto con movi-
mientos feministas y movimientos de mujeres más consolidados, han ayudado a replantear el
significado del sexo, género y la sexualidad conforme a la manera en que estos configuran los
estados-nación modernos y las nociones de ciudadanía. Al mismo tiempo, ha habido una vir-
tual explosión de los debates sobre la moral sexual que afectan a una amplia gama de cuestio-
nes relacionadas con las instituciones sociales contemporáneas, tales como la familia, el Estado,
la religión, la educación, la medicina, la psicología y la cultura popular. Temas como el aborto,
la educación sexual y el matrimonio entre personas del mismo sexo continúan siendo focos de
atención en los medios de comunicación y a menudo dominan las campañas políticas. Tanto
defensores como detractores han luchado visiblemente por implementar una nueva legislación
con el objetivo de regular (o desregular) prácticas como la prostitución, la oferta de educación
sexual en las escuelas públicas y la homosexualidad.

En este contexto de rápida evolución, los debates académicos sobre la ciudadanía sexual han
abierto un nuevo campo discursivo para la comprensión de cómo las democracias liberales son
fundamentalmente heteronormativas. Es decir, democracias estructuradas de acuerdo a reglas y
normas que otorgan mayores privilegios a los individuos heterosexuales que a los individuos no-
normativos, sean estos gays*, lesbianas, bisexuales, transexuales y, en términos generales, las per-
sonas transgénero1. La ciudadanía sexual se refiere a “[...] aquella que enuncia, facilita, defien-
de y promueve el acceso de los ciudadanos al efectivo ejercicio de los derechos tanto sexuales
como reproductivos y a una subjetividad política que no ha disminuido por las desigualdades
basadas en características asociadas con sexo, género y capacidad reproductiva” (Cabral/
Grinspan y Viturro 2006: 262). Las luchas por la ciudadanía sexual en América Latina no son
totalmente nuevas; sin embargo, –como hemos señalado– los discursos públicos sobre derechos
sexuales y ciudadanía sexual surgieron recientemente como parte de una tendencia en el hemis-

1 Aquí utilizamos “transgénero” como un término genérico para incluir a diversos grupos de individuos que no enca-
jan en los roles de género culturalmente prescritos, incluyendo travestis, transformistas, personas que han nacido bio-
lógicamente como hombres y mujeres pero que no “pasan” por su género médico y también a los transexuales.
Usamos este término con la salvedad de que, debido a que casi se ha convertido en axiomático cuando se utiliza polí-
ticamente, se omiten importantes diferencias entre estos grupos (Currah 2006: 4-5). 

* En adelante el término “gays” se escribirá en cursiva en tanto esta forma plural pertenece al inglés. La palabra “gay”
ha sido reconocida por la Real Academia de la Lengua Española, por lo que mantendrá su forma; el plural castella-
nizado “gais” se utilizará cuando haya sido usado de este modo en el original (N. de la E.).
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ferio sur iniciada la década de los 90 (Evans 2007). Esta tendencia se atribuye a una variedad de
f a c t o res, entre ellos: 1) El aumento de la movilización de activistas contra la homofobia y la
transfobia en América Latina y otras regiones “del sur”. Estas movilizaciones han formado part e
de un movimiento más amplio de justicia global destinado a criticar la globalización, el neolibe-
ralismo y formas de estratificación social relacionadas. 2) El aumento de la presencia de re l i g i o-
sos y políticos conserva d o res que influyen, y en ocasiones re v i e rten, los programas y leyes sobre
d e rechos re p ro d u c t i vos en especial respecto al abort o. Frente a estas tendencias el aumento de
formas de resistencia, entre ellas, feministas. 3) El establecimiento de redes transnacionales que
a b o rdan explícitamente los derechos sexuales como una cuestión de derechos humanos y los vin-
culan a programas de desarrollo y de lucha contra la pobreza. 4) Las oportunidades políticas
c oyunturales que han surgido, donde se han discutido e incluido los derechos sexuales en los
p rogramas de políticas públicas y reforma legal (por ejemplo, las constituciones re c i e n t e m e n t e
adoptadas por gobiernos de la “n u e va izquierd a” en varios países latinoamericanos).

Como lo han señalado académicos, las luchas por la ciudadanía no pueden separarse de la
“política sexual”, o del campo en donde actores contemporáneos luchan por el derecho a la libre
determinación como seres sexuales, la libertad de expresión sexual y de género, y el derecho a
controlar su propio cuerpo (Bell y Binnie 2000; Cabral/Grinspan y Viturro 2006). En toda la
región, el campo sobre el cual se han llevado a cabo reformas legales incluye los espacios de los
movimientos sociales, así como instituciones del estado, religiosas, familiares, comunitarias y
del gobierno global. Aquí hay que destacar algunas cuestiones generales cuando se habla de ciu-
dadanía sexual. Para empezar, esta se basa en un conjunto de dicotomías, en particular, la dico-
tomía espacio público versus espacio privado (Plummer 1992, 2001; Evans 1993, 2007). El
espacio es clave para este análisis porque la sexualidad en general ha sido vista como pertene-
ciente a la esfera privada (como lo han sido el género y las mujeres) y, por tanto, ha sido deja-
da por “fuera” del ámbito de la vida cívica y política. Ken Plummer (2001) explora cómo estos
ejes de la “vida personal” se organizan de tal manera que, en las democracias modernas, las per-
sonas no-normativas están excluidas de sus plenos derechos como ciudadanas. Este autor utili-
za el concepto de “ciudadanía íntima” y se basa en diversos estudios sobre las tradiciones de la
ciudadanía para abordar “[...] derechos, obligaciones, reconocimiento y respeto en torno a las
esferas más íntimas de la vida: con quién vivir, cómo educar a los hijos, cómo disponer del cuer-
po, cómo relacionarse como un ser con género, cómo ser una persona erótica” (Plummer 2001:
238). Metáforas contemporáneas como “salir del closet”, utilizadas por los activistas LGBTQ
como una forma de empoderamiento, reflejan esta división público/privado; del mismo modo,
la idea de que las opciones reproductivas de la mujer son asuntos “privados” frente a la vigen-
cia de leyes y políticas que regulan el comportamiento sexual, revelan la paradójica naturaleza
de la ciudadanía moderna, en particular cuando los padres (especialmente las madres) pueden
ser penalizados por no ajustarse a las normas sociales legalmente definidas.

Otro conjunto de dicotomías que dan forma a las definiciones jurídicas de la ciudadanía
sexual se refieren al comportamiento “respetable” o “criminal”, o al dualismo personas “puras”
frente a “contaminadas”. Las leyes sexuales establecidas en toda América Latina durante el perío-
do colonial o a principios de la República ya establecían esta división entre buenos y malos,
puros y contaminados, saludables y no saludables, civil y penal. En particular, las leyes en con-
tra de la sodomía, la prostitución y la mezcla de razas trabajaron de la mano para construir el
ideal de ciudadano español o de origen mestizo, de clase media o alta, respetable y heterosexual
(Guy 1991; Clark 2001; Prieto 2004). Como lo señala el sociólogo Steven Siedman, estas leyes
han servido para disciplinar tanto a las personas LGBTQ como a las personas hetero-sexuales:
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Ciudadanías y Sexualidades

No sólo es el homosexual el que es denigrado, sino que las prácticas sexuales específicas tales como
sexo por placer, con múltiples compañeros sexuales, o sexo fuera de relaciones íntimas cuasi-mari-
tales. Por lo tanto, los regímenes de la heteronormatividad, no sólo regulan las prácticas homose-
xuales, sino que controla las prácticas heterosexuales al crear una jerarquía moral de ciudadanos
sexuales buenos y malos (Siedman 2001: 322).

Otro tema se refiere a cómo la ciudadanía se define en relación con la cultura capitalista de
consumo. Carlos Sojo distingue entre ciudadanía formal, es decir, la pertenencia a un Estado-
nación y la ciudadanía sustantiva, “[...] que implica tener derechos y la capacidad de ejercerlos”
(2002: 29). Como señala Sojo, la ciudadanía sustantiva en el contexto de la globalización neo-
liberal implica el replanteamiento de la condición de los ciudadanos y “responsabilidad” frente
a los mercados y los estados, “[...] en esta etapa global [...] la relación con el mercado ofrece un
sentido de pertenencia y forma de comunidad social” no muy distinta de la manera cómo se
percibe que históricamente lo han hecho los estados-nación (Sojo 2002: 33). De igual manera,
la académica-activista Virginia Vargas señala que la globalización trae consigo la posibilidad de
nuevas subjetividades y afinidades políticas, a pesar de los efectos económicos y sociales negati-
vos, incluidos los niveles extremos de desigualdad socioeconómica que han sido bien documen-
tados (Vargas 2003). Otros sostienen que, como resultado de la globalización, algunos indivi-
duos que se identifican como gays, lesbianas, bisexuales se benefician de la comercialización de
la homosexualidad, pero algunos también lo ven como una nueva forma de hegemonía hetero-
sexual (Alexander 2005). La forma en que la ciudadanía sexual viene a ser entendida en los con-
textos neoliberal y post-neoliberal seguramente dependerá del grado en que se estructura y rige
la intimidad, así como la manera en que son interpretadas estas construcciones y, posiblemen-
te, cuestionadas por la gente en su vida cotidiana. Tiene relación también con la convergencia
o no de los discursos dominantes emergentes sobre ciudadanía sexual respecto de los objetivos
de ciudadanía orientados hacia el mercado.

Las luchas por la ciudadanía sexual implican una variedad de configuraciones ideológicas, lo
cual conduce a perspectivas divergentes entre los estudiosos y activistas sobre como luchar para
lograr el cambio social. Descriptores de la identidad (por ejemplo, gay, maricón, lesbiana, tor-
tillera, marica, transfeminista, etc.) influyen en la lucha de la gente por poder interpretativo y
acceso a recursos en este campo. Como señala Jean Franco, “[...] la facultad de interpretar, y la
apropiación activa e invención del lenguaje, son herramientas fundamentales para los movi-
mientos emergentes que buscan la visibilidad y el reconocimiento de sus opiniones y acciones
que se separan de sus discursos dominantes” (Franco 1998: 278). Del mismo modo, David
Slater sugiere que “las luchas sociales pueden considerarse como guerras de interpretación”
(Slater 1998, citado en Álvarez y otros 1998: 7). Las luchas sobre el significado no correspon-
den únicamente entonces al dualismo heterosexual/homosexual; entre las personas LGBTQ se
registran también lucha políticas, ya que los significados y las luchas políticas no siempre se
estructuran de la misma manera. Así, por ejemplo, entre gay y queer, pues el término “gay”, que
se utiliza con bastante regularidad en español y portugués, ha sido durante mucho tiempo deba-
tido pues remite a categorías heteronormativas (el “bueno” o “puro” heterosexual frente al
“malo” o “contaminado” homosexual) y a su origen en inglés (es decir, hegemónico). En algu-
na medida este término se ha convertido en parte del lenguaje normativo adoptado por los acti-
vistas de derechos humanos y las organizaciones internacionales. En contraste, el término
“queer” es más reciente y es utilizado por un pequeño grupo de activistas-académicos en la
región, su empleo implica un desafío a la división gay/heterosexual que podría decirse ha sido



reproducida por los activistas de los derechos de los homosexuales2. La división ideológica entre
la percepción de aquellos que se identifican como gays y aquellos que lo hacen como queer ilus-
tra lo siguiente: mientras los activistas de los derechos de los homosexuales han presionado por
cambios normativos en la legislación y la política (por ejemplo, la legislación contra la discrimi-
nación o las leyes nacionales de compañeros domésticos), los activistas queer sostienen que esto
conduce a la normalización de las identidades de los homosexuales en lugar de a la liberación
de todas las sexualidades. “Lo queer se enfoca menos en la normalización de la identidad homo-
sexual y más en la liberalización de todas las sexualidades de la regulación normalizadora”, como
señala Steven Seidman (2001: 321-322). Mientras que los estudios gays y lésbicos han surgido
debido a la necesidad de abordar los derechos de los grupos que sufren discriminación por razo-
nes de su identidad y prácticas sexuales o de género; las repercusiones de estos estudios han sido
importantes para una amplia gama de individuos y comunidades. 

Mediante la utilización de la noción de ciudadanía sexual los autores de los artículos presen-
tes en este dossier desafían las nociones tradicionales respecto a las prácticas sexuales, el género
e identidades sexuales de la gente como cuestiones “privadas”, fuera del ámbito de la cultura
pública y la economía política. Al demostrar cómo las nociones de intimidad son socialmente
producidas y, por tanto, debatibles y cambiantes, estos trabajos nos invitan a pensar en la ciu-
dadanía en términos más generales, a fin de incluir a aquellos que no encajan dentro del mode-
lo tradicional heteronormativo (por ejemplo, las madres solteras, las familias emigrantes, los
hogares con miembros del mismo sexo). Asimismo, nos convocan a pensar más seria y cuida-
dosamente sobre tres aspectos en la vida de todos los ciudadanos: el sexo, el género y la sexua-
lidad; asi como la manera en que estos pueden influir en el estado y otras agendas, y que en
definitiva, determinar quién “merece” la ciudadanía plena o no.

El primer artículo, escrito por Beatriz Gimeno y Violeta Barrientos, aborda la potencial
naturaleza transgresora de la legislación sobre matrimonio de parejas del mismo sexo en España.
En lugar de asumir que el matrimonio del mismo sexo simplemente refuerza la institución
(heteronormativa) del matrimonio, las autoras sostienen que la legalización del matrimonio de
las parejas del mismo sexo en realidad contribuye a transformar y socavar la institución del
matrimonio en sí. Esto tiene implicaciones para las estrategias en materia de acceso a la ciuda-
danía para lesbianas, bisexuales y gays. A continuación, Germán Torres, analiza los efectos de la
normalización en la “Ley de Educación Sexual Integral” de Buenos Aires, Argentina. Sostiene
que tal como se presenta, esta Ley refuerza la heteronormatividad y efectivamente sirve para
excluir a las personas no normativas de los planes de estudio y escenarios educativos.
Seguidamente el artículo de Jorge Luis Aparicio sobre las luchas por la ciudadanía sexual en
Colombia, señala la importancia de examinar no sólo las luchas formales político normativas,
sino también los procesos informales y los espacios “micro-políticos” en donde se produce el
cambio social. El cuarto artículo, por Karina Felitti, ofrece una visión general sobre los prime-
ros programas de planificación familiar en la década de 1960, en América Latina. Su objetivo
es examinar de manera crítica cómo y por qué los derechos reproductivos siguen siendo una
cuestión debatida aún hoy. Finalmente, Adriana Rosales y Aimara Flores abordan el papel de la
academia, específicamente a través de su análisis de los programas de estudio de sexualidad y
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2 Por supuesto, muchas otras expresiones coloquiales de identidad en español/portugués capturan también el significa-
do de queerness, y los activistas han utilizado la palabra “queer” como una expresión de identidad lingüística, como
forma de recuperar su identidad y apelar a un nuevo sentido de orden social que es anti-normativo. Al mismo tiem-
po, algunos activistas rechazan el término “queer” de la misma forma en que rechazan el término “gay”, por sus orí-
genes en el habla inglesa y/o por su percepción de condición hegemónica (Brabomalo Molina 2002).



género en las universidades, en la construcción de la democracia y la ciudadanía sexual en
México. Hacen hincapié en la esfera pública que da lugar a las controversias sobre la sexualidad,
incluyendo los ámbitos de la política pública y la educación, e ilustran cómo las formas de hete-
rosexualidad hegemónica se refuerzan a través de la toma de decisiones públicas. Estas tienen
implicaciones en la manera en que se construye la ciudadanía sexual en México, así como en
otros lugares de la región.

En conjunto, estos artículos contribuyen a nuevas lecturas de la ciudadanía; una que coloca
la heteronormatividad en el centro de la agenda académica y otra que amplía las nociones de
ciudadanía a fin de incluir el ámbito de la intimidad. Un ámbito que, aunque visto desde pun-
tos de vista dominantes como natural y apolítico, tiene orígenes sociales y culturales que son
debatibles y en constante cambio, como los autores de los artículos presentes en este dossier
convincentemente demuestran.
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Resumen
Este artículo sostiene la idea de que el reconocimiento del matrimonio homosexual, conseguido por
el movimiento LGTB español en ese país, constituye una reforma no reformista. Es decir, antes que
una reivindicación conservadora, que actualiza los sentidos naturalizados en el matrimonio al impo-
nerlos a nuevos sujetos (homosexuales), constituye un mecanismo hacia su des-institucionalización.
Se trataría de una reivindicación que al tiempo que afirma la plena ciudadanía de los grupos LG T B ,
es decir, su reconocimiento social, deconstru ye el matrimonio a través de un doble mov i m i e n t o.
Pr i m e ro, la comprensión de esta institución como cultural y socialmente construida y por tanto, suje-
ta a sucesivas modificaciones a lo largo de su historia. Dos, siendo el matrimonio homosexual una
contradicción en sí mismo; esto es, desde la red de sentidos y prácticas que integra, este re c o n o c i-
miento conlleva el desbordamiento de dicha institución.

Palabras clave: matrimonio, homosexualidad, derechos, movimiento LGTB, familia, España

Abstract
This article posits the idea that the recognition of Same-sex marriage, which have been achieved by
the Spanish (LGTB) movement, is a non-reformist reform. That is to say rather than a conserva t i ve
a s s e rtion, which modifies the naturalized character of marriage by imposing it on new subjects (homo-
sexuals), it is a deinstitutionalization mechanism. This means that while affirming the full citize n s h i p
of the LGTB groups, in other words their social recognition, it also deconstructs marriage in two ways.
Fi r s t l y, through the understanding of this institution as culturally and socially constructed and there-
f o re subject to subsequent modifications throughout its history. Se c o n d l y, Same-sex marriage being a
contradiction in itself (from the point of view of an integrated network of meanings and practices)
re veals the ‘ove rf l ow’ of that same institution.

Keywords: marriage, homosexuality, rights, LGBT movement, family, Spain
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El matrimonio entre personas del mismo
sexo ha sido la conquista legal más visi-
ble del Movimiento Homosexual en

España; una conquista que ha tenido relevan-
cia en el resto del mundo. La consecución de
dicha ley en España significó que una parte del
movimiento LGTB1 en América Latina cam-
biara sus reivindicaciones de leyes de uniones
de parejas por una ley de matrimonio. Lo con-
seguido en España ha tenido importancia allí
no sólo por nuestros evidentes vínculos histó-
ricos y culturales; el hecho de que España sea
también un país del sur (geográfica y política-
mente en la Unión Europea) y sobre todo ca-
tólico, ha hecho pensar a los y las activistas la-
tinoamericanos que un cambio legislativo de
esta naturaleza resulte más viable de lo que se
había pensado.

Sin embargo, a pesar de que hacia el exte-
rior el matrimonio es la reivindicación política
más visible del movimiento, no todos los acti-
vistas LGTB están de acuerdo con ella. Existe,
por el contrario, un importante sector del acti-
vismo español, pero también del de América
Latina y de otras regiones del mundo, que se
ha mostrado reiteradamente en desacuerdo,
no ya con esta conquista, sino más bien con
que, como reivindicación, ésta sea prioritaria.
La acusación más frecuente que se hace a esta
reivindicación es que se trata de una demanda
que proviene del ala institucionalizada del
movimiento LGTB, que es conservadora y
ajena a los verdaderos intereses de los gays y
lesbianas. Demanda que rompería, además,
con el planteamiento que ha considerado
siempre al matrimonio más una institución a
combatir que una posible reivindicación polí-
tica a exigir desde sectores sociales que preten-
den transformar la sociedad. Este es un viejo
debate que tarde o temprano termina alcan-
zando a todos los movimientos sociales: esco-

ger entre reformas parciales, postura defendida
por sectores más institucionalizados, o cam-
bios estructurales o “revolucionarios”, defendi-
dos por los sectores más radicales o “antisis-
tema”. 

De otro lado, la oposición al matrimonio
desde el feminismo –que ha sumando ideas
provenientes del anarquismo y el socialismo–
ha sido muy importante y de esperar, puesto
que dicha institución ha constituido un pilar
fundamental en la opresión de las mujeres.
También desde sectores libertarios ha habido
una fuerte oposición al matrimonio enten-
diendo éste como yugo y una protección inne-
cesaria al sentimiento verdadero.

Nosotras no queremos entrar de lleno en
este debate porque ese no es el objeto de este
trabajo, pero sí advertir que nuestra postura
no es la de defender la institución matrimonial
sino si acaso la igualdad. Sobre esta defensa
buscamos plantear nuestra tesis de que existe
una lectura alternativa y que es posible enten-
der la consecución de este derecho, no como
una reforma –otra más– de la institución ma-
trimonial destinada a consolidarla, sino como
un cambio estructural profundo que puede ir,
incluso, en contra de su futura supervivencia.
Queremos pensar el matrimonio desde el des-
centramiento del heterosexismo, desde la posi-
bilidad de queerizar esta institución para, al
mismo tiempo que se consigue la ciudadanía
plena para gays y lesbianas, debilitarla como
institución represiva, heteronormativa; es de-
cir, lo que ha venido siendo históricamente.
Sostenemos que el matrimonio entre personas
del mismo sexo no es únicamente una mera
extensión de los derechos y obligaciones de
esta institución, sino que debido a su propia
naturaleza, esta extensión de derechos no pue-
de hacerse sin dañar la institución misma irre-
mediablemente. Si entendemos que el matri-
monio es una herramienta privilegiada del
heterosexismo, el matrimonio homosexual tie-
ne una capacidad transformadora que puede
resultar subversiva del mismo orden que algu-
nos suponen que viene a apuntalar. El matri-
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1 LGTB es el acrónimo utilizado en España para movi-
miento de “lesbianas, gays, transexuales y bisexuales”;
en América Latina las siglas son otras porque incorpo-
ran otras categorías como travestis o transgénero,
intersexules, etc.



monio homosexual es, en realidad, una para-
doja en sí mismo, casi un oxímoron; de ahí
una fuerza deconstructora2 como vamos a inten-
tar argumentar.

Matrimonio homosexual: ser o no ser

En los años 90, justo cuando el Movimiento
LGTB se unía para dedicar sus esfuerzos polí-
ticos a la conquista de la igualdad legal: esto
es, del matrimonio en tanto que una de las dis-
criminaciones legales más evidentes, el movi-
miento queer se hacía fuerte precisamente con-
tra esas políticas igualitaristas y centradas en la
identidad. Los militantes queer rechazaban in-
tegrarse en la sociedad mediante la reivindica-
ción de iguales derechos y cuestionaban la
existencia de identidades sexuales fijas que po-
drían encerrar a grupos sexuales en comporta-
mientos rígidos. Si bien el objeto de este ar-
tículo no es tampoco señalar las diferencias
teóricas entre el movimiento queer y el movi-
miento LGTB, sí merece la pena señalar que
quizá no sean tantas como a veces, desde am-
bos lados, se intenta argumentar. O quizá sea
más correcto decir que hay personas dentro
del movimiento LGTB que están plenamente
de acuerdo con los postulados esenciales de la
teoría queer, si bien se pueden mantener im-
portantes diferencias en lo que se refiere a la
práctica política cotidiana. En realidad, es tan
sencillo como decir que si bien el movimiento
queer pretende liquidar el régimen político del
género y por consiguiente, el de la heterose-
xualidad, hay activistas dentro del movimien-
to LGTB, como las dos autoras de este artícu-
lo, que pretendemos llegar al mismo resultado.
Sin embargo, entendemos que, por una parte,
no es ético obviar la lucha por las mejoras en

la calidad de vida que se derivan del acceso a la
igualdad legal para las personas homosexuales;
y, por la otra, que el acceso al matrimonio es,
como hemos dicho anteriormente, una bomba
silenciosa en el corazón del heterosexismo. Pa-
rafraseando a alguien tan poco sospechosa de
reformista como Rosa Luxemburgo, el mo-
vimiento LGTB se ocuparía de la lucha coti-
diana por aquellas reformas que facilitan y me-
joran la vida de las personas homosexuales y
transexuales, pero sin olvidar que el objetivo
final es la liquidación de la estructura de géne-
ro. Y en este caso, pensamos que es posible
unir ambas cosas en una misma lucha y en una
misma conquista.

El movimiento LGTB, o más bien, la ma-
yoría de las personas que forman parte de la
comunidad –de las comunidades– LGTB han
pasado de pensar la diferencia como una op-
ción política en los años 70 y 80 a por el con-
trario, pensarla como algo dado por la natura-
leza en los 90. Por supuesto que no todos/to-
das, los que militamos en el movimiento
LGTB estamos de acuerdo en ese cambio que
nos parece conservador. Sin embargo, lo he-
mos asumido como estrategia política, no sin
dejar clara nuestra postura en libros, artículos,
charlas, etc. Es cierto que una política LGTB
basada en una identidad sexual definida como
unitaria y esencial, claramente ubicada, inteli-
gible e inalterable, en el cuerpo o la mente, y
que fija el deseo en determinada dirección,
representa un punto de vista conservador que
no puede aportar nada a la lucha por la desa-
parición de la heteronormatividad. Pero, el
mismo Bourdieu (2000: 145) se pregunta:
“¿Cómo rebelarse contra una categoría social-
mente impuesta si no es organizándose en una
categoría construida de acuerdo con dicha
categorización y haciendo existir de ese modo
las clasificaciones y restricciones a las que pre-
tende resistirse?” Finalmente, no hay nada de
extraño en utilizar la identidad de manera
estratégica, y los mismos activistas q u e e r
(Butler a la cabeza) han admitido que cual-
quier lucha política tendrá que pasar por la
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2 Aquí no quedaría más remedio que admitir (ganada la
batalla) que siempre pensé que quienes se oponían al
matrimonio homosexual porque éste “desnaturalizaba”
el verdadero matrimonio tenían razón. Otra cosa es
que muchos de nosotros estemos encantados con
poder desnaturalizar esa estructura. 
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admisión de esta identidad estratégica, enten-
dida como una herramienta política. Com-
prendiendo cualquier reforma de la heteronor-
matividad como un medio para su liquida-
ción, y no como un fin en sí misma, mantene-
mos que el movimiento queer no ha sabido ver
el vigor de la tendencia construccionista y
antiesencialista que late en algunas políticas
LGTB. Tendencia que en todo caso, aunque es
una fuente no siempre citada por ellos/ellas, la
teoría queer habría recogido del feminismo les-
biano3. De hecho, una identidad sexual no
esencial, fluida, etc., es la base del feminismo
lesbiano desde Beauvoir (1998) hasta Wittig
(2005), pasando por Rich (1997) y tantas
otras. Lo cierto es que el feminismo lesbiano
desencializó la sexualidad hace mucho y que
muchas feministas lesbianas mantenemos aún
un construccionismo radical frente a sectores
más conservadores de la comunidad LGTB4.

Desde aquí vamos a tratar de explicar por
qué la consecución del matrimonio tiene que
ocupar un lugar importante en cualquier
agenda LGTB. Vamos a hacerlo utilizando a
Nancy Fraser y Honneth (2006) y su teoría de
la ciudadanía y el reconocimiento, así como de
la “reforma no reformista”.

La cuestión de la ciudadanía íntima/sexual

El matrimonio siempre ha sido una institu-
ción que en tanto organizadora del parentesco,
ha venido a señalar el estar dentro o fuera de la
familia, primero, y del grupo, después; y mu-
cho más adelante, con la creación del estado
nación, de la ciudadanía. Los que se pueden
casar y acceder a todos los derechos y obliga-
ciones que concede la ciudadanía plena, son
los ciudadanos. En este sentido parecería ab-
surdo que el movimiento de liberación homo-

sexual no reivindicara, para las personas ho-
mosexuales, la posibilidad de acceder a la ple-
na ciudadanía mediante el acceso a la institu-
ción matrimonial. Sin embargo, el asunto no
es tan sencillo, porque al mismo tiempo que el
matrimonio es una puerta a la ciudadanía,
también es una institución fuertemente vincu-
lada al establecimiento de la heteronormativi-
dad y el patriarcado. Justamente las dos insti-
tuciones políticas establecidas para borrar
cualquier diferencia sexual. Nos encontramos
así ante una situación aparentemente sin sali-
da. El matrimonio significa igualdad legal,
ciudadanía plena; pero, al mismo tiempo, el
matrimonio está establecido para excluir a esos
que ahora queremos integrar.

Desde los años 70 del pasado siglo hemos
venido asistiendo a la apertura de nuevos cam-
pos de politización, en los que decisiones o
comportamientos que antes eran privados, se
constituyen ahora como políticas. Desde el “lo
personal es político” del movimiento feminis-
ta, pasando por la teorización entre sexualidad
y poder llevada a cabo por Foucault (1989),
hasta los más recientes teóricos de la ciudada-
nía íntima como Giddens (2000) o de la ciu-
dadanía sexual como Weeks (2001) y Evans
(1993), hemos asistido a la mutación de las
políticas emancipatorias tradicionales (que
buscan liberarnos de una opresión) en políti-
cas de vida (que derivan de procesos de reali-
zación del yo). Mutación que toma lugar en
circunstancias de interdependencia global en
la que los estados nación están transformándo-
se muy rápidamente, de manera que ya no se
puede sostener que sea el estado el único sus-
tentador de la ciudadanía. Si en un principio
según la acepción clásica de Marshall (1997),
la ciudadanía se basa en la clase social; poco a
poco, la base de ésta se amplia para dar paso a
derechos de ciudadanía reconocidos o negados
de acuerdo al género, la etnicidad, la orienta-
ción sexual, etc. El concepto de ciudadanía se
amplia para dar lugar a nuevas reivindicacio-
nes relacionadas con el cuerpo, las relaciones y
la sexualidad. Es aquí donde el concepto de

3 Un resumen de las influencias del feminismo lesbiano
en la teoría queer puede encontrarse en Lisa Duggan
(2006). 

4 Para un desarrollo de este tema véase Beatriz Gimeno
(2005).



reconocimiento, tal y como lo utiliza y acuña
Nancy Fraser (2006), aparece como un con-
cepto clave. Para ella, plena ciudadanía y reco-
nocimiento tienen que ir de la mano. Así, aun
cuando los derechos fueran otorgados por cua-
lesquiera otras leyes subsanatorias, se podría
continuar en un estado de no reconocimiento
y por tanto, de no plena ciudadanía. El matri-
monio no es la única forma de conseguir cier-
tos derechos que suelen ser constitutivos; pero
en cambio, sí es la única forma de obtener la
plena ciudadanía en cuanto reconocimiento.
Por eso, la lucha por los derechos no puede
separarse de la lucha por el reconocimiento,
como ocurre, por ejemplo, en el caso de una
“ley de parejas”. Iniciativa mediante la cual
pueden conseguirse los derechos pero no el re-
conocimiento, siendo que por el contrario, se
retrocede en este. De ahí que “la cuestión del
nombre” –como se llamó en España a este
problema– fuera tan importante. 

“La cuestión del nombre” 
o la legitimación simbólica

En España, con “la cuestión del nombre” se
hacía referencia a este debate. Llegó un mo-
mento en que en lo que se refiere a la consecu-
ción de los mismos derechos todo el mundo
parecía estar de acuerdo, unos sectores con
más entusiasmo que otros, pues, finalmente,
todo se limitaba al nombre. Si se consiguen los
derechos, decía los activistas queer, ¿por qué
empeñarse en que se llame “matrimonio”, un
nombre con connotaciones tan heterosexistas
y patriarcales? Por su parte la iglesia y la dere-
cha se preguntaban ¿por qué empeñarse en
que se llame “matrimonio”, hiriendo de esa
manera a una importante parte de la pobla-
ción para quienes esta es una institución sagra-
da? La organización de la cual yo era presiden-
ta y que mantenía esta lucha decidió que “ma-
trimonio o nada”, negándonos así a aceptar la
posibilidad de conseguir los derechos bajo otra
denominación. 

No seremos nosotras quienes restemos im-
portancia a la consecución de importantísimos
derechos sociales, sanitarios, familiares, econó-
micos, que mejoran –y mucho– las condicio-
nes materiales de vida de las personas LGTB.
Obviamente que poder disponer en igualdad
de esos derechos es fundamental, pero ya
hemos dicho que los mismos pueden conse-
guirse no sólo mediante una ley de matrimo-
nio, sino de otras maneras, por ejemplo, una
ley de parejas o una ley de convivencia (entre
otros nombres que se le pueda dar). Y han sido
estas las soluciones adoptada en la mayoría de
los países. Quienes se conforman con estas
leyes están olvidando ese aspecto que hemos
mencionado antes y que nos parece funda-
mental, que el matrimonio funda no sólo de-
rechos sino también reconocimiento. Recono-
cimiento que se otorga mediante la legitima-
ción simbólica. A quienes no hemos aceptado
que esta conquista pueda hacerse bajo otro
amparo que no sea el del matrimonio, nos im-
porta y mucho –casi tanto como el amparo de
los derechos– la legitimación simbólica que
aquel trae aparejada; y que no puede realizarse
sino mediante la entrada en esta institución.
Institución uno de cuyos fines, como el toda
institución es, precisamente, ese: legitimar, re-
conocer. De hecho, el movimiento LGTB
español ha estado consciente de que los dere-
chos y obligaciones en sí vinculados al matri-
monio –esto es, el contenido material de los
mismos– se los habría conseguido antes, si se
hubiera transigido en aceptar una ley de pa-
rejas. Sin embargo, esto habría significado
aceptar el déficit de reconocimiento como
natural y de esta manera, la superioridad de la
heterosexualidad frente a la homosexualidad
que es en definitiva lo que está en juego.

Lo cierto es que en las últimas décadas, el
menoscabo de la noción de pecado, el desva-
necimiento paulatino de la homosexualidad
como entidad clínica, la noción cada vez más
extendida de ciudadanía sexual, hacen difícil
negar derechos sociales o económicos descali-
ficando comportamientos privados perfecta-
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mente legales. Por el contrario, la sexualiza-
ción del entorno, el mito de la sexualidad co-
mo un valor, fuente de salud, de vida, etc., ha
conducido, en las sociedades democráticas oc-
cidentales, a la legitimación de cualquier prác-
tica sexual consentida entre adultos/adultas.
Los derechos sexuales han irrumpido con fuer-
za. Como sostiene Giddens (2000), nuestras
sociedades han sustituido la perversión por el
pluralismo. Este reconocimiento de la legiti-
midad de las prácticas sexuales consentidas
entre adultos, ha producido un desplazamien-
to desde la persecución a los disidentes sexua-
les hacia el paulatino reconocimiento de cual-
quier entidad familiar. Al mismo tiempo, en
los sectores más conservadores el empeño se ha
desplazado desde la negación absoluta de los
derechos hacia, precisamente, el no reconoci-
miento de estas familias. Mientras la persecu-
ción a los individuos homosexuales o a los di-
sidentes sexuales es cada vez menor, en el en-
tendimiento de que esa batalla está perdida,
ahora se insiste en que esas familias diversas no
gocen del mismo estatus que las “legítimas”.
Es ahí, en el no reconocimiento de estas fami-
lias donde ahora se han depositado “las esen-
cias” del pensamiento conservador y reaccio-
nario. Al fin y al cabo, el pensamiento liberal
siempre entendió al Estado como una exten-
sión de la familia tradicional. Por eso no es
extraño que sea alrededor de ésta dónde se está
librando una de las batallas ideológicas y polí-
ticas más importantes del nuevo siglo. Esta
batalla se libra alrededor de la familia/matrimo-
nio como concepto y ya no alrededor de determi-
nados derechos materiales como pensiones, heren-
cias y otros tradicionalmente asociados a ella.
Volvemos así a lo que los defensores de la fa-
milia tradicional dejaron bien claro durante el
debate político que precedió a la aprobación
de la Ley en España: la batalla es por el
“nombre”5.

Resumiendo: lo que está en juego no son
los derechos sino el orden simbólico, el reco-
nocimiento, el estatus. Con orden simbólico
entendemos un conjunto de reglas inamovi-
bles sobre las que se supone descansa la vida en
sociedad y el acceso de los sujetos a la cultura
y al lenguaje. Para los sectores conservadores
queda claro que la familia heterosexual es la
garantía del mantenimiento de este orden sim-
bólico que se viene usando también como
sinónimo de “orden natural”, “orden estableci-
do” o, simplemente, como algunos sostuvie-
ron de “puro sentido común”6. El mal parecie-
ra recaer sobre la patria y la sociedad cuando se
ponen en duda los valores fuertes del patriar-
cado. Y la familia es uno de estos valores fuer-
tes. Si se trastocan estos valores, se asegura que
la civilización corre peligro. Como afirmó grá-
ficamente el Obispo mexicano Olvera Ochoa7:
“Si la familia se convierte en otra cosa, ¿cuál es
el futuro del mundo?”. 

En realidad, tienen toda la razón: la fuerza
de la ortodoxia se funda en una dominación
material que construye la discriminación sus-
tentándola en disposiciones que se revisten de
los signos de lo natural. Por ello para Bourdieu
(2000) el objetivo de cualquier movimiento de
liberación es hacer un trabajo de (re)construc-
ción simbólica que imponga nuevas categorías
de percepción; trabajo de (re)construcción que
implica la deconstrucción del orden anterior.
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5 “Si bien es cierto que la familia no es más que una
palabra, también lo es que se trata de una consigna o
mejor, de una categoría, principio colectivo de cons-

trucción de la realidad colectiva que toma su fuerza de
la garantía que le aporta el Estado y el pensamiento de
Estado” (Bourdieu 1997: 7).

6 Así lo refleja Eribon (2005) a propósito del debate que
se suscitó en Francia alrededor de la aprobación del
PACS (Pacto Civil de Solidaridad). Eribon muestra
que no es una cuestión religiosa, aunque en algunos
países sea la religión la encargada de dar la batalla ideo-
lógica. También en países de larga tradición laicista,
como Francia, la batalla ha sido exactamente la misma,
pero allí la oposición a las leyes de parejas provino de
la izquierda que alegaba, sin tapujos, que la familia
heterosexual era la defensora del orden simbólico y,
por tanto, la encargada de custodiar la cultura y la civi-
lización.

7 “Obispo de Cuernavaca contra sociedades de convi-
vencia”, Anodis, 16 noviembre 2006. Disponible en
http://anodis.com/nota/8103.asp



Para cambiar de modo duradero las represen-
taciones se impone una transformación dura-
dera de las categorías incorporadas (de los es-
quemas de pensamiento) que a través de la
educación, los medios de comunicación, la
iglesia, la familia confieren el estatuto de reali-
dad evidente, necesaria, indiscutible y natural
a la heterosexualidad. Desde la perspectiva de
Fraser, una ley de parejas no es una solución
aceptable si lo que está en el centro es la justi-
cia, pues un nombre distinto lo único que
logra es reafirmar el estatus superior, prestigio
y legitimidad del matrimonio heterosexual
sobre cualquier otra posibilidad. Así pues,
cuestión de derechos, sí, pero cuestión de legi-
timación simbólica también, de igualdad para
conseguir la entrada en la plena ciudadanía. 

La cuestión ahora es: ¿tiene esta demanda
del matrimonio entre personas del mismo sexo
capacidad transformadora, más allá de lo que
significa para gays y lesbianas? ¿No se trata de
una mera reforma que, mejorando aparente-
mente las vidas de las personas homosexuales
contribuye al mismo tiempo a apuntalar es-
tructuras profundamente opresivas para todos
y todas? Creemos que no, pues la legitimación
conseguida por medio del matrimonio tiene
importantes potencialidades transformadoras
respecto a la heteronormatividad y a la cons-
trucción política del género.

“Reformas no reformistas” 
según Nancy Fraser

Las y los activistas políticos con voluntad ver-
daderamente transformadora nos enfrentamos
muy a menudo a un dilema ético respecto a
nuestra acción política. Los movimientos polí-
ticos de liberación deberían tener siempre en
cuenta que tienen un compromiso ético con
las personas a las que quieren representar y que
su compromiso es con la vida de esas personas.
Si bien la teoría puede permitirse –e incluso
tiene el deber si quiere ser revolucionaria–
acampar en las afueras de la ciudad, los teóri-

cos suelen tener su casa dentro, aunque vivan
de manera transitoria en tiendas de campaña
instaladas en el exterior. El movimiento de li-
beración trabaja con la convicción de que nin-
gún ser humano quiere vivir permanentemen-
te fuera, a la intemperie. Luchamos no sólo
por el derecho a instalarnos dentro, a cual-
quier precio, sino también para transformar la
ciudad de manera que finalmente resulte aco-
gedora para todos y todas. Entendemos el
matrimonio entre personas del mismo sexo
como un medio y no como un fin en sí mis-
mo. No es justo calificar de conservadora, sin
más, la reivindicación y consecución del ma-
trimonio entre personas del mismo sexo, por-
que dicha reivindicación –afirmamos– tiene
unas virtudes políticas radicales que general-
mente pasan desapercibidas en una crítica
superficial. 

Volvamos al principio, ¿tienen estas políti-
cas de lucha por el matrimonio capacidad
transformadora? Los postmodernos niegan es-
ta posibilidad. Nosotras sostenemos lo contra-
rio y es aquí donde el concepto de “reforma no
reformista” de Fraser (2006: 76) resulta crucial
para superar la parálisis que a veces acontece
en la actividad política cotidiana, así como el
dilema ético al que hemos hecho referencia.
Para esta feminista norteamericana, las estrate-
gias transformadoras son preferibles a las re-
formistas, pero a veces aquellas son inviables
por diferentes motivos. Por ejemplo, los llama-
mientos a la deconstrucción de las oposiciones
binarias ni importan a la mayoría de las perso-
nas LGTB, ni dichos llamamientos van a ayu-
darles a superar la discriminación que pa-
decen, superación necesaria para llevar vidas
más dignas y mejores. Sabemos que las estrate-
gias transformadoras sólo son factibles en de-
terminados momentos históricos. La pregunta
es la de siempre: ¿Hay que sacrificar los prin-
cipios transformadores en virtud del realismo? 

Fraser sostiene, y estamos de acuerdo, que
la distinción entre afirmación y transforma-
ción no es absoluta, sino contextual. En ese
sentido, acciones que pueden parecer refor-
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mistas en abstracto pueden tener efectos trans-
formadores en determinados contextos, siem-
pre que se las ponga en práctica de forma radi-
cal y consistente. Aunque la idea de “reforma
no reformista” es de André Gorz (1967, en
Fraser 2006), quien la aplica al contexto eco-
nómico y concretamente a la redistribución,
Fraser la retoma para aplicarla a un contexto
en el cual ella equipara la necesidad de redis-
tribución con la necesidad del reconocimien-
to, y la mala redistribución con el déficit de
reconocimiento. Este tipo de estrategia afir-
mativa sería una vía hacía la transformación
por medio de una estrategia alternativa. Para
nosotras, el matrimonio homosexual es una
reforma no reformista. Esto quiere decir que,
por una parte nos permite como activistas sal-
var el dilema ético y luchar por el reconoci-
miento, la ciudadanía plena y los derechos de
las personas LGTB, lo que llevará a estas per-
sonas a tener vidas mejores. Pero por otra, esta
reforma respecto a la institución del matrimo-
nio –y esto es lo que, precisamente, no tienen
en cuenta los y las teóricos queer– emprende
una trayectoria de cambio de tal magnitud que
puede acabar transformando el sentido de la
misma institución e incluso ir mucho más allá.
Cuando tienen éxito, las reformas no refor-
mistas –dice Fraser– no sólo cambian las ca-
racterísticas institucionales específicas que
constituyen su objetivo explícito (en este caso,
mejorar la vida mediante el acceso a derechos
básicos), sino que modifican el terreno trans-
formando las estructuras que generan la injus-
ticia.

Eso es lo que intentaremos explicar al mos-
trar, en primer lugar, que no se puede hablar
de matrimonio sino desde una concepción
esencialista que utilizan muy a menudo, aun-
que paradójicamente, los adalides del cons-
truccionismo. Si el matrimonio es visto desde
una perspectiva radicalmente historizada en-
tenderemos claramente hasta qué punto esta
institución puede modificarse. En segundo lu-
gar, defenderemos que el “matrimonio ho-
mosexual” es un oxímoron, una contradictio in

terminis; contradicción en la que radica el des-
bordamiento de esta institución.

La historización del matrimonio

Resulta curioso, sino paradójico, que el movi-
miento queer, profundamente antiesencialista,
sea esencialista, en cambio, en su acercamien-
to al matrimonio. Un acercamiento historiza-
do a esta antigua institución permite contem-
plar claramente su carácter contingente. Úni-
camente desde un punto de vista ahistórico y
esencialista se puede hablar del matrimonio,
sin más. De hecho, antes que el matrimonio
existen matrimonios. En este caso, para expli-
car por qué pensamos que muchas de las críti-
cas que se le hacen a la institución matrimo-
nial pecan de esencialismo, vamos a utilizar
una aproximación genealógica. El concepto de
genealogía de Nietzsche, como una cadena de
fenómenos que se superponen unos a otros
(en Aguilar 2000), es aplicable a la institución
matrimonial. Pues se trata de una institución
social compuesta de diferentes prácticas que
requieren interpretación. Es decir de distintos
significados que han ido alterando y reconfi-
gurando las características mismas del matri-
monio.

No podemos hacer aquí un recorrido histó-
rico de los significados y prácticas del matri-
monio, pero en un acercamiento necesaria-
mente conciso a una historia de gran comple-
jidad y extensión puede servir de ejemplo. Se
puede empezar observando al matrimonio co-
mo un organizador del parentesco mediante el
intercambio de mujeres, con el objetivo fun-
damental de crear redes extensas de parientes
políticos, acrecentar el poder del grupo y ase-
gurar su supervivencia. A medida que las civi-
lizaciones se hicieron más complejas y estrati-
ficadas esta función cambió radicalmente y
aparecieron otros objetivos que podríamos
resumir en tres interconectados entre sí: garan-
tizar la filiación de los hijos, garantizar la
subordinación de la mujer y la división sexual
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del trabajo, con el fin de garantizar la transmi-
sión de la propiedad mediante la herencia8.
Quienes se oponen a la reivindicación del ma-
trimonio por considerarla una institución
única y naturalmente heteronormativa o pa-
triarcal mantienen una idea esencializada de
las instituciones sociales, a la que es funda-
mental incorporar las capas, los cambios que la
historia les va sumando. Lo cierto es que el
matrimonio en forma actual y en aquellos paí-
ses que están en disposición de plantearse la
reivindicación del mismo para personas del
mismo sexo, ya no guarda mucho de sus oríge-
nes. Lo que aún se conserva es, precisamente,
aquello que el acceso homosexual puede con-
tribuir a desestabilizar.

Los primeros objetivos del matrimonio se
han desdibujado y han desaparecido en algu-
nos casos; sin embargo, al enfrentarnos a la
institución nos encontramos con que se la
esencializa contribuyendo a que en el imagina-
rio colectivo perviva aún una noción que ya
no existe. Sostenemos en este punto que esa
pervivencia imaginaria no es casual sino inte-
resada. Son precisamente los sectores conser-
vadores de la sociedad los que quieren que per-
viva, al menos en el imaginario, ya que no
pueden disponer de ella en la realidad. Se afe-
rran a un matrimonio que hace tiempo que no
existe y lo hacen para conservar un poder que
se les escapa de las manos. 

En primer lugar el matrimonio ya no ga-
rantiza la filiación. Aun cuando quedan restos
de aquella prerrogativa de facto, la filiación
puede garantizarse fuera del matrimonio sin
problema. Asimismo la propia filiación matri-
monial puede impugnarse fácilmente y esta-
blecerse otra. La filiación se garantiza median-
te la declaración de los padres, estén estos casa-
dos o no, y si no hay acuerdo entre ellos se
garantiza o se comprueba mediante proceso
judicial. No olvidemos que puede también de-
terminarse a posteriori, años después median-

te la impugnación del propio hijo. En segun-
do lugar, si bien la herencia sigue a la filiación,
esta ya no depende del matrimonio. Los hijos
extramatrimoniales o no matrimoniales tienen
los mismos derechos que los concebidos den-
tro de un matrimonio; tampoco en este aspec-
to el matrimonio establece diferencia alguna.
Por último, respecto a la subordinación de las
mujeres, el contrato matrimonial ha ido asu-
miendo todos los cambios que la lucha femi-
nista ha ido introduciendo en la sociedad.
Poco a poco el matrimonio se va convirtiendo
en un contrato entre iguales, fácilmente diso-
luble como un negocio cualquiera. 

Por otra parte, la lucha de las parejas no
casadas por tener iguales derechos que las casa-
das, también ha ido modificando esta rama de
los derechos familiares, a tal punto que en
algunos países, convivir como sujetos casados
o no, no implica diferencia alguna. Dadas
estas transformaciones ¿por qué impedir que
les sea reconocido ese derecho a quienes el
hecho de poder o no casarse les implica una pro-
funda difere n c i a desde una concepción de
igualdad? Una respuesta nos lleva a entender
que los ataques legales que ha sufrido esta ins-
titución en los últimos dos siglos ha servido
para modificarla radicalmente pero, aun así,
no han podido arrebatarle su prestigio y su
poder en el imaginario social colectivo. Lo que
ha cambiado ha sido su contenido legal, pero
no en la misma medida su significado simbó-
lico. Y por mucho que cambie el contenido
real del matrimonio, lo que las personas si-
guen percibiendo es su contenido simbólico,
mucho más poderoso.

Nos podemos preguntar ahora ¿qué está en
juego con el reconocimiento jurídico del ma-
trimonio entre personas del mismo sexo? “[El
matrimonio todavía] afecta a las estructuras
más fundamentales del orden social y sexual, y
a las más arraigadas en la mentalidad de los
individuos (un orden basado en la diferencia y
la complementariedad de los sexos, con el psi-
coanálisis como reflejo, síntoma e instrumen-
to de reproducción), y afecta, por lo tanto, a

8 Una historia del matrimonio la podemos encontrar en
Stephanie Coontz (2005).



los fundamentos ideológicos y jurídicos de la
familia y el orden familiar, de la transmisión
patrimonial” (Eribon 2005: 105). En efecto,
como hemos explicado, el matrimonio ha ser-
vido para fijar derechos y obligaciones, o para
organizar la sociedad de cierta manera, y en
este sentido ha cambiado al ritmo que lo hacía
la sociedad de la que forma parte, conserva sin
embargo una función simbólica intocada: la
de naturalizar la heterosexualidad con todas
sus consecuencias (roles sexuales y sociales,
etc.). Declarar, por medio del matrimonio a la
heterosexualidad superior a la homosexualidad
sirve también para dar carta de naturaleza al
mito de la complementariedad de los sexos; de
ahí se sigue también la naturalización y garan-
tía de la división sexual del trabajo. Todo esto
se presenta dentro de un determinado ceremo-
nial –ceremonial con connotaciones sagradas,
aunque sea civil– que le confiere un determi-
nado peso cultural. Teniendo en cuenta ya no
sus modificaciones jurídico-sociales, sino los
significados incrustados en esta institución, y
tan naturalizados, es que pensamos que el
matrimonio entre personas del mismo sexo es,
en realidad, un oxímoron. El matrimonio o es
heterosexual, o es otra cosa; es precisamente
aquí donde, como lo entendemos, se produce
el desbordamiento de esta estructura social y
sexual. 

El matrimonio homosexual 
como oxímoron 

El matrimonio entre personas del mismo sexo
es una c o n t radictio in term i n i s p o rque el
matrimonio y la familia sólo pueden ser hete-
rosexuales, de lo contrario, su entramado
amenaza ruina. Como bien decían los conser-
va d o res cuando defendían en España que el
matrimonio homosexual adoptara otro nom-
b re: “el matrimonio sólo puede ser entre un
h o m b re y una mujer. Lo otro será otra cosa” .
No hay duda de que la construcción patriar-
cal se levanta sobre el dimorfismo sexual y el

mito de su complementariedad, su imbrica-
ción en un supuesto orden natural, una divi-
sión sexual del trabajo y la superioridad de un
s e xo sobre otro. La institución matrimonial
desde su origen está fundada en un concepto
naturalista/esencialista del sexo y el género.
Además de todas sus funciones materiales y
prácticas, el matrimonio ha servido histórica-
mente para vincular sexo, género, hetero s e-
xualidad y naturaleza. Es esta trama de re l a-
ciones lo que está en juego. Tal vez más que
nadie fueron los conserva d o res, la iglesia cató-
lica, los defensores a ultranza del matrimonio
tradicional, los que alcanzaron a compre n d e r
esta potencialidad y por tanto, el peligro que
se cernía sobre el orden que ellos defienden.
Desde allí se entiende su encarnizada defensa
del termino “m a t r i m o n i o” como de uso exc l u-
s i vo de quienes defienden la concepción tra-
dicional, por tanto, eclesiástica y occidental
del mismo. 

El matrimonio entre personas del mismo
s e xo visibiliza de manera muy gráfica el carác-
ter histórico y contingente de esta institución.
A pesar de todos los cambios sufridos y por
i m p o rtantes que éstos sean, mientras se conti-
núe sosteniendo la exclusividad hetero s e x u a l ,
se podrá, de alguna manera, cobijar en su se-
no la ideología naturalista y con ella, la ideo-
logía de la complementariedad y de subord i-
nación al mismo tiempo entre géneros y
s e xos. La ruptura que supone la h o m o s e x u a l i-
z a c i ó n del matrimonio desmonta la falacia
naturalista al visibilizar, de manera evidente,
que aquel es una institución política cuyo
contenido no está fijado de antemano. Es la
sociedad en la surge la que determina, a cada
momento, lo que es y lo que quiere que sea el
m a t r i m o n i o. Esta transformación visibiliza
también la homosexualidad como viable so-
cialmente y tan legítima como la hetero s e x u a-
lidad. Por último, deja claro que el matrimo-
nio, como institución social nada tiene que
ver con un credo o una iglesia específica, cada
uno de los cuales tendrá sus ritos matrimonia-
les y especificidades propias, que nada tienen
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que ver con lo que la sociedad civil toda deci-
da es el matrimonio.

Con el matrimonio entre personas del mis-
mo sexo la complementariedad de sexos pier-
de su significado histórico lo que repercute en
la imposición de roles y de la división sexual
del trabajo. La eterna pregunta ¿quién hace de
hombre o de mujer?, va perdiendo sentido.
¿Quién hace la compra, quién limpia, cuida a
los niños, a los enfermos, dependientes, quien
gana el dinero? Pues, quien pueda, quien quie-
ra, a quien más le guste, quien tenga más tiem-
po, o bien por reparto. La distribución de pa-
peles, roles y trabajos pasa a ser no función  del
sexo, sino de los gustos y capacidades, y no só-
lo de una manera real, sino también en el ima-
ginario colectivo. Por primera vez en la histo-
ria, en lo que hace al imaginario, el matrimo-
nio empieza a ser un contrato entre iguales.

El matrimonio entre personas del mismo
s e xo supone asimismo una ruptura visible en la
relación entre matrimonio y pro c reación y, aún
más, entre heterosexualidad y pro c re a c i ó n .
Po rque si bien es cierto que esa relación ya esta-
ba rota en la práctica, no lo estaba y aún no lo
está en el pensamiento común. Prueba de ello
es que a lo largo del debate, y siempre que sur-
ge la cuestión, la pro c reación se sigue utilizan-
do como argumento, en un sentido en que la
h e t e rosexualidad aparece como superior a la
homosexualidad, merecedora, por lo tanto, de
m a yor reconocimiento: exactamente el pro p o r-
cionado por el matrimonio-heterosexual. A la
luz de estos argumentos (sin querer ahondar en
algo que excede con mucho la extensión de este
trabajo) hay que re c o rdar que la mayoría de
nociones de subjetivación que manejamos y
que proceden del psicoanálisis, se constru ye n
en el espacio de la familia heterosexual: el
Complejo de Edipo, castración, falo, etc. En
este sentido se pregunta Eribon: “¿Por qué no
imaginar que el matrimonio homosexual […]
lejos de ser otro intento de atar el inconsciente
a la familia […] es una de esas conexiones del
deseo con la política y las transformaciones del
mundo contemporáneo?” (2005: 108).

A partir de esta argumentación se entien-
den las afirmaciones enfáticas de la iglesia y
de los sectores conserva d o res respecto a la
d e valuación del matrimonio con su amplia-
ción a g a y s y lesbianas. Si entendemos que el
matrimonio ha sido una de las más import a n-
tes instituciones hetero n o r m a t i va s - c o g n i t i va s
de la historia, podemos pensar que como he-
rramienta ideológica del heterosexismo puede
dejar de ser, con estas transformaciones, útil
para imponer determinadas visiones sociales.
Si no es útil simbólicamente ni prácticamen-
te, ¿quién querrá casarse?9. El matrimonio en-
t re personas del mismo sexo arrebata a la he-
t e rosexualidad el privilegio de la legitimidad
social, económica y moral y podría suponer
también nuevos modos de subjetivación no
sujetos a estructuras re p re s i vas y desiguales. 

El matrimonio, de la manera en que actual-
mente es concebido y garantizado en la socie-
dad española permite que se constituyan con
el mismo nombre, como familia, con los mis-
mos derechos, el mismo estatus social, dos
hombres (con pene) o dos mujeres (con vagi-
na); pero también, un hombre con pene y un
hombre sin pene y con vagina; una mujer con
pene y otra con vagina; dos mujeres con pene;
dos hombres sin él; una persona con vagina,
con nombre de mujer y barba; y un hombre
con pechos femeninos y pene; y en general, to-
das las combinaciones posibles sujetas a una
caracterización sexual. Todos estos tipos de pa-
rejas pueden tener y educar hijos e hijas. 

Para conseguir una revolución en el orden
heterosexista hay que continuar. Si el matri-
monio ya no tiene nada que ver con la biolo-
gía, ni con la procreación, ni con el sexo, ni
con el género, ¿por qué tienen que contraerlo
dos personas?, ¿por qué no tres o cuatro? Ese
es el camino.

9 Vale mencionar que en varios países –algunos de los
primeros en reconocer derechos a las parejas LGTB y
a las parejas no casadas– el número de parejas casadas
es inferior a las no casadas, así también el número de
hijos nacidos fuera del matrimonio.
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Resumen
Se presentan algunas líneas de análisis en torno a la producción de la Ley de Educación Se x u a l
Integral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sancionada en 2006. Constituida tras vívi-
dos debates, esta Ley implicó la activación de una serie de procedimientos discursivos, de
poder y de normalización que posibilitaron el nacimiento del currículum oficial de la educa-
ción sexual. Se destaca la intervención de un discurso médico y de un discurso moralizante
– c o n c retamente, católico– en la prescripción de identidades y cuerpos ideales; es decir, sanos,
normales y heterosexuales. Tales instancias, simultánea y necesariamente, pro d u j e ron efectos
de exclusión, delimitando un espacio abyecto para aquellas identidades y cuerpos contrarios a
la hetero n o r m a .

Palabras clave: educación sexual, discurso, biopoder, normalización, heteronormatividad,
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Abstract 
Here we present some lines of analysis on the making of the Law of Integral Sexual Education
in Buenos Aires adopted in 2006. Formed after lively debate, this law implied the activation of
a series of discursive procedures of power and normalization that enabled the birth of the offi-
cial curriculum for sex education. It highlights the involvement of a medical discourse and a
moralizing discourse –specifically Catholic– in the prescription of identity and ideal bodies; in
other words healthy, normal, heterosexuals. Such instances simultaneously and necessarily pro-
duced exclusion, defining an abject space for those identities and bodies which are opposed to
the heteronormative.

Keywords: sexual education, discourse, biopower, normalization, heteronormativity, Buenos
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Este trabajo se enfoca en la fase de pro-
ducción de la Ley de Educación Sexual
Integral Nº 2110 de la ciudad de Bue-

nos Aires, sancionada en el 2006. Esta norma-
tiva establece la inclusión de contenidos de
educación sexual en todos los niveles y moda-
lidades del sistema educativo de la ciudad y
constituye el producto final de una serie de
vívidos debates, prolongados por casi cuatro
años. En ese periodo se activaron una serie de
procedimientos discursivos, de poder y de
normalización que posibilitaron el nacimiento
de un dominio discursivo particular: la versión
legislativa de la educación sexual2.

Biopoder, derecho y educación sexual

Hacia los últimos años del siglo XX y los pri-
meros del actual –luego de luchas, azares y
controversias– se consolidó en Argentina un
espacio de proliferación discursiva en el que la
salud sexual y reproductiva y la educación
sexual se perfilaron como objetos de discusión
a partir de distintas iniciativas legislativas a
nivel nacional3 y local4. Particularmente, el de-
bate por una ley de educación sexual para la
ciudad de Buenos Aires se remonta al año
2002, cuando se presentó en la Legislatura lo-
cal un proyecto de ley que planteaba su esta-
blecimiento como contenido curricular obli-
gatorio para todo el sistema educativo de la
ciudad. Este primer proyecto no obtuvo el
consenso necesario en la Legislatura. Luego de
nuevas presentaciones legislativas y debates
truncos, en los que aparecieron involucrados

distintos actores sociales –funcionarios/as esta-
tales, docentes, “especialistas” y representantes
religiosos– la discusión sobre la educación
sexual parecía quedar paralizada. En 2005 la
cuestión se volvió a instalar en la agenda pú-
blica. Durante ese año se presentaron once
distintos proyectos de ley –por parte de legis-
ladores/as de izquierda, progresistas y hasta
conservadores– que referían al establecimiento
de contenidos de educación sexual en el ámbi-
to de la ciudad. Estos proyectos diferían en el
tipo de modalidad de implementación, en los
objetivos y en las poblaciones propuestas co-
mo destinatarias. Sin embargo, fueron estos
últimos once proyectos los que se conjugaron
para dar forma a un único despacho consen-
suado. Puesto a consideración en la sesión le-
gislativa del 12 de octubre de 2006, resultó fi-
nalmente convertido en la denominada Ley de
Educación Sexual Integral Nº 2110. Es sobre
este panorama que se centra este trabajo,
poniendo especial énfasis en su dimensión dis-
cursiva. Lo que se presenta es un análisis sobre
la problematización de las identidades y los
cuerpos infantiles y adolescentes en ese proce-
so. Se trata, ante todo, de especificar el entra-
mado de relaciones que obraron como funda-
mento y como límite para su construcción
como objetos de saber y de normalización.

Siguiendo los planteos de Michel Foucault
(2003), el nacimiento de una sociedad de nor-
malización hacia finales del siglo XVIII impli-
có una retracción del conjunto de legislaciones
oficiales y, simultáneamente, la entrada de los
fenómenos de la vida y el cuerpo en el campo
de control e intervención del Estado y de otras
instancias de poder. Es decir, el surgimiento de
una nueva tecnología: el biopoder. El asunto
que motiva este trabajo se sitúa precisamente
en un punto de convergencia entre esas dos
instancias: la ley jurídica y la norma. Pero an-
tes que marcar una retracción de lo legislativo,
la Ley de Educación Sexual Integral de la ciu-
dad de Buenos Aires pone de relieve el cruce y
articulación entre normalización y legislación.
Según la visión de Foucault, en el marco del

2 El autor agradece las recomendaciones y valiosos apor-
tes críticos de los evaluadores.

3 En particular, la Ley Nacional de Salud Sexual y
Procreación Responsable Nº 25.673, sancionada en
2002 y la Ley Nacional de Educación Sexual Integral
Nº 26.150, sancionada en 2006. 

4 Desde 1991, dieciocho provincias argentinas sanciona-
ron leyes específicas sobre derechos sexuales y repro-
ductivos. En 2000, la ciudad de Buenos Aires sancio-
nó su Ley de Salud Re p ro d u c t i va y Pro c re a c i ó n
Responsable Nº 418.



predominio de la norma y del biopoder, las le-
gislaciones oficiales aparecen, en todo caso,
como “las formas que tornan aceptable un po-
der esencialmente normalizador” (2003: 175).
Ahora bien, cabe destacar que esta forma de
poder implica no un foco único y estable, sino
relaciones múltiples y móviles que lejos están
de determinar efectos exhaustivos y completa-
mente eficientes. Antes bien, tal forma de po-
der demarca un espacio contingente de posibi-
lidades sobre el que se asientan líneas dispersas
de enunciación que se ofrecen con mayor o
menor fuerza en la delimitación de dominios
discursivos concretos; en este caso, la educa-
ción sexual. Puede que dicho dominio se pre-
sente como un espacio cerrado y coherente.
Sin embargo, en tanto contingente y disperso,
aparece como un espacio con fisuras, contra-
dicciones e incluso, resistencias. En efecto, se
concibe aquí que las resistencias constituyen
“el otro término de las relaciones de poder”
(ibídem: 117). Poder y resistencia son, uno y
otra, múltiples e integrables en diversas estra-
tegias productivas sobre distintos aspectos de
lo social.

En esta densa articulación entre poder,
normalización, discurso y resistencia puede
ubicarse el avance de la legislación en materia
de derechos reproductivos y sexuales en la Ar-
gentina de los últimos años. Desde el regreso a
la democracia en 1983, y al compás de las lu-
chas ciudadanas de distintos colectivos socia-
les, el Estado nacional inició un proceso de
actualización en materia de derechos huma-
nos, ratificando tanto tratados internacionales5

como legislando en materia de derechos repro-
ductivos y sexuales (Petracci y Pecheny 2007).
Un eje común de este tipo de normativas es su
injerencia en asuntos relativos a la vida, el
cuerpo y la sexualidad: desde las referencias a

la protección de la vida “desde la concepción”
hasta el pronunciamiento contra la pena de
muerte, pasando por la procreación responsa-
ble. Cabe indicar que, dada esta estatalización
de lo biológico (Foucault 1996a) en el seno de
una sociedad en la que proliferan los discursos
en torno a la sexualidad, se suprime toda posi-
ble interpretación de tales asuntos como “pri-
vados”. En tal sentido, Deborah Britzman se-
ñala que:

[L]a insistencia en que la sexualidad debe
estar confinada a la esfera privada reduce la
sexualidad a nuestras específicas prácticas
sexuales individuales, impidiendo que con-
cibamos la sexualidad como siendo definida
en el espacio social más amplio, a través de
categorías y fronteras sociales. [...] ese mito
torna imposible imaginar la sexualidad
como algo que tiene que ver con la estética,
los discursos, la política, el capital cultural,
los derechos civiles o el poder cultural
(1996: 80).

Puede decirse que las cuestiones referidas a la
sexualidad se objetivizan, en definitiva, a par-
tir de la actuación de un biopoder que las pro-
duce como dominios concretos de interven-
ción discursiva, política y estatal. Sin lugar a
dudas, este tipo de poder –articulado con ins-
tancias científicas, en especial la medicina– ha
sido fundante en la consolidación del Estado-
nación argentino (Armus 2000; Nouzeilles
2000; Salessi 1995). Y actualmente, en tiem-
pos de democracia consolidada, continúa rei-
terando y reforzando sus efectos normalizantes
–nunca absolutos ni fijos, siempre resistibles y
cuestionables– sobre los individuos, sus cuer-
pos y sus sexualidades.

Educación, identidades y sexualidades 

La sexualidad constituye uno de los puntos
donde el discurso y el poder se entrecruzan de
manera particularmente densa. En tanto dis-
positivo histórico, ella ha aparecido como un
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5 Por caso, en los primeros años de vuelta a la democra-
cia, el Congreso Nacional incorporó a la legislación
argentina la Convención Americana sobre Derechos
Humanos; en 1984, el Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos; y el Pacto Internacional de
Derechos Económicos y Sociales, en 1986.
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dominio de saber y de intervención a partir de
un conjunto disperso de saberes y tecnologías
de poder: un poder que “habla de la sexualidad
y a la sexualidad” (Foucault 2003: 179). En
este marco, las escuelas, lejos de ser ajenas a la
proliferación discursiva en torno a tal cues-
tión, constituyen ámbitos en los que la sexua-
lidad se hace vívidamente presente, más allá de
cualquier prescripción curricular explícita re-
ferida al tema. Varios trabajos han subrayado
críticamente esta presencia –excitada antes que
reprimida– de la sexualidad y de una educación
sexual en la escuela. Sea a través de representa-
ciones hegemónicas acerca del ser mujer y el
ser varón, que fundan una “educación sexual”
presente en el currículum oculto, cuyo princi-
pal sentido es preservar el orden social de gé-
nero establecido (Morgade 2006: 28); sea co-
mo una pedagogía de la sexualidad que legitima
determinadas identidades y prácticas sexuales,
mientras que relega y margina otras (Louro
1999); o bien sea que se consideren a las mani-
festaciones de la sexualidad como “un impor-
tante recurso y una valiosa moneda de cambio
en las relaciones diarias de la vida escolar”
(Epstein y Johnson 2000: 122). Asimismo, en
tanto la educación y la escuela constituyen ins-
tancias fundadas en y fundantes de la infancia,
ambas están cruzadas por proyecciones colec-
tivas en las que se ponen en juego definiciones
acerca del adulto y la sociedad ideales. Inves-
tida históricamente con la misión de formar
nacionalidad y ciudadanía, la escuela se cons-
tituye así en un ámbito cargado de significa-
ciones. Aún más, a partir de las leyes que orde-
nan la enseñanza sistemática de educación
sexual, la señalada sexualización de lo escolar
pasa a solaparse con una prescripción explícita
y normativizada de la cuestión. 

La noción de prescripción remite necesa-
riamente al concepto de currículum escolar.
Entendido como una instancia prescriptiva
que se refiere no sólo a qué enseñar sino tam-
bién, y de manera primordial, a quiénes for-
mar, el currículum escolar –en tanto práctica
discursiva– aparece como una cuestión tanto

de saberes e identidades como de poder. En
efecto, siguiendo a Tomaz Tadeu da Silva, los
contenidos considerados importantes para de-
terminado currículum se fundan en una pro-
yección del tipo de persona “ideal” (1999: 16):
ideal de ciudadano/ciudadana pero también
ideal de sujeto sexuado. La escuela, como
constructora de ciudadanías y sexualidades,
activa así un juego de relaciones de poder que
buscan imponer determinados efectos de ver-
dad sobre las identidades de los y las estudian-
tes, concebidos como sujetos ciudadanos y
sexuados en formación. Cabe, por tanto, pre-
guntarse de qué modo las líneas discursivas
enunciadas en el seno de la Legislatura de la
ciudad de Buenos Aires delimitaron ciertas
identidades estableciéndolas como fundamen-
to y como objetivo de la educación sexual. 

En los siguientes tres apartados, a partir de
estos elementos, se presentan algunas líneas de
análisis en torno a la construcción de la Ley en
cuestión. Para este trabajo se tomaron los once
proyectos de ley6 (PL) presentados en la Le-
gislatura de la ciudad de Buenos Aires, los mis-
mos que se articularon en un único despacho.
Se revisa además el debate parlamentario7

(DP) en el que se puso a discusión y votó di-
cho despacho y el texto de la Ley finalmente
sancionada. En el análisis se delimitaron dos
focos discursivos preeminentes que operaron
como ejes de heterosexualización de las identi-
dades y cuerpos infantiles y adolescentes: por
un lado, un saber médico-biológico y, por el
otro, un saber moralizante y, concretamente,
católico. Tras la presentación del análisis, el ar-
tículo concluye con algunas perspectivas en
relación a la educación, las identidades y las
ciudadanías.

6 A saber: expedientes 95-D-05; 500-D-05; 963-D-05;
1427-D-05; 1440-D-05; 1715-D-05; 2493-D-05;
650-D-06; 1444-D-06; 1975-D-06 y 2063-D-06.

7 Versión taquigráfica de la 30ª Sesión Ordinaria del
12/10/06.



Medicalización y educación (hetero)sexual

El discurso médico se constituyó histórica-
mente en uno de los focos normalizadores más
eficaces en las sociedades occidentales moder-
nas (Foucault 1996, 2006; Heller y Fehér
1995; Le Breton 1995). La medicina, desde su
surgimiento moderno hacia fines del siglo
XVIII, más que centrarse en la sanación de los
cuerpos individuales, ha operado efectos a
nivel político, constituyéndose en una “tecno-
logía del cuerpo social” (Foucault 1996:87).
La medicalización de lo social ha implicado así
una función política de la medicina a la vez
que una extensión de su ámbito de injerencia
e intervención hacia esferas cada vez más am-
plias. En tal sentido, puede afirmarse que los
procesos de medicalización no han estado
nunca exentos de criterios morales. Como se-
ñala Foucault, desde su nacimiento, la medici-
na desarrolló

[…] un conocimiento del hombre saludable,
es decir, a la vez una experiencia del hombre
no enfermo, y una definición del hombre mo-
delo. En la gestión de la existencia humana,
toma una postura normativa, que no la au-
toriza simplemente a distribuir consejos de
vida prudente, sino que la funda para regir
las relaciones físicas y morales del individuo
y de la sociedad en la cual él vive (2006: 61;
énfasis en el original).

El discurso médico tiene la prerrogativa de
delimitar determinados objetos o dominios de
saber en base a la dicotomía entre lo normal y
lo patológico. Y en esa construcción, tales tér-
minos se refuerzan y resignifican en una divi-
sión moralizante entre lo prohibido y lo per-
mitido, o entre lo debido y lo indebido. Bajo
estas condiciones, en el marco de la educación
sexual, las referencias a la salud sexual, antes
que meras preocupaciones en torno a la salu-
bridad o el bienestar, constituyen referencias
normativas centradas en una administración e
intento de regulación de las sexualidades y los
cuerpos infantiles y adolescentes.

Un primer fundamento sobre el que la dis-
cursividad médica desplegó sus estrategias fue-
ron los criterios de cientificidad. La necesaria
articulación con lo científico en el terreno de
la educación sexual le confieren universalidad,
neutralidad y, por lo tanto, autoridad indiscu-
tible frente a los fenómenos que se busca des-
cribir y analizar y sobre los que se pretende
intervenir:

Desde las aulas y con docentes capacita-
dos/todas de forma específica se puede lle-
gar a asegurar su tratamiento [de “la com-
pleja cuestión de la sexualidad”] exhaustivo
y científico. (PL 1975-D-06) 8.

En cuanto a la educación sexual, no hay que
ocultar nada, sino que hay que tomarla con
responsabilidad y hablar científicamente al
respecto. (Diputada Suppa - DP 12/10/06).

Art. 5º.- Los objetivos de la Educación
Sexual Integral son: [...]
b) Brindar información científica, precisa,
actualizada y adecuada a cada etapa de de-
sarrollo de los alumnos/alumnas, acerca de
los distintos aspectos involucrados en la
Educación Sexual Integral (Ley 2110).

Establecido como parte de una autoridad
científica legítima, el discurso médico consti-
tuyó una instancia de poder productora de de-
terminadas identidades y cuerpos sexualmente
sanos. En ello, la sexualidad apareció codifica-
da a partir de sus patologías y su función re-
productiva; y, concomitantemente, a partir de
las nociones de prevención y riesgo:

Art. 4°.- Objetivos. Son objetivos de la pre-
sente ley:
a) Fomentar medidas preventivas relaciona-
das con la salud sexual y reproductiva de
forma responsable. (PL 963-D-05).

[...] la educación en la sexualidad y la afec-
tividad no puede limitarse a brindar infor-
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mación biomédica, sino que, desde un
abordaje multidisciplinario, debe abarcar la
responsabilidad frente a la maternidad/pa-
ternidad y el cuidado de la infancia, los ries-
gos personales y las implicancias para la salud
pública que tienen las infecciones de trans-
misión sexual. (PL 1975-D-06).

Art. 3º.- Definición. La Educación Sexual
Integral comprende el conjunto de activida-
des pedagógicas destinadas a favorecer la
salud sexual [...]
Art. 5º.- Los objetivos de la Educación
Sexual Integral son: [...]
c) Fomentar el cuidado y la responsabilidad
en el ejercicio de la sexualidad, promovien-
do la paternidad/maternidad responsable y
la prevención de las enfermedades de trans-
misión sexual (Ley 2110).

En esta misma línea, en el contexto argentino
ha sido señalada la producción de la categoría
adolescencia a partir de criterios científicos
que, antes que describirla en sus especificida-
des, la han construido normativamente, seña-
lando no lo que ella es sino lo que debería ser.
Un efecto de esta imposición es el hecho de
que las adolescentes madres y embarazadas, al
manifestar “desvíos” de la categoría universal y
objetiva de la adolescencia, han sido ubicadas
“del lado de la anormalidad y han sido blanco
de prácticas estigmatizantes y discriminato-
rias” (Fainsod 2006: 45). En efecto, para el
caso analizado aquí, la prescripción medicali-
zante y cientificista de las identidades supuso
p a rticularmente, una patologización de la
sexualidad de las mujeres adolescentes. Fueron
enunciadas como “amenazas” a enfrentar debi-
do a la iniciación sexual “precoz”, el embarazo
y la práctica del aborto, además de las enfer-
medades de transmisión sexual, en tanto afec-
tan su futura función reproductiva:

El embarazo adolescente es [...] un pro b l e m a
s o c i a l, que re q u i e re atención del Estado para
mejorar el nivel de vida de su población. [...]
Los/as jóvenes tienen altas tasas de infeccio-
nes transmisibles sexualmente, que pueden

dañar tanto la salud como la habilidad re p ro-
d u c t i va de un/a jove n. (PL 500-D-05).

Frente a la extensión y aparición en edades
cada vez más tempranas de problemáticas
terribles [...] como, por ejemplo, la materni-
dad precoz, el embarazo no deseado, el con-
tagio de enfermedades de transmisión
sexual y el aborto, resulta de vital importan-
cia el rol que este proyecto [de Ley de Edu-
cación Sexual Integral] le da a la escuela.
(Diputada Gómez - DP 12/10/06).

[...] un gran porcentaje de los hombres y
mujeres jóvenes también afrontan riesgos en
su salud sexual y reproductiva. Las jóvenes,
en particular, [...] son vulnerables a una tri-
ple amenaza: embarazo no deseado, aborto
en condiciones de riesgo e infecciones
transmitidas sexualmente (Diputada More-
si - DP 12/10/06).

Operando efectos normativos y excluyentes,
medicina, ciencia y normalidad se constituye-
ron en algunas de las líneas de poder en la deli-
mitación de la educación sexual. Por un lado,
estas instancias definieron parte de los objeti-
vos de la educación sexual a partir de una re-
ducción tanto biologicista como patologizante
de la identidad de los y las estudiantes; en par-
ticular de los y las adolescentes. Por otro lado,
de modo concomitante, tales instancias se
apoyaron en –a la vez que reforzaron– una ma-
triz heterosexual y reproductiva según la cual
la única sexualidad enunciable y vivible es
aquella ejercida entre un varón y una mujer.
Pues la prescripción medicalizante de la ma-
ternidad/paternidad responsables o la preven-
ción del embarazo “precoz” y las enfermedades
que afectan la “habilidad reproductiva” como
objetivos de la educación sexual carecen de
sentido fuera de un supuesto de heterosexuali-
dad de las identidades, los deseos y los cuer-
pos. La heterosexualidad opera así, tomando
los aportes de Judith Butler (2007), como
principio de inteligibilidad, imponiendo a
varones y mujeres una coherencia y continui-

Germán Torres

36
ÍCONOS 35, 2009, pp. 31-42



dad entre su sexo, su género, su deseo y su
práctica sexual. El saber médico apareció, de
este modo, no como una mera intervención en
favor de la salud sexual, sino como una instan-
cia productiva que impuso a la heterosexuali-
dad como principio de objetivación de deter-
minadas identidades y cuerpos sanos y norma-
les; es decir, reproductivos y heterosexuales.

Moralización, catolicismo 
y heterosexualidad obligatoria

En la constitución de los individuos como
sujetos morales operan múltiples discursos que
funcionan como verdades. Entendida como
una forma de subjetivación (Foucault 2003a),
la moral se efectiviza a partir de la incorpora-
ción subjetiva –nunca completa ni absoluta en
sus efectos– de estos discursos “verdaderos”.
Concretamente, los discursos, saberes y pode-
res en torno a la sexualidad insisten sobre las
formas en las que los individuos deben estable-
cer un camino ético para su auto-construcción
como sujetos morales y sexuados. Delimi-
tando reglas de conducta, ordenando y jerar-
quizando distintos aspectos de las vidas y los
cuerpos de los individuos, Tales instancias in-
citan modificaciones conscientes del indivi-
duo sobre sí mismo con el fin de que pueda al-
canzar cierto status moral, acorde a cierto mo-
do de ser, de comportarse consigo mismo y
con los/las otros/otras.

Como ya se señaló, los criterios normali-
zantes del discurso médico crean y recrean cri-
terios moralizantes, en los que también buscan
parte de su fundamento. A partir de esta arti-
culación entre ambos discursos en el dominio
de la educación sexual se potenciaron los efec-
tos de normalización sobre las identidades
infantiles y adolescentes. Las prescripciones le-
gislativas para la educación sexual aparecieron
cruzadas por señalamientos morales centrados
en distintas dimensiones del ejercicio de la
sexualidad de los y las estudiantes: en relación
a sus conductas sexuales, a sus cuerpos y a sus

vínculos con otras personas. Los acentos pre-
dominantes de estas prescripciones morales
fueron el cuidado y la responsabilidad:

Art. 2º.- Son objetivos de la presente Ley
[de creación del Programa de Educación
para el Cuidado y el Respeto del Cuerpo]:
a) estimular el respeto y el cuidado del cuerpo
propio y ajeno.
b) valorar el cuerpo y la sexualidad, como lo
más propio y distintivo de cada persona,
con sus implicaciones sociales y sus relacio-
nes con la reproducción [...].
g) fomentar una genitalidad responsable a fin
de evitar las infecciones de transmisión
sexual y los embarazos no planificados. (PL
1427-D-05)

Art. 2º.- La Ciudad Autónoma de Buenos
Aires garantiza el derecho a la información
para el ejercicio de una sexualidad integral
responsable y con formación en valores.
Art. 4º.- La educación sexual integral se ba-
sa en los siguientes principios:
-El reconocimiento y la valoración de la res-
ponsabilidad y el derecho a la intimidad co-
mo elementos indispensables en los com-
portamientos sexuales (Ley 2110).

Aunque tales criterios morales no se vincula-
ron en su totalidad con preceptos religiosos,
en el análisis se delimitaron propuestas propia-
mente católicas. En efecto, las cuestiones mo-
rales referidas tanto a la educación como a la
sexualidad, especialmente, han sido esferas
privilegiadas de intervención de la Iglesia. En
la producción de un dominio de saber referido
a la sexualidad, esta institución la ha codifica-
do en términos de castidad o bien la ha res-
tringido al espacio del matrimonio y a la fina-
lidad única de la reproducción. Según la Con-
ferencia Episcopal Argentina, la castidad cons-
tituye “el correcto desarrollo de la sexualidad,
premisa para vivir dignamente el matrimonio,
la virginidad consagrada, la soltería o la viu-
d ez, valor común para opciones dive r s a s”
(CEA 2004). Asimismo, señala que “el matri-
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monio es el lugar propio y adecuado de la rela-
ción sexual humana, en el cual esposo y espo-
sa, sostenidos por la gracia de Dios, pueden
expresar y realizar su amor de una manera
comprometida, duradera, libre de egoísmo,
abierto a la fecundidad” (CEA 2000). Estos
preceptos se fundamentan filosóficamente en
una concepción humanista de los individuos y
su relación con la divinidad. A este respecto,
cabe realizar dos observaciones. Por un lado,
esta concepción humanista de la sexualidad
por parte de la Iglesia católica es relativamen-
te reciente. En concreto, se instituye y conso-
lida a partir del Concilio Vaticano II iniciado
en 1962 (Romo 2004). Por otro lado, el hu-
manismo moderno puede concebirse en su
articulación con la sociedad de normalización.
En tanto estrategia de poder, el humanismo
aparece como el “inventor” de una serie de
“soberanías sujetadas” (Foucault 1994: 34).
Concretamente, el humanismo cristiano, al
decir de Foucault, postuló al alma como sobe-
rana sobre el cuerpo, aunque a su vez someti-
da a Dios. Es desde esta superioridad impues-
ta del alma sobre el cuerpo que se ha sustenta-
do el rechazo hacia todas las identidades, prác-
ticas y deseos sexuales que tienen como objeti-
vo el placer antes que la castidad o la repro-
ducción dentro del matrimonio.

En Argentina, la Iglesia católica se ha cons-
tituido históricamente en un actor de referen-
cia en la política nacional (Stefano y Zanatta
2000), entablando, en su pretensión de “cato-
lización” del Estado y la sociedad, un “diálogo”
privilegiado con los distintos gobiernos (Es-
quivel 2004: 21). En concreto, para el caso
analizado aquí, la Iglesia vio favorecida su in-
fluencia sobre la delimitación de la educación
sexual a partir de la participación de algunos
legisladores como sus “voceros” en el ámbito
de la Legislatura porteña. Legisladores en con-
tacto cercano con el Arzobispado de la ciudad
de Buenos Aires que se pronunciaron explíci-
tamente como devotos del catolicismo y de-
fensores de su doctrina. La Iglesia, sin negarse
a la implementación de la educación sexual,

buscó definirla imponiendo sus reivindicacio-
nes históricas en relación a lo educativo: el rol
subsidiario del Estado frente a la centralidad
de la familia y la inclusión de las dimensiones
de la dignidad de la persona y la espiritualidad
como partes necesarias de la definición de lo
humano. Asimismo, a partir del recorte católi-
co de la sexualidad, a las nociones morales de
cuidado y responsabilidad se les agregaron las
prescripciones de castidad y fidelidad:

Art. 7°.- Son objetivos de la educación
sexual: […] 
2. Fomentar la educación sexual responsable.
[...]
4. Promover el valor de la fidelidad en la
pareja.
5. Informar sobre las consecuencias de la pro-
miscuidad.
[...] La sexualidad de la persona es una di-
mensión de su personalidad que la dignifica,
que la eleva al grado tal de hacerla capaz de
dar vida por medio de ella, en efecto, por ella
las criaturas de este mundo tienen la capacidad
de donar parte de su vida para darla a otro ser
que ellos mismos cre a n. (PL 95-D-05).

[...] El objetivo principal de este proyecto
[de ley] es que la formación que reciban los
jóvenes sea brindada por profesionales capa-
citados [...] que contribuyan a formar suje-
tos responsables de sus actos y respetuosos de
los demás, redundando todo ello en el for-
talecimiento de los vínculos de pareja y de la
familia, célula primordial de la sociedad. (PL
963-D-05).

Art. 4º.- La educación sexual integral se
basa en los siguientes principios:
-La integralidad de la sexualidad abarca el
desarrollo psicofísico, la vida de relación, la
salud, la cultura y la espiritualidad y se ma-
nifiesta de manera diferente en las distintas
personas y etapas de la vida (Ley 2110).

El discurso católico se impuso, en definitiva ,
como uno de las instancias necesarias en la
c o n s t rucción legislativa de la educación sexual,
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o f reciendo significados morales para su defini-
ción. La formación del dominio discursivo de la
educación sexual apareció así permeable a una
moral católica enfocada a la prescripción de un
e j e rcicio “c o r re c t o” de la sexualidad y a una re s-
ponsabilización de los y las jóvenes en cuanto a
sus conductas sexuales, el cuidado del pro p i o
cuerpo y los vínculos con otras personas. Fue así
que se buscó objetivar como i d e a l una identi-
dad y un cuerpo sexualizado acorde a los patro-
nes de la heterosexualidad obligatoria, la mono-
gamia, la castidad y el cuidado de sí mismo.

Legislación, normalización y exclusión

Según lo analizado hasta aquí, en la produc-
ción de una política estatal destinada a todo el
sistema educativo de la ciudad de Buenos Ai-
res, los saberes médico y católico obraron co-
mo instancias de delimitación de determina-
das identidades y cuerpos infantiles y adoles-
centes. Tales instancias ofrecieron objetos de
saber legítimos sobre los cuales hablar: una
sexualidad ligada a la reproducción, al peligro
y a la enfermedad o bien asociada al matrimo-
nio entre hombre y mujer y a la castidad. En
otras palabras, ambos saberes cruzaron las
enunciaciones efectuadas en el ámbito de la
Legislatura de la ciudad de Buenos Aires im-
poniendo efectos de hetero s e x u a l i z a c i ó n .
Concebida como una institución política (Rich
1999), la heterosexualidad constituye el fun-
damento y el blanco de múltiples intervencio-
nes discursivas que dan cuenta, en efecto, de
su carácter no natural ni obvio, sino construi-
do y problemático. La efectividad de tales ins-
tancias discursivas queda sujeta a diversas for-
mas de interpretación y apropiación por parte
de aquellos/aquellas sobre quienes pretenden
operar. El análisis de estos procesos concretos
de subjetivación excede, sin embargo, las in-
tensiones de este trabajo. Lo que se busca des-
tacar es el hecho de que para volver enunciable
la identidad sexual infantil y adolescente fue
necesario pasar por el filtro de instancias pato-

logizantes, moralizantes y, en definitiva, exclu-
yentes.

Cabe señalar que en las propuestas parla-
mentarias también aparecieron referencias ex-
plícitas al reconocimiento del placer, el erotis-
mo y la diversidad de identidades sexuales co-
mo parte de los contenidos de la educación
sexual. Es decir, una serie de opciones contra-
rias a la matriz normalizante de las instancias
médica y católica:

Art. 8º.- Serán contenidos y objetivos de la
Educación Sexual: [...]
2) La reivindicación y la concientización de
que el erotismo y el placer son intrínsecos
de la sexualidad.
3) La reivindicación y el fomento por el res-
peto a la diversidad sexual (homosexuali-
dad, lesbianismo, bisexualidad, heterose-
xualidad, transexualidad) (PL 1444-D-06).

Sin embargo, tales referencias fueron “coloni-
zadas” por los discursos médico y moral. Es
decir, quedaron ausentes en la Ley finalmente
sancionada –en tanto representante de la edu-
cación sexual–. Al decir de Monique Wittig,
los discursos de heterosexualidad –como el mé-
dico y el católico– “nos niegan toda posibili-
dad de hablar si no es en sus propios términos”
(2006: 49). La Ley de Educación Sexual In-
tegral se conformó, por tanto, en medio de un
juego normalizante de limitaciones y exclusio-
nes. En efecto, siguiendo a Butler, “el poder
también funciona mediante la forclusión de
efectos, la producción de un ‘exterior’, un ám-
bito inhabitable e ininteligible que limita el
ámbito de los efectos inteligibles” (2005: 56).
De modo tal que normalización y exclusión
son una y otra producciones simultáneas y de-
pendientes. Desde esta matriz de poder, lo
anormal se constituye como el exterior consti-
tutivo del terreno de la normalidad, siendo re-
cortado como ese otro espacio necesariamente
excluido, pero a la vez parte necesaria del con-
junto de estrategias discursivas normalizantes.

En tal sentido, el discurso médico re c o rt ó
una versión patologizada y biologizada de la
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sexualidad. Definió al cuerpo adolescente em-
barazado, iniciado sexualmente de modo “p re-
c o z”, sometido al aborto o contagiado por en-
fermedades de trasmisión sexual como anorma-
lidades invivibles. Del mismo modo, el discur-
so moral y católico produjo un ideal de identi-
dad sexualmente responsable en la que los im-
p e r a t i vos de castidad y matrimonio se asenta-
ron en una indiscutida heterosexualidad. El l o
supuso la delimitación de un espacio de cuer-
pos sexualmente descuidados (irre s p o n s a b l e s ,
no heterosexuales, deseantes, promiscuos) y,
por tanto, moralmente abyectos. La art i c u l a-
ción entre ambas instancias re f o rzó así un bina-
rismo sexual y genérico fundado en una matriz
h e t e rosexual continuamente replicada. Se g ú n
gran parte de las propuestas legislativas, al cuer-
po del va rón y al cuerpo de mujer les corre s-
ponde ejercer un tipo de sexualidad re p ro d u c-
t i va, de pre vención del riesgo o de re p resión del
p e c a d o. Las propuestas de educación sexual, al
reiterar este tipo de normas biologicistas, pato-
logizantes y moralizantes, operaron como
enunciaciones perf o r m a t i vas sobre las identida-
des infantiles y adolescentes. El i d e a l de futuro
sujeto sexual y ciudadano a formar llevó al te-
r reno de la anormalidad a todas aquellas iden-
tidades rechazadas desde las instancias médica y
católica: lesbianas, putos, travestis, maricas, bis-
exuales, g a y s, tortas, transgénero s . . .9

Dada la producción excluyente de la edu-
cación sexual en el marco de la instancia legis-
lativa, ¿qué se esperará de tales identidades en
las escuelas a partir de la concretización de la
Ley sancionada?, ¿serán cuestionadas en su
producción como anormalidades o serán silen-
ciadas y forzadas a mantenerse en el ámbito de
lo “privado”? ¿Y qué sucederá con esas identi-
dades en el terreno social y político más am-
plio?, ¿serán merecedoras del status de sujetos

de derecho y actores ciudadanos o serán rele-
gadas a la posición de “minorías” toleradas?

Perspectivas queer, educación y ciudadanía

La Ley sancionada establece entre sus objeti-
vos el reconocimiento y garantía del “d e re c h o
a ser diferente, no admitiéndose discrimina-
ciones que tiendan a la segregación por razo-
nes o con pretexto de raza, etnia, género ,
orientación sexual...”. Según lo expuesto hasta
aquí, nos preguntamos si ¿será suficiente esta
declaración de principios? ¿Serán las escuelas
espacios abiertos a la diferencia como tal o se
replicarán allí las posiciones del tolerante y el
tolerado? ¿Serán las aulas ámbitos de discu-
sión de la construcción social de la normali-
dad o pre valecerán allí los discursos hetero-
n o r m a t i vos? Se vuelve necesaria, frente a este
panorama, una perspectiva educativa que de-
sestabilice las cert ezas y ponga en cuestión las
p remisas de la educación sexual legislada. En
este sentido, una pedagogía q u e e r a p a re c e
como una posible estrategia perturbadora de
los parámetros normalizantes que hacen de la
educación sexual una educación h e t e ros e x u a l .
Una pedagogía tal “re vela la falta de re f l e x i ó n
s o b re la normalidad” (Britzman 2002: 203) y,
por tanto, problematiza “las estrategias nor-
malizadoras que, en el marco de otras identi-
dades sexuales (y también en el contexto de
o t ros grupos identitarios, como los de la raza,
nacionalidad o clase), pretenden dictar y re s-
tringir las formas de vivir y de ser” (Louro
2001: 16). Se pondría así en cuestión toda
c e rt eza, no sólo acerca de la sexualidad, sino
también acerca de la producción del conoci-
miento, la ve rdad y los sujetos. No desde una
posición victimizada ni paternalista, sino des-
de una crítica deconstru c t i va del entramado
de poder-saber que funda las relaciones socia-
les en general y las relaciones pedagógicas en
p a rt i c u l a r.

Esta actitud q u e e r, trasladada al terreno po-
lítico más amplio, implicaría la pert u r b a c i ó n

9 El carácter abierto de esta mención pretende resaltar la
inestabilidad y mutabilidad de toda categoría identita-
ria e indicar los múltiples entramados de poder –teóri-
cos, políticos, económicos– que pueden actuar en la
sustancialización y regulación de las definiciones ya sea
de la “homosexualidad”, lo propiamente “gay”, etc.



de los mismos patrones normalizantes que
atraviesan las políticas estatales en relación a la
sexualidad, el cuerpo y la vida. Es decir, la
puesta en jaque tanto de la catolización part e
como de los cánones del saber médico-biológi-
co pre valecientes en las actuales políticas
sexuales y re p ro d u c t i vas. No se trata de negar
los derechos adquiridos, las luchas que los pre-
c e d i e ron, ni la indiscutible re l e vancia que tie-
nen para muchas personas. Se trata, antes bien,
de centrarse en la invisibilización y exc l u s i ó n
que las políticas sexuales y re p ro d u c t i vas ope-
ran sobre el conjunto de individuos que no
responden a las premisas morales y re p ro d u c t i-
vo-biologicistas subyacentes. Esto es, indivi-
duos marcados por la marginación política, en
tanto sujetos sexuados y ciudadanos limitados
por las instituciones hetero n o r m a t i va s .

El ejercicio igualitario de la ciudadanía
sexual, desde la misma diferencia, sin exclusio-
nes ni jerarquías, debería pasar por una instan-
cia tal de perturbación de las tecnologías de
normalización. La puesta en práctica de tal
ejercicio político supondría la reivindicación
del derecho a imaginar nuevas posibilidades
para todos, todas, todxs, tod@s. En definitiva,
nuevas posibilidades identitarias, educativas,
ciudadanas y sociales.
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Resumen
Este artículo intenta analizar las maneras en que las personas homosexuales están accediendo al
ejercicio de las ciudadanías en Colombia. Se arguye que la participación ciudadana de los
homosexuales no depende ni se agota únicamente en la dimensión política formal y normativa,
sino que va de la mano de procesos individuales, informales y micropolíticos; así como de las
negociaciones entre ambas esferas. Desde esta perspectiva, cobran importancia tanto las accio-
nes realizadas por los grupos activistas formales como toda una serie de prácticas cotidianas y
vinculaciones no formales que se transforman en mecanismos de integración o extrañamiento
subjetivo de las homosexualidades en la sociedad. 

Palabras clave: homosexualidades, ciudadanías, activismo, micropolíticas 

Abstract 
This article attempts to analyze the ways in which gays people can access the exercise of citizen-
ship in Colombia. It is argued that citizen participation of homosexuals doesn’t depend nor is
exhausted by the political and normative dimension, but that it goes hand in hand with indi-
vidual, informal and micropolitical processes; as well as negotiations between the two areas.
From this perspective, the actions realized by the formal activist groups, as well as a series of
everyday actions and informal associations (that are transformed into mechanisms of integra-
tion or subjective alienation of homosexuals in society) gain importance.

Keywords: homosexualities, citizenships, activism, micropolitics 
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Lo que para una minoría racial o inmigran-
te es el problema de cómo conservar o recuperar
–o, a lo sumo, reensamblar– una cultura ances-

tral, es para los gays el problema de crear una
cultura que “nunca ha existido”.

Carlos Basilio Muñoz

Empiezo este artículo con la cita del
sociólogo uru g u a yo Carlos Ba s i l i o
Muñoz, pues expresa la problemática

neurálgica de las luchas políticas que varias
organizaciones de homosexuales han venido
librando en las últimas tres décadas. Su consu-
mación implica una sacudida a las enraizadas
estructuras de los “discursos biopolíticos hete-
ronormativos”2, asumidas la mayoría del tiem-
po como naturales y generalizables. En efecto,
a diferencia de otros grupos sociales minorita-
rios, los homosexuales no son herederos de
una tradición cultural ancestral, no poseen un
dialecto específico, no luchan por una autono-
mía federal de autogobierno, por transferen-
cias de poder o por territorialidades con fron-
teras delimitadas. De igual manera, la orienta-
ción sexual no crea una población homogénea
sino, por el contrario, una colectividad variada
en conductas sexuales, etnicidades, edades, ca-
pas socioeconómicas, idearios políticos, etc. 

Lo que la frase de Muñoz introduce en el
debate es la posibilidad de considerar lo “gay”
como una cultura, con las propiedades e impli-
caciones sociales y políticas que esta denomi-
nación acarrea3. Desde la tradición antropoló-

gica, la noción de cultura remite más bien a
una dimensión específica de los grupos huma-
nos ligados a sus prácticas simbólicas en las
que convergen una serie de componentes lin-
güísticos, étnicos y religiosos. Aunque la ex-
clusión es una práctica atravesada por lo cultu-
ral, desde un punto de vista antropológico no
podemos decir que la orientación sexual cons-
tituya efectivamente una «cultura». 

Ahora bien, pese a no poseer las caracterís-
ticas de otras minorías sociales, los homose-
xuales han construido una identidad pública y
colectiva –en la que ha jugado un papel im-
portante el mercado– casi de tipo “étnico-
r a c i a l” (Gamson 2002). Como ya Sh e y l a
Benhabid ha señalado, el sentido de cultura
como elemento de cohesión social se transfor-
ma profundamente cuando ésta se relaciona o
se asume directamente desde la identidad –lo
que presupone una marcación de la diferen-
cia–, tornándose en sinónimas. La imbrica-
ción de estos dos conceptos, cultura e identi-
dad, toma especial relevancia en las luchas de
las organizaciones de homosexuales en Co-
lombia, pues “los grupos que actualmente se
constituyen en torno a dichos indicadores
identitarios exigen el reconocimiento legal y la
distribución de los recursos del Estado y de sus
organismos para proteger o preservar sus espe-
cificidades culturales” (Benhabid 2006: 22). 

La resuelta reivindicación de los grupos
activistas por los derechos a la expresión públi-
ca de la orientación sexual y de género, y por
la reorganización y desarrollo de procesos esta-
tales que busquen la equidad de género, han
provocado acaloradas controversias en las ra-
mas del poder público tanto nacionales como
locales. Este tipo de experiencias estarían
nombrando un fenómeno común: la orienta-
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2 Carlo Muñoz (2006) se refiere a los discursos biopolí-
ticos heteronormativos como aquellos saberes y enun-
ciaciones construidos social e históricamente que
intentan razonar, organizar y significar un orden cultu-
ral de los roles de género a partir de las diferencias
sexuales de los cuerpos. Este conjunto de saberes, al
fraguarse como agentes normalizadores y legitimadores
de un determinado orden social y estar estrechamente
ligados a los poderes hegemónicos, operan en la coti-
dianidad y en la institucionalidad como obstáculos
para la gestión política de las reivindicaciones de las
personas que no son heterosexuales.

3 No hay que olvidar que la palabra gay (divertido, ale-
gre, de su acepción inglesa) fue adoptada por los
homosexuales en Estados Unidos como una manera de

reivindicar su deseo a través de la consolidación de un
estilo de vida y una identidad. Este término correspon-
de, pues, a un momento histórico en el que los homo-
sexuales empezaron a legitimar sus preferencias como
una forma de “ubicarse” en la sociedad heteronorma-
da, sobre todo a través de la consolidación de bienes,
servicios y espacios en los cuales podían expresar sus
deseos y gustos.



ción sexual y de género se ha convertido en
épocas recientes en un área privilegiada para el
compromiso individual, el ejercicio de dere-
chos y deberes frente al Estado y la instaura-
ción de “políticas de identidad”. En otras pala-
bras, para el ejercicio de lo que algunos pensa-
dores han denominado “ciudadanía homose-
xual” (Muñoz 2005). De manera general, los
grupos activistas de homosexuales en Colom-
bia están encaminados a la obtención y pleno
ejercicio de la ciudadanía, entendida ésta co-
mo la situación legal de igualdad entre miem-
bros de una comunidad política que compar-
ten los mismos derechos y deberes.

Sin embargo, muchos homosexuales que
han “salido del closet”4 –o han decidido per-
manecer en él– optan por no vincularse a estas
agrupaciones, no hacer explícitas sus filiacio-
nes partidistas y no evidenciar un proyecto
político formal. Esta situación ha desemboca-
do en una serie de imaginarios totalizadores
que sentencian a la mayoría de gais como “no
interesados en la política”, “desconfiados de
los gobernantes” o “apáticos frente a los cam-
bios en la sociedad”. Esta realidad, que algu-
nos analistas interpretan como “anomia políti-
ca” o como la interiorización de la dominación
heteronormativa, es una cuestión más ininte-
ligible.

Que muchos homosexuales no opten por
politizarse por la vía “formal” podría señalar
hondos cambios en las maneras tradicionales
de relación entre sujeto y sociedad. Cambios
en los que se ponen en juego, de manera sub-
jetiva, formas de liberación cultural, corporal e
ideológica, que fracturan las pautas y los para-
digmas de comportamiento normativizado, en
los espacios y grupos sociales en que estas per-
sonas se desenvuelve. A su vez, este escenario
apolítico también sostiene una crítica –en el
sentido de cuestionar y poner en crisis– sobre
el perfil formal que históricamente ha defini-

do el concepto de ciudadanía, y que tiende
hacia un ideal de los “buenos miembro de la
comunidad”. Aquí viene muy a lugar la intere-
sante reflexión de Marcia Ochoa, pues “para
elaborar proyectos de sociedad verdaderamen-
te inclusivos hay que imaginar que no todos
los ciudadanos van a ser buenos y conformes a
las expectativas de participación social (educa-
dos, interesados, racionales, o no-frívolos). Es
vital para cualquier proyecto de transforma-
ción social bregar con la complejidad, y con
los sujetos que frustran” (2004: 242).

Este ensayo cobra sentido bajo la siguiente
hipótesis: la mayoría de las políticas de ciuda-
danía que están jalonando los grupos activistas
organizados de homosexuales en Colombia
son funcionales al sistema regularizador y neo-
liberal, en tanto se basan en la integración y la
asimilación al régimen biopolítico heteronor-
mativo. De ahí que la coyuntura de crisis que
vive Colombia haga necesario repensar no sólo
el sentido de este tipo de políticas, sino tam-
bién toda la serie de prácticas cotidianas y vin-
culaciones no formales que devienen en “posi-
bilidades efectivas que tiene el individuo de
influir en su entorno” y “librarse de la norma-
tividad del deber ser” (Maffesoli 2005: 16). 

De gais a LGTB:
trayectos activistas en Colombia

Las dinámicas organizativas de las personas
homosexuales5 en Colombia deben entenderse
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4 Con el modismo “salir del clóset” se conoce a la prác-
tica en la que una persona homosexual declara de
manera voluntaria y pública su orientación sexual o
identidad de género.

5 Utilizó el término en forma plural pues el concepto de
homosexualidad –aparecido a finales del siglo XIX
para designar una enfermedad o un trastorno mental–
no se manifiesta de manera unívoca. Por el contrario,
existen distintas maneras de vivir y expresar la orienta-
ción sexual, diferentes a la normativa, las cuales no se
agotan en la experiencia erótico-genital ni se definen a
partir de su antagonismo con las heterosexualidades.
Para efectos de este artículo, las homosexualidades, si
bien se refieren a la atracción erótico-afectiva entre
personas del mismo sexo, también se asume como una
“ley de circulación” y un “formato” del “sistema sexo-
género” (Preciado 2002: 19). En ese sentido, la idea de
que existen múltiples homosexualidades también



como un proceso más bien reciente, que em-
pezó hasta bien entrada la década del 70 del
siglo pasado, como repercusiones de los dis-
turbios de Stonewall y los cambios sociocultu-
rales obtenidos por los grupos feministas y gay
en Estados Unidos y Europa desde los años
60. El llamado Movimiento por la Liberación
Homosexual en Colombia se hizo palmario en
Medellín. En esta ciudad, tuvo lugar el segun-
do grupo de reunión de hombres gais6, “Gru-
po de encuentro por la liberación de los
gueis7”. Fue fundado y dirigido por León Zu-
leta, docente universitario, filósofo y lingüista
y miembro del Partido Comunista (Velandia
1999). Con el fortalecimiento de los procesos
reivindicativos, en 1980 los incipientes grupos
activistas de Colombia obtuvieron su primer
logro jurídico: la despenalización de la homo-
sexualidad por medio del decreto 1008.

Tras la despenalización de la homosexuali-
dad, los colectivos activistas de gais en
Colombia empezaron a consolidarse y multi-
plicarse, cuestionando rápidamente el sem-
blante heterosexista y excluyente de las políti-
cas estatales como mecanismos de control y
estructuración del orden social. No obstante,
estas demandas por la igualdad se toparon

pronto con un difícil panorama: la propaga-
ción del VIH-SIDA. Los discursos médicos y
periodísticos que en un principio definieron a
esta enfermedad como la de las “cuatro ha-
ches” –recalcando que los llamados “grupos de
riesgo” eran básicamente los haitianos, los he-
mofílicos, los heroinómanos y los homosexua-
les– generaron una serie de presiones sobre los
homosexuales desde diversos sectores sociales,
que más tarde se tradujeron en una renovación
de la homofobia. Sin embargo, la pandemia
también ayudó a una toma de conciencia so-
bre los riesgos de esta comunidad y fungió
como vehículo cohesionador, animando la
consolidación de redes nacionales e interna-
cionales que propusieron al VIH-SIDA como
vector del trabajo y formación de identidades
y comunidades. Según comenta Serrano Ama-
ya, “en este contexto, el trabajo de activistas,
académicos y educadores creó una serie de
conexiones entre el tema del SIDA y las discu-
siones internacionales sobre derechos sexuales
y reproductivos, que permitió a su vez otras
conexiones entre los temas de derechos sexua-
les y derechos humanos” (2006: 360-361).

Un segundo momento en las formas de
agrupación de homosexuales en Colombia se
m a rca con la promulgación de la Cart a
Constitucional de 1991, que instituye una
serie de derechos fundamentales, entre ellos el
derecho a la vida, a la igualdad, al desarrollo de
la libre personalidad y a la consolidación de
una democracia participativa y no representa-
tiva. Al establecer un orden de beneficios para
los diferentes sectores sociales, sin especificar-
los, la Constitución de 1991 también supuso
la anulación de aquellos referentes identitarios
que posibilitaban la demanda de una nación
con una única lengua, religión, raza y ordena-
miento binario del género, lo que resultó en
una explosión de micro-comunidades que rei-
vindican no sólo su existencia sino también
sus especificidades identitarias y culturales. 

En este contexto, también se intensifican
los debates alrededor de la violación de los
Derechos Humanos en el caso de homosexua-

Jorge Luis Aparicio Erazo

46
ÍCONOS 35, 2009, pp. 43-54

alude a que ellas están en permanente construcción,
configuración o negociación, de acuerdo a los contex-
tos históricos, espaciales, políticos y culturales en los
que emergen. Además, se inscriben en los sujetos junto
a otros discursos como los de la clase social, raza,
nación, sexualidad y género. Aunque los términos
“homosexual y gay” surgen en espacios y momentos
históricos concretos, en el texto se utilizan de manera
indistinta.

6 El primer grupo de homosexuales en Colombia del
que se tiene conocimiento se llamó “Los Felipitos”, y
apareció en Bogotá hacia la década de los 40. De carác-
ter clandestino, este grupo estaba compuesto comple-
tamente por hombres pertenecientes a los círculos
intelectuales y artísticos de la época y su propósito era
simplemente crear un espacio de socialización, por lo
que las intenciones reivindicativas no hicieron parte de
su agenda. 

7 Escrito de esta manera para enfatizar la resistencia a las
imposiciones lingüísticas norteamericanas.

8 El acceso carnal homosexual había estado clasificado
como delito en el sistema jurídico del país desde 1936
con la promulgación del Código Penal.



les, lo que se convierte rápidamente en eje para
promover proyectos de ley ante instancias pú-
blicas. Entre 1991 y 2000 se produjeron con-
quistas legislativas, así el establecimiento de
marcos jurídicos para algunas demandas de las
personas homosexuales, relacionadas entre
otras, con el cambio de nombre de masculino
a femenino y viceversa, la inclusión de hom-
bres gais en las Fuerzas Militares, el respeto a
la libre opción sexual, el derecho a la educa-
ción y las uniones maritales (Velandia 1999:
157-208). Respecto a estos avances, resulta re-
levante y sintomático que en Colombia mu-
chas personas no heterosexuales hayan recurri-
do a la acción jurídica de tutela* para acceder
y garantizar el ejercicio de sus derechos con
relación al trabajo, la dignidad, la igualdad, la
libertad y la educación. Según la ONG Co-
lombia Diversa, este hecho “muestra no sólo
un desarrollo precario de las normas en asun-
tos LGTB (lesbianas, gais, trans y bisexuales),
sino un bajo nivel de apropiación por parte de
las personas LGBT de mecanismo de protec-
ción de sus dere c h o s” (Colombia Di ve r s a
2005: 21). De igual manera, también es muy
diciente la histórica incongruencia entre el
Congreso de la República, máximo órgano
legislativo del país, y la Corte Constitucional,
entidad encargada de velar por el cumplimien-
to de la Constitución, respecto al reconoci-
miento legal de los derechos fundamentales,
de primera, segunda y tercera generación9.

Con la entrada del presente siglo, se empie-
zan a producir discursos y prácticas con ten-
dencia a incluir las demandas comunes de los
sujetos con diversas orientaciones sexuales e
identidades de género. En este panorama, re-
sultan vitales las labores gestionadas por la or-
ganización no gubernamental Proyecto Pla-
neta Paz, que a partir de 2001 promueve la in-
tegración de las problemáticas derivadas de la
exclusión y discriminación en razón de las
orientaciones sociales e identidades de género.
Es aquí cuando se empieza a hablar de grupos
LGTB10 y a impulsar la creación de redes a
nivel nacional y de agendas compartidas para
acciones políticas (Planeta Paz 2002). 

Este suceso –unido a la emergencia de nue-
vos grupos activistas, líderes independientes y
organizaciones no gubernamentales11– motivó
un viraje en las agendas políticas de los gais,
quienes empezaron a incluir con más fuerza
los temas de los Derechos Humanos, derechos
sexuales y reproductivos y el ejercicio de la(s)
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* “La acción de tutela, regulada en el artículo 86 de la
Constitución Política […] constituye el principal y
más efectivo medio de protección de los derechos fun-
damentales […] ante las acciones u omisiones de las
autoridades o de los particulares que los vulneren o
amenacen. Inclusive bajo los estados de excepción”.
Cifuentes Muñoz, Eduardo, 1997, “La Acción de
Tutela en Colombia”, Ius et Praxis, Año 3, No. 1, pp.
165-174. (N. de la E.).

9 Prueba de ello han sido los más de siete proyectos de
ley caídos en los debates del Congreso y los más de 16
casos tratados y resueltos por intervención de la Corte
Constitucional, entre los que se encuentran los dere-
chos patrimoniales de personas del mismo sexo, la pro-
tección de los homosexuales en los centros penitencia-

rios y el tratamiento no discriminatorio hacia los gais
en las fuerzas amadas de la nación. Hasta la fecha, el
Congreso únicamente ha aprobado la despenalización
de la homosexualidad (1980) y la firma de una norma
en el Código Penal que aumenta la pena tras verificar-
se que el delito fue originado por la orientación sexual
y de género de la víctima (2000).

10 Esta sigla –que se popularizó en Europa y Estados
Unidos en la década de los 90– intenta, por un lado,
reunir y designar a las identidades por orientación
sexual de las personas que se asumen como gais, lesbia-
nas, transgeneristas y bisexuales, y por el otro, simbo-
lizar la superación del “origen clínico” del término
homosexual. No obstante, la adopción de este término
no ha estado exenta del debate público: algunos teóri-
cos y activistas alegan tanto por su aceptación acrítica
por parte del movimiento como por la intención de
igualar las demandas de las diversas identidades conte-
nidas en él. 

11 Aquí conviene resaltar la importante labor realizada,
para la obtención de algunas conquistas legales para los
homosexuales y debates sobre el tema en Colombia,
por la ONG Colombia Diversa, el Grupo de Derecho
de Interés Público (G-DIP) de la Universidad de los
Andes, la Comisión Colombiana de Juristas, así como
de los colectivos Red de Apoyo a Transgeneristas
(Trans-ser), Corporación Triangulo Ne g ro, Gru p o
DeGenéres-E y líderes independientes como Manuel
Velandia, Germán Rincón Pe rffetti, José Se r r a n o ,
Florence Thomas y Carolina Giraldo.



ciudadanía(s). En este contexto y de la mano
de las discusiones alrededor del aborto, la
prostitución y las cirugías de reasignación de
sexo, aparece la idea de una ciudadanía sexual.
Este tipo particular de ciudadanía, enfatiza la
idea de que las orientaciones sexuales, las iden-
tidades de género y las prácticas sexuales son
aspectos relevantes tanto en la vida de las per-
sonas como del colectivo social. Este tipo de
ciudadanía busca integrar y legitimar social,
política y legalmente las diversas expresiones
sexuales existentes en la sociedad (Muñoz
2005). 

Como sugiere Muñoz (2006: 108), las dis-
cusiones sobre el reconocimiento de los dere-
chos civiles, políticos, sociales y sexuales de los
homosexuales no se pueden desarraigar de las
discusiones sobre la equidad de género. Lo que
a su vez exige complejizar la noción de “géne-
ro”, pues éste no solamente es la “representa-
ción cultural de la diferencia sexual” (Lamas,
citada en Serrano 1996: 70), sino también un
efecto de las prácticas lingüístico-discursivas
(Butler, 1991) y una construcción corpóreo-
prostética que deviene efectiva en la medida en
que logre incursionar en la materialidad de los
cuerpos (Preciado 2002). 

El fortalecimiento de las dinámicas organi-
zativas de los gais se reflejó en una serie de
acciones políticas concretas que buscaban dis-
minuir el nivel de desvalorización y exclusión
en el que se encontraban. Entre los logros
obtenidos en el presente siglo se encuentran la
abolición de las normas que establecían el
“ h o m o s e x u a l i s m o” como inhabilidad para
ejercer el cargo de notario, la orden a los esta-
blecimientos de educación del país de no esta-
blecer reglas en los manuales de convivencia
que sancionaran la expresión de la orientación
sexual y de género en los estudiantes, la decla-
ración de ilegalidad del reglamento disciplina-
rio de las Fuerzas Militares que incluía men-
ciones negativas hacia las personas gais, el re-
conocimiento de los derechos patrimoniales a
las parejas del mismo sexo y de afiliación de
sus parejas en los espacios de salud en los mis-

mos términos y condiciones de las parejas
heterosexuales, entre otros (Colombia Diversa
2005). 

En los últimos cinco años, la idea de un
ejercicio de ciudadanía plena para los homose-
xuales en Colombia ha tomado fuerza a través
del diseño e implementación de las denomina-
das “políticas públicas”. Al respecto, Pecheny
(2009) señala que las “políticas públicas” son
procesos tanto corporativos como intersubjeti-
vos, que conciernen a formas de planear y
enfocar leyes, modificar los códigos y valores
institucionales, producir acciones expresivas y
comunicativas y conducir a la mejoría de la ca-
lidad de vida de los actores involucrados y de
la sociedad en general. Al aludir a cuestiones
de distribución de bienes tanto para sujetos
incluidos como excluidos, “las políticas públi-
cas contribuyen a la definición y contenidos
de la ciudadanía” (Pecheny 2009: 3). 

No obstante, con relación a este debate, y
pese a los avances que se han logrado en algu-
nas localidades del país12, lo cierto es que en
Colombia aún no existen políticas públicas
para prevenir y aniquilar las formas de exclu-
sión y las violaciones a los derechos humanos
y potenciar la participación de las personas ho-
mosexuales. Es factible que las razones que
expliquen esta situación sean la poca relevan-
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12 Hago referencia en particular a las iniciativas llevadas a
cabo en algunas de las ciudades y departamentos de
Colombia: en el 2006 el Concejo de Medellín institu-
cionalizó una serie de medidas dirigidas al desarrollo y
protección de los derechos humanos, sexuales y repro-
ductivos con especial énfasis en la diversidad sexual y
de géneros. El 27 de septiembre del mismo año, la
Gobernación y la confluencia de organizaciones, líde-
res y liderezas LGTB del Valle del Cauca firmaron un
Acuerdo Social de Voluntades en el que gestionó una
política de reconocimiento, diálogo e inclusión social
para proyectos comunes con la Gobernación. El 28
diciembre de 2007, la Alcaldía Mayor del Distrito
Capital de Bogotá estableció, junto con grupos, orga-
nizaciones y líderes gais, el Decreto 608, sobre los
“Lineamientos de la política pública para la garantía de
derechos de las personas LGBT y sobre identidades de
género y orientaciones sexuales”. El primero de abril
de 2009, el alcalde de Bogotá Manuel Moreno estable-
ció, por medio del decreto 371, una revisión a estos
lineamientos.



cia que algunas administraciones locales le
otorgan al tema, así como la falta de cohesión
de grupos y líderes activistas que logren presio-
nar estos cambios. De igual manera, los deba-
tes alrededor del reconocimiento legal de los
homosexuales a la constitución de familias,
matrimonio y adopción de hijos han tenido
históricamente como obstáculos principales
las prácticas y los “discursos biopolíticos hete-
rosexistas”. Discursos que se ejercen desde
ciertos sectores sociales moralistas y conserva-
dores y desde la Iglesia católica, los cuales po-
nen de manifiesto “las disputas políticas pro-
pias de los procesos de construcción de las
agendas públicas y legislativas en el país” (Mu-
ñoz 2006: 107). 

Pese a la importante labor realizada por los
grupos activistas colombianos en los últimos
treinta años, en la actualidad las personas gais,
debido a la falta de protección por parte del
Estado, sufren de la falta de garantías frente a
varios derechos humanos, y constantemente
son víctimas de homicidios, torturas fiscas y
psicológicas, y tratos crueles y degradantes.

Ciudadanización homosexual formal

Como se advirtió en este breve recorrido his-
tórico por los trayectos activistas LGTB, para
ingresar a los procesos de ciudadanización for-
mal, los homosexuales colombianos debieron
incorporarse lentamente a las dinámicas y a los
mecanismos de participación propios de las
democracias liberales. Esto ha implicado la ló-
gica de una legislación diferenciada: el Estado
debía establecer pautas jurídicas para las perso-
nas con una sexualidad distinta a la heterose-
xual. Este tipo de demandas de ciudadanía se
basa en la idea de los llamados derechos especia-
les de representación, que “expresan el reclamo
de los grupos minoritarios por el reconoci-
miento de la igualdad en la diferencia” (López
Lopera 2001: 120). Desde una perspectiva
amplia, esta clase de acciones políticas (al
nombrar la crisis del régimen de representa-

ción) busca reivindicar el derecho de los ho-
mosexuales a adoptar y reproducir los mo-
delos imperantes en la sociedad heteronor-
mada. 

Como ha quedado demostrado en las últi-
mas dos décadas, estas maniobras políticas
suelen ser aprehendidas y resemantizadas por
los Estados contemporáneos, bajo unos pará-
metros biopolíticos que reorientan el control
de la vida de los ciudadanos. Uno de los ejem-
plos más dicientes de este manejo biopolítico
de las demandas de los grupos gay ha sido los
intensos debates en torno al reconocimiento
legal de las “parejas de hecho”. Como bien
anota Cleminson (aludiendo al caso de An-
dalucía, España, pero extensible al fallo profe-
rido por la Corte Constitucional de Colombia
en 200713) esta forma jurídica únicamente es
admisible en determinadas jurisdicciones si se
verifica una serie de condicionantes básicos
(identificación personal, documento que com-
pruebe el estado civil de soltería, comproban-
tes de que los postulados no están impedidos
para ser “pareja de hecho”, pedir la aprobación
a través de un formulario para ser “pareja de
hecho”, etc.,); por lo demás, muy similares a
los exigidos y promulgados a las uniones mari-
tales de tipo civil o religioso. “Víctimas de las
más completas discriminaciones en tiempos
anteriores, ahora los homosexuales son ‘recu-
perados’ como seres con derechos, ‘útiles’ para
la sociedad si siguen ciertas reglas y pautas en
su inscripción como pareja jurídicamente ‘de
verdad’” (Cleminson 2005: 133). 
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13 En 2007 la Corte Constitucional de Colombia legali-
zó las uniones de hecho entre personas del mismo
sexo, convirtiéndose en el primer país en América
Latina en el que entró en vigencia y ejercicio este dere-
cho. En Uruguay esta misma ley –aunque con algunas
restricciones más que la colombiana– había sido apro-
bada el mismo año, pero entró en vigor en 2008. En
otros países de América Latina, las uniones de hecho
de homosexuales han sido aprobadas en ciertas ciuda-
des y provincias de acuerdo a la legislación propia de
cada circunscripción. Tal es el caso de Ciudad de
México (México), Río Grande do Sul (Brasil) y Buenos
Aires, Villa Carlos Paz y Río Negro (Argentina).



En ese sentido, Dolores Juliano (2004) se-
ñala que las formas de exclusión y marginali-
zación de ciertos sectores sociales no se extin-
guen con el paso del tiempo, sino que se resig-
nifican de acuerdo a los contextos culturales
en las que dichas formas circulan. Con la visi-
bilización de los gais en las últimas décadas,
también se produjo un cambio de paradigma,
donde el mercado revalorizó las producciones
simbólicas y los consumos culturales ligados a
las orientaciones sexuales. Precisamente la idea
de que existe una “identidad” o una “cultura”
gay acaeció en gran medida por la consolida-
ción de toda una serie de productos, servicios
y espacios dirigidos a satisfacer los gustos y de-
seos de los homosexuales. Siguiendo la idea de
García Canclini (1995), hoy podríamos decir
que la fuerza de la economía global ha deter-
minado que sea el mercado a través del consu-
mo y la creación de guetos –y no necesaria-
mente el Estado por medio de la participación
política formal– el factor privilegiado para que
muchos gais accedan a la integración social y a
la participación en la esfera pública. La entra-
da del llamado pink market14 en Colombia es
un “referente cultural transnacional” (Canclini
1995: 31), que hace que muchos analistas es-
tén convencidos de que los procesos de reivin-
dicación política de los homosexuales están
más cerca del mercado que de la lucha por una
sociedad más democrática (Gonzales 2007:
163). 

Por otro lado, el orgullo de la homosexua-
lidad compartida y la afirmación de la diferen-
cia identitaria a partir de la orientación sexual
se muestran como vehículos novedosos para la
autosegregación. En ese sentido, la mayoría de
estas políticas públicas se hallan inscritas en los
mismos discursos que pretende contrarrestar,
participando incluso en sus estrategias exclu-
yentes. Tanto que casi siempre ponen la orien-
tación sexual como única condición de las

luchas reivindicativas, mientras dejan de lado
en su discurso las cuestiones de clase y etnia. 

Ciudadanización homosexual informal 

Es a la concepción tradicional de ciudadanía
–es decir, la correspondencia entre los dere-
chos y los deberes de un miembro de una
comunidad establecida, o su igualdad de dere-
chos ante la ley– a la que le debemos la idea de
que la participación ciudadana de las personas
homosexuales, y en general de toda minoría,
está directamente relacionada con la participa-
ción electoral, su identificación/vinculación a
organizaciones políticas o su militancia en par-
tidos. Las propuestas de estos discursos insti-
tucionalizados suelen desconocer que el poder
se ejerce desde estrategias polimorfas y protei-
cas, que no siempre tienen la visibilidad de las
desigualdades ejercidas institucionalmente
–como por ejemplo, la no aceptación del ma-
trimonio homosexual– sino que se establecen
por medio de finas maneras en los centros de
la vida cotidiana. Así mismo, las políticas ins-
titucionales no advierten que las personas ho-
mosexuales conforman una comunidad hete-
rogénea, con múltiples capacidades de generar
cambios. En ese sentido, es comprensible que
ni los discursos ni las acciones de las políticas
estatales o de las organizaciones de base o de
los partidos políticos, hayan podido generar
formas de respuesta a las exigencias de la ma-
yoría de los homosexuales. 

Esta desconexión con las luchas reivindica-
tivas en el ámbito político formal se ha inter-
pretado como la respuesta a la interiorización
de los dispositivos de dominación (Castellanos
2008) y ha sido incluso oportunidad para una
serie de ataques silenciosos e invisibles a ho-
mosexuales15 por parte de la sociedad heterose-
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14 Con el nombre de “pink market” se conoce a las estra-
tegias mercantiles dirigidas a los homosexuales en
tanto “nicho de mercado”.

15 Según sostiene Benhabib: “Las prácticas colectivas
pueden derivar en daños individuales: a causa de la
denigración de la identidad colectiva propia en la esfe-
ra pública, los miembros de un grupo pueden perder
autoconfianza e internalizar imágenes odiosas de sí



xual. Si bien estas sentencias pueden ser due-
ñas de una realidad irrefutable, mi argumenta-
ción va en otro sentido, pues la realidad mues-
tra que los conductos formales de ejercicio
ciudadano son insuficientes para explicar las
inusitadas formas en que los homosexuales en
Colombia hoy se vinculan como actores visi-
bles y activos de sus comunidades. 

Si aceptamos que la ciudadanía en su senti-
do formal implica una serie de delimitaciones
políticas y exclusiones para ejercer el control
social, vale la pena preguntarnos ¿dónde que-
dan los gais que, “fuera del clóset” y sin estar
vinculados a ningún grupo organizado, se
convierten en actores sociales activos y visibles
a través de sus actividades cotidianas, de sus
trabajos, de sus formas de encuentro y desen-
cuentro con el “otro” y hasta de sus prácticas
sexuales? ¿Cómo se valorizan todos aquellos
ejes informales y desistitucionalizados que los
homosexuales utilizan para manifestar públi-
camente su orientación sexual, sus comporta-
mientos y ampliar sus horizontes de comuni-
cación para situarse en la sociedad? 

Ciertas dinámicas y actividades de los ho-
mosexuales se convierten en territorios privile-
giados para sentirse ciudadanos. Así, la apro-
piación de espacios públicos urbanos, pero
también los lugares “clandestinizados” para la
fiesta y la diversión; el lenguaje subversivo y
muchas veces humorístico que utilizan, tanto
como las “impúdicas” exhibiciones públicas
del cuerpo de las prostitutas transexuales; la
producción y consumo de bienes culturales;
las transformaciones somáticas, entre otras.
Todas estas expresiones pueden considerarse
ejercicios de una “ciudadanía más cercana a
una concepción práctica y cotidiana de la cir-
culación social cuyas reglas se construyen cada
día y aún más a partir de las necesidades coti-

dianas e inmediatas de la colectividad o del
grupo en cuestión, y no de una ciudadanía ofi-
cial o republicana cuyas normas habían sido
constituidas por aquellos que se sintieron con
el derecho de decir lo que es y lo que debe ser”
(Maffesoli 2005: 20). 

Entonces surgen algunas preguntas: ¿acaso
esta manera de entender la ciudadanía y en
general ciertas formas de ejercicio político no
está de la mano con el egoísmo que promueve
el individualismo, a través del cual se potencia
la oposición a la agrupación y el alejamiento
de la experiencia colectiva y pública? ¿No es
acaso también una forma de negación de la
solidaridad por la discriminación compartida?

Desde luego, no se trata aquí de entronizar
las formas de participación ciudadana desvin-
culadas de los procesos formales. Es innegable
que esta forma de entender y desplegar la ciu-
dadanía podría estar socavando profundamen-
te lo que Martín-Barbero –aludiendo a las
n u e vas formas de participación política–
entiende por “lo público”. Es decir, lo público
en tanto implica “procesos de deliberación y
de crítica, al mismo tiempo que se crea la ilu-
sión de un proceso sin interpretación ni jerar-
quía, que fortalece la creencia en que el indivi-
duo puede comunicarse prescindiendo de toda
mediación social, y se acrecienta la desconfian-
za hacia cualquier figura de delegación y repre-
sentación” (Martín-Barbero 2007: 30-31). De
igual manera, muchas de estas acciones políti-
cas personales y de “sociabilidad subterránea”
(Maffesoli 2005) no siempre se traducen en
prácticas desligadas por completo de los regí-
menes de reproducción de representaciones
sociales más grandes. 

Generalmente, la idea de participación ciu-
dadana suele asumirse como una opción per-
sonal y desligada de las prácticas cotidianas, de
las acciones íntimas, de la diversión, de las
batallas que se libran en el interior de las alco-
bas. Participación desligada de aquello que
Guattari y Rolnik (2006) denominaron pers-
picazmente las micropolíticas del deseo, para ha-
cer alusión a todas aquellas líneas de fuga que
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mismos […] Negarles derecho civiles de participación
y autogobierno a las minorías también puede destruir
su sentido de autorrespeto, y por medio de la margina-
ción y el silenciamiento de ciertas experiencias, puede
desmoronarse el sentido grupal de autoestima” (2006:
98-99).



el Estado no puede advertir ni controlar, aque-
llas actividades descentradas de la instituciona-
lidad que simbolizan la resistencia y la inde-
pendencia. Desde esta perspectiva también se
entiende lo que a veces suele ser poco eviden-
te: la teatralización, la puesta en escena que
supone la noción formal de ciudadanía. “La
ciudadanía es un traje que las personas pare-
cieran ponerse y quitarse según convenga, co-
mo si ser ciudadano fuera un papel que se
actúa en un momento específico. Por ejemplo,
se es ciudadano si se cumplen deberes, si se de-
fienden derechos, si se participa en las decisio-
nes colectivas y si esa participación se expresa
de formas ya establecidas. Una vez usado el
traje, se desecha para ahora sí ser ‘persona’ y
dejar de ser ‘ciudadano’” (Barreneche y Flórez
2003: 8).

Este enfoque entiende que para que un
homosexual sea reconocido como ciudadano o
pueda ejercer modos de participación política,
no necesariamente tendría que acomodare al
ideal activista ni tampoco a aquellos discursos
y prácticas que tienden a regularizar y reaco-
modar la orientación sexual. De esta manera,
la resemantización del concepto de ciudadanía
la concibe como “los procesos que produce
una persona como parte de un grupo social,
las cosas que lo hacen sentir parte de ese grupo
tanto como las cosas que hacen que la socie-
dad lo vea como parte de ese grupo” (Ochoa
2004: 243). 

En el paisaje de prácticas de ciudadanía in-
formal cobraría particular significado un he-
cho que muchos gais suelen considerar como
sinónimo de vergüenza, falta de autoestima o
miedo: permanecer “en el clóset”. Algunos ho-
mosexuales optan hoy por “mantenerse en si-
lencio” no por vergüenza o prejuicio, sino co-
mo una estrategia deconstruccionista de aque-
llos discursos hegemónicos que instigan a la
confesión de las orientaciones sexuales y las
identidades de género.

Sin embargo, no se trata de pensar las dife-
rentes formas del ejercicio de la ciudadanía
como esferas excluyentes o compartimentos

estancos, sino como ámbitos entre los que se
teje una compleja red de relaciones, negocia-
ciones y resignificaciones. Como se sabe, mu-
chos homosexuales realizan habitualmente ac-
ciones que se ligan a momentos con la partici-
pación política institucional y tradicional, y a
momentos con las forma informales de ejerci-
cio de la ciudadanía. Habría que decir, que en
estos ámbitos intermedios, muchos homose-
xuales han encontrado maneras de vivir libre-
mente su sexualidad, sin orgullo pero también
sin vergüenza. 

A manera de conclusión

En la actualidad, los homosexuales en Colom-
bia acceden al ejercicio de la ciudadanía me-
diante una espesa trama de interacciones coti-
dianas, códigos, expresiones, prácticas y nor-
mas. Los sentidos sociales con los que hoy los
homosexuales dotan su vida y las actividades
que realizan diariamente tienen conexión di-
recta con los cambios en la participación ciu-
dadana. Si bien la organización en grupos de
base, la protesta y la partidización siguen sien-
do para algunos gais formas vigentes y nove-
dosas de actividad ciudadana, ésta también se
inscribe en los sentidos sociales vitales, en las
capacidades de agencia y en las prácticas dia-
rias que no pasan por lo oficial. Ante los im-
previstos que se suscitan en su diario vivir y la
desesperación o el hastío que genera una socie-
dad que tiende a negarlos, los homosexuales
buscan o crean nuevos espacios para dotar de
sentido a sus vidas y también para hacerse
notar o, incluso invisibilizarse en la esfera pú-
blica. Reconocer esas maneras inesperadas e
ingeniosas por medio de las cuales los homo-
sexuales acceden a diversas formas de ciudada-
nía y crean desde allí cultura, constituye un
reto para concebir las intensas reconfiguracio-
nes y des/reubicaciones de las homosexualida-
des en las sociedades contemporáneas. 
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Resumen
Este artículo analiza el contexto en el que surgieron las primeras experiencias de planificación
familiar en América Latina en los años sesenta. Los debates por el control de la natalidad reu-
nieron a diferentes actores en una discusión de consecuencias perdurables. Dichos debates
incluían la explosión demográfica, la implementación de programas de desarrollo promociona-
dos por organismos internacionales, la creciente movilización social y política de su población,
y las transformaciones en la sexualidad y los roles de género. La constitutiva tensión entre polí-
ticas demográficas y decisiones individuales respecto a la natalidad, se ubica en un escenario
concreto que aporta algunos elementos históricos para reflexionar acerca de los obstáculos que
aún encuentran los derechos reproductivos para afianzarse en la Región. 

Palabras claves: planificación familiar, políticas de población, derechos, ciudadanía

Abstract 
This article examines the context in which early experiences of family planning appeared in
Latin America in the sixties. The debates about birth control brought together different actors
in a discussion of lasting consequences. These discussions included topics such as the demo-
graphic explosion, the implementation of development programs promoted by international
agencies, the growing social and political mobilization of the population, and changes in sexu-
ality and gender roles. The fundamental tension between population policies and individual
decisions regarding birth is situated in a given scenario which provides some historical elements
in order that we might reflect on the problems that reproductive rights have had in getting a
foothold in the region.

Keyword: family planning, population policies, rights, citizenship
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Introducción

Alo largo de la historia, mucho antes de
que se castigara la actitud de Onán
como señala la Biblia y aún después de

la irrupción de la píldora anticonceptiva en el
mercado, las parejas –y de modo especial las
mujeres– han procurado, por diversos medios,
c o n t r a r restar el potencial re p ro d u c t i vo del
acto sexual. Estas prácticas y los discursos a los
que ellas dan lugar, se relacionan de manera
estrecha con la estructura económica, política,
social y cultural de cada época. Principalmen-
te, con el modelo de familia que se tiene por
deseable, las creencias religiosas vigentes, la
posición social de las mujeres y la disponibili-
dad de conocimientos y medios para controlar
la natalidad (Weeks 1993). Esto hace que de-
cisiones y experiencias que acontecen en la
intimidad, deban situarse en el debate público
y respondan a mandatos que exceden la volun-
tad individual. 

Si bien las distintas intervenciones que pre-
tenden regular las decisiones reproductivas no
son expuestas abiertamente ni vivenciadas co-
mo una forma de hostigamiento, en algunos
casos estas injerencias resultan evidentes.
Cuando un gobierno se propone estimular
ciertos nacimientos, impedir otros o establecer
un número ideal de hijos/as por familia, ya sea
por razones económicas, políticas, eugenésicas
o religiosas, la tensión entre el derecho a la
regulación de la natalidad que posee cada indi-
viduo y las prerrogativas que asumen los Es-
tados en materia de población se hacen mani-
fiestas. Ya sean pronatalistas o fiscalizadores de
la fecundidad, de manera explícita o implícita,
los gobiernos despliegan medidas que inciden
de manera significativa sobre los/as ciudada-
nos/as; en especial, sobre las mujeres, sus cuer-
pos y sus condiciones de autodeterminación
sexual y reproductiva, volviéndolas objeto de
políticas nacionales e internacionales (Jelin
2006). Esto implica que existe una tensión
entre las responsabilidades públicas y el respe-
to por la privacidad y la intimidad. Tensión

que puede quedar latente o revelarse de mane-
ra contundente, como bien lo prueban las es-
terilizaciones forzosas que se aplicaron sobre
distintos grupos sociales a lo largo de la histo-
ria y la política del hijo único en la China con-
temporánea. Estas medidas de impacto demo-
gráfico constituyen también un dispositivo
clave de regulación de la sexualidad y de disci-
plinamiento de los cuerpos, en aras de mante-
ner un sistema basado en estos ordenamientos
(Foucault 1996; Preciado 2008). De este mo-
do, tales medidas obstaculizan la puesta en
ejercicio de los derechos humanos, especial-
mente aquellos personalísimos que confor-
man, al decir de Ken Plummer, la ciudadanía
íntima (Plummer 2003). 

A comienzos de los años sesenta, los deba-
tes y las reacciones que rodearon a los prime-
ros programas de planificación familiar que se
desarrollaron en América Latina, junto con la
difusión de la flamante píldora anticonceptiva,
pusieron en evidencia conflictos entre al me-
nos tres sectores. Esto es entre quienes apoya-
ban estas iniciativas al considerarlas una estra-
tegia de lucha para erradicar el aborto y solu-
cionar un grave problema de la salud pública;
aquellos que entendían que las parejas tenían
el derecho de regular sus capacidades repro-
ductivas; y quienes priorizaban el control de la
natalidad como un deber ciudadano, que evi-
taría las nefastas consecuencias de la “explo-
sión demográfica”. Las presiones que irradia-
ron distintos centros de poder sobre esta cues-
tión, mostraron abiertamente de qué manera
las decisiones reproductivas se entrelazaban
con programas de desarrollo económico y
consideraciones geopolíticas, en el contexto de
Guerra Fría. Pero también con una creciente
movilización social e importantes transforma-
ciones en los roles y relaciones de género y de
las estructuras familiares, especialmente visi-
bles en los sectores medios y altos. De este
modo, la difusión de la planificación familiar
y de los métodos anticonceptivos modernos
puede pensarse como una respuesta a las de-
mandas de las parejas, de las mujeres más “li-
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beradas” y de las agrupaciones feministas. Asi-
mismo como una contestación directa al pro-
blema de la “explosión demográfica” y su ame-
naza al sistema capitalista y al orden de género
dominante. En todo ello se evidencia las múl-
tiples aristas con que las sociedades occidenta-
les organizan (y regulan) la sexualidad
(Hodgson y Cotts 1997; Dixon 1993).

En los países latinoamericanos estas discu-
siones se inscribieron en un contexto particu-
lar, signado por los efectos de la Revolución
cubana, el creciente compromiso político de
una buena parte de la Iglesia católica, la radi-
calización de las izquierdas y el surgimiento de
sangrientas dictaduras militares que buscaron
reestablecer el orden social y reafirmar el siste-
ma capitalista. Algunos gobiernos incorpora-
ron la planificación familiar en sus políticas
demográficas, buscando generar un cambio en
la estructura de su población y conseguir el
reconocimiento de los centros de poder eco-
nómico por su actitud obediente. Otros, en
cambio, cuestionaron la intromisión en temas
que cada nación debía resolver de manera
soberana. De todos modos, las críticas y dudas
que se manifestaron en diferentes ámbitos no
impidieron la creación y el funcionamiento
sostenido de centros de planificación familiar,
con apoyo de organizaciones internacionales y
muy especialmente de los Estados Unidos
(Felitti 2009). 

En este artículo analizo el contexto político
e intelectual en el que se desarro l l a ron estas pri-
meras experiencias de planificación familiar en
América Latina, al presentar los debates a los
que dio lugar la llamada “explosión demográfi-
c a”, las propuestas de acción que impulsó y
algunas de las respuestas que surgieron en el
campo político e intelectual de la Región. De
este modo, la constitutiva tensión entre las
políticas demográficas y las decisiones indivi-
duales respecto a la natalidad, se ubica en un
escenario concreto que aporta algunos elemen-
tos históricos para reflexionar acerca de los obs-
táculos que aún encuentran los derechos re p ro-
d u c t i vos para afianzarse en la Región. 

Población y desarrollo:
la actualización de un viejo binomio

A partir de la segunda posguerra, mientras el
crecimiento de la población se consolidaba
como problema y la planificación familiar se
erigía como solución, distintas organizaciones
internacionales, entidades privadas, universi-
dades, líderes políticos y personalidades influ-
yentes de los países centrales comenzaron a
auspiciar investigaciones, encuentros y progra-
mas para tratar estas cuestiones. Aunque varios
países europeos colocaron el tema en un lugar
de importancia en sus agendas (Marks 2001),
fue Estados Unidos el que llevó adelante una
política específica y de efectos notables en
América Latina. En los años cuarenta había
surgido allí un importarte movimiento de
family planning, cuyo objetivo fundacional ha-
bía sido promover el bienestar familiar como
precondición para conservar el capitalismo y
sus promesas de libertad y prosperidad. No se
trataba de cuestionar el modelo de familia im-
perante y con ella el sistema social en general,
como habían hecho muchas militantes femi-
nistas y socialistas de principios de siglo, sino
de crear condiciones más auspiciosas para la
llegada de la prole (Gordon 1990). A medida
que el crecimiento demográfico mundial fue
considerándose peligroso, a estos objetivos ini-
ciales se agregó la preocupación por limitar los
nacimientos y extender este tipo de programas
a otras regiones del mundo (Tone 2001). 

La Alianza para el Progreso fue otra instan-
cia que reflejó la preocupación con que
Estados Unidos observaba el escenario latino-
americano, con una población en aumento
que llevaba al crecimiento de la pobreza, el
descontento y las opciones políticas que cues-
tionaban al capitalismo. Este plan de ayuda
económica buscaba contener el ejemplo que
irradiaba la Revolución cubana y su alinea-
miento con la Unión Soviética, y derivó en el
apoyo norteamericano a la militarización del
continente (López 1988). Cuando el presiden-
te Lyndon Johnson –en junio de 1965, duran-
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te la celebración del 20.º aniversario de las
Naciones Unidas– destacó los beneficios de
gastar cinco dólares en el control de la pobla-
ción frente a los 100 que deberían invertirse
en crecimiento económico, no hizo más que
confirmar el modo en que Estados Unidos
entendía el problema del subdesarrollo en
América Latina (Stycos 1975). 

Otras instituciones trabajaban fuertemente
desde los años cincuenta en estos temas. Para
1952 funcionaba ya el Consejo de Población,
institución creada bajo el impulso de John D.
Rockefeller III, que proporcionó fondos y asis-
tencia técnica a los estados que quisieran apli-
car planes de planificación familiar en sus
territorios. Este organismo relevó datos cuan-
titativos de la situación poblacional de los
“países pobres” y avanzó en investigaciones
para desarrollar nuevos dispositivos intrauteri-
nos (Marks 2001). La Fundación Ford y la
Fundación Rockefeller trabajaron en líneas si-
milares, dejando nuevamente en evidencia la
importancia que Estados Unidos atribuía a la
situación demográfica mundial (Ha rk a v y
1972). En paralelo, también en 1952, como
resultado de la Tercera Conferencia Interna-
cional sobre Planeamiento Familiar, realizada
en Bombay, India, se creó la Federación Inter-
nacional de Planificación Familiar, mundial-
mente conocida por su sigla en inglés, IPPF.
Este organismo, que reunía a un conjunto de
asociaciones nacionales autónomas, promovía
la implementación de programas de planifica-
ción familiar a gran escala y, por medio de sus
agencias y las organizaciones privadas que
contaban con su apoyo, brindaba asistencia sa-
nitaria y educativa a nivel local. 

Por su parte, la Organización de las Nacio-
nes Unidas también colocó la cuestión demo-
gráfica en un lugar destacado de su agenda:
creó comisiones de estudio y patrocinó las dos
primeras conferencias de población, una en
Roma (1954) y otra en Belgrado (1965). En
dichas conferencias expertos de distintos paí-
ses identificaron factores y patrones del fenó-
meno demográfico, sin llegar a redactar reco-

mendaciones políticas dado el carácter exclusi-
vamente académico y científico de estas reu-
niones, hecho que sí sucedería en la Confe-
rencia de Población de Bucarest (1974). En
esta línea de investigación, el Consejo Eco-
nómico y Social de la ONU instó a la creación
de centros especializados en esta temática en
las propias regiones “s u b d e s a r ro l l a d a s”. En
América Latina, esta recomendación se hizo
efectiva con el establecimiento del Centro La-
tinoamericano de Demografía (CELADE) en
Santiago de Chile, en 1957 (Rothman 1969).
Sus objetivos contemplaban la organización de
cursos y estudios sobre técnicas de análisis y
problemas demográficos, y la provisión de ser-
vicios de consulta para los gobiernos latinoa-
mericanos y sus organismos, que ofrecieran
datos fehacientes y análisis contextualizados,
realizados en la propia Región. La elección de
Chile como sede respondía al claro interés que
manifestaba ese país en las cuestiones de plani-
ficación y en el desarrollo de políticas que con-
trolaran uno de sus principales problemas de
salud pública: el aborto (Requena 1965). Pos-
teriormente, a partir de 1969, todas las reco-
mendaciones y políticas de población diseña-
das por la ONU fueron centralizadas en un
solo organismo, el Fondo de las Naciones Uni-
das para la Población, creado por iniciativa de
Robert McNamara, ex secretario de defensa
n o rteamericano y presidente del Ba n c o
Mundial.

En esos años se publicaron algunas obras
que condensaron parte de las discusiones, en-
tre quienes aseguraban la fatalidad de la “bom-
ba poblacional” y aquellos que la consideraban
un mito creado para facilitar el control de los
países más pobres. The Population Bomb, escri-
to en 1968 por Paul Ehrlich, pronosticó la
muerte de cientos de millones de personas en
el corto plazo a causa del hambre; para evitar-
lo llamó a adicionar anticonceptivos a toda la
comida que se vendiera, establecer impuestos
que colocaran como bienes de lujo a cunas,
pañales, frazadas y juguetes, otorgar premios a
las parejas que pasaran al menos cinco años sin
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tener hijos y a los hombres que se practicaran
una vasectomía (Ehrlich 1971). El norteame-
ricano Garrett Hardin profundizó el modo
autoritario en un ensayo publicado en la revis-
ta Science ese mismo año, al señalar que las
Naciones Unidas cometían un error al recono-
cer a las familias el derecho a decidir sobre su
reproducción. Según él, no se podía dejar a
merced de la conciencia y la libertad indivi-
dual decisiones de tanta importancia y, por
eso, no vacilaba en reivindicar la coerción
cuando el fin último era el bien común
(Hardin 1968). El informe solicitado por el
Club Roma al Instituto Tecnológico de
Massachussets (MIT) tampoco resultaba opti-
mista: pronosticó el fin de los recursos no
renovables, un severo deterioro ambiental y la
vuelta al equilibrio solo luego de un catastrófi-
co decrecimiento de la población por mortali-
dad masiva (Meadows 1972). 

Esta tesis generó duras críticas en América
Latina por su grado de alarmismo, su carácter
determinista y los comportamientos políticos
que avalaba (Jaguaribe 1971). En Argentina, a
comienzos de los años setenta, la Fundación
Bariloche elaboró una respuesta a la tesis del
Club Roma: el Modelo Mundial Latinoame-
ricano, un trabajo multidisciplinario conduci-
do por Amílcar Herrera, cuyos resultados se
expusieron en numerosos y prestigiosos cen-
tros universitarios. Este diseño alternativo de-
mostraba que, si se postulaba como objetivo
central para el desarrollo de los pueblos la eli-
minación del hambre y no el estilo consumis-
ta de los países centrales, los recursos naturales
–incluidas las tierras– resultarían suficientes
para sostener una población aún tres veces
superior a la existente entonces. Además, ase-
guraba que un alza en los niveles de desarrollo
humano sería la mejor manera de controlar la
tasa de natalidad (Fundación Bariloche 1976).
En esta misma línea crítica, en 1976, se publi-
có el libro El Club de Roma: anatomía de un
grupo de presión, una compilación de artículos
de destacados analistas latinoamericanos,
como Celso Furtado y Oscar Varsavsky, quie-

nes también denunciaban los objetivos ideoló-
gicos, políticos y económicos detrás del
supuesto carácter neutral y científico de la tesis
del MIT (Felitti 2009).

J. Mayone Stycos, un sociólogo que dirigía
en la Universidad de Cornell un reconocido
programa de estudios internacionales de po-
blación, analizó detenidamente estos debates,
enfatizando la posición crítica de algunos inte-
lectuales (Stycos 1965 y 1968a), así como en
la influencia de la religión católica en las deci-
siones de los gobiernos y de la población (Sty-
cos 1968b). Estos relevamientos demostraban
que, en general, los intelectuales latinoameri-
canos pensaban que el crecimiento demográfi-
co acelerado no era más que un mito creado
por el imperialismo. Se trataba en todo caso de
un problema que no se aplicaba a la Región y
una cuestión que podía solucionarse con más
educación y mayor desarrollo económico.
Puesto que mejores condiciones de vida y ex-
pectativas de progreso estimularían por sí mis-
mas una disminución de la tasa de fertilidad.
Según Stycos, estas posturas se apoyaban en
una concepción que asociaba el destino de
grandeza al que estaba llamada América Latina
con la fuerza de una población numerosa. A
medida que se profundizaron las consecuen-
cias negativas de la falta de desarrollo, algunas
críticas fueron cediendo y los gobiernos adap-
taron sus respuestas de acuerdo a sus propios
contextos. 

Planificación familiar:
¿obligación, derecho o necesidad?

Ya fuera por el temor a las represalias econó-
micas o por los tentadores alicientes moneta-
rios que ofrecían los países centrales, o como
respuesta a las demandas de las mujeres y de
las parejas que deseaban regular su fecundi-
dad, o como un elemento crucial del proceso
de cambio cultural en relación al género, la
sexualidad y los modelos familiares deseables,
para la segunda mitad de los años sesenta los
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programas de planificación familiar eran un
hecho. En América Latina distintas asociacio-
nes privadas que contaban con el auspicio y/o
el apoyo de la IPPF se extendían por la Re-
gión: la Asociación Pro Bienestar de la Familia
Ecuatoriana (1965), la Sociedade Civil Bem-
Estar Familiar no Brasil (BEMFAM) (1965),
la Asociación Chilena de Protección a la Fa-
milia (APROFA) (1966), la Asociación De-
mográfica Costarricense (1966), la Fundación
Mexicana para la Planeación Familiar (1967),
la Asociación Argentina de Protección Fami-
liar (AAPF) (1968),y la Asociación Uruguaya
de la Planificación Familiar (AUPF) (1968).

En 1968, durante la Conferencia Interna-
cional de Derechos Humanos de Teherán, la
planificación familiar fue definida como el de-
recho humano fundamental de los padres pa-
ra decidir sobre el número de hijos y los inter-
valos entre sus nacimientos (Naciones Unidas
1968). Con este enunciado, las Naciones Uni-
das introducía una variable que se sumaba a
las consideraciones geopolíticas hasta entonces
imperantes aunque, en la práctica, su conside-
ración fue relativa. Aún así, esta declaración
brindó una importante legitimidad a las accio-
nes de planificación familiar, aunque fueron
los argumentos esgrimidos desde la salud pú-
blica los que aseguraron su funcionamiento y
continuidad. En la mayoría de los casos, los
avances en este campo estuvieron vinculados
con el problema de la muerte de mujeres a
causa del aborto que con un discurso de dere-
chos ciudadanos, aunque este estuviera ya pre-
sente en las Naciones Unidas. 

Como he señalado, en Chile el problema
del aborto fue lo que motivó el temprano de-
sarrollo de actividades de planificación fami-
liar (Viel 1966). La labor de Benjamín Viel ha
sido extensamente reconocida (Jiles y Rojas
1992), así como el apoyo que recibieron estos
programas por parte de la Fundación Ford, el
Consejo de Población y la Universidad de
Harvard. Donde ha contado también sus bue-
nos resultados en el campo de la investigación;
por ejemplo, los trabajos de Jaime Zipper so-

bre dispositivos intrauterinos (Tone 2001) y la
sostenida oposición de la Iglesia católica
(Dides 2006). En 1973, la dictadura que enca-
bezó el general Augusto Pinochet desarticuló
estas experiencias en función de una política
pronatalista basada en la teoría de la seguridad
nacional y sus argumentos a favor de una po-
blación numerosa y políticamente controlada.
El régimen militar interrumpió una de las ex-
periencias pioneras de planificación familiar,
reforzó el rol obstaculizador de la Iglesia cató-
lica a la hora de debatir sobre derechos vincu-
lados a la autonomía, la libertad personal y la
sexualidad y, al mismo tiempo, habilitó formas
de resistencia y estrategias que podían sortear
la coerción impuesta. Los artilugios legales pa-
ra obtener el divorcio aunque este no estuvie-
ra permitido y la persistencia del aborto como
forma de controlar la natalidad, constituyen
dos ejemplos de este “doble discurso” que tuvo
como efecto retrasar el debate abierto y lograr
la modificación de estas disposiciones
(Shepard 2000).

En el caso argentino, las acciones en el
terreno de la planificación familiar también se
justificaron como una forma de prevenir el
aborto y disminuir los índices de mortalidad
materna por esta causa. Cabe aclararse, sin
embargo, que no fueron pocos los y las profe-
sionales de la salud y de la educación que pon-
deraron también el derecho de las parejas y
específicamente el de las mujeres, para decidir
sobre su reproducción. A diferencia de Chile,
estos programas no fueron apoyados oficial-
mente. El Estado mantuvo un discurso pobla-
cionista sostenido en índices demográficos que
mostraba una tasa de natalidad en constante
descenso. El temor a ser un “país vacío” en un
mundo “superpoblado”, finalmente llevó a
que durante el tercer gobierno pero n i s t a
(1973-1976) se dictara un decreto que prohi-
bía las actividades de planificación familiar en
dependencias públicas y obstaculizaba el acce-
so a los métodos anticonceptivos (Decreto Nº
659 de 1974). La confluencia de los apoyos
fue aquí también llamativa: para la derecha, el
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d e c reto defendía la soberanía nacional en
cuestiones demográficas y presentaba a la fa-
milia numerosa como la única que se corres-
pondía con la idea de una Argentina católica;
mientras que para la izquierda, establecía un
límite a las políticas imperialistas y a una revo-
lución sexual que consideraban una “desvia-
ción cultural burguesa” y un obstáculo para
focalizarse en la lucha. Esta medida se mantu-
vo en vigencia durante la dictadura militar
(1976-1983) y llegó hasta los primeros años
de la democracia, para ser derogada solamen-
te, a fines de 1986 (Felitti 2008). 

La persistencia de índices de natalidad d e -
clinantes y el aumento en la venta de anticon-
c e p t i vos a pesar de las restricciones, re vela la
existencia de estrategias para sortear estas dis-
posiciones coerc i t i vas. Sin embargo, este de-
c reto re f o rzó las diferencias entre quienes
podían pagar una atención médica privada y
comprar las píldoras en la farmacia, y los gru-
pos sociales que quedaban supeditados a la
decisión que tomara el jefe del servicio del
hospital público respecto a las dire c t i vas ofi-
ciales. Por otra parte, aunque estas medidas
no fueron sistemáticamente aplicadas en la
práctica, constru ye ron un imaginario que
persiste aún hoy a la hora de discutir sobre los
d e rechos re p ro d u c t i vos. Esto ha sido notable
en los debates parlamentarios recientes, don-
de los legisladores que se oponían a la sanción
de una ley para ligaduras tubarias y va s e c t o-
mías gratuitas en los hospitales públicos, ar-
g u m e n t a ron en contra aduciendo planes de
dominio extranjero sobre nuestras tierras y
denunciando estas opciones como forma de
terminar con los pobres y no con la pobrez a
( Felitti 2009).

En la misma época en que Argentina mate-
rializaba sus afanes demográficos con medidas
coercitivas, en México se viraba hacia la direc-
ción contraria. En la década de 1930, la falta
de población había derivado en la sanción de
leyes poblacionistas y pronatalistas con resul-
tados notables: el crecimiento acelerado de sus
habitantes entre 1940 y 1970, y un nivel de

fecundidad de 7 hijos por mujer a nivel nacio-
nal. A mediados de los años sesenta, el gobier-
no cambió radicalmente su política demográ-
fica con la sanción de la Ley General de Po-
blación (1973), la creación del Consejo Na-
cional de Población (CONAPO) y la puesta
en marcha del Programa Nacional de Planifi-
cación Familiar (1977); además de la instala-
ción de clínicas de planificación familiar de
forma privada, con apoyo de la IPPF. En ese
momento, el gobierno mexicano coincidió
con el diagnóstico que relacionaba la explo-
sión demográfica con la falta de oportunida-
des para alcanzar el desarrollo, mientras que la
corporación médica vio en la planificación fa-
miliar una buena forma para evitar los abortos
provocados. Estas medidas se vieron apoyadas
por cambios en el nivel socio-económico de la
población, un creciente nivel de urbanización,
el progreso en la educación femenina y un rol
social más activo para las mujeres. Todo lo cual
derivó en nuevas actitudes hacia la familia y la
maternidad, y en el abandono de los compor-
tamientos tradicionales de nupcialidad precoz
femenina y fecundidad natural (Cosio Zavala
1994).

En el caso brasileño, los trabajos de Joana
Maria Pedro muestran la influencia de los or-
ganismos internacionales en el impulso de la
planificación familiar, y no tanto una respues-
ta a las demandas del movimiento feminista
(Pedro 2003a). En este país también fueron
importantes los argumentos a favor de la anti-
concepción como una forma de reducir el
“aborto criminal” (Pedro 2003b). La ingeren-
cia extranjera en estos temas tomó ribetes más
dramáticos en el caso de las poblaciones indí-
genas. Así en Bolivia, por ejemplo, La película
Yawar Mallku (Sangre de cóndor) del director
Jorge Sanjinés, estrenada en 1969, resulta una
de las muestras de denuncia más contundentes
y recordadas. El film revelaba las esterilizacio-
nes que un grupo de médicos norteamericanos
realizaban a las mujeres de distintas comuni-
dades indígenas cercanas a La Paz, sin su con-
sentimiento y por medio de ardides que doble-
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gaban su voluntad y la de sus esposos, para lo
que contaban con la complicidad de las auto-
ridades locales. Esta película –cuya escena fi-
nal mostraba a los varones de las comunidades
con sus fusiles en alto– circuló ampliamente
en los circuitos culturales de la izquierda. La
sola mención de Sangre de cóndor condensaba
muchos de los temas desgranados hasta aquí y
la película se convirtió en un símbolo perdura-
ble aunque, como hemos vimos en los casos
abordados,, las situaciones fueron diferentes
según los países y sus grupos poblacionales. 

Mandatos divinos y respuestas terrenales 

Para la misma época en que las Na c i o n e s
Unidas erigían a la planificación familiar
como un derecho humano, una institución
c l a ve en la historia política y social de la Re -
gión atravesaba profundos cambios y debatía
acaloradamente acerca de la existencia de una
“explosión demográfica” y de los medios legí-
timos para contenerla. A fines de julio de
1968, la Iglesia católica intervino de manera
c l a ve en la política internacional con el anun-
cio de la encíclica Humanae Vi t a e. Este docu-
mento papal admitía solamente la abstinencia
sexual periódica como método de pro c re a-
ción responsable y denunciaba las interve n-
ciones que se realizaban en nombre de la “e x -
plosión demográfica”, dejando en claro que el
p roblema del subdesarrollo no era la tasa de
natalidad sino la distribución de la riquez a
( Pablo VI 1968). Método que se pre s e n t a b a
contrario a lo que había dictaminado la ma-
yoría de expertos y lo que consideraban con-
veniente millones de parejas católicas ya
usuarias de la píldora.. De este modo, el Pa p a
se inmiscuía en uno de los temas más dramá-
ticos de la agenda mundial: la cuestión demo-
gráfica y las soluciones para desactivar la fa-
mosa “bomba” .

En América Latina las reacciones variaron
según el contexto, dado que, al acatar el men-
saje papal, los gobiernos se alineaban con el

Vaticano pero se enfrentaban con aquellos paí-
ses que impulsaban la puesta en práctica de
programas de planificación familiar. Los mis-
mos que condicionaban sus ayudas económi-
cas a requerimientos demográficos. Por ejem-
plo, el ministro de Relaciones Exteriores co-
lombiano, Germán Zea Hernández, fue insta-
do a renunciar en virtud del concordato que
existía entre su país y la Santa Sede, después de
que este hubiera criticado abiertamente la en-
cíclica y al considerarla un obstáculo para los
planes de desarrollo (Alting Von Ge u s a u
1970). El presidente de Colombia, Carlos
Lleras Restrepo (1966-1970) se había pro-
puesto contener el crecimiento de la población
y eso le daba motivos para rechazar la encícli-
ca pero, al mismo tiempo, la Iglesia católica
había colaborado con su llegada al poder y por
tanto, no era conveniente llegar a un enfrenta-
miento abierto. En ese país, la denuncia se en-
carnó en el médico e intelectual católico Her-
nán Vergara Delgado, quien acusó a su presi-
dente de estar implementando una política
“agresiva” de control de nacimientos con fon-
dos norteamericanos. Su libro, El complejo de
Layo, título que aludía al personaje mítico que
ordenó matar a su propio hijo, se anticipaba
algunos meses a lo que sostenía Humanae
Vitae (Vergara Delgado 1968).

El gobierno chileno, en cambio, sostuvo
una posición diferente: a través de su Se rv i c i o
Nacional de Salud aseguró expresamente el
normal despliegue de los programas de planifi-
cación familiar vigentes, en tanto entendía que
el mensaje de la encíclica era para los católicos
y no para toda la población, y que su actuación
en el tema debía encararse desde un enfoque de
salud pública, y no desde lo moral y re l i g i o s o
(Cot 2001). No obstante la influencia de la
Iglesia fue notable, fortalecida por quienes sos-
tenían que la explosión demográfica era un
“m i t o” y una forma de controlar al país y que-
brar su soberanía (Hubner Gallo 1968). 

En Pe rú, en las barriadas, las zonas más
p o b res de Lima, los centros de planificación fa-
miliar estaban coordinados por sacerdotes que
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veían en el aborto y la pobreza problemas gra-
ves que requerían una solución urgente, y lle-
gaban a sugerir el uso de píldoras anticoncepti-
vas a pesar de la prohibición papal (Ne c o c h e a
L ó p ez 2008). En Argentina, algunos médicos
católicos, sacerdotes y teólogos también ponde-
r a ron al aborto como un “mal mayo r” que la
anticoncepción podía evitar y pre c o n i z a ron la
l i b e rtad de conciencia de los matrimonios. Si n
embargo, y a pesar de las diferencias irre c o n c i-
liables entre los sectores del clero integrista
–nacionalista y conservador–, cuyos sectore s
más autoritarios sostendrían a la dictadura mi-
litar de 1976 y los obispos, sacerdotes y laicos
más comprometidos con la re n ovación post-
c o n c i l i a r, la cuestión social y en algunos casos
hasta la lucha armada, encontraron en la encí-
clica un punto de coincidencia. Para los prime-
ros su valor era el defender la soberanía nacio-
nal frente a las presiones extranjeras en materia
demográfica y establecer un límite a la libera-
ción sexual. Para los segundos, re p re s e n t a b a
una denuncia a las intervenciones del “imperia-
l i s m o” y una manera de fomentar las familias
n u m e rosas, lo que consideraban uno de los
va l o res constitutivos de la población latinoa-
mericana y un recurso necesario para las mov i-
lizaciones que demandaría un cambio de siste-
ma (Felitti 2007). En una línea similar, el arzo-
bispo brasileño Hélder Câmara, exponente de
la Teología de la Liberación, había mostrado
una opinión favorable hacia la encíclica, en
tanto constituía un freno a la injerencia nort e-
americana en su país, sin dejar de reconocer las
dificultades de cumplir con la disposición
papal en una región arrasada por el subdesarro-
llo (Primera Plana 1968:25).

A modo de conclusión 

Tal como anuncié a comienzo de este artículo,
en las decisiones (no) reproductivas intervie-
nen muchos factores, que pueden o no visua-
lizarse claramente y que constituyen a una bio-
política. En los años sesenta, el crecimiento

demográfico, las marcadas diferencias de desa-
rrollo social y económico entre las regiones, la
extensión de alternativas políticas opuestas al
capitalismo en plena Guerra Fría y una visible
transformación en las pautas culturales en
relación a la familia, el género y las sexualida-
des, ofrecieron un contexto particular para
pensar y actuar en el terreno de la planifica-
ción familiar.

En el campo intelectual y político, los de-
bates entre quienes seguían las tesis malthusia-
nas más clásicas y aquellos grupos que las cri-
ticaban estuvieron muy teñidos por el contex-
to político e ideológico de la época. Aunque
estos dos bandos parecen representar la pugna
entre países centrales “malthusianos” y países
periféricos “antimalthusianos”, ya dentro de
Europa se manifestaron críticas a la tesis de la
“bomba poblacional” y en el Tercer Mundo
hubo quienes la defendieron, especialmente a
partir de la década de 1980. Por otra parte, las
posiciones más críticas sobre el papel de los
Estados Unidos y los organismos internacio-
nales frente a la cuestión demográfica, demos-
traron cierta subestimación del problema que
presentaba el aumento de la población. Al
mismo tiempo, plantearon la paradoja de al
rechazar la planificación familiar por conside-
rarla una imposición imperialista, obturaron
la posibilidad de que las parejas y los indivi-
duos pudieran decidir sobre su descendencia
de manera libre, informada y segura, y ubicar-
se en el paradigma de los derechos humanos. 

Tanto las explicaciones como las salidas
propuestas para contener la “explosión demo-
gráfica” generaron un importante rechazo en
América Latina, con una llamativa concurren-
cia entre distintos actores y sectores ideológi-
cos. Para la derecha latinoamericana, el con-
trol de la natalidad hacía peligrar las bases de
un ejército numeroso y los cimientos de un
nacionalismo cultural, nuevamente amenaza-
do por las fuerzas de Calibán. Para la izquier-
da, una población numerosa era condición
necesaria para el éxito de la revolución y, por
eso, los programas de planificación familiar
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eran interpretados como una nueva imposi-
ción coercitiva del imperialismo. Estas consi-
deraciones se trasladaron al seno de la Iglesia
católica que atravesaba entonces un proceso de
fuertes cambios a partir del Concilio Vaticano
II y que expresaba en América Latina una poli-
tización creciente. Ante los factores políti-
co/ideológicos y la justificación de la anticon-
cepción como modo de evitar el problema de
salud pública que significaba el aborto, poco
espacio quedó, en estos debates, para pensar
en el derecho de las parejas y especialmente de
las mujeres a decidir sobre su fecundidad y rei-
vindicar la autonomía de sus cuerpos. 

En la actualidad, la planificación familiar
ya no es considerada exclusivamente en térmi-
nos de geopolítica y desarrollo, sino como un
derecho humano fundamental; cuyo ejercicio
debe ser asegurado por todos los estados com-
prometidos con el cumplimiento de los distin-
tos tratados y convenciones internacionales
que los garantizan. A su vez, así como en la
posguerra el movimiento del control de la
natalidad fue reemplazado por la menos con-
flictiva noción de planificación familiar, desde
fines de la década de 1980, el concepto de de-
rechos sexuales y reproductivos ha vuelto a
colocar a las mujeres como principales sujetos
y agentes de estas políticas, apoyadas por un
movimiento feminista latinoamericano cada
vez más amplio y visible. A esto se suma la
fuerte presencia de estas cuestiones en la opi-
nión pública así como el nivel de familiaridad
del lenguaje de los derechos humanos, entre
ellos, los derechos de las mujeres; lo que con-
tribuye a generar respuestas concretas desde las
políticas públicas.

Este artículo vuelve sobre una cuestión po-
lémica que vincula aspectos muy íntimos de
las personas con la soberanía de cada Estado y
las presiones de distintos centros de poder para
decidir una política demográfica y un ordena-
miento social y sexual. Los obstáculos para
avanzar en este campo en América Latina con-
tinúan siendo muchos: la lucha contra la
pobreza y la exclusión educativa y social for-

man parte inseparable de estas reivindicacio-
nes. En un contexto democrático y globaliza-
do, los movimientos de mujeres, feministas,
de diversidad sexual y de defensa de los dere-
chos humanos despliegan nuevas estrategias;
las mismas que persiguen objetivos que tienen
ya una larga historia y cuyos resultados son
aún, en la mayoría de los casos, una cuenta
pendiente. 
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Resumen
El artículo presenta una reflexión sobre el papel de la academia en la construcción de la demo-
cracia y en el ejercicio de la ciudadanía sexual a partir de los hallazgos de una investigación en
el campo de la enseñanza de la sexualidad y el género en instituciones de educación superior en
México. La metodología utilizada en este estudio combinó la comparación de planes y progra-
mas de estudio, así como estadísticas de instituciones que trabajan estas temáticas. Se realizaron
también entrevistas semi-estructuradas con docentes-investigadores de instituciones de educa-
ción superior en la ciudad de México y los estados de México, Jalisco, Michoacán, Chiapas y
Yucatán. 
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Abstract 
This article presents a reflection upon the role of academia in building democracy and the exer-
cise of sexual citizenship arising from the findings of fieldwork into the teaching of sexuality
and gender in higher education institutions in Mexico. The methodology used in this investi-
gation combined the comparison of study plans and programs, as well as the statistics of insti-
tutions that work with these issues. Semi-structured interviews were also conducted with
teacher-researchers of higher education institutions in Mexico City and the states of Mexico,
Jalisco, Michoacan, Chiapas and Yucatan.

Keywords: sexual citizenship, gender, sexualities, sexual rights, higher education

Íconos. Revista de Ciencias Sociales. Num. 35, Quito, septiembre 2009, pp. 67-75
© Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales-Sede Académica de Ecuador.

ISSN: 1390-1249



Políticas públicas con perspectiva de género,
ciudadanía sexual y arenas políticas 

La perspectiva de género en México se
institucionalizó a inicios del 2001 con
la creación del Instituto Nacional de las

Mujeres (INMUJERES). Desde este espacio,
los discursos de equidad de género y de igual-
dad de oportunidades entre hombres y muje-
res se enunciaron en las políticas públicas y,
particularmente, en los programas sociales di-
rigidos a las mujeres. Este hecho es el resulta-
do de un largo proceso histórico en el cual di-
versos actores sociales –involucrados en el mo-
vimiento feminista, ciertas organizaciones de
la sociedad civil y algunos programas académi-
cos– han pugnado por el reconocimiento de
los derechos humanos tanto en ámbitos públi-
cos como privados. 

Sin embargo, la traducción de los concep-
tos de género, igualdad y equidad genérica ha
sido confusa y ambigua, y sus usos y significa-
dos dependen de quién los utiliza: políti-
cos(as), académicas(os), activistas sociales o
ciudadanos. Para los funcionarios públicos, la
equidad de género es sinónimo de igualdad de
oportunidades entre hombres y mujeres en es-
pacios laborales, escolares y de salud; lo que
refleja “un discurso políticamente correcto”
pero que no ha logrado materializarse en ac-
ciones específicas de igualdad entre hombres y
mujeres en todos los ámbitos de la vida social.
A pesar de los esfuerzos gubernamentales y de
la etiquetación de “presupuestos de género”, la
institucionalización de la perspectiva de géne-
ro en los programas sociales no ha sido capaz
de modificar la situación desfavorable de mu-
chas mujeres mexicanas. Todavía la participa-
ción de las mujeres indígenas en la política o
en la educación es incipiente.

En tanto política pública, esta perspectiva
ha logrado insertarse en los espacios de la sa-
lud y la educación, sobre todo en los progra-
mas de salud sexual y reproductiva. Esto es
positivo, pues ahora se habla más del derecho
a la salud, inclusive de los y las adolescentes y

se han diseñado programas especiales para
ellos/ellas y para las mujeres. Sin embargo, en
términos de sexualidad prevalece un enfoque
de riesgo que no favorece la promoción de una
democracia sexual. Además, esta política pú-
blica parte del supuesto de una práctica hete-
rosexual hegemónica, donde la dive r s i d a d
sexual y otras formas de ejercicio sexual son
consideradas marginales y, por tanto, anó-
m a l a s .

En estos espacios públicos que atañan a la
sexualidad, el Estado tiene la capacidad de
incidir en la población –a través de los discur-
sos de riesgo, de cuidado, de higiene, de difu-
sión de normatividades que privilegian las
prácticas heterosexuales “normales”– o bien,
mediante alianzas con el sector empresarial o
con la Iglesia católica para favorecer concep-
ciones conservadoras sobre el aborto o la
unión de personas del mismo sexo. Pero, por
otro lado, la institucionalización de la perspec-
tiva de género ha sido útil en el ámbito de la
legislación, pues ha permitido la formulación
de leyes con relación al derecho a una vida
libre de violencia. Esto ha repercutido en la
discusión pública sobre la violencia sexual ha-
cia las mujeres, el abuso sexual infantil, la
pederastia y la trata sexual de personas. Con
estos debates, se abre la posibilidad de consi-
derar a la sexualidad no sólo como un espacio
íntimo y privado, sino como uno público. Un
espacio de democracia sexual en el cual se sub-
raye el ejercicio de las múltiples y variadas ciu-
dadanías sexuales en el diseño de las políticas
públicas del Estado.

Si atendemos a la sexualidad en su dimen-
sión pública podemos hablar de una ciudada-
nía amplia, donde los individuos no sólo actú-
an de acuerdo a los derechos que el discurso
gubernamental concede en este campo, sino
en tanto sujetos activos con diferentes prácti-
cas socioculturales. Es decir, como ciudadanos
que otorgan usos y significados a sus cuerpos
en los ámbitos privados y como personas capa-
ces de exigir al Estado un diseño adecuado de
políticas públicas de sexualidad y género, con
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mejores servicios de salud, entre otros. En este
sentido, el ejercicio de la ciudadanía sexual
consiste en participar en las decisiones políti-
cas que afectan la vida sexual de las personas y
en asumirse como sujetos de derechos en tér-
minos de sexualidad (Shepard 2004: 142). De
esta manera, el concepto de ciudadanía amplia
–que refiere a prácticas socioculturales cons-
truidas a partir de contextos históricos y polí-
ticos específicos (Olcott 2005: 6) unido al
campo de la sexualidad–, se manifiesta en la
producción y reproducción de significados y
en los usos corporales y subjetivos de que los
individuos disponen.

Un ejemplo de ello, relativo al derecho a la
atención médica gratuita a los ciudadanos y las
ciudadanas, se encuentra en la ley de despena-
lización del aborto de la ciudad de México.
Ley que fue posible por las presiones de diver-
sos sectores de la sociedad civil, quienes ejer-
cieron sus derechos ciudadanos para impulsar
la iniciativa entre legisladores y políticos. Es
importante mencionar que la academia jugó
un papel decisivo en el proceso de negociación
de dicha ley; con lo que emerge, ante nuestros
ojos, como un actor social que merece ser ana-
lizado como parte de los procesos de la políti-
ca pública.

De esta manera, la sexualidad está en la
arena política, donde las interacciones entre
ciudadanos y Estado, dan pie a un proceso de-
mocrático en el cual unos y otro disputan el
control de los usos y significados de los cuer-
pos. Precisamente, una forma innovadora para
analizar las relaciones entre ciudadanos y Es-
tado en el campo de las políticas públicas es el
uso del concepto de arena política, donde se
hacen visibles las interacciones entre los distin-
tos actores sociales. De esta manera, no sólo se
atiende a los discursos y las prácticas de go-
bierno, sino que podemos ver las acciones de
las/los actores sociales inmersos en dicho ám-
bito político (Ro d r í g u ez 2009). Conside-
ramos que para la discusión de la democracia
y la ciudadanía sexual, esta herramienta heu-
rística sería útil a fin de analizar las prácticas

ciudadanas y los significados que los sujetos,
de acuerdo a sus contextos sociohistóricos par-
ticulares, otorgan a los cuerpos.

Se trata de una reflexión que nos lleva a
analizar cómo se producen las interacciones en
esta arena política, lo que nos permite abordar
a cada uno de los actores sociales que intervie-
nen en ella. De ahí que el presente artículo se
enfoque en el papel que ha jugado la academia
mexicana en el campo de la enseñanza y la
investigación de temáticas relacionadas con el
género y las sexualidades en las instituciones
de educación superior, específicamente en re-
lación al diseño y elaboración de políticas pú-
blicas con perspectiva de género.

Para avanzar en nuestro objetivo, nos he-
mos planteado la necesidad de mostrar la si-
tuación general de la inclusión de las temáticas
de género y sexualidades en México. Esto, sin
olvidar que el espacio académico es a penas
uno de los elementos que conforman las are-
nas de la política social. Arenas en la que se
ponen en estrecha relación los conocimientos
emanados de la investigación académica, las
demandas ciudadanas de ciertos organismos
de la sociedad civil y los actores gubernamen-
tales para el diseño y elaboración de políticas
públicas con perspectiva de género.

La enseñanza de la sexualidad y el género
en instituciones de educación superior 

En el ámbito educativo, la incorporación de
temas sobre sexualidades ha estado permeada
por los postulados sexológicos y biomédicos,
inclinados más hacia un enfoque del riesgo y
la salud sexual y reproductiva. Por lo tanto, en
la mayoría de los discursos que tratan la rela-
ción entre las sexualidades y la educación for-
mal, y no formal, se tiende a pensar en térmi-
nos de educar sexualmente a los estudiantes
(léase constreñir sus cuerpos). Elementos so-
cioculturales de la sexualidad, cuyo conoci-
miento aportaría más a la posibilidad de la
construcción y el ejercicio de las diversas ciu-
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dadanías sexuales son dejados de lado. En con-
secuencia, la respuesta académica basada en
los enfoques sexológicos y biomédicos no ha
correspondido a la configuración de las prácti-
cas sexuales de los actores sociales en su vida
cotidiana, fomentando así un desfase entre la
norma y la práctica (vinculada a los usos del
cuerpo y sus placeres).

Sin embargo, las ciencias sociales, particu-
larmente la Sociología y la Antropología, han
aportado diversas herramientas teóricas para el
entendimiento de la sexualidad como una
c o n s t rucción sociocultural (Caplan, 1987;
B o zon y Leridon, 1996; Foucault, 1993;
Weeks, 1998a, 1998b, 1998c, 1995, 1994),
desdibujando así los discursos que naturalizan
los cuerpos e insisten en la perspectiva de ries-
go. Con esta aproximación histórica y cultu-
ral, propia del constructivismo social, hemos
llegado a comprender que cada sociedad y
grupo específico coadyuva en la construcción
de significados que dan coherencia y organi-
zan la sexualidad. Perspectiva que niega la exis-
tencia de una naturaleza humana universal y
subraya la existencia de una gran diversidad en
cuanto a los significados del cuerpo (Gagnon
2001). 

En las instituciones públicas de educación
superior en México, la enseñanza de las sexua-
lidades, desde el enfoque sociocultural, es un
campo en desarrollo y desigual a nivel nacio-
nal. El 50% de las entidades federativas mexi-
canas1 no cuentan con un centro de investiga-
ción dedicado a los estudios de sexualidad des-
de un enfoque social, cultural e histórico. Por
otro lado, en ocho estados (México, Baja Ca-
lifornia, Colima, Hidalgo, Michoacán, Oaxa-
ca, Puebla, Sinaloa y Veracruz) se ha dado, en
años muy recientes, un impulso a los estudios
que abordan las sexualidades y el género desde
una vertiente social. Son las entidades acadé-

micas de Ciudad de México, Jalisco, Morelos,
Querétaro, Yucatán, Chiapas y Tabasco las que
más han aportado, dentro de la perspectiva
señalada, a la discusión de estos temas. Sin
embargo, al indagar sobre la incorporación de
la ciudadanía sexual como una postura políti-
ca y una herramienta de análisis para el enten-
dimiento de la realidad social, encontramos
pocas referencias en los planes y programas de
estudio analizados. Lo que contrasta con los
temas de derechos sexuales y reproductivos
que aparecen con mucha mayor frecuencia.

El desarrollo de la enseñanza de la sexuali-
dad y el género en la educación superior, así
como su investigación, ha sido mayor en
Ciudad de México. Uno de los elementos que
explican este hecho, además del interés y
apoyo institucional de las y los docentes, es el
proceso histórico que ha vivido el sistema edu-
cativo mexicano: por una parte, la centraliza-
ción de la educación en la capital mexicana y
por otra, la focalización de los centros de estu-
dios superiores en dicho espacio geográfico.

Para dar cuenta de las barreras y las posibi-
lidades de incorporación de las sexualidades y
el género en los currículos de las instituciones
de educación superior, debemos señalar que su
inclusión ha sido diferenciada. Mientras el gé-
nero ha logrado colocarse de manera transver-
sal o como contenido específico en ciertos
programas de estudio (debido al elemento po-
lítico que significa dicha incorporación), la
sexualidad todavía no ha logrado este avance.
De hecho, sólo en unos cuantos programas de
posgrado o de licenciatura en el ámbito nacio-
nal se imparten materias de sexualidad, histo-
ria de la sexualidad, antropología sexual, géne-
ro y sexualidad o cuerpo y sexualidad. 

En el ámbito investigativo se han privile-
giado estudios relativos a la sexualidad hetero-
sexual, la violencia sexual, las prácticas de ries-
go en determinadas poblaciones, el uso del
condón, el embarazo no planeado, el aborto,
la virginidad y los valores sexuales. Temáticas
que suelen seguir un enfoque de riesgo. En
contraposición, recientemente ha surgido el
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interés por el erotismo y las prácticas sexuales
experimentadas con goce. Énfasis propiciado
por la inclusión de una perspectiva sociocultu-
ral de las sexualidades, donde se atiende a las
prácticas sociales más que a las normas. 

En la mayoría de los programas de estudio
en los que se incluyen cursos de salud sexual y
reproductiva, la sexualidad es abordada de ma-
nera parcial. Corresponde tan sólo a una o dos
unidades de estudio en asignaturas de carácter
biológico o social y por lo general esta presen-
te en asignaturas optativas o en cursos extracu-
rriculares; en todos los casos, principalmente,
desde un enfoque de salud-riesgo. La integra-
ción de temas de sexualidad en el currículo de
diversas carreras universitarias ha tenido pocos
avances y muchas dificultades. Aún en carreras
en las cuales debería ser un tema obligado
como Medicina, Derecho, Trabajo Social o
Psicología no se contempla su estudio.

En 19 entrevistas realizadas a docentes de
distintos estados del país se mencionaron los
esfuerzos que han llevado a cabo feministas
académicas para incorporar el género y la
sexualidad en planes y programas de estudio.
Esto ha sido consecuencia del diálogo que
dichas académicas han tenido con otros acto-
res sociales dentro de las arenas políticas que
buscan el reconocimiento de las prácticas
sexuales no hegemónicas. También se mencio-
nó la importancia que han dado a estos cam-
pos ciertas instancias educativas como el
Programa de Estudios de Género de la Uni-
versidad Nacional Autónoma de Mé x i c o
(UNAM),, el Programa Salud Reproductiva y
Sociedad, y el Programa Interdisciplinario de
Estudios de la Mujer (PIEM) del Colegio de
México. Programas que han contribuido nota-
blemente en la formación de recursos huma-
nos para las universidades, el activismo y la
función pública. 

Sin embargo, los académicos entrevistados
señalaron también la necesidad de abrir nue-
vos espacios, ya que aunque existe una crecien-
te apertura, ésta es insuficiente. Se reconoció
que hoy en día hay menos resistencias para

colocar el tema de la sexualidad; pero también
se observó el surgimiento de una corriente
conservadora que pugna por la defensa de los
“valores de la familia”. Estos valores se vincu-
lan en gran medida con la moral cristiana y se
oponen al ejercicio de los derechos sexuales y
reproductivos de las mujeres (a la decisión de
abortar como un derecho humano, por ejem-
plo). En general, los temas del campo de la
sexualidad se han ido incluyendo en ciertos
planes curriculares a partir de la inserción de la
perspectiva de género. Esto no quiere decir
que en todos los espacios académicos donde se
estudia la sexualidad se implemente la pers-
pectiva de género, es decir, no siempre se logra
la integración de ambos en cursos e investiga-
ciones.

Durante la investigación realizada a nivel
nacional se encontró que son más los obstácu-
los que las facilidades para lograr la incorpora-
ción de la sexualidad y el género en los currí-
culos de diversas licenciaturas y posgrados.
Hay que tener en cuenta sin embargo los con-
textos locales en que se intentan incorporar
estos temas. Así, en la ciudad de México se
concentra el mayor número de docentes-in-
vestigadores avocados a estas temáticas pero
incluso allí hay que vencer los prejuicios que
priman aún en la academia, sobre todo, entre
directivos y administradores de programas y
áreas, lo que repercute en el desarrollo del
campo.

Sin embargo, los académicos han echado
mano de ciertos recursos para tener un papel
más activo dentro de la arena política donde se
discuten las ciudadanías sexuales. En este sen-
tido, las facilidades para colocar el campo es-
tán dadas por el esfuerzo de ciertos cuerpos
académicos y específicamente por algunas do-
centes feministas –y unos cuantos profesores–
interesadas en los estudios de la sexualidad con
perspectiva de género. Con base en la libertad
de cátedra, en general los profesores no se sien-
ten obstaculizados para impartir cursos o desa-
rrollar investigaciones en esta área. A pesar de
esto, los entrevistados mencionaron que la
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sexualidad sigue siendo un campo de estudio
que se aprecia como poco “científico”; más si
se tiene en cuenta que muchas de las investiga-
ciones se abordan desde una metodología cua-
litativa, la cual, en ciertos círculos académicos,
se considera no “representativa” de las proble-
máticas sociales. Por otra parte, los informan-
tes subrayaron las dificultades económicas
para lograr financiamiento. Cuestión que no
es privativa de este tipo de estudios, sino que
afecta en el momento actual a todas las insti-
tuciones de educación pública en México.

Las facultades de Derecho de la Univer-
sidad Autónoma de Yucatán (UADY), la Uni-
versidad de Guadalajara (UdeG) y la Univer-
sidad Nacional Autónoma de Mé x i c o
(UNAM), no consideran la sexualidad y el gé-
nero como temas prioritarios de su programa
curricular; no obstante, los procesos judiciales
en los cuales la sexualidad y las diferencias
genéricas son centrales (abuso sexual, estupro,
violación). Por otra parte, uno de los proble-
mas que acarrea no incluir género y sexualidad
en el plan de estudios de Medicina o Enfer-
mería, es que el perfil de egreso no es adecua-
do para las labores profesionales que tendrán
que desarrollar estos futuros prestadores de
servicios de salud. Así, por ejemplo, no estarán
preparados para atender problemas que invo-
lucran a la sexualidad como posible detonante
de ciertos procesos de salud-enfermedad o
mirar cómo las sexualidades están involucra-
das con la salud pública de manera diferen-
ciada. 

Las carreras de Medicina en la UNAM y la
UADY, abordan la sexualidad en la materia de
ginecología y obstetricia, siendo sus enfoques
reduccionistas, pues no consideran las dimen-
siones sociales de este tema. Cabe mencionar
que algunos docentes han hecho esfuerzos pa-
ra que las tesis de grado incluyan una metodo-
logía cualitativa, lo que ha permitido que se
levanten entrevistas entre poblaciones vulnera-
bles y que salgan a la superficie cuestiones vin-
culadas a la sexualidad y las relaciones de géne-
ro. A partir de estos trabajos se ha podido ubi-

car la asimetría imperante entre los sexos, la
violencia de género, así como las repercusiones
de ciertas prácticas sexuales en los procesos de
salud-enfermedad. En la UdeG, en las carreras
relacionadas con ciencias de la salud, excep-
tuando la licenciatura en Psicología, poco se
ha hecho por implementar una metodología
cualitativa en las tesis de grado.

Algunos casos que ejemplifican cómo las
acciones de la academia son rechazadas por los
actores institucionales o son apoyadas para
contribuir a la construcción y al ejercicio de la
ciudadanía sexual, los encontramos en las si-
guientes líneas. En ciertas universidades no se
ha podido incorporar la discusión sobre dere-
chos sexuales y reproductivos debido a que las
autoridades consideran que al incluirlos se
“politiza” a los alumnos y alumnas. Hay que
considerar también que en el proceso de inser-
ción curricular de la sexualidad y el género ha
habido retrocesos. Es este el caso del programa
docente extracurricular de atención primaria a
la salud, en la Unidad de Ciencias Biomédicas,
la UADY, donde el tema de la sexualidad esta-
ba incluido. Dentro de este programa se im-
partían cursos a población abierta y la deman-
da era alta. En la actualidad una serie de requi-
sitos administrativos impiden que los cursos
sean impartidos. El currículum se ha hecho
más rígido, y se empieza a estigmatizar a las y
los docentes que se atreven a sugerir este tipo
de temáticas para cursos optativos o a pobla-
ción abierta. 

Otro ejemplo es el del Instituto Nacional
de Salud Pública (INSP), cuya principal fun-
ción es la investigación y la formación de re-
cursos para la salud desde un enfoque epide-
miológico, de gestión de sistemas y servicios
de salud. La labor de este instituto es impor-
tante a nivel nacional e internacional, pues su
personal y egresados se insertan en puestos de
decisión y dirección, y tienen posibilidades de
incidir sobre el diseño de políticas públicas en
salud. En el INSP, con grandes dificultades se
ha ido ampliando el espacio para incluir
sexualidad y género como temas prioritarios
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de investigación y para su inserción en los
diferentes programas de enseñanza. La línea de
i n vestigación y el grupo de trabajo sobre
VIH/SIDA ha desarrollado un enfoque más
integral y constructivista, con trabajo interins-
titucional, multidisciplinario y de vinculación
con movimientos ciudadanos. Actualmente, se
está consolidando también una línea de traba-
jo sobre salud sexual en la cual se intenta
incorporar el enfoque de democracia sexual. 

Los mayores avances en la inclusión de
género y sexualidad con un enfoque de dere-
chos se registra en las Ciencias Sociales. Ejem-
plos de ello son la carrera de Psicología en la
Universidad Autónoma Metropolitana, uni-
dad Xochimilco (UAM-X); Sociología en la
unidad Iztapalapa de la misma universidad
(UAM-I); el Programa de Estudios de Género
de la UNAM, Estudios de Género en el PIEM
(COLMEX); el cuerpo académico Sexualida-
des, Género y Ciudadanía de la Universidad
Pedagógica Nacional, unidad Ajusco (UPN);
Etnohistoria y Antropología en la Escuela Na-
cional de Antropología e Historia (ENAH).
En la Unidad de Ciencias Sociales del Centro
Regional “Hideyo Noguchi” (UADY), en las
facultades de Antropología y Psicología, exis-
ten cursos sobre historia de la sexualidad don-
de se incluye la perspectiva de género y el tipo
de investigaciones que se desarrollan (de corte
histórico, antropológico, social) permiten una
mayor inclusión de estas temáticas. 

Como vemos en estos breves ejemplos, las
acciones realizadas por docentes-investigado-
res para hacer que el género y la sexualidad se
incluyan en planes y programas de estudio im-
plican vencer una serie de barreras institucio-
nales. En ocasiones, la burocracia impide que
esto se lleve a cabo, ya que hay que sortear re-
quisitos como someter los programas de estu-
dio a las leyes orgánicas vigentes en las univer-
sidades, atravesar por procesos largos para la
reestructuración de los planes curriculares y su
consecuente aceptación, o enfrentarse a la re-
nuencia de los administradores de los centros
educativos. Además nos puede dejar de men-

cionar que las limitaciones sobrepasan los
muros universitarios, ya que la ideología e
idiosincrasia imperantes entre quienes diseñan
políticas públicas y toman decisiones se refle-
jan no sólo en la academia, sino en la sociedad
en su conjunto.

Reflexiones finales

La inclusión del enfoque sociocultural en la
enseñanza y la investigación del género y las
sexualidades, nos permite argumentar que los
modos de vida que los individuos producen y
reproducen deben ser entendidos y explicados,
no juzgados. De ahí que los discursos de lo
“normal” en el ámbito sexual pueden ser de-
construidos; en otras palabras, podemos reali-
zar una crítica constante a la normatividad
existente para trascender la idea de que la
sexualidad debe ser normada, disciplinada,
alienada o domesticada, generalmente por la
educación. 

Por tanto, en una propuesta de promoción
de la democracia y ciudadanía sexuales, consi-
deramos que no sólo los “expertos” o especia-
listas en estos temas deberían ejercer una críti-
ca frente a las normas establecidas en relación
con la sexualidad y su ejercicio. Todos los ciu-
dadanos y ciudadanas deberían involucrarse
en las elecciones y decisiones sobre sus cuerpos
y placeres. Al promover el ejercicio de la ciu-
dadanía amplia, las personas estarán en posibi-
lidades de exigir y demandar al gobierno el
respeto de sus derechos sexuales, con lo que se
favorece también el desarrollo de la democra-
cia sexual.

El enfoque de democracia sexual y ejercicio
de la ciudadanía sexual plantea, en primer
l u g a r, el reconocimiento de la dive r s i d a d
sexual, pero también la afirmación de los dere-
chos sexuales de las personas más allá de los
derechos reproductivos, e independientemen-
te de la preferencia sexual y de la identidad de
género que se ejerce. En segundo lugar, este
enfoque concibe a las sexualidades como pro-
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cesos históricos y culturales que están siempre
en recomposición, y por tanto, mira a las iden-
tidades genéricas y sexuales como dinámicas y
cambiantes. Por último, desde esta perspectiva
se pasa de una idea del cuerpo biológico a otra
del cuerpo simbólico, construido socialmente,
y por lo tanto, con capacidad de experimentar
deseo y de sentir placer. Esto último en con-
traste con el enfoque de riesgo enfatizado por
algunas posturas sexológicas y biomédicas. De
manera que la perspectiva de democracia
sexual y de ejercicio de la ciudadanía sexual es
subversiva, se contrapone a lo preestablecido,
es insumisa y rebelde. 

En este sentido, algunas académicos y aca-
démicas, así como activistas de la sociedad ci-
vil han sido piezas clave para pugnar por el
fortalecimiento de la democracia sexual y el
ejercicio de las ciudadanías sexuales. Es nece-
sario seguir insistiendo en la inclusión de estas
temáticas en diferentes planes curriculares de
licenciatura y posgrado, desde una orientación
sociocultural, a fin de coadyuvar en los proce-
sos de democratización de la sociedad en su
conjunto. Para lograr este objetivo, el espacio
académico debe contar con un plan curricular
que proporcione los elementos necesarios para
el entendimiento y la explicación de las diver-
sas prácticas sexuales. Esto significa no sólo
enseñar e investigar bajo posturas que clasifi-
can y limitan la práctica sexual (así los enfo-
ques biomédico y sexológico). Por el contra-
rio, es necesaria una docencia e investigación
orientadas a analizar y comprender la perspec-
tiva de los actores, los contextos donde se
desarrollan y la intencionalidad de sus actos.
En concreto, bajo los argumentos hasta ahora
establecidos, concluimos que la importancia
de los actores académicos en las arenas políti-
cas que atienden a las políticas públicas con
perspectiva de género y de las sexualidades
radica en la producción de conocimiento.
Conocimientos que diagnostiquen cómo se
e j e rce, negocia y constru ye la ciudadanía
sexual en la vida cotidiana y, con esta base,
consolidar referentes y recomendaciones para

elaborar políticas públicas que contemplen a la
diversidad de las prácticas sexuales en su dise-
ño e implementación.

Finalmente, la posibilidad de que todas las
m u j e res y hombres ejerzan la ciudadanía
sexual, y luchen por el derecho a ser respetados
en su identidad genérica y sexual, será de gran
utilidad para incidir en las decisiones que to-
man los políticos pero que repercuten en to-
dos los individuos. Las políticas públicas debe-
rán cada vez más diseñarse en función de las
necesidades de todas las personas y sus cuer-
pos, tanto físicos, como simbólicos.
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Resumen
Este artículo constituye la respuesta del autor al comentario crítico realizado, en esta misma sec-
ción, por Luciano Martínez, en la pasada edición. El autor sostiene que la economía social y
solidaria es un ámbito en construcción, que alberga a diversas vertientes que intentan avanzar
hacia otra economía. Este carácter si bien puede provocar dudas, no debe transformase en un
fatalismo inmovilizador, que permite la actualización constante del libre mercado como institu-
ción hegemónica. Antes que una utopía a denunciar desde una visión “realista”, se trata de cons-
truir una economía que combine mecanismos de mercado regulados socio-políticamente y rela-
ciones de reciprocidad y redistribución. El texto explora, en pos de la argumentación, algunos
de los elementos que conforman la economía social y solidaria.

Palabras clave: economía social y solidaria, mercado libre, neoliberalismo

Abstract
This article represents the author’s response to critical commentary made in this section in the
last edition by Luciano Martinez. The author maintains that the social and solidarity economy
is a sphere under construction, in which several strands can be found. All of these approaches
aim to move towards a different type of economy. This character as a developing realm can
prompt doubts; this, however, should not lead to a paralyzing fatalism which allows the con-
stant updating of the free market as a hegemonic institution. Far from a utopia to be denounced
from a “realistic” viewpoint of economy, its concerns the construction of an economy that com-
bines socio-politically regulated market mechanisms as well as relations of reciprocity and redis-
tribution. The text also explores some of the elements that make up the solidarity and social
economy.

Keywords: solidarity and social economy, free market, neoliberalism
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Para comenzar, el mito económico que
nos persigue y que debe ser denunciado
una y otra vez, no es el de la economía

social y solidaria (ESS) como parece sugerir el
comentarista, sino el del mercado libre. Esa
superinstitución que los economistas ortodo-
xos y no tan ortodoxos consideran capaz de
resolver las cuestiones sociales que ellos mis-
mos definen como económicas: la asignación
óptima de recursos para lograr el bienestar
general y ahora, más ampliamente, la raciona-
lidad de toda acción humana y, por sumatoria,
la de la sociedad toda. Los hechos vienen de-
mostrando que esa institucionalización de la
acción social no sólo no funciona como se
promete sino que genera desigualdades inso-
portables, catástrofes sociales y ecológicas, y,
en los propios términos de su misión, una ine-
ficiencia estructural en la asignación de recur-
sos, véase sino la actual crisis financiera. 

Ya conocemos la respuesta neoliberal: sí, el
mercado real tiene algunas fallas pero se re-
suelven con más mercado, por ejemplo: orga-
nizar un mercado de derechos de contamina-
ción, resolver la información simétrica con la
vigilancia cruzada de los acreedores del micro-
crédito “solidario”, la creación de un cuasi
mercado de servicios educativos o de servicios
de cuidado, la privatización de la seguridad so-
cial o la salud, la compra-venta de órganos, o
la reducción del salario de las mujeres hasta
que sea atractivo para los empresarios contra-
tarlas. En cuanto a la respuesta desarrollista
centrada en el Estado como rector del proceso
de acumulación y crecimiento, todo parece
indicar que la estrategia de globalización del
capital y las transformaciones tecnológicas han
cambiado las condiciones, a la vez que hemos
aprendido que el crecimiento per se de las eco-
nomías periféricas no resuelve la cuestión so-
cial. Efectivamente, diversas vertientes inten-
tan entonces otros caminos para avanzar hacia
otra economía. Vertientes que, bajo el para-
guas de la denominación de economía social y
solidaria, van desde una nueva política social
–que intenta reinsertar a los excluidos en la

misma economía darwiniana que los exclu-
yó2– hasta pensar en la posibilidad de un cam-
bio de sistema sin que exista claridad sobre
cómo se institucionalizaría –a diferencia del
socialismo estatista, que tenía todo resuelto–.
La economía social y solidaria es un campo
plural que participa del debate de las alternati-
vas a la situación actual, no pretende tener ver-
dades absolutas y por tanto, reconoce la nece-
sidad de construir en la incertidumbre. Es ló-
gico que su mero nombre genere aprehensio-
nes, escepticismo y hasta miedos que pueden
ser paralizantes. Lo que no es lógico es que es-
to nos lleve al “realismo” entendido como fata-
lismo: nada puede hacerse. 

La palabra “solidaridad” despierta senti-
mientos encontrados. Sin entrar en una discu-
sión acerca de la “verdadera” naturaleza del ser
humano, pero admitiendo en cambio que, en
un mismo contexto y entre contextos distin-
tos, pueden existir comportamientos más ego-
céntricos, egoístas y competitivos (desde don-
de se ve al otro como un medio o un obstácu-
lo) y comportamientos más solidarios (que
procuran una vida digna para sí, sin perder
responsabilidad por la naturaleza y la vida de
los demás seres humanos) lo que tenemos es
una confrontación continua entre pulsiones,
deseos, valores morales, visiones del mundo;
confrontación política por la transformación
de los contextos o lucha contra la hegemonía
del utilitarismo. Aún si por razones éticas pro-
pugnamos la hermandad, la igualdad, la liber-
tad y el reconocimiento pleno de las y los
otros, cotidianamente debemos contrarrestar
tendencias opuestas. Tendencias incluso inter-
nalizadas por nuestra participación en un sis-
tema de mercado y su aparato hegemónico, el
cual cuenta con mecanismos no visibles y con
recursos poderosos, así: la propaganda y los
medios de comunicación de masas vueltos
empresa y un sistema educativo que sigue re-
produciendo los valores propios de una socie-
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dad de mercado más que aquellos inspirados
en la solidaridad.

En ese caso, lo que cabe es discutir si prefe-
rimos una economía que sustente estructural-
mente los valores y comportamientos que per-
miten la reproducción y desarrollo de la vida
de todos los miembros de la sociedad, donde
quepamos todas y todos y las diferencias socia-
les sean justificables y soportables, o la econo-
mía que nos propone e impone el neoliberalis-
mo, donde se exacerba el egocentrismo y com-
portamientos estratégicos. Con quien prefiere
ésta última, hay poco que discutir sin que apa-
rezcan falacias que envician el diálogo. Pero si
se prefiere una economía solidaria pero se es
escéptico de lograrla, entonces tenemos que
pasar la discusión a otros planos: ¿se trata de
algo deseado pero imposible, de una utopía
que si pretendemos alcanzarla nos destruye?
Aquí cabe recordar que ese es el precisamente
el caso del mercado autorregulado. Si no so-
mos cuidadosos, esto nos lleva al dilema entre
mercado (posible por existente) o solidaridad
(de dudosa posibilidad) como plantea Luciano
Martínez, llegando incluso a plantear, reto-
mando a Caillé y Latouche, una supuesta op-
ción entre economía o sociedad. 

A nuestro juicio es una falsa opción, pues
de lo que se trata es de avanzar en la dirección
de una sociedad con una economía que com-
bina mecanismos de mercado regulados socio-
políticamente y relaciones de reciprocidad y
redistribución. Una economía con mercado,
no de mercado y con solidaridad. Esto, porque
nos necesitamos mutuamente y porque respe-
tamos el derecho del otro a vivir; no se trata
entonces, de la utopía de una sociedad de pura
solidaridad. Ambos: competencia individua-
lista coordinada por el mercado y solidaridad
c o o rdinada por instituciones democráticas,
son y serán imperfectos desde la perspectiva de
las utopías respectivas. Si hay acuerdo sobre
los valores, o sobre la evidencia de que el siste-
ma actual es autodestructivo, y se asume el im-
perativo ético de transformarlo, queda enton-
ces la cuestión de las vías para procurar otra

combinación entre principios que, absolutiza-
dos, son efectivamente excluyentes.

Partimos de la afirmación de que no es
ético y es destructivo proponer la realización
de imposibles (ni la sociedad perfectamente
solidaria ni la perfectamente competitiva ) .
Quienes las proponen deben demostrar teóri-
ca y empíricamente su posibilidad; por lo tan-
to, es totalmente legítimo y valioso repregun-
tar(nos) una y otra vez sobre esas cuestiones.
En ese espíritu de deliberación democrática
retomamos algunos de los puntos planteados
en el comentario.

Respecto a la Constitución del Ecuador, en
realidad no hace referencia a la economía social
y solidaria, sino a la economía popular y soli-
daria. Sí hace una referencia a que el sistema
económico “es” (debe ser) social y solidario3.
Este giro (de “social y solidaria” a “popular y
solidaria”) puede dar pábulo a la sospecha,
para quienes asimilan “popular” con pobre, de
que finalmente la propuesta se limita a asistir
a los pobres. Incapacitados para triunfar por sí
solos en el mercado, la asistencia les impulsa-
ría a emprender alguna actividad basadas en su
propio trabajo –si es que no en su “autoexplo-
tación”–, y así autoemplearse y obtener ingre-
sos monetarios para participar del consumo.
Sin embargo, la Constitución ecuatoriana in-
dica el propósito de cambiar el sentido y el ob-
jetivo estratégico de la economía: el buen vivir.
No el aguantar o el sobrevivir.
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3 “ El sistema económico es social y solidario; reconoce al
ser humano como sujeto y fin; propende a una re l a c i ó n
dinámica y equilibrada entre sociedad, Estado y merc a-
do, en armonía con la naturaleza; y tiene por objetivo
garantizar la producción y re p roducción de las condicio-
nes materiales e inmateriales que posibiliten el buen
v i v i r”. “El sistema económico se integrará por las formas
de organización económica pública, privada, mixta,
popular y solidaria, y las demás que la Constitución
determine. La economía popular y solidaria se regulará de
a c u e rdo con la ley e incluirá a los sectores cooperativis-
tas, asociativos y comunitarios” (Art. 283). Y especifica
que se trata de: “Construir un sistema económico, justo,
democrático, pro d u c t i vo, solidario y sostenible basado
en la distribución igualitaria de los beneficios del desa-
r rollo, de los medios de producción y en la generación
de trabajo digno y estable” (Art. 276).



Quienes caricaturizan la ESS generalmen-
te terminan ubicándose dentro de la visión
“re a l i s t a”, que el mismo comentarista cuestio-
na. Desde este punto de vista la única salida
real es crear condiciones para la inversión pri-
vada, el crecimiento económico y asegurar
c i e rto derrame con políticas re d i s t r i b u t i va s
del ingreso; pues, finalmente de cada 100 mi-
c ro e m p rendimientos, impulsados por una de
las versiones de economía social, 80 pere c e r á n
sofocados en los pliegues del mercado capita-
lista. Esa vuelta al modelo basado en el cre c i-
miento, dadas las condiciones actuales de un
contexto dominado por la estrategia de globa-
lización capitalista y su control de las tecnolo-
gías y los mercados, implica consolidar la ex-
clusión de las mayorías de la división social
del trabajo.

El autor asigna a la ESS el postulado de que
las prácticas de solidaridad “de alguna manera”
estarían presentes entre los productores más
pobres de nuestra sociedad. Siendo cierto que
para algunas corrientes esto es así, no es el caso
en nuestra presentación del dossier ni de los
autores que en él participan. Nadie afirma que
los seres humanos, en especial los sectores po-
pulares subordinados de la sociedad capitalista
son por naturaleza solidarios. ¿Qué significa
entonces hablar de economía solidaria? ¿Su-
pone una reconversión de las personas a valo-
res que las estructuras no propician? ¿Es una
suerte de individualismo metodológico: los
individuos cambian, luego la sociedad cambia?

Por ahora admitamos que no vivimos en
sociedades de mercado puras, sino que hay
diversas formas y grados de solidaridad en las
sociedades reales. Es más, podemos identificar
las bases de un sector de economía solidaria
con fuerte presencia de los principios de reci-
procidad y redistribución:

a) Las organizaciones y formas solidarias de
la economía popular; para nosotros esto
ser refiere a la “economía de los trabajado-
res”, es decir, de quienes tienen como
principal recurso sus capacidades de tra-

bajo: entre otras, informales como la min-
ga o formales como las mutuales, asocia-
ciones y cooperativas que se estructuran
según el ideario cooperativista funda-
cional.

b) Las formas y mecanismos de redistribu-
ción económica a cargo del Estado: presu-
puesto participativo, sistema fiscal progre-
sivo, regulación progresiva de mercados y
precios relativos, transferencias moneta-
rias, producción y distribución de bienes
y servicios públicos como derechos ciuda-
danos.

c) Formas de filantropía (redistribución asi-
métrica y no vinculada a derechos).

Pero ni toda la economía pública ni toda la
economía empresarial ni toda la economía po-
pular son solidarias por naturaleza. Y los nú-
cleos de solidaridad están altamente fragmen-
tados, con muy débil sinergia y sin dirección
estratégica. La Constitución indica la voluntad
política de modificar esta situación. Aquí es
importante lo que el comentarista aporta: hay
ciertamente prácticas solidarias en las comuni-
dades indígenas del Ecuador, pero están en cri-
sis. Por lo que antes que contar con ellas como
un dato hay que proponerse recuperar esas
prácticas, con las mismas comunidades, y ex-
tenderlas como núcleo fundamental de la eco-
nomía popular y solidaria. 

Martínez ha señalado que los cinco princi-
pios de integración de la economía en la socie-
dad son contradictorios, lo que parece sugerir
la imposibilidad lógica de su coexistencia en
una misma economía. Efectivamente, las pre-
tensiones de absolutizar cada principio son
inconciliables (mercado total, planificación
total, sociedad sin intereses individuales basa-
da en el puro don o en la responsabilidad por
el otro o por la vida, una sociedad que redistri-
buye pero no estimula la producción, etc.) y
han mostrado ser autodestructivas. Pero no
hay contradicción en aclarar que no se propo-
ne la abolición del mercado ni la del Estado,
que no se propone absolutizar al individuo ni
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volver a la comunidad. Estas aclaraciones son
necesarias porque algunas corrientes menores
proponen abstraerse de contaminar a la econo-
mía solidaria con el Estado y con el mercado,
lo cual llevaría a un modelo de organización
local autárquica a nuestro juicio no deseable,
además de no factible. O porque se puede ide-
alizar las comunidades “naturales” por sobre
las asociaciones libres de individuos. Un pro-
blema que enfrentamos en la práctica es qué
Estado (y qué sistema democrático), con qué
proyecto político-social, y qué formas de inter-
cambio (comercio justo no es mercado, pero
es comercio) impulsar o desear. No se trata de
resolver las contradicciones lógicas entre prin-
cipios, sino de resolver dinámicamente su pre-
sencia en un mismo sistema económico real,
pugnando por otra hegemonía o por nin-
guna4.

Por otro lado, cuando se toma como ver-
dad la afirmación de Latouche y de Caillé de
que “economía solidaria” es un concepto con-
tradictorio (oxímoron), lo que hay que decir al
respecto es que esto depende de qué definición
de economía adoptamos5. Para la definición

formal, neoclásica, neoliberal que parte del
supuesto de una sociedad formada por indi-
viduos indiferentes entre sí, que actúan estra-
tégicamente motivados por la maximización
de su utilidad personal, que se coordinan a
t r a vés del único principio de mercado, es
c l a ro que habría contradicción en suponer al
mismo tiempo comportamientos solidarios, o
la apuesta por el “Don” que el mismo Caillé
desarrolla y propone en otros trabajos6. Ante
esto sólo cabría en nombre de la solidaridad
proponerse disolver la economía o admitir su
exterioridad a la sociedad y procurar metare-
gularla desde la esfera política. Pero para la
definición sustantivista, que ve a la economía
como el proceso institucionalizado (construc-
ción histórica compleja y contradictoria) de
intercambio orgánico de los hombres en socie-
dad y con la naturaleza con el objetivo com-
partido de asegurar el sustento de todos (los
vivos y las generaciones venideras), no hay
contradicción. Sólo una economía de muchas
formas solidaria puede resolver ese desafío his-
tórico de las sociedades contemporáneas: una
sociedad donde quepamos todos, como dicen
los Zapatistas.

La cuestión de si la ESS pretende ser un
modo exclusivo de producción o construir un
tercer sector (no nos referimos al Tercer Sector
ONGista) orgánicamente articulado dentro
de una sociedad dominada por el modo capi-
talista, es una pregunta que está planteada y
comienza a discutirse. Efectivamente existen
ambas pretensiones, y para algunos escépticos
ni siquiera la segunda es posible, pues, entre
otras cosas, el modo dominante siempre resig-
nificará las prácticas solidarias como modos de
obtener la utilidad buscada7. La cuestión de
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4 Por ejemplo, respecto a los principios de mercado y de
planificación consciente, podemos tomar el análisis de
Hinkelammert y Mora: “Para Marx se trata de disolver
estas leyes en cuanto leyes ciegas, es decir, en cuanto se
enfrentan al individuo como voluntad externa. No
obstante, eso sólo es posible mediante una acción soli-
daria. Lo que Marx afirma es lo siguiente: estas leyes
tienen que dejar de imponerse como leyes ciegas, lo
que únicamente es posible si son comprendidas por la
‘inteligencia asociada’ de los seres humanos y someti-
das a su ‘control común’”. “El desafío consiste, en cam-
bio, en construir una libertad tal, en relación con las
prácticas mercantiles, que posibilite que todos y cada
uno tengamos lugar en la sociedad. No se trata de una
libertad a priori que permita abolir las leyes impuestas
a espaldas de los actores, como puede ser entendido el
análisis de Marx, sino de un conflicto continuo y cons-
tante para disolver las fuerzas compulsivas de los
hechos –en el grado que sea posible– por medio de la
acción asociativa y solidaria” en Economía, sociedad y
vida humana. Preludio a una segunda crítica de la eco-
nomía política, UNGS/ALTAMIRA, Buenos Aires, en
prensa, p. 228 y 235. El dossier comentado incluye un
artículo de dichos autores que el comentarista no toma
en cuenta.

5 Véase Caillé, Ferraton, Laville y Coraggio (Org), Qué
es lo económico, CICCUS, Buenos Aires, 2009.

6 Véase Alain Caillè, Anthropologie du don, Desclée de
Brouwer, París, 2000. Se puede entender la aparente
contradicción de Caillè si se admite como táctica argu-
mentativa el proponer acabar con toda economía en
tanto sistema separado de la sociedad y reabsorber las
prácticas económicas dentro de la sociedad y la políti-
ca democrática.
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fondo es si partimos de una crítica efectiva a la
sociedad capitalista y llevamos esa crítica al
campo de las prácticas eficaces para lograr su
superación éticamente imperativa. El camino
no es lineal ni está pautado por un sistema de
instituciones ya listo. No hay modelo, pues no
se trata de simplemente sustituir con coopera-
tivas de trabajo a las empresas de capital, ni
con la planificación del mercado; por lo tanto,
no debe asombrar que haya alta heterogenei-
dad no sólo en el punto de partida sino en las
vías de organización de otra economía. La bús-
queda de pureza conceptual y modelos de ins-

tituciones alternativas no nos ha conducido
muy lejos en el pasado, tenemos mucho para
aprender. Los malentendidos surgen por una
mala lectura o por asignar a los proponentes
pretensiones que no tienen, por lo que el diá-
logo y el debate son imprescindibles.

La última reflexión de Luciano Martínez
nos deja sin respuesta porque no sabemos a
quién se dirige cuando dice que debemos ser
capaces “de elaborar respuestas adecuadas y
sustentadas para superar el costoso mal hábito
latinoamericano de aplicar mecánicamente las
recetas que nos vienen del norte”8.

7 Por ejemplo, usar la cooperación como medio para el
logro de objetivos individualistas o donar algo mera-
mente para luego recibir o para legitimar el derecho a
acumular individualmente.

8 Sobre esto nos remitimos a nuestra introducción en
José Luis Coraggio, “(Org) La economía social desde la
periferia. Contribuciones latinoamericanas”, UNGS/
ALTAMIRA, Buenos Aires, 2007.
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Cuéntanos brevemente ¿cómo fue el inicio de
tu activismo político? ¿Cuáles han sido tus
cambios –desde tus experiencias de vida– en
y desde el activismo LGBT?

Si bien me vinculé a espacios de reflexión y
acción feminista desde antes de los 20 años,
suelo referir como momento fundacional de
mi vida activista el encuentro que tuve una
noche del año 2001 (a mis 21 años) con Yelina
Fuertes, una trabajadora sexual trans, activista
innata, de la familia “Lafayette”. “Lafayette”
era el apellido cultural de la familia de compa-
ñeras trans a la que ella pertenecía, por el hos-
tal de La Mariscal en que vivían, que llevaba el
mismo nombre. Esa noche nació la “Patrulla
Legal”. Yelina Fuertes Lafayette, Marlon Vi-
nueza, Andrés Ayala y yo integramos el prime-
ro de seis equipos patrulleros que vendrían
después, hasta hoy. (Marlon y Andrés eran mis
compañeros en la Facultad de Jurisprudencia
de la PUCE1). La práctica totalmente experi-
mental de un derecho callejero en que me
sumergí en los primeros años de Patrulla es la
que, confrontada con la teoría y la técnica jurí-
dica de las aulas, forjó en mí una postura polí-
tica que hoy nombro como “subversión desde
dentro”. La Patrulla me entregó ese principio,
y la calle me entregó casi todos los elementos
desde los que he pensado y propongo mis usos
alternativos del Derecho.

Me considero una “activista paralegal” o “al-
ternativista” y no una abogada, porque inten-
to utilizar al sistema jurídico contra sí mismo
para posicionar reivindicaciones o contribuir a
evoluciones sociales que considero necesarias.
Cuando hablo de “activismo judicial”, como
una variante específica del alternativismo, me
refiero concretamente a la utilización política
del litigio.

Mis propuestas jurídicas que más eco han
tenido (no necesariamente las más importan-
tes para mí) empiezan a aparecer a los dos años
de hacer patrulla. En el 2004, co-redacté junto

a Ramiro Avila la “Ley Anti-discriminación”
que pasó a primer debate en el antiguo
Congreso, y que hoy está superada por el sis-
tema anti-discriminatorio que logramos plas-
mar en la Constitución de 2008, como conti-
nuación de aquella propuesta. En el mismo
año, redacté un proyecto de reformas al Có-
digo Penal para tipificar crímenes de odio por
identidad de género, cosa que cinco años des-
pués, también se ha conseguido con la nueva
Constitución. Este logro de los crímenes de
odio es un buen ejemplo de cómo funciona el
activismo legal; de cómo es el resultado de una
militancia cotidiana y colectiva. Y es un logro
de personas anónimas como Yelina Fuertes,
que caminaron hacia él.

De las comunidades de la calle nació la pro-
puesta de establecer una Casa Trans, y lo hici-
mos nuevamente vía “s u bversión desde den-
t ro”, escogiendo un barrio quiteño de clase
media, tradicional, del norte, como es la Ga s -
ca, donde la presencia trans resultara impen-
sable. He estado vinculada a ese proceso, que
es el del PROY E C TO T RV N S G E N 3 RO ,
desde sus inicios. Nos consideramos un colec-
t i vo transfeminista. Y emprendimos un pro c e-
so de tres años de sensibilización a los ve c i n o s
hasta que “transgenerizamos el barrio”. Hoy la
p resencia trans es parte del paisaje de la
Ga s c a .

¿Cómo defines tú la “ciudadanía sexual”? y
¿cómo entiendes las varias interpretaciones
de la ciudadanía, en el contexto político ecua-
toriano?

La definición más simple de ciudadanía como
e j e rcicio de derechos, ofrece, en sí misma, un
potencial amplio de usos alternativos del
d e recho y por eso no la descart o. Pongo por
ejemplo, el caso de la “Ciudadana Lu i s
Enrique Salazar contra el Re g i s t ro Civil del
Ec u a d o r”, que es el de la primera persona
transfemenina que exige respeto a su libert a d
estética e identidad en su cédula de ciudada-
nía. En el reclamo, que lo llevamos como
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P ROY E C TO T RV N S G E N 3 RO, enfaticé al
máximo la calidad de “c i u d a d a n a” de Lu i s
Enrique, obligando al Re g i s t ro Civil a que
conteste refiriéndose a ella con ese sustantivo ,
ese pro n o m b re personal y ese género gramati-
cal. Por primera vez, un pronunciamiento for-
mal del Estado se redactaba en esos términos.
El solo hecho de que el caso se planteara co-
mo un caso de ciudadanía fue beneficioso, en
cuanto rompía con una tradición civil que
históricamente había plantado los casos de di-
versidad sexual como casos de moral y no de
d e rechos humanos.

Sin embargo, el concepto de ciudadanía no
habría sido suficiente, y nunca lo es, cuando se
plantea como calidad jurídica universalizante
–Luis Enrique es una ciudadana como todos y
todas, y, por lo tanto, tiene derechos–, sino
cuando en función de las especificidades cul-
turales de una persona o colectivo, el Estado
juridiza nuevos aspectos de ciudadanía. Así es
como creo que se debe plantear la ciudadanía
sexual o cualquier otra adjetivación a la ciuda-
danía. Cuando el Registro Civil se pronunció
oficialmente acerca de “la ciudadana Luis En-
rique”, el Estado ecuatoriano reconoció una
“ciudadanía trans” que comprendía una dis-
tinción jurídica entre sexo y género, que ante-
riores ciudadanas o ciudadanos no habían ne-
cesitado. Este avance a su vez logró acelerar
reivindicaciones trans entorno al tema de la
identidad legal, el cambio de nombre y el
cambio de sexo, porque se juridizó un nuevo
aspecto de interculturalidad: reconocimos que
en el Ecuador convivimos personas en quienes
sexo legal y género coinciden, y personas en
quienes estas dos categorías no coinciden. Se
reconoció una nueva institución: el “género”
constitucionalmente protegido, distinto del
“sexo legal”. Entonces, yo creo que el concep-
to de ciudadanía sirve cuando no se limita a
“entregar”, desde arriba, instituciones legales a
la gente; sino cuando se atreve con la convali-
dación paralegal de las instituciones (sociales,
culturales) de la gente.

¿Te defines solamente como “activista judi-
cial” o cómo algo más? ¿Te consideras femi-
nista, activista LGBT, activista Trans, defen-
sora de los derechos humanos? ¿Crees que es
necesario definirte desde algún lugar? 

Me defino como varias cosas además de acti-
vista judicial: activista transfeminista, activista
intercultural, paralegal, trisexual, alternativis-
ta. No me defino como derecho-humanista;
eso es muy formal para mi gusto. No creo en
definiciones estáticas ni taxativas, pero sí en la
necesidad de detenerse en determinados mo-
mentos políticos para nombrarlos y, sobreto-
do, para autonombrarse. Al fin y al cabo, es la
intención política la que hace de una misma
etiqueta una camisa de fuerzas o un acto de
emancipación. La institucionalidad, sobretodo
la jurídica, opera nombrando o a veces más
significativamente aún, no nombrando. Yo
creo que contestarle a esa institucionalidad
con definiciones propias es una de las formas
más poderosas de subversión, sobre todo
cuando quienes se autodefinen son personas o
colectivos históricamente invisibilizados.

Tú defines tu estrategia política como “t r a n s f e-
m i n i s t a”. ¿Qué es el transfeminismo? ¿Cómo se
distingue el transfeminismo de otras estrategias
políticas que enfocan el tema de dere c h o s
s e x u a l e s ?

Creo en una alianza entre mujeres, personas
femeninas, personas feminizadas, hombres que
ocupan el lugar de “lo femenino” en la sociedad
p a t r i a rcal y entre todas las personas (mujere s ,
h o m b res y trans de cualquier condición sexo -
genérica) que tienen conciencia política femi-
nista. Creo que, aunque la opresión patriarcal se
manifiesta de diversas formas según el lugar
s e xo-genérico que ocupemos, es la misma opre-
sión. Creo que es la misma violencia patriarc a l
la que está detrás del apelativo “mandarina”2

2 Palabra utilizada para referirse a un hombre que se deja
“mandar” por la mujer.
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con que se castiga a un hombre heterosexual
por no cumplir a cabalidad con el estereotipo
de dominación masculina sobre las mujeres,
que la que está detrás del crimen de odio con
que se pone fin a la vida de una trabajadora
sexual trans. La intensidad del castigo varía, es
proporcional al grado de transgresión en cada
caso, pero la lógica detrás de él no. Desde el
transfeminismo, los derechos sexuales se enfo-
can desenmascarando las lógicas subyacentes y
lo que en el PROYECTO TRVNSGEN3RO
denominamos las “simetrías suby a c e n t e s”
entre colectivos en histórica desventaja. Los
derechos sexuales se enfocan, por ejemplo,
señalando que detrás de los obstáculos sociales
y legales a actos tan distintos como el aborto o
la transformación genital transexual, está la
misma tutela patriarcal sobre los cuerpos fe-
meninos y feminizados. Otras estrategias polí-
ticas en materia de derechos sexuales, compar-
timentalizan más los temas y no plantean la
interconexión. A veces porque desde su pers-
pectiva no la ven, pero otras veces, también,
por conveniencia. Así, los gays corporativos, en
el proceso constituyente, no se pronunciaron
en materia de aborto, mientras que las y los
activistas de la CONFETRANS y el PRO-
YECTO TRVNSGEN3RO sí. Sabían que era
un tema incómodo y, dado que no era “su
tema”, prefirieron no desgastarse en contro-
versias.

¿Puedes explicar tu perspectiva sobre el movi-
miento LGBT ahora, dado los cambios en la

nueva Constitución y el nuevo clima político
en el país? ¿Crees que exista un movimiento
LGBT? ¿Cuáles son los l o g ros, los encuentro s
y desencuentros entre sectores políticos y el
f u t u ro del mov i m i e n t o ?

No tengo problema en llamar movimiento, en
sentido amplio, a la presencia política, cada
vez más pública, de los colectivos organizados
LTBGI (lésbicos, transgéneros, bisexuales, gay,
e intersexuales). Sí me resulta problemático
que se piense en un movimiento homogéneo,
que es, por ejemplo, lo que visibiliza la prensa,
y lo que finalmente llega a la mayor parte de la
población ecuatoriana. Pienso, por eso, que es
de vital importancia la visibilización pública y
mediática de diversas posturas políticas
LTBGI. Creo que hay diferencias muy pro-
fundas entre la tendencia corporativista de las
principales fundaciones de hombres homose-
xuales y algunas mujeres y trans que siguen ese
modelo, y la tendencia transfeminista. No
digo que estas dos sean las únicas tendencias,
pero sí que son las más fuertes (en los próxi-
mos años se viene el despertar político LTBGI
por fuera del monopolio histórico de Quito y
Guayaquil, habrá que ver qué formas y discur-
sos adopta).

Yo creo que la heterogeneidad política cada
vez mayor tiene explicaciones históricas, socia-
les y hasta operativas muy concretas. Una muy
obvia, que a veces se olvida, es que antes de
1997, el nivel de represión hacía fácil el con-
senso frente a unas aspiraciones mínimas que,
por básicas, eran lógicamente unive r s a l e s .
¿Cómo no estar de acuerdo, corporativos o no,
transfeministas o no, en la despenalización del
homosexualismo consentido? O, ¿cómo no es-
tar de acuerdo en el rechazo a los crímenes de
odio? Pero una vez que se supera el discurso
“anti-discriminación” y empiezan a formularse
reflexiones más sofisticadas alrededor del cuer-
po y la sexualidad, la identidad y sus dimen-
siones privada y pública, individual y colecti-
va, y alrededor de la participación política en
sí misma, salen a relucir circunstancias y aspi-



raciones distintas. Por ejemplo, ser gay es ser
hombre y es, por lo tanto, ocupar un lugar dis-
tinto al de las mujeres y los y las trans, en una
sociedad patriarcal. La circunstancia social del
privilegio masculino es ineludible. Qué hacer
con esa circunstancia, en cambio, es una deci-
sión política. Los corporativos optan por no
tocarla y esa es su decisión. Las y los transfe-
ministas optamos por cuestionar profunda-
mente la circunstancia del privilegio masculi-
no desde una alianza que propone subvertir
algunas instituciones sociales y jurídicas, como
la familia. De ahí que los corporativos se con-
centraran, en el proceso constituyente, en la
unión de hecho para parejas del mismo sexo
como simple extensión de las figuras civiles de
las que los homosexuales han estado excluidos.
Las y los transfeministas optamos por incluir
una definición constitucional amplia de diver-
sidad familiar, que en el futuro permita elabo-
raciones civiles de familia sin el sesgo patriar-
cal que hasta hoy ha tenido en relación con
estos cuatro elementos: el parentesco, el matri-
monio, la unión de hecho y las insituciones
sucesorias. Ciertamente, la juridización de la
diversidad familiar no riñe con la unión de
hecho, sino que la incluye como una manifes-
tación más. En cambio, la sola propuesta de
unión de hecho sí excluye a una diversidad
familiar más amplia.

En tu perspectiva, ¿con la nueva Constitu-
ción va a ser posible hacer los cambios sus-
tantivos propuestos con respeto a los dere-
chos sexuales y de género? ¿Cómo ves el futu-
ro del país con respecto a los derechos legales
y culturales de los grupos LGBTQ, ahora que

el gobierno es de la “nueva izquierda”? ¿Crees
que este tipo de gobiernos da más apertura
para las luchas por los derechos sexuales y de
género? ¿Qué pueden esperar los y las indivi-
duos/as LGBTQ en el país en los próximos
años?

Yo creo que hay avances innegables en la
nueva Constitución, y los concibo como me-
canismos a ser utilizados. Como ya expliqué,
los dispositivos jurídicos se transforman a tra-
vés del uso. Si no se usan, no van a desarrollar-
se. Si se usan tímida o convencionalmente,
evolucionarán menos que si se usan ambiciosa
o creativamente. En cuanto a las luchas en ma-
teria sexual y de género, en términos generales,
sí creo que un ambiente de izquierda es más
favorable que uno de derecha, al menos en el
contexto político ecuatoriano. Sin embargo, la
ventaja de la postura alternativista o “subver-
sión desde dentro” es que es una estrategia que
se plantea desde la adversidad –desde una ética
de la adversidad, podría decirse–, indepen-
dientemente de la tendencia política de la ins-
titucionalidad de turno. La pregunta sobre el
futuro es demasiado amplia, porque depende
de una actoría social y política que debe darse
en muchos planos. Pero lo que sí puedo decir,
en concreto, es que en el panorama de media-
no plazo de varios colectivos en histórica des-
ventaja (y no solo LTBGI), trabajar en pro de
políticas de interculturalidad, y hacer un uso
cada vez más masivo del activismo judicial y
del litigio paradigmático es una alternativa
que hoy tiene muchas más posibilidades de
éxito que en el pasado.
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Resumen
Este artículo analiza la transformación del estado nacional colombiano bajo el gobierno de
Álvaro Uribe, centrándose en el Plan Colombia y los proyectos estatales que se desprenden de
él con el fin de dar cuenta de la militarización estatal y la represión social asociada a ambos. Se
argumenta que políticas de gobierno amparadas en dicho Plan tienen como objetivo la conso-
lidación de un régimen de acumulación de mercado extractivo y especulativo que, aunque vin-
culado a un impulso hegemónico transnacional centrado en los Estados Unidos, también está
íntimamente ligado a desarrollos locales y al conflicto interno de Colombia. Estas interacciones
ofrecen una ilustración ejemplar de la reconfiguración a múltiples escalas de la política en la eco-
nomía del mundo actual.

Palabras clave: Consenso, neoliberalismo, hegemonía, comunitarismo, seguridad democrática,
militarización, paramilitarización, narcotráfico

Abstract
This article analyzes the transformation of the colombian national state under the government
of Álvaro Uribe, focusing on Plan Colombia and the state projects that flow from it, in order
to reflect on the militarization of State and the social repression associated with both. It is
argued that government policies under the Plan are aimed at consolidating a regime of market
accumulation and speculation that, while linked to a transnational hegemonic thrust emanat-
ing from the United States, is also closely linked to local developments and Colombia’s internal
conflict. These interactions provide an exemplary illustration of the reconfiguration at multiple
levels of the world political economy today.

Keywords: consensus, neoliberalism, hegemony, communitarianism, democratic security, milita-
rization, paramilitarization, narcotraffic 
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Este artículo se enfoca en las reconfigu-
raciones del estado nacional colombia-
no tras la emergencia del gobierno de

Álvaro Uribe Vélez en el 2002. Se prestará
atención a cuatro aspectos del programa polí-
tico de este gobierno y a los proyectos especí-
ficos asociados con el régimen, así como los
múltiples lazos que este tiene con el neolibera-
lismo, en general, y con las políticas estadou-
nidenses, en particular. En primer lugar, se
realizará un análisis de la creciente militariza-
ción del estado como se ilustra en las políticas
del Plan Colombia/Plan Patriota, pues se con-
sidera que las mismas están basadas en una
reformulación discursiva y la subsecuente re-
gionalización del conflicto que, en Colombia,
tiene décadas de duración. Luego, se hará un
breve análisis del discurso populista del presi-
dente Uribe, específicamente, en relación al
vínculo que establece entre seguridad y econo-
mía. Este discurso es la piedra angular de su
intento de proyectar un nuevo imaginario
político nacional basado en el comunitarismo.
En un tercer momento, la atención pasará de
los aspectos discursivos y materiales de los pro-
yectos políticos, manifestados a escala múlti-
ple a través del Plan Colombia y el gobierno
de Uribe, hacia un análisis que enfatiza los im-
pactos y reconfiguraciones sociales que tales
p rogramas han impulsado. Finalmente, se
revisará las intrincadas conexiones entre la
narco-economía ilícita y el crecimiento de la
influencia paramilitar y guerrillera en la vida
política colombiana. Esto ayudará a iluminar
los diversos impactos y el sesgo de clase de los
programas del gobierno del presidente Uribe.

La institucionalización a múltiples 
escalas del Plan Colombia

La aprobación formal del Plan Colombia por
el entonces presidente estadounidense, Bill
Clinton, el 13 de julio de 2000, inició la con-
cretización y bilateralización de un plan que
había estado implícito en la política exterior

estadounidense desde finales de la Guerra Fría.
Esto significó también la reformulación cate-
górica del Plan Colombia, pensado original-
mente por Pastrana y publicado en mayo de
1999, el cual estaba orientado a terminar el
conflicto interno colombiano de ya varias dé-
cadas. El nuevo enfoque centrado en el tráfico
de droga y el reforzamiento militar, permitió
al gobierno estadounidense intensificar su
‘guerra contra la droga’ y consolidar su acerca-
miento a los ‘países proveedores’. Esto con el
objetivo de atacar el cultivo de la hoja de coca,
lo que reduciría supuestamente su oferta, al
volverla más costosa y peligrosa de cultivar y
vender. Una extensa bibliografía ha documen-
tado continuamente las fallas de dicho acerca-
miento1. Así, más que la capacidad del gobier-
no estadounidense para contener la ascenden-
te ola de drogas ilícitas, se argumenta que lo
que estaba en juego era la propagación de un
discurso político que explotara las posibilida-
des que el comercio global de drogas ilícitas
traía a una nación que estaba luchando por en-
contrar un nuevo ‘peligro externo’; enemigo
con el cual reemplazar la ahora difunta retóri-
ca ideológica y política anti-comunista (anti-
soviética). Fue bajo el régimen de George H.
W. Bush que la ‘guerra anti-drogas’ tomó for-
ma realmente, viniendo a ocupar una parte
clave de su discurso a la nación en 1989. Junto
a esta nueva retórica, el hecho de que el culti-
vo de la hoja de coca se encontrara aislado en
la región andina resulto conveniente al discur-
so tradicional estadounidense que contrasta la
identidad nacional americana con un ‘otro’
extranjero y peligroso.
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1 Los informes recientes del International Crisis Group
muestran el fracaso de esta política. Entre 2004 y 2006
se erradicaron (entre fumigaciones y erradicación
manual) casi 600.000 hectáreas de cultivos de coca en
Perú, Colombia y Bolivia. Sin embargo, estos tres paí-
ses continúan produciendo cerca de 1000 toneladas de
hidroclorato de cocaína; una cantidad más o menos
igual que cuando el Plan Colombia empezó. Véase
“Drogas y Democracia”, El Tiempo, 24/05/2008. 



La institucionalización inicial del Pl a n
Colombia como principal política bilateral
anti-drogas liderada por los Estados Unidos se
convirtió, en enero de 2001, en parte de la
Iniciativa Regional Andina, lo que ayudó a
consolidar los objetivos políticos de la Política
Exterior estadounidense. Sin embargo, hubo
una reformulación y expansión de este Plan
después de los eventos contingentes que re-
plantearon las prerrogativas de seguridad tanto
de Estados Unidos como del mundo en el
2001. En línea con quienes sostienen que es-
trategias políticas y proyectos específicos exis-
ten y surgen de discursos (Jessop 2002: 34), se
ha argumentado que después del 11 de sep-
tiembre, el gobierno republicano estadouni-
dense tomó ventaja del ‘espacio de maniobra’
abierto por dicho evento. Y además, utilizó el
discurso del ‘terrorismo global’ como medio
para legitimar ciertas políticas que, de otra
manera, hubiesen enfrentado una difícil apro-
bación pública y del Congreso. De esta mane-
ra, el discurso del ‘narcoterrorismo’ ganó pro-
minencia y los dos grupos guerrilleros más
i m p o rtantes de Colombia (el ELN y las
FA RC-EP) re c i b i e ron ‘n u e va s’ identidades
públicas. Ya no se trataba solamente de insur-
gentes locales con motivaciones políticas e
ideológicas sino de terroristas globales que so-
breviven y prosperan gracias al comercio de
droga. Se arguye que esta transformación dis-
cursiva se basa en relaciones de poder desigua-
les. Relaciones a través de las cuales aquellos
grupos que controlan el terreno ideológico por
medio de la regulación de las instituciones
estatales y del espacio público de información,
determinan la manera en que algunos signifi-
cados son propagados, en tanto otros son ex-
pulsados del discurso público dominante.

Paralelamente a este cambio discursivo, que
fué de la lucha contra el tráfico de droga al
e n f rentamiento militar de las FA RC - E P, la
ayuda estadounidense a Colombia, como par-
te del Plan Colombia, ascendió a 2 billones,
909 mil millones USD, entre los años 1997-
2003. El 82% de este total se desembolsó entre

1999-2003 y la gran mayoría fué canalizado
hacia los militare s2. Bajo los gobiernos de Álva-
ro Uribe y George W. Bush, re s p e c t i va m e n t e ,
esta tendencia se intensificó. El 15 de febre ro
de 2005, Bush pidió una cantidad similar a la
del 2004 como ayuda para Colombia: 579.6
millones USD. De s a g regando esta cantidad,
427.5 millones fueron entregados al ejército y
la policía colombianos; los restantes 152.2 mi-
llones fueron destinados a programas de asis-
tencia económica y social3. La reciente dismi-
nución del 10% en los montos totales aport a-
dos por Estados Unidos para el Plan Colombia
en el año 2008, puede atribuirse a la re c o n f i-
guración política de las fuerzas bipartidista en
ese país durante el 2007, cuando los demócra-
tas tomaron control unánime del Congre s o.
Sin embargo, como proyecto político a media-
no plazo, el Plan Colombia ha sido sinónimo
de fortalecimiento del aparato estatal mili-
tar/policial en Colombia y de la priorización
de la campaña militar contra las FA RC - E P4.
En efecto, previo al acrecentamiento de las
f u e rzas armadas asociado con la gradual trans-
formación del estado y con el Plan Colombia,
y pese de su larga historia de guerras civiles e
i n s u r recciones sociales y políticas, el tamaño
del ejército colombiano en relación al tamaño
de la población, fue significativamente menor
que el de sus vecinos, Pe rú y Ecuador (Hy l t o n
2003). Nos preguntamos, en qué medida este
re f u e rzo de las esferas de la ‘seguridad del esta-
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2 En efecto, entre los años 1997-2003, la ayuda estadou-
nidense a Colombia estuvo despro p o rc i o n a l m e n t e
dividida ya que 2400 millones USD fueron destinados
a ayuda militar y 509 millones USD a programas eco-
nómicos y sociales, todos relacionados en realidad con
políticas de control antinarcóticos (Estrada 2002: 41).

3 Datos obtenidos de la página del centro para política
internacional “Colombia Program”. Disponible en:
h t t p : / / w w w.ciponline.org/colombia/aid06.htm (visi-
tado 09/06/2006).

4 Para ilustrar la preeminencia que la esfera militar ha
tenido en el gobierno de Uribe, mencionamos que
durante el 2008 el Ministerio de Defensa recibió 3400
millones de pesos colombianos, principalmente para
renovación de transporte y para compensar la incorpo-
ración de 13 000 miembros adicionales a los aparatos
estatales de ‘seguridad’ (Venegas 2008).



d o’ podría estar asociado con objetivos políti-
cos de mayor alcance.

Plan Colombia:
¿más que una política de guerra?

Desde el momento de su firma oficial, el Pl a n
Colombia no sólo ha significado el acre c e n t a-
miento del rol de los aparatos militare s - p o l i c i a-
les en Colombia sino un mayor invo l u c r a m i e n-
to militar de Estados Unidos en la región, par-
ticularmente en el conflicto interno colombia-
n o. Además se ha conve rtido en la esfera clave
d e n t ro de la cual numerosas adve rtencias lega-
les y restricciones constitucionales, tanto esta-
dounidenses como colombianas, han sido deja-
das de lado para permitir una mayor colabora-
ción militar y un mayor ejercicio de los podere s
p residenciales. Sin embargo, sería ingenuo aso-
ciar al Plan Colombia con la militarización
colombiana y también regional, exc l u s i va m e n-
te. Al contrario, la amplitud de este Plan yace
en su intrincado alineamiento con otros nume-
rosos proyectos de alcance local y global.

Muchos autores han analizado la íntima
conexión que el Plan Colombia tiene con el
proyecto, más amplio, de establecer y consoli-
dar un orden mundial neoliberal, con un énfa-
sis particular en América Latina y el Caribe
(Torre 2005; Estrada 2002). Tanto Estrada
como de la Torre enfatizan la manera en la que
el Plan Colombia opera en armonía con las
políticas de ajuste económico y fiscal del Fon-
do Monetario Internacional. Estas políticas,
ancladas en la retórica del Consenso de
Washington (en sus versiones antigua y más
reciente), funcionan dentro de una lógica neo-
liberal global, de corte financiero, en la cual la
civilización viene a estructurarse alrededor del
mercado. De ahí, que se vea al Plan Colombia
como un brazo coercitivo tanto como un me-
dio que exige el compromiso con dicho pro-
yecto. En palabras de Estrada, “sin los recursos
del Plan Colombia, las medidas de ajuste del
neoliberalismo ortodoxo tendrían que ser mu-

cho más drásticas [en el país]” (Estrada 2002:
45).

En efecto, desde el 2002, todos los fondos
estadounidenses que forman parte del Plan
Colombia han sido cubiertos bajo el programa
regional denominado Iniciativa Andina Anti-
Droga (IAA), que incluye también ayuda anti-
droga para los países vecinos de Colombia. Sin
embargo, Colombia sigue siendo el blanco
central de este proyecto, ilustrando ejemplar-
mente los varios componentes que se encuen-
tran bajo su influencia. Esta integración del
Plan Colombia con políticas neoliberales y ob-
jetivos hegemónicos más amplios, estructura-
dos dentro del discurso público de la ‘guerra
contra las drogas’ y la ‘guerra contra el terroris-
mo global’, debe ponerse en relación con la
política doméstica colombiana, principalmen-
te, con el actual gobierno colombiano, lidera-
do por el presidente Álvaro Uribe, así como
con el proyecto militar ‘interno’ implementa-
do por este gobierno como medio para conso-
lidar su programa de seguridad democrática.

El presidente Uribe: neo-populismo y el fin
de la política bipartidista en Colombia

El gobierno de Uribe y su proyecto político de
‘seguridad democrática’ se vuelve mucho más
claro cuando se enfocan los cambios estructu-
rales y graduales que ha sufrido desde la imple-
mentación del Plan Colombia. Con la ascen-
sión de Uribe a la presidencia en mayo de
2002, se dió inicio al primer gobierno verda-
deramente populista en más de 100 años co-
mo lo ha calificado de la Torre (2005). Sin
embargo, el estilo del populismo de Uribe
contrasta con el estilo tradicional de liderazgo
populista, que se enfoca en el desarrollo inter-
no y la integración de las masas a la esfera polí-
tica. Más bien, Uribe es visto como un popu-
lista caracterizado por un caudillismo tecno-
crático: ha abandonando la forma desarrollista
neo-mercantilista del estado y una postura
anti-imperialista para enfocarse en la reduc-
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ción del estado. Una reducción del Estado
lograda a través de la privatización del s e c t o r
público y la reorientación del desarro l l o
hacia una forma de regulación económica
basada en el merc a d o. El proyecto político
d e Uribe por tanto incorpora la idea
Rousseauniana del ‘comunitarismo’, es decir,
la democracia directa y el anti-institucionalis-
mo junto a una ideología neoliberal preocupa-
da por la eficiencia y la competitividad del sec-
tor privado. Ambos elementos enmarcados en
la noción más amplia de la ‘seguridad demo-
crática’ y la militarización de la vida social.

El proyecto comunitarista auspiciado por
el gobierno de Uribe es uno con un definitivo
dejo criollo. El proyecto de Uribe, en la esfera
política, se centra en la unidad de la comuni-
dad o, en los términos populistas del presiden-
te, “la patria”. La nación colombiana se con-
vierte, a los ojos del presidente, en la guardia-
na moral del pueblo y asume una posición pri-
vilegiada contra el flagrante individualismo
asociado con la filosofía política liberal. En
efecto, mientras en el liberalismo clásico, to-
dos los ciudadanos tienen derecho a cuestio-
nar a la autoridad y al gobierno, y a involu-
crarse en la discusión pública –posibilidades
que son garantizadas a través de medidas for-
males tales como la Constitución–, el proyec-
to comunitarista de Uribe se basa en canales
informales que permiten a los ciudadanos (o
más apropiadamente, el pueblo) acceder a la
buena vida. Lo que un renombrado teórico
político asociado con el comunitarismo deno-
mina “ética substantiva” (MacIntyre 1984).

El ambiguo término “buena vida”, en el
contexto colombiano, está asociado más que
nada con la seguridad personal y económica.
Esta es la justificación fundamental de la gue-
rra emprendida por Uribe contra los grupos
guerrilleros (especialmente las FARC-EP), al
considerar que representan la mayor amenaza
a la existencia segura de la comunidad. Uribe
ha repetido constantemente que los colombia-
nos de su generación nunca han vivido un día
de paz; de ahí que su objetivo de derrotar mili-

tarmente a las fuerzas guerrilleras de izquierda
sea la expresión de un esfuerzo por asegurar
una paz que luego se convierte en el bien
público supremo de la comunidad.

Las particularidades del contexto colom-
biano, especialmente su prolongada guerra ci-
vil y la subsiguiente fragmentación de la sobe-
ranía del estado, o lo que Hobbes llamaría la
inexistencia de un pactus subiectionis5 (Sousa
Santos y García 2004: 35), permiten a Uribe
–en la tradición comunitarista– argumentar
en contra del universalismo de los derechos
humanos y de su aplicabilidad en Colombia6.
Más bien, lo que salta a la vista en el régimen
de Uribe son las especificidades de los hábitos
y las tradiciones del pueblo y su exposición a la
insurgencia, o, en la retórica del gobierno, al
terrorismo. Además, en la tradición populista
de la prominente figura del César (Gramsci
1971), el comunitarismo de Uribe se basa en
la subordinación a ‘su’ mandato. En efecto, el
presidente se refiere a sí mismo como a un
buen pastor que guía su rebaño de ovejas, al
afirmar “veo a mis compatriotas de hoy más a
través de los ojos de una padre de familia que
de un político” (citado en Aristizábel 2008:
29). Esto ha llevado la tendencia populista
hacia el mesianismo, por el cual el presidente
argumenta que debe continuar en el poder;
aunque sólo sea para satisfacer el clamor del
pueblo por una continuación de su mandato
de mano de hierro, como una manera de
impedir la llegada de la hecatombe que podría
seguir a su salida del podio presidencial7.
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5 Esto se refiere a la manera en la cual los ciudadanos se
sujetan al poder central del estado.

6 Como ejemplo de la postura explícitamente anti-dere-
chos humanos del gobierno de Uribe, en el 2007, 44
d e f e n s o res de De rechos Humanos fueron asesinados en
Colombia. El presidente reaccionó de una manera que
implícitamente condonaba a los asesinados declarándo-
l es “t e r roristas vestidos en ropa de civiles”. Véase “Colom-
bia tiene triste liderazgo mundial en ataques a defensore s
de derechos humanos,” Se m a n a, 20 de junio 2008.

7 Es en esta línea de pensamiento que el presidente se
encuentra presionando por una reforma constitucional
que le permita una segunda reelección presidencial
consecutiva.



La retórica neo-populista de Uribe ha ata-
cado astutamente el bipartidismo y el cliente-
lismo de dominio de la ‘oligarquía’ tradicional,
pero sin tomar ningún paso definitivo para
desmantelar tales estructuras. Su ‘comunitaris-
mo’ Rousseauniano es un instrumento discur-
sivo utilizado para cultivar la sensación de una
democracia directa, en la que la corrupción y
la complicidad de los políticos, tanto como la
burocracia del estado son superadas, al poner
a la gente en contacto directo con su devoto y
laborioso líder. Este ‘proyecto nacional’ es vis-
to como una reformulación del modo de re-
presentación del estado, por medio de un dis-
curso que equipara el ‘gran estado’ con el
clientelismo y la corrupción, en tanto se prefi-
guran los beneficios de un estado ‘eficiente’ y
‘productivo’ encaminado a servir las necesida-
des prácticas de los ciudadanos colombianos. 

Uribe ha sido un defensor consistente de la
disminución de la burocracia estatal y de la
reformulación de las instituciones del estado
en compañías competitivas, modeladas en el
sector privado8. En efecto, ha declarado que
“las compañías del estado son propiedad de la
comunidad. Por esta razón deben ser conside-
radas y administradas como las compañías pri-
vadas más importantes, sometidas a los indica-
dores más rigurosos de austeridad, productivi-
dad y competitividad” (Uribe Vélez 2002:
269).

Este tipo de estado está, por lo tanto, ínti-
mamente ligado al modelo neoliberal de esta-
do, salvo por su retórica populista, anti-insti-
tucionalismo y enfoque en la democracia di-
recta. Sin embargo, en el contexto de Colom-
bia, el objetivo de Uribe de poner a la gente en
contacto directo con el estado, a través de su
programa de Consejos comunales de gobierno,
ha generado enorme apoyo popular.

Más allá de su visibilidad frente al pueblo,
uno podría argumentar que la efectividad del

mandato de Uribe está directamente ligada a
su campaña por librar a Colombia de las
FA RC - E P. Pa rticularmente en el periodo
2007-2008, este grupo guerrillero sufrió la
desmovilización de 3170 combatientes; asi-
mismo, la muerte o captura de miembros del
secretariado de la organización gracias a opera-
ciones exitosas del ejército. Así, por ejemplo,
la muerte del segundo al mando, alias Raúl
Reyes, en marzo del 2008 durante un bombar-
deo aéreo en territorio ecuatoriano y el asesi-
nato de Iván Ríos, por un desertor de la gue-
rrilla, alias Rojas. Este reciente ‘éxito’ de la
‘guerra contra las FARC-EP’ ha culminado en
un índice de popularidad personal del presi-
dente nunca antes visto en este país: 82% de
aprobación (El Tiempo 24/01/2008). Estos lo-
gros militares junto con su ‘firme’ y a mo-
mentos inflamatoria retórica con la que con-
frontó los ataques políticos de sus dos colegas
vecinos, Rafael Correa de Ecuador y Hugo
Chávez Frías de Venezuela, han logrado reafir-
mar el apoyo popular al presidente colombia-
no, al menos temporalmente.

En suma, la formula comunitarista de
Uribe dota de una base popular a un proyecto
político más amplio, que impulsa un patrón
neoliberal dentro de Colombia. Un proyecto
que, ligado a fracciones del capital orientadas
globalmente y reforzadas por el poder estruc-
tural de los Estados Unidos, todavía requiere
ser visto como un proyecto que ha emanado
de las fuerzas sociales internas dominantes en
el país. Después de evaluar las bases locales de
tal proyecto, también es necesario analizar el
impacto que Uribe y los programas políticos
estadounidenses han tenido en la sociedad co-
lombiana.

Plan Colombia:
‘seguridad democrática’ y consenso social 

En Colombia, el crecimiento del aparato mili-
tar/policial ha conducido a una exacerbación
de la militarización social y la alienación de la
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8 Durante su primer mandato (2002-2006), el gobierno
de Uribe cerró 33 entidades públicas, reestructurado
varias más, y volvió supérfluos a casi 27 000 emplea-
dos públicos (Giraldo 2006).



comunidad. La sociedad colombiana, recons-
truida dentro del prevaleciente discurso de la
seguridad democrática y el estado comunita-
rista y contenida por las estructuras autorita-
rias militares/policiales legitimadas e impulsa-
das por medio del Plan Colombia, se ha aleja-
do vastamente de cualquier noción europea de
sociedad civil, como aspecto integral del go-
bierno del estado. De hecho, la fragmentación
histórica y la no-existencia del estado colom-
biano en mucho del territorio nacional, junto
con los disputas de poder entre facciones ar-
madas por el control de dichos espacios, ha lle-
vado a un gran número de colombianos a or-
ganizarse en lo que Fischer ha denominado
‘grupos sub-estatales’ (2004: 188), sean legales
o no. Consecuentemente, en Colombia, la in-
tegración social en el proyecto hegemónico9

neoliberal, fundado tanto en el bloque de po-
der local que ayudó a formular y consolidar la
ascensión de Uribe como en el proyecto de la
‘seguridad democrática’, se ha convertido en
un discurso superficial y ahistórico. El contin-
gente local del orden mundial neoliberal ha
buscado formular una ideología comunitarista
basada en el neoliberalismo para logar una
apariencia de legitimidad social. Sin embargo,
la naturaleza autoritaria del presente modelo
estatal brilla potentemente en la mezcla de
proyectos del Plan Colombia/Plan Patriota y
de la ‘seguridad democrática’. 

La novedosa pero atemorizante naturalez a
de tal autoritarismo consiste en que ha exacer-
bado la transformación no sólo de la traye c t o-
ria político-económica del estado sino también
la del ámbito militar en Colombia. De hecho,
aunque el estado colombiano no puede pro c l a-
mar sinceramente que tiene el monopolio so-
b re los medios de violencia física; sin embargo,

con la escalada del conflicto, como parte del
Plan Colombia/Plan Patriota y el incre m e n t o
del presupuesto nacional destinado a la defen-
sa, el dominio de la violencia se ha vuelto tan
descentralizado como el programa económico
del gobierno. Esto puede observarse, en pri-
mer lugar, en el asalto total a las ‘esferas de
i n f l u e n c i a’ de las FA RC - E P, especialmente en
las regiones sur del país. Esto ha intensificado
la expansión territorial del cultivo de coca y su
p ro c e s a m i e n t o. En el 2007, 23 de los 32
d e p a rtamentos colombianos tenían plantacio-
nes de coca, a pesar de las astronómicas sumas
destinadas a atacar la ‘o f e rt a’ de este pro d u c-
t o1 0. En segundo lugar, con los numero s o s
ajustes al Plan Colombia y la intervención ca-
da vez mayor de negocios y mercenarios esta-
dounidenses en este conflicto doméstico, el
e s p e c t ro de actores militares involucrados se ha
ampliado considerablemente.

El fracaso del gobierno estadounidense
como del colombiano en cuanto a la realiza-
ción del Plan Colombia, se debe a que han he-
cho caso omiso de las raíces estructurales de la
existencia de las fuerzas insurgentes en Co-
lombia así como del crecimiento de la econo-
mía del narcotráfico, ambas convertidas en
mecanismos de reproducción, la una de la
otra. El gobierno de Uribe y las fuerzas claves
de influencia dentro de él han creado un dis-
curso auto-complaciente que niega la existen-
cia de un conflicto interno, prefiriendo conju-
rar la idea de una faceta local de la guerra glo-
bal contra el terrorismo. Sin embargo, la evo-
lución histórica de los grupos guerrillero s
colombianos otorga peso considerable a una
contra-teoría. En efecto, se argumenta que
existe un rechazo generalizado a observar la
relevancia de la violencia como parte estructu-
ral de la acumulación capitalista.

En circunstancias ‘normales’, la progresión
y el crecimiento del capitalismo es visto como
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9 Desde Gramsci la hegemonía puede ser vista como el
liderazgo consensual predominante en la sociedad,
ejercido por el grupo social que mantiene los lazos más
fuertes con el modo de producción económico domi-
nante, la administración de dominios institucionales y
la definición de una ideología que armoniza sus intere-
ses particulares con los intereses generales de la comu-
nidad nacional.

10 En lugar de disminuir, entre el 2006 y 2007 el área
total de cultivo en el país se incremento en un 27% y
el total de hectáreas de cultivo llegó a 99 000
(Naciones Unidas 2008: 2, 14).



un proceso insalvable donde la propiedad se
convierte en posesión privada, lo cual impele
la proletarización de las masas no propietarias,
convirtiendo a esta gente en trabajadores asa-
lariados al igual que en consumidores. Sin em-
bargo, en Colombia, al igual que en un sinnú-
mero de países, este proceso no tomó lugar de
una manera homogénea y ‘natural’. Debido a
la fragilidad del mercado capitalista interno, el
liderazgo social ha estado históricamente en
manos de la oligarquía del país; es decir, de
terratenientes desocupados más que de capita-
listas. Este grupo dominante, en vez de expan-
dir su dominio a través de un crecimiento
basado en el mercado y la acumulación de ga-
nancias, utilizó la violencia como medio para
adquirir propiedad y renta. Es dentro de este
marco que la era más sangrienta de la historia
contemporánea de Colombia debe ser analiza-
da. Esta estrategia produjo el desarraigo vio-
lento de miles de campesinos rurales y permi-
tió a las élites dominantes obtener tierras y
riqueza, los cuales no estaban de ninguna ma-
nera vinculadas a la acumulación económica
sino al ejercicio de la violencia. Esto ilustra la
manera en que la violencia puede ser también
un factor en las estrategias de acumulación
primitiva de capital. No obstante, la compleji-
dad del proceso colombiano de ‘desarrollo’
nacional va mucho más allá del desarraigo vio-
lento del campesinado y las comunidades
indígenas, como medio de ‘activación’ de la re-
lación capital-fuerza de trabajo. En Colom-
bia, el crecimiento y la incidencia de la indus-
tria de narcóticos conlleva la necesidad de una
análisis mucho más amplio, que enfoque có-
mo la transformación del estado también
abrió espacios para la narco-economía.

Narcotráfico:
de la militarización a la paramilitarización

Como hemos argumentado el Plan Colombia,
e s t ructurado dentro del poder militar estadou-
nidense, ha coadyuvado a la consolidación de

un nuevo régimen de acumulación local y
regional. Este nuevo régimen ha intensificando
la descentralización de la política, la economía
y hasta cierto punto, la milicia. Asimismo este
Plan ha permitido la expansión y la descentra-
lización de la narco-economía. Esta ubicua
p e ro poco estudiada economía ha re e s t ru c t u r a-
do dramáticamente la vida social y política de
Colombia y ha contribuido, considerablemen-
te, al proceso de consolidación del actual ord e n
mundial neoliberal basado en los merc a d o s
f i n a n c i e ros. Simplemente, el tamaño del mer-
cado global de drogas ilícitas1 1 y el rol clave que
juega Colombia en los dos mercados pre d o m i-
nantes de cocaína y hero í n a1 2 muestran la me-
dida en que Colombia se ha implicado en dos
economías separadas pero entrelazadas, una
regulada y otra que opera de una manera clan-
destina. Es importante interpretar la naturalez a
de ambos mercados para alejarnos de un análi-
sis convencional, que ubica al comercio de bie-
nes y servicios ilegales/no-regulado en un con-
tenedor estanco que no gotea (No rd s t ro m
2003: 330). Como sostiene Castells (1998), el
c o m e rcio de bienes y servicios prohibidos for-
malmente permite la extracción de considera-
bles ganancias de valor agre g a d o. Más aún,
cualquiera sea la extensión de la ilegalidad,
e ventualmente todo dinero ilícito debe ser la-
va d o. Consecuentemente, se vuelve difícil ha-
cer distinciones claras entre redes comerciales y
financieras “legales e ilegales, estatales y no-es-
tatales, o locales e internacionales” (No rd -
s t rom 2003: 332). Más bien, los mercados glo-
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11 El mercado estimado para el año 2003, asciende a un
valor de 13 000 millones de dólares aproximadamente
a nivel de producción, 94 000 millones de dólares en
ventas al por mayor y 332 000 millones de dólares en
ventas al por menor; tomando en consideración
embargos y otras pérdidas (UNODC 2005).

12 Colombia es el mayor productor de cocaína del
mundo, con un estimado de 640 toneladas por año de
acuerdo a un estudio realizado por la Oficina de las
Naciones Unidas contra las drogas y el Crimen (El
Tiempo 27/06/2006). Aunque Colombia no es el pro-
ductor principal de heroína en el mundo, sí posee los
cultivos más extensos de semillas de amapola en
América del Sur.



bales formales están implícitamente formados
por las estructuras y transformaciones de las
economías ilícitas (ibídem).

En Colombia, dada su histórica inequidad
social y política, y las estructuras militares/
autoritarias consolidadas a través del Plan Co-
lombia y la ‘seguridad democrática’, la pene-
tración de la economía ilícita en la vida social
y política es profunda. Es más, el alce y la poli-
tización de grupos paramilitares desde el co-
mienzo de la presidencia de Uribe están en
conexión con este proceso. De hecho, Uribe
ha tenido una relación notoriamente estrecha
con el desarrollo de las facciones paramilitares
de Colombia, siendo una de las primeras per-
sonas en apoyar públicamente la creación de
‘cooperativas de seguridad y vigilancia privada’
(Convivir) durante su mandato como gober-
nador de Antioquía13. Muchos de estos grupos
evolucionaron luego en escuadrones de la
muerte, los cuales fueron proscritos por el
gobierno nacional colombiano en 1999. Sin
embargo, confrontar el creciente poder de las
facciones paramilitares en Colombia requiere
de políticas profundas basadas en un examen
de los contextos históricos de su emergencia.
Aún el programa de reconciliación del gobier-
no de Uribe, La Ley de Justicia y Paz14, ha resul-
tado un programa político controversial apo-
yado por el gobierno y criticado por beneficiar
a aquellos implicados en atroces masacres y
desplazamientos forzados; al tiempo que no ha
buscado mecanismos adecuados de compensa-
ción para las víctimas15.

Las intrincadas conexiones entre las estruc-
turas de poder paramilitar y el negocio del trá-
fico de drogas y el compadrazgo político se
han vuelto demasiado visibles durante el go-
bierno de Uribe. Pese a la decisión unilateral
de las Autodefensas Unidas de Colombia
(AUC) de cese al fuego en noviembre de 2002,
en los tres años siguientes y en varias regiones
de influencia paramilitar (el norte, este y cier-
tas zonas del oeste colombiano), se registraron
más de 2300 asesinatos, además de un aumen-
to en apropiaciones de muchas de las tierras
más fértiles del país. 

La conexión del paramilitarismo con el
nuevo régimen regional de acumulación calza
bien con la idea mencionada previamente de
acumulación primitiva a través de la violencia.
Los negocios de paramilitares se extienden
tanto a las economías legales como a las ilega-
les de Colombia, pero influyen también en las
esferas más altas del gobierno, alcanzando
cada vez mayor injerencia. Son numerosos los
escándalos que han salido a la luz pública en
los últimos dos años; culminado, en abril del
2008, con el encarcelamiento de 29 parlamen-
tarios, la investigación de 51 congresistas, al
igual que la de un significativo número de
alcaldes, gobernadores, personal militar y di-
plomáticos. Todos acusados de complicidad
con paramilitares con fines económicos y elec-
torales. 

Todos estos eventos resaltan la progresiva
desregulación de las esferas política, económi-
ca y militar en Colombia, las que se han com-
binado para deshacer el tejido de la soberanía
del estado nacional. Esto pese a las intenciones
del gobierno de Uribe de reforzar el estado tra-
dicionalmente debilitado, dando forma a un
proyecto nacional encaminado a poner todo el
territorio colombiano bajo el mando del go-
bierno central. El programa político nacional
de reclamar el control estatal sobre vastos tra-
mos del territorio colombiano que se han
d e s a r rollado de manera re l a t i vamente autó-
noma, se funda precisamente en el Plan Co-
lombia y su énfasis en la reducción del cultivo
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13 Estos servicios fueron establecidos primero durante la
presidencia de Ernesto Samper (1994-1998) y fueron
autorizados por el Decreto No. 356 (Garzón 2005).

14 La Ley de Justicia y Paz aprobada el 22 de junio de
2005 tiene el objetivo oficial de construir un proceso
de reconciliación basado en la desmovilización de lo
que el gobierno denomina actores en el conflicto del
país. 

15 En efecto, después de una larga y controvertida nego-
ciación para aprobar la Ley de Víctimas, la coalición
uribista la hundió, argumentando que su aprobación
llevaría al estado a la bancarrota. Véase “Ley de
Víctimas se hunde ante presión del Gobierno”, El
Espectador, 18/06/2009.



de coca por medio de la intensificación de los
programas de fumigación en áreas bajo el con-
trol de facto de las FARC-EP. Si bien todo esto
ha debilitado las capacidades militares de las
guerrillas colombianas; por otro lado, es plau-
sible sostener que el crecimiento político del
paramilitarismo en Colombia se ha fortalecido
bajo el mandato de Uribe.

Los grupos paramilitares se han multiplica-
do y prosperado debido a la colaboración im-
plícita y continua de sectores del gobierno
estadounidense, el gobierno colombiano y el
aparato militar/policial, así como de numero-
sas compañías transnacionales que operan en
Colombia16. Esta compleja red de militariza-
ción social, que ha sido legitimada a través del
Plan Colombia, ha reforzado la naturaleza
autoritaria del estado nacional y ha ocasiona-
do una situación en la que la aquiescencia so-
cial se logra, no a través del consenso sino a
través del miedo. El complejo proceso de in-
fluencia narco-paramilitar en vastas regiones
de Colombia y en estructuras críticas del siste-
ma político perpetúa las posibilidades para el
crecimiento de la corrupción en todas las áreas
de la vida diaria; al igual que constriñe severa-
mente cualquier esfuerzo de resistencia social.

Estas crecientes estructuras de poder coerc i-
t i vo en Colombia se incorporan al pro g r a m a
disciplinar neoliberal de reforma económica,
política y judicial; y ayudando a asegurar el
n u e vo régimen de acumulación regional y con-
solidar el dominio de las fuerzas sociales co-
lombianas que forman parte del orden neolibe-
ral global. Los gobiernos de Pastrana y Ur i b e

han promulgado legislación encaminada a
mantener el control social. Con el fin de acen-
tuar esta faceta y la estabilidad de su gobierno,
Uribe, en línea con la reforma del Plan Co-
lombia, instituyó la Ley de Estatuto Antiterro -
rista. Este estatuto permite que cualquier tipo
de protesta social pueda ser considerada como
una forma de terrorismo, retornando a la doc-
trina militar de la década de los ochenta, enfo-
cada en el ‘enemigo interno’ y a través de la
cual se caracterizaba a los miembros de la so-
ciedad civil como potenciales ‘s u bve r s i vo s’
( Ediciones NCOS 1995). Dichos instru m e n-
tos políticos intentan unir la aceptación nacio-
nal, a costa de eliminar cualquier posibilidad
para el disenso social (Caycedo 2002: 621).
Esto ha llevado a la presente situación de sub-
o rdinación social impuesta militar y judicial-
mente y bien resumidas en las palabras de uno
de los oficiales de más alto rango, el Ge n e r a l
Fernando Tapias, quien sostiene que “hoy el
a p oyo que tienen [el estado y el ejército] de la
población civil es básicamente resultado del
m i e d o” (citado en Caycedo 2002: 621).

El programa político de Uribe:
¿hegemonía o dominación?

El fundamento militar del proyecto neoliberal
en Colombia (y en menor medida a lo largo de
la región) nos lleva a dudar de su ‘hegemonía’
–en términos de Gramsci– respecto a su con-
solidación y reproducción. En Colombia espe-
cíficamente, la transformación del estado se
basa en la premisa de la subyugación de aque-
llas fuerzas sociales opuestas a la dominación
neoliberal y no en la incorporación de sus ne-
cesidades en un programa político y social más
amplio. En tal modelo, la legitimidad y el con-
senso se obtienen a través de la fuerza militar
y muchas otras fuerzas armadas de terror, des-
centralizadas y listas para intervenir cuando la
apatía social se convierte en protesta. El pro-
yecto de Uribe de comunitarismo neoliberal,
basado en el poder y la autonomía militar es
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16 Algunas compañías que han sido acusadas pública-
mente de colaborar con los grupos paramilitares y el
Ej é rcito Colombiano en el acoso y asesinato de
numerosos dirigentes sindicales, activistas políticos,
indígenas y otros miembros de la sociedad colombiana
en las últimas dos décadas son: BP Ex p l o r a t i o n
C o m p a n y, Occidental Pe t roleum, Drummond y
Coca-Cola. Además, a finales del 2007, la Corte
Suprema estadounidense impuso una multa de 25 mi-
llones de dólares a Chiquita por haber pagado a grupos
paramilitares en sus regiones de operación de Urabá y
el Magdalena.



emblemático del ‘nuevo orden mundial’, el
cual se levanta no sobre una cooperación exi-
tosa, sino sobre la violencia militar y la disci-
plina social (Ceceña 2004: 31). Consecuen-
temente, antes que hablar de hegemonía cuan-
do se piensa en el ‘nuevo orden mundial neo-
liberal’, hay que entenderlo, más bien, como
caracterizado por una ‘hegemonía fragmenta-
d a’. Pues las externalidades asociadas con
dicho orden expansivo globalmente son tras-
pasadas generalmente a países del Sur, donde,
como demuestra el análisis de Colombia, los
proyectos del estado y las estrategias de acu-
mulación no involucran el consenso social. 

In e q u í vocamente, en el ejemplo colombia-
no, la violencia y coerción militar, bajo el
paraguas de la ‘seguridad democrática’ y el
Plan Colombia, se han conve rtido en la razó n
de ser de la acción del estado. Tal pro g r a m a
militarizado del estado se asienta en la necesi-
dad de demostrar la dominación territorial
del estado sobre la nación. En efecto, el pro-
yecto comunitarista del gobierno de ‘s e g u r i-
dad democrática’ de Uribe tuvo el objetivo de
establecer la presencia y el control del estado
por medio de la conquista militar de va s t a s
á reas bajo el control de la guerrilla o de los
p a r a m i l i t a res. Pe ro este objetivo no se ha lo-
g r a d o. Más bien, la fragmentación histórica
del estado nacional persiste, aunque su forma
ha sido alterada. Con la exacerbación del pro-
ceso de descentralización política que comen-
zó a mediados de los ochenta, en combina-
ción con la pérdida del control del gobierno
nacional de la política macro-económica fre n-
te al FMI, el gobierno nacional ha fracturado,
aún más, su habilidad de formular y pro m o-
ver un ve rd a d e ro proyecto nacional. Si bien
estos procesos han ayudado a lo que se podría
llamar “reformulación de los micro - p o d e re s” ,
así como a la desaparición de la política bipar-
tidista tradicional (liberales/conserva d o re s ) ,
las fuerzas emergentes no se han unificado
adecuadamente en un proyecto general. Al
contrario, se ha exacerbado la disyunción del
estado-nación y la consolidación de centro s

locales con sus propios regímenes de poder, a
t r a vés de la posesión y el control, a veces ile-
gales y otras seudo-legales, de estas localida-
des; sin considerar los conflictos resultantes. 

Finalmente, el rol que el gobierno estadou-
nidense ha jugado en la intensificación del
conflicto colombiano, al insistir en la imple-
mentación de políticas nada exitosas, para erra-
dicar el cultivo de coca y a los grupos guerrille-
ros a quienes acusa de controlar tales activida-
des, ha fomentado un proceso de militariza-
ción social. Esto ha re e s t ructurado el ámbito
político en uno militar, provocando no una
escalada de la política sino una ruptura de esta,
a tal punto que hoy en Colombia el estado
nacional puede ser visto como el operador de
una forma de democracia política vacía. Fo r m a
de “d e m o c r a c i a” que otorga primacía a los inte-
reses a gran escala del capital y a las fuerz a s
parásitas seudo-estatales que las alimentan y las
asisten a expensas de intereses y necesidades
más grandes de la sociedad colombiana. La
re p resión militar y el asociado ciclo de acumu-
lación primitiva ha establecido los fundamen-
tos para la consolidación de un régimen extrac-
t i vo especulativo, el cual ha necesitado la for-
mulación discursiva de un aparente compro-
miso de clase, aún cuando es evidente que este
consenso está basado, no en la búsqueda cons-
t ru c t i va de un compromiso, sino más bien, en
obtención de un apoyo por medio del miedo.
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Resumen
Este artículo identifica cinco tipos de ambientalismos que están presentes en los conflictos
mineros en el Perú: el conservacionista, el nacionalista-populista, el de defensa de las formas de
vida, el de justicia socio-ambiental y el ecologismo profundo. Se sugiere que cada ambientalis-
mo conlleva diferentes salidas a los conflictos ambientales: la compensación en unos casos o el
debate público abierto y franco ean otros. Es esta segunda salida la que promovería un fortale-
cimiento de la democracia. La experiencia histórica sugiere que muchas instituciones del esta-
do de bienestar han nacido a raíz de los conflictos sociales. En este sentido los conflictos pue-
den verse no como problemas a resolver en el corto plazo sino como motores que empujan pro-
cesos de transformación institucional. 
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Abstract
The authors identify five types of environmentalism currently visible in mining conflicts in
Peru. These are: conservationist, nationalist-populist, livelihood based, environmental justice,
and deep ecological. This article suggests that different environmentalisms lead to different
ways out of existing conflicts: some of these emphasize practices of compensation while others
suggest the need for open and frank public debate. This second pathway would promote dem-
ocratic strengthening. Historical experience suggests that many of the institutions of the wel-
fare state have emerged as a consequence of social conflict. In this sense, conflicts can be seen
not as problems that have to be resolved quickly but rather as motors that drive institutional
transformations. 

Keywords: mining, conflict, socio-environmentalism, institutions, Peru
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La relación entre las industrias extracti-
vas y el desarrollo se ha caracterizado
tanto por la contienda como por la am-

bigüedad (Bebbington y otros 2008). Mien-
tras los gobiernos y ciertos sectores de la co-
munidad académica insisten en que la indus-
tria extractiva puede fomentar el desarrollo
nacional y local, buena parte del mundo aca-
démico concluye que los países dependientes
de la exportación minera tienden a ser países
con menores tasas de crecimiento, más proble-
mas de gobernabilidad y peores condiciones
de gobernanza2. Estas observaciones implican
que los argumentos de los gobiernos lati-
noamericanos, con referencia a la importancia
de la minería para promover el crecimiento
económico, se sostienen solo parcialmente en
el registro histórico (y únicamente en el mejor
de los casos). Con el abultado debate, tanto
intelectual como político, sobre cuan deseable
es la expansión del sector extractivo, no sor-
prende que los intentos por ampliar las fron-
teras mineras e hidrocarburíferas se encuen-
tren con tanta resistencia y generen tanto
“conflicto”3.

Siendo este el contexto de nuestro ensayo,
queremos explorar el sentido de la palabra
“conflicto” y su uso en las discusiones sobre la
minería en el Perú4. Existen distintos tipos de
“conflicto minero” y es importante distinguir
entre ellos, porque producen implicaciones
distintas tanto para nuestro entendimiento de
la relación minería-sociedad como para pro-
puestas de reforma institucional. De igual
manera, argüimos que en los conflictos mine-
ros co-existen varias versiones de socio-am-
bientalismo –o mejor, varios ambientalismos
con distintas maneras de entender el problema

de la expansión minera y sus consecuencias
sociales, así como distintas ideas sobre como
resolver los conflictos que surgen en el proce-
so–. Entendemos que sin conflicto es difícil
que exista reforma institucional; pero tam-
bién, que distintos “conflictos” y distintas for-
mas de (socio)ambientalismo pueden llevar a
distintos tipos de respuesta estatal y empre s a-
rial. No todas estas respuestas tienen conse-
cuencias positivas para la calidad de la demo-
cracia en un país. Para sostener este argumen-
to, distinguimos entre aquellos ambientalis-
mos que terminan apostando por alguna for-
ma de compensación como manera de re s o l-
ver conflictos y aquellos otros, que apuestan
más bien por cierto replanteamiento de “las
reglas del juego”, las mismas que deberían ser
identificadas a través de algún tipo de debate
p ú b l i c o.

Concluimos que es poco probable que una
situación de conflictividad general origine
reformas positivas. De todas maneras, para
que una situación de conflicto se transforme
en reformas que fortalezcan prácticas demo-
cráticas se requieren actores que puedan facili-
tar el surgimiento de ámbitos de debate deli-
berativo y racional sobre la minería y la socie-
dad. En términos de la construcción demo-
crática, actores con esta capacidad y disposi-
ción juegan roles de suma importancia. Sin
embargo, dichos actores parecen ser cada vez
más escasos por razones que se requieren pro-
fundizar. En algunos casos parece que las ac-
ciones de ciertos actores estatales y privados
van encaminadas (conscientemente o no) a
marginalizar y deslegitimar a otros actores con
capacidad de promover debate y deliberación.
En otros casos, estas mismas acciones tienen el
efecto colateral de radicalizar las posiciones de
estos potenciales mediadores. Radicalización
que (justificada o no) lleva al descrédito de
estos últimos y consecuentemente, van per-
diendo su capacidad de pro m over delibe-
ración.
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2 Véase por ejemplo los trabajos de Auty (2001), Sachs y
Warner (2001), y de Weber-Fahr (2002).

3 Tema que hemos explorado en Bebbington (2007).
También véase, Bro e d e r l i j k - De l e n / A LAI (2008), Cidse/
A LAI (2009), Ec h a ve y otro s ( 2 0 0 9 ) .

4 Aunque nos enfocamos en el contexto peruano, espe-
ramos y pensamos que varias de las reflexiones expues-
tas aquí tienen alguna relevancia para el caso ecuatoria-
no.



¿En qué consiste un conflicto?

En el Perú actual parece ser que el conflicto se
ha vuelto omnipresente, y mucho tiene que
ver con las industrias extractivas: en mayo
2009, la Defensoría del Pueblo registró 268
conflictos a nivel nacional, de los cuales 133
eran de carácter socioambiental, incluyendo
94 conflictos mineros, 12 conflictos relaciona-
dos con el sector de hidrocarburos y 6 con
recursos energéticos5. Dado el nivel de conflic-
tividad, la Presidencia del Consejo de Minis-
tros6 ha creado su propia unidad de conflictos,
al igual que la Defensoría del Pueblo. Las
organizaciones no gubernamentales como
Cooperacción, Grufides y Fedepaz se han
unido para crear un Observatorio de Conflic-
tos Mineros en Perú, mientras el Observatorio
de Conflictos Mineros de América Latina7

cumple un papel parecido a nivel regional. En
estas circunstancias, es casi imposible no en-
contrar diariamente alguna noticia o co-
lumna referida a estos tipos de conflictos. En
tanto, nos preguntamos si la palabra “conflic-
to”, debido a su uso –como ha sido el caso con
la palabra “desarrollo”–, empieza a perder sen-
tido, al tiempo que comienza a jugar otro pa-
pel: ya no para referir a un conjunto de fe-
nómenos con suficiente similitud empírica
para justificar el uso de la misma palabra, sino
para transmitir otros significados.

Entonces, ¿qué se quiere decir cuando se
usa la palabra “conflicto”? ¿Se la utiliza para
referirse a cualquier acción de protesta (similar

a lo que la Defensoría denomina “conflictos
activos”)? ¿Se la invoca para describir contex-
tos en los cuales la protesta parece desaparecer,
pero sin haber una resolución de los factores
que lo catalizaron en primer lugar (similar a
los “conflictos latentes” en la terminología pre-
sente en los informes de la Defensoría)? ¿O se
la usa para dar cuenta de un contexto más
específico, donde parece haber intereses que
existen en una relación contradictoria, y
donde es imposible satisfacer los distintos in-
tereses al mismo tiempo (una suerte de “con-
flicto inherente”)? ¿Conviene utilizar la misma
palabra para referirse a la relación entre una
empresa minera y una comunidad en cuyas
tierras existe un depósito importante de mine-
rales, que para referirse a la relación entre una
empresa minera y un service8 a punto de per-
der su contrato? ¿Resulta adecuado usar la
misma palabra para nombrar una protesta ges-
tionada y planificada, al igual que una que
estalla espontáneamente?

La respuesta es importante porque trae
implicancias para una conceptualización de la
relación entre minería y conflicto. Una lectura
desde la tesis de la “maldición de los recursos”
entendería el conflicto, básicamente, en térmi-
nos de disputas sobre rentas. Estas disputas
son, a fin de cuentas, negociables y traen un
conjunto de consecuencias institucionales que
giran alrededor de temas de transparencia, re-
distribución y compensación. En cambio, una
lectura desde una tesis del “post-desarrollo”
como aquella de Arturo Escobar (2005), en-
tendería el conflicto como manifestación de
contradicciones entre distintas maneras de en-
tender el desarrollo, la democracia y la socie-
dad deseada. Estas disputas son mucho menos
negociables y traen distintas repercusiones ins-
titucionales que giran alrededor de cosas tales
como la zonificación ecológica económica, las
autonomías, los derechos humanos e inclusive
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5 La Defensoría del Pueblo publica mucha informa-
ción valiosa sobre conflictos en Pe rú. Estos datos pro-
v i enen del 62º Re p o rte de Conflictos Sociales: C o n f l i c t o s
Sociales Conocidos por la Defensoría del Pueblo al 30 de
Abril del 2009, Defensoría del Pueblo, Lima, 2009.

6 La Presidencia del Consejo de Ministros (PCM) es un
organismo técnico-administrativo que brinda apoyo a
su máxima autoridad, el Presidente del Consejo de
Ministros, en cumplimiento de sus funciones, en par-
ticular en lo que se refiere a la coordinación de la ges-
tión del Poder Ejecutivo. Véase www.pcm.gob.pe/.

7 Véase la página del observatoriode conflictos mineros
en América Latina. Disponible en: www.conflictosmi-
neros.net

8 Empresa que ofrece servicios de diversa índole a una
empresa minera.



los derechos de la naturaleza misma9. Dentro
de esta reflexión, ¿cómo pensar el concepto de
“conflicto socio-ambiental”? 

¿…. y un conflicto socio-ambiental?

Aunque el término “ambientalista” se usa para
clasificar (y por lo general, tachar) a ciertas
ONG y activistas, existen distintas formas de
“ambientalismo”, en general, y específicamen-
te dentro de los conflictos mineros. Estos
ambientalismos parten de distintas maneras de
entender la relación entre medio ambiente, so-
ciedad y mercado; por lo tanto, implican dis-
tintos proyectos políticos y distintas imagina-
ciones en cuanto al mundo que quieren cons-
truir. En consecuencia entran en distintos ti-
pos y niveles de “conflicto” con la expansión
minera. También entran en distintas tensiones
entre sí, un punto al cual retornamos al final
de esta sección.

Un primer ambientalismo, y posiblemente
el más conocido, se podría denominar conser-
vacionismo. Es un ambientalismo que busca,
sobre todo, conservar ciertos tipos de ecosiste-
mas, especies, complejos biogeográficos, etc.
Los actores quienes sostienen este tipo de
ambientalismo tienden a anclar sus raíces en
las preocupaciones ecologistas más históricas
en el país, y en enfoques algo más científicos y
técnicos. Su concepción de la relación medio
ambiente-sociedad gira alrededor de la necesi-
dad de proteger estos ecosistemas de un uso
humano. En ciertos momentos puede haber
conflicto entre sus objetivos y el proceso de
expansión minera, pero con frecuencia logran
resoluciones negociadas con la minería en las
cuales la empresa minera se compromete con
la protección del medio ambiente y de ciertos
ecosistemas, mientras los actores conservacio-

nistas ofrecen asesoría o servicios por contrato.
Es así que fácilmente los intereses encontrados
pueden ser alineados. Por ejemplo, en el Pro-
yecto Río Blanco en la sierra del departamen-
to de Piura donde se han comprometido a
establecer un área protegida alrededor del tajo
de la mina que se espera construir allí. Esta
área pretende ser un instrumento para prote-
ger el bosque a través de la exclusión de las
personas, sirviendo además como una suerte
de cordón de protección circunscrito al empla-
zamiento de la mina –esto con la aprobación
de ecólogos destacados–. Otro ejemplo de ali-
neación es el compromiso de la minera
Yanacocha de “cosechar agua”* en Cajamarca;
acuerdo que ha recibido el beneplácito de ac-
tores de renombre nacional, quienes podrían
ser ubicados dentro de esta forma de ambien-
talismo.

Un segundo ambientalismo se podría deno-
minar nacionalista-populista (no en sentido
p a rtidario). Es un ambientalismo que se pre o-
cupa sobre todo por la cuestión de quien tiene
acceso a los recursos naturales y a su puesta en
valor monetario, y quien ejerce control sobre
los mismos y este va l o r. Es nacionalista porq u e
busca mayor control nacional sobre el medio
ambiente y las ganancias que este genere, y es
populista, porque buscar que estas ganancias
s i rvan “al pueblo”. Los actores de este ambien-
talismo tienen generalmente raíces sociales en
corrientes anti-imperialistas y socialistas de
larga data y deudas intelectuales con estas. Es
una forma de ambientalismo que tiene eviden-
tes conflictos con una expansión minera cuan-
do esto implica ganancias significativas y ro l e s
determinantes para empresas transnacionales
y/o empresas privadas cuyos dueños prov i e n e n
de elites nacionales. Pe ro de nuevo son conflic-
tos que pueden ser negociados, a través, por
ejemplo, de sistemas impositivos más agre s i vo s
(junto con sistemas para el cobro de regalías) o
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9 Esta observación se parece a la distinción que Remy
(2008) recientemente ha hecho entre conflictos que
“tienen solo pretensiones redistributivas” y aquellos
que están “claramente centrados en el modelo de desa-
rrollo”. 

* Con esto se hace referencia a la construcción de reser-
vorios que serán utilizados para juntar agua en la época
de lluvia y utilizarla en la época seca (N. de la E.).



a través de algún nivel de nacionalización de la
minería. De ahí que mientras tiende a entra en
conflicto con las industrias minera transnacio-
nales, no entra en conflicto con la minería en
sí. Este es un tipo de ambientalismo muy pre-
sente en los conflictos mineros en Pe rú1 0, visi-
ble en organizaciones que tienen ciertos víncu-
los con partidos de izquierda y con frentes de
d e f e n s a .

Un tercer ambientalismo corresponde a lo
que Joan Martínez Alier (2002) conceptualiza
como ecologismo de los pobres aunque para este
ensayo preferimos denominarlo ecologismo de
los medios de vida. Es un ambientalismo que se
preocupa por la calidad de, y la accesibilidad a,
aquellos recursos naturales que sostienen los
medios de vida de distintos sectores de la
población. Sus actores principales tienden a
ser personas –rurales y citadinas– quienes per-
ciben que sus recursos naturales están amena-
zados. Aquí se incluyen campesinos preocupa-
dos porque van a perder acceso a su tierra o al
agua de riego que necesitan, así como citadi-
nos preocupados porque la minería amenaza
sus fuentes de agua potable o su salud. El
punto común es que este ambientalismo está
profundamente enraizado en formas de vida:
lo que prima es el deseo por mantener estas
formas de vida y sostener los medios que las
hacen viables. En este caso, el conflicto con la
minería es más profundo en la medida en que
la minería y la población requiere acceso a
exactamente el mismo recurso; este es el caso
del conflicto sobre Cerro Quilish en Caja-
marca o el conflicto de Tambogrande en Piura.
Estos casos sugieren además que este ambien-
talismo tiene la potencialidad de reunir y arti-
cular una población amplia que cruza la divi-
sión campo/ciudad. De todas maneras, sigue
abierta aquí la posibilidad de negociación en la
medida en que uno u otro actor acepta una
compensación por la perdida de acceso a un
recurso o la sustitución de un recurso por otro.

El cuarto ambientalismo podría denomi-
narse justicia socio-ambiental. Este parte de
una noción de inequidad en la relación entre
sociedad y medio ambiente, y una crítica al
modelo económico que discrimina o castiga a
ciertos grupos de la sociedad. Se preocupa por
las desigualdades en cuanto a quienes (en tér-
minos de clase social, grupo étnico, género y
ubicación geográfica) están más expuestos a
los riesgos, costos y beneficios de, en este caso,
todas las actividades relacionadas con la
expansión minera. Además, ve como inacepta-
ble esta inequidad; esto porque maneja un
cierto concepto de derechos inalienables y de
justicia social. De hecho, los actores que sos-
tienen este tipo de ambientalismo provienen
generalmente de corrientes de pensamiento y
acción social relacionados con la justicia social
y los derechos humanos (aunque para el caso
peruano la comunidad de derechos humanos
tuvo, hasta hace pocos años, una relación algo
tibia con las organizaciones involucradas en
los conflictos mineros, quienes asumían una
orientación de justicia ambiental y defensa le-
gal). En el juego discursivo de tildar a ciertos
grupos de “ambientalistas” –léase extremistas e
inflexibles– son especialmente éstos los grupos
clasificados bajo esta denominación. Este am-
bientalismo entra en conflictos estructurales
con procesos de expansión minera porque
parte de una posición en la cual ciertos valores
y derechos son fundamentales, y por lo tanto,
cualquier proceso de expansión de las indus-
trias extractivas debe adaptarse a estos dere-
chos. Es precisamente en este punto que difie-
re del ambientalismo nacionalista-populista:
mientras este cuarto ambientalismo insiste en
la justicia social para los individuos, sobre to-
do los históricamente excluidos, el segundo
busca justicia para “el pueblo” y “la nación”, y
por lo tanto, se enfoca mucho más en temas de
control nacional de la plusvalía generada en
base a la naturaleza. En consecuencia el am-
bientalismo nacionalista-populista estaría mu-
cho más dispuesto a sacrificar los derechos de
ciertos grupos por el bien del “pueblo”. A dife-
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informa políticas estatales.



rencia, el socio-ambientalismo valoriza los de-
rechos humanos como sagrados y entonces
exige prácticas como el consentimiento pre-
vio, libre e informado, la zonificación ecológi-
ca socio-económica, la plena participación de
la población en decisiones que les afectan y
una regulación férrea de las industrias extracti-
vas para garantizar que los derechos de la
población aledaña no sean vulnerados. Un
conflicto en el cual el tema de justicia ha pri-
mado mucho ha sido aquel en La Oroya; este
es un ejemplo ilustrativo porque el socio-am-
bientalismo se ha desarrollado más en áreas
urbanas que en rurales.

Finalmente tenemos lo que podríamos
denominar el ecologismo pro f u n d o1 1. Es un am-
bientalismo que da mayor valor a ecosistemas,
p rocesos ecológicos, especies y biodive r s i d a d
que cualquiera de las otras formas de ambien-
talismos. De hecho insiste en que el medio
natural tiene igual derecho a vivir que el que
tienen las personas. Desde este enfoque, el
medio ambiente no es simplemente un instru-
mento que sirve a otras finalidades (la satisfac-
ción de derechos y deseos humanos, la re g u l a-
ción y re p roducción del sistema ecológico glo-
bal, etc.) sino un ente con derechos y va l o re s
i n h e rentes. En la medida en que la industria
e x t r a c t i va necesariamente destru ye componen-
tes de la naturaleza, es un ambientalismo que
entra en profundas contradicciones con la
expansión minera; las mismas, por tanto, casi
nunca tienen una salida negociada. Hasta la
fecha, este tipo de ambientalismo no ha tenido
m a yor visibilidad en Pe rú, aunque argumentos
s i m i l a res se pueden encontrar en las posiciones
asumidas por ciertos grupos indígenas. Esta
orientación ha tenido una re p e rcusión mayo r
en el caso ecuatoriano, donde Acción Ec o l ó -
g i c a1 2 ha influido de manera importante en la
dinámica y evolución de los conflictos minero s .

Este esquema no pretende ser demasiado
rígido, pues la misma persona u organización
puede identificarse con más de uno de estos
ambientalismos (sin poder siempre resolver el
problema político de que a fin de cuentas los
distintos ambientalismos lo llevan hacía dis-
tintas demandas y compromisos). Sin embar-
go, distinguir entre corrientes es útil por razo-
nes tanto analíticas como estratégicas. Prime-
ro, esta distinción ayuda a entender las relacio-
nes que existen entre ambientalismos y otras
corrientes de opinión en la sociedad peruana y
latinoamericana. Por ejemplo, contribuye a es-
clarecer los puntos de contacto con ideas y
actores identificados con derechos humanos,
nacionalismos, izquierdas, derechas, desarrollo
sostenible, etc. En términos más estratégicos,
explicita el hecho de que dentro de una misma
agrupación (organización, frente de defensa,
coordinadora, etc.) involucrada en un conflic-
to minero es muy probable que haya coexis-
tencia de varios ambientalismos. Aunque esta
coexistencia puede traer una ventaja numérica
(se logra incorporar a más personas), también
está cargada de fuentes de debilidad y fisura.
Aumenta la probabilidad de que en el trans-
curso de un conflicto ciertos grupos dentro de
un movimiento empiezen a separarse por dis-
crepancias conceptuales con los demás o por-
que su propia preocupación empieza a resol-
verse. De hecho la coexistencia de visiones dis-
tintas dentro de un movimiento permite que
pueda debilitarse y dividirse más fácilmente
que otros actores (estatales o empresariales).
Por esta razón, puede ser que un bloque me-
nos numeroso pero con mayor cohesión con-
ceptual resulte más efectivo que una agrupa-
ción más grande. De hecho, algunos de los
ejemplos ya mencionados sugieren esto. La
misma coalición que frenó la expansión de la
Minera Yanacocha hacia Cerro Quilish no lo-
gró ponerse de acuerdo sobre quien podría
representar sus intereses en las comisiones de
dialogo creadas después del conflicto. Mien-
tras tanto, Acción Ecológica, un grupo peque-
ño pero de mucha consistencia conceptual e
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orientaciones.



ideológica, ha sido una espina clavada en el
centro del sector minero y hidrocarburífero en
el Ecuador. Mientras la cohesión interna de
Acción Ecológica y su compromiso férreo con
ciertos principios de la ecología profunda y la
justicia socio-ambiental complican mucho su
capacidad de construir alianzas con otros acto-
res, esto mismo le permite ser más decidido
respecto a sus acciones.

Tampoco queremos que el esquema aparez-
ca demasiado abstracto y académico, un inten-
to de encasillar actores en categorías sin refe-
rentes empíricos. De hecho, para hacer el
esquema más concreto, habría sido posible
identificar a ciertos actores con estos distintos
tipos de ambientalismo; sin embargo, dejamos
este ejercicio al lector. El punto más importan-
te es explicitar que existe todo un conjunto de
ambientalismos que se hacen presentes en los
debates sobre minería. Asimismo reconocer
que si bien en ciertos momentos pueden con-
verger porque perciben una amenaza común,
tienen distintas disposiciones frente a la posi-
bilidad de negociar salidas a estos conflictos; a
fin de cuentas, tienen distintos objetivos y
diferentes visiones de los tipos de reforma ins-
titucional que buscan. 

Conflictos socio-ambientales: ¿un problema
de compensación o de justicia?

En 2006 el primer autor de este artículo reali-
zó una ponencia sobre conflictos mineros
como contribución a un evento sobre “el futu-
ro de la tierra”. Durante la discusión un exper-
to mundial en temas de valoración económica
del ambiente le preguntó si no creía que el
problema de fondo fuera de compensación y
que por lo tanto, la solución radicara en llegar
a formas de compensación que los distintos
actores pudiesen aceptar. En cierto sentido, las
primeras tres formas de ambientalismo estarí-
an de acuerdo con este argumento, ya que
están abiertos a resoluciones negociadas que
giran alrededor de una transferencia compen-

satoria de algún tipo. Actores alineados con el
conservacionismo pueden aceptar un proyecto
minero si reciben garantías ambientales y/o un
compromiso por parte del estado o la empresa
que como recompensa por los efectos ambien-
tales causados por la minería en un sitio, van a
garantizar la protección de otra área. Por su
parte, actores que enarbolan un ambientalis-
mo nacionalista-populista aceptarían una for-
ma de “compensación social” que involucre la
implementación de impuestos y regalías más
altos y/o la posibilidad de que el “pueblo” par-
ticipe en las ganancias mineras como socio o
c o p ro p i e t a r i o. Finalmente, los actores que
operan bajo el ecologismo de los medios de
vida podrían aceptar transferencias compensa-
torias por la pérdida de ciertos medios. Es un
fenómeno que se ha visto, por ejemplo, en el
pago como compensación por la pérdida de
acceso a la tierra a nivel individual o colectivo;
este es el caso en Granja Porcón, en la zona de
influencia de la Minera Yanacocha, en Caja-
marca. En el mismo sentido, persiste la posibi-
lidad de que en el mediano plazo la población
cajamarquina acepte el proyecto Quilish, si la
empresa garantiza otras fuentes de agua segura
para la ciudad13.

La lógica de compensación subyace las
negociaciones de las empresas, además de bue-
na parte de la legislación estatal (irónicamen-
te, da la impresión que ciertas empresas están
más dispuestas que el estado mismo a aceptar
niveles elevados de compensación). De hecho,
ambos tipos de institución creen en la eficacia
y validez de la compensación, ya que es este
principio el que les ofrece una salida a los con-
flictos mineros. Salida que garantiza el avance
del proyecto sin el ejercicio de formas de vio-
lencia autoritaria que no convienen a las e m -
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nes, entre otros. No valorar estos activos implica que
tampoco se compensen por los daños que les provoca
la expansión minera.



p resas, sobre todo a aquellas transnacionales
p reocupadas por temas de imagen. Sin em-
bargo, no son solamente las empresas y las
entidades del gobierno quienes creen en la
compensación, muchos asesores de los mov i-
mientos y organizaciones sociales también lo
hacen. Para ellos la mejor opción para las po-
blaciones locales es vender sus tierras, esto
f rente a sus muchas necesidades económicas y
a situaciones que parecen poco favorables a la
población, especialmente cuando la opción
de “no explotar” el subsuelo les parece irre a-
lista. De hecho, no hay que desestimar la sa-
gacidad de esta posición frente al desposei-
miento histórico y presente de ciertas pobla-
ciones; pues responde a la experiencia de que
es “mejor vender antes de que les quiten”. No
obstante esta previsión, permite que el efecto
sea el mismo: la compensación como salida al
c o n f l i c t o.

Mucho menor aceptación de una lógica de
compensación está presente en los últimos dos
tipos de ambientalismo, pues se basan en dere-
chos básicos que no pueden ser traducidos en
valor monetario. Para el primero de estos
ambientalismos se trata de un conjunto de de-
rechos humanos14 cuyo respeto y defensa cons-
tituyen un principio de justicia social; en el
segundo caso, el principio es el de la justicia
ecológica basada en un conjunto de derechos
inherentes y poseídos por la naturaleza15. Mu-
cho más que otros ambientalismos, estos últi-
mos cuestionan de una manera profunda el
concepto de desarrollo e insisten en la impor-
tancia de mantener un debate público sobre el
tipo de desarrollo que la sociedad quiere. En
términos específicos, plantean la necesidad de
pensar el desarrollo desde un concepto de de-
rechos inalienables tanto de las personas como
del medio ambiente. Esto los diferencia radi-
calmente del sector minero y del gobierno
para quienes el principio fundamental es el

crecimiento económico. En estas discrepancias
aparentemente académicas radican desacuer-
dos muy profundos, con alta importancia
política, vinculados a la noción de desarrollo:
son desacuerdos sobre el tipo de país que
se quiere construir, el tipo de economía que se
quiere promover, el tipo de estado que se
debería construir y el tipo de relación que
debería existir entre la humanidad y la natu-
raleza.

Desacuerdos sobre estos temas ameritan un
debate público mucho más amplio y colectivo,
ya que las discusiones desatadas por quienes
creen en mecanismos de compensación termi-
nan siendo poco desarrolladas o truncadas. A
fin de cuentas, son debates sobre “cuánto va-
le”; esto es, por definición, debates en los cua-
les todo es transable. El tipo de debate exigido
por la justicia socio-ambiental y el ecologismo
profundo trata sobre lo no-transable; es decir,
los valores constitutivos (o que deberían ser
constitutivos) de la sociedad peruana. En la
medida en que el avance del neoliberalismo
requiere la conversión de cada vez más compo-
nentes del mundo en mercancías, el primer
tipo de debate termina siendo –aún si no es la
intención de los participantes– un ejercicio
para identificar, simplemente, las condiciones
y los precios que permitirán que este avance
continúe. Los debates del segundo tipo buscan
identificar por qué, cómo y bajo que condicio-
nes el desarrollo neoliberal debería frenarse. 

Como se ve, son estos ambientalismos los
que generan más conflicto intelectual, sino fí-
sico, respecto a la expansión de la minería,
pues rechazan salidas negociadas al conflicto
por la vía de la compensación o a través de
pactos a nivel únicamente local. En este senti-
do, son tales enfoques los que crean problemas
a la existencia del sector extractivo y los que,
frente a ciertas prácticas, instituciones y ten-
dencias del sector, inducen formas de conflic-
to que realmente merecen ese nombre, al en-
trar en contradicción, a secas, con la minería.
Sobre todo cuando los debates que proponen
crean un terreno de discusión al que simple-
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14 Derechos que no sólo son civiles y políticos sino eco-
nómicos, sociales y culturales. 

15 Véase por ejemplo Arne Næss (1989).



mente no quiere entrar el estado ni las empre-
sas ni ciertos movimientos sociales. No sor-
prende, entonces, que sean las personas iden-
tificadas con estos ambientalismos quienes
tienden a ser públicamente satanizadas y su-
jetas a prácticas de intimidación y deslegiti-
mación.

No todos los conflictos son 
socio-ambientales

Dicho esto, el ambientalismo –cualquiera que
sea su orientación– no está siempre presente
en los momentos de conflictividad minera.
Hay, por ejemplo, varias categorías de conflic-
tos que nacen de los efectos de la expansión
minera en distintos mercados locales –el de
tierras, el de empleo o el de subcontratación
de servicios–. En estos casos, el conflicto pue-
de convertirse en un instrumento de negocia-
ción para conseguir de la empresa minera ma-
yores oportunidades de empleo para las pobla-
ciones vecinas; o surgir cuando hay frustracio-
nes sobre los precios pagados y mecanismos
usados por la empresas en la compra de tierras
o cuando una empresa de servicios pierde su
contrato y organiza a sus trabajadores y clien-
tes en acciones de protesta contra la minera.

Aunque estas luchas no tienen que ver con
el tema de recursos naturales, con cierta fre-
cuencia se articulan y se proyectan a través de
discursos sobre el medio ambiente. Bien por-
que los gestores de tales conflictos ven en
estos discursos un instrumento movilizador o
p o rque quienes terminan participando com-
binan sus preocupaciones ambientales con
aquellas que catalizaron inicialmente el con-
f l i c t o. 

Estas situaciones pueden traer consecuen-
cias problemáticas. En primer lugar, permite
que aquellos observadores dispuestos a desesti-
mar el tema ambiental puedan referirse a estos
conflictos con el fin de sugerir que, “en gene-
ral”, no existen problemas ambientales relacio-
nados con principios y preocupaciones pro-

fundas, sino que el ambientalismo es, más
bien, un pretexto para acceder a recursos. Lo
que está en juego, según estas lecturas, es con-
seguir una proporción, no importa cuan pe-
queña sea, de las rentas generadas por la indus-
tria extractiva. En segundo lugar, permiten la
repetición constante de que las organizaciones
que promueven la justicia ambiental o el eco-
logismo popular son fundamentalistas, siem-
bran el conflicto y tergiversan los debates so-
bre la minería, de una manera que dificulta la
posibilidad de llegar a una salida negociada.
Existe aquí un problema cuya solución no es
clara.

No todos los conflictos son malos

Un fenómeno de los últimos años en Pe rú ha
sido la aparición de un “estado bombero” ,
volcado a apagar conflictos por aquí y allá.
Los medios de comunicación han seguido en
detalle los viajes a provincia del ex primer
m i n i s t ro Jorge del Castillo y su sucesor
Yehude Simon, así como los del ex ministro
de Energía y Minas, Juan Valdivia, y su suces-
sor Pe d ro Sa n c h ez, y últimamente los del
m i n i s t ro de Medio Ambiente, Antonio Br a c k .
Todos dedicados a re s o l ver conflictos. Asimis-
mo, aunque con menos alarde, los medios
re p o rtan también la “vida de bombero” de los
a s e s o res ministeriales y de los oficiales de las
Adjuntías de la Defensoría del Pu e b l o. Se
transmite la imagen de un estado que va y
viene en pos de re s o l ver conflictos, si cabe, lo
más antes posible. Pe ro al mismo tiempo, sur-
ge la imagen de un estado que intenta, en mu-
chos casos, deslegitimar conflictos. Así, insis-
te que son producto de una manipulación ex-
terna e interesada, que las ONG los pro m u e-
ven para justificar su existencia y acceder a
m a yor financiamiento, y que los actores, más
i n t e re s a d o s, simplemente “no entienden.”
Contraponiendo estas dos dimensiones del
actuar del estado: una que apaga el conflicto y
otra que lo critica, nos enfrentamos a una
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estrategia clara: “te compenso o te deslegiti-
mo”16.

Este comportamiento institucional, parte
de una interpretación que parece entender los
conflictos como “problemas” que hay que
resolver, mas no como reflejos de causas es-
tructurales y profundas –aún cuando estas
razones no se mostraran a primera vista–. Se
trata, por tanto, de fenómenos que hay que
leer y transformar en vez de simplemente
“apagar”. Aquí un ejemplo: un conflicto ges-
tionado por los dueños de un service en busca
de contratos, no radica simplemente en la ma-
nipulación por parte de estos contratistas loca-
les, sino en la transformación de la economía
local. Transformación que es consecuencia de
la expansión minera y que ha inducido la for-
mación de redes de poder económico local que
funcionan de manera parecida a pequeñas
mafias.

Las respuestas estatales que hemos señalado
p a rten al parecer de una lectura que no consi-
dera la historia moderna de otros países social-
d e m ó c r a t a s1 7. Una interpretación acorde con
los hechos no pasaría por alto que parte de las
instituciones que definen a las sociedades so-
cial democráticas han nacido de conflictos
sociales que hicieron visibles falencias institu-
cionales e injusticias sociales de una manera in-
negable. Estos fueron conflictos que forz a ro n
un debate social y nacional sobre los dere c h o s
del trabajador, los derechos civiles de las pobla-
ciones minoritarias, los derechos de las muje-
res, solo para citar algunos ejemplos. A raíz de
estos momentos de angustia social, surgiero n
n u e vas institucionalidades y nuevas reglas del
juego; y tuvieron, además, el efecto de re s o l ve r
( p a rte de) las contradicciones que habían gene-
rado los conflictos en primer lugar.

Las posturas desde el gobierno reflejan ade-
más una lectura poco analítica de la reciente

historia del Perú. En el propio sector minero
peruano existe evidencia de nuevas institucio-
nalidades, las cuales han surgido como res-
puesta a conflictos sociales. El Grupo de Diá-
logo Minero, reconocido por varios actores
como un importante foro para el intercambio
de criterios y para imaginar nuevas institucio-
nalidades, emergió como un espacio con pre-
sencia del sector empresarial, a raíz del conflic-
to de La Zanja (y de Cajamarca en general).
Las empresas Buenaventura y Yanacocha em-
pezaron a participar de una manera sostenida;
y con el tiempo, en un sentido más general, el
Grupo de Diálogo, espacio que anteriormente
había reunido mayoritariamente a actores de
la sociedad civil, ha registrado un incremento
en la participación del sector empresarial. El
Grupo Norte en Cajamarca también constitu-
ye una respuesta empresarial al conflicto, y
durante los últimos años en este departamen-
to, el intento por parte de varias empresas de
“hacer las cosas de otra manera” también refle-
ja un intento por aprender de los conflictos
sociales. A nivel estatal, la creación del Minis-
terio de Medio Ambiente se debe, de alguna
manera, a la existencia misma del conflicto, en
especial del conflicto transnacional alrededor
del Tratado de Libre Comercio (TLC) con Es-
tados Unidos y Camisea-2/Perú LNG*.

Estos ejemplos sustentan, en el caso perua-
no mismo, el argumento de que el conflicto
socio-ambiental puede ser un factor que indu-
ce la creatividad institucional. Sin embargo, la
generación de innovaciones institucionales ha
sido un proceso lento y sobre todo, incomple-
to. Proceso en el cual el estado ha hecho con-
cesiones institucionales solo a última hora y de
manera limitada. En tal situación, el conflicto
no desaparece: por un lado, persisten áreas de
disputa frente a las cuales el estado no respon-
de –de hecho hace lo contrario y mantiene su
estrategia de “te compenso o te deslegitimo”–;
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16 Táctica, nos atreveríamos a decir, algo similar a la de
los narcotraficantes: “te compro o te mato”.

17 Tema que hemos comentado en otro ensayo
Bebbington y Burneo (2008). Véase también Fontaine
(2003). 

* Consorcio que se encargará de la explotación del gas
natural de Camisea, lote 56, en la Amazonía peruana
(N. de la E.).



por otro lado, aun cuando responde lo hace
solo parcialmente. Un caso emblemático ha
sido el manejo del tema minero en la confor-
mación del Ministerio de Medio Ambiente,
donde el estado, el gobierno y el sector priva-
do resistieron a ultranza la creación de una au-
toridad ambiental autónoma para el Perú.
Propuesta promovida, además, por otro órga-
no constitucional, la Defensoría del Pueblo y
exigida por muchos actores sociales.

Otro fenómeno relacionado con el excesivo
afán del estado por apagar conflictos, es que se
evita que estos tomen su curso y vayan gene-
rando debates de fondo, necesarios si se desea
e n f rentar las contradicciones estru c t u r a l e s
(Fontaine 2003). En esta evitación el estado
no actúa solo. Las empresas, los medios de co-
municación e incluso la propia academia ha-
cen poco por empujar estos debates, actuando
más bien de una manera que los contienen.
Dicho esto, hay que reconocer que el estado
no habla con una sola voz a este aspecto. De
hecho, se podría argumentar que entre los po-
cos actores que intentan facilitar un debate de
esta naturaleza, la Defensoría del Pueblo cum-
ple un rol principal. Aunque no toma parte,
persiste a través de sus intervenciones públicas
(y privadas), en las que sostiene que Perú debe
pensar en su futuro general y minero, con base
en ciertos principios de derechos fundamenta-
les y constitucionales, y entonces debatir el
rumbo a seguir. A pesar de ser una importan-
te voz en el conjunto estatal, lamentablemen-
te otros órganos del gobierno y del sector mi-
nero no la toman en cuenta, en el mejor de los
casos, o buscan su deslegitimación, en el peor
de ellos.

En cierto sentido, el conflicto es el otro la-
do de la medalla del “desarrollo” o de la del
“cambio social”. Es inherente así a la sociedad,
más todavía, cuando ésta experimenta un pro-
ceso de transformación acelerada como aquel
catalizado por la expansión minera. Algunos
de estos conflictos son disputas puntuales, di-
rigidas por grupos interesados en captar parte
de las rentas generadas por la minería. Otros,

en cambio, son conflictos profundos que
nacen de contradicciones particulares en la so-
ciedad. Son estos los conflictos que traen ma-
yores oportunidades, pero también más ries-
gos; su efecto final depende, en gran medida,
de cómo el estado y el sector empresarial res-
pondan. Frente a estos conflictos estructurales,
grosso modo, existen dos opciones18. Una res-
puesta es tomarlos en serio, lo que implica no
deslegitimar los conflictos ni a los actores in-
volucrados, a través, por ejemplo, de expresio-
nes como: “perros del hortelano”, “cuatro pe-
l a g a t o s”, “indígenas manipulados”, “ONG
interesadas”, “curas rojos” o “intervenciones
de partidos de la oposición”. Al contrario im-
plica aprovechar los conflictos y utilizarlos co-
mo mecanismos para abrir la clase de debates
que definen a una sociedad como democrática
–nos referimos a debates nacionales, fuertes,
francos y donde todas las voces tienen igual
valor–. La otra respuesta es buscar salidas que
combinan compensaciones, arreglos bilatera-
les, ajustes institucionales a medias y repre-
sión. Puede ser que tal estrategia permita arre-
glar las cosas en el camino y durante un cierto
tiempo. Lo que no permite es producir una
democracia fuerte y una sociedad que sabe re-
solver de manera consciente, algunas de sus
contradicciones internas y que ha aprendido a
convivir con los múltiples grupos que la con-
forman. Además, si se opta por este camino
existe siempre el riesgo de que el conflicto se
generalice, profundice y se vuelva destructivo
para el conjunto de la sociedad.

Aunque algunos sostienen que hay pocas
posibilidades de que conflictos ampliamente
generalizados tengan lugar, lo sucedido en Ba-
gua, el 5 de junio de 2009, sugiere que no es
así. Estos eventos demuestran además los cos-
tos que, en todo sentido, puede generar un
conflicto tan grave. Frente a hechos como es-
tos, la opción de aprovechar el conflicto para
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p ro m over debates profundos sería la más
aconsejable. Pero si se opta por abrir el debate,
¿quién lo va a promover? Pues para esta tarea
parece faltar actores todavía.
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Resumen
El artículo analiza algunos resultados obtenidos a partir de una investigación de campo desarro-
llada en torno al Instituto de los Mexicanos en el Exterior (IME). Se centra en las prácticas de
gobierno de sus funcionarios, quienes interpretan las representaciones sociales sobre la pobla-
ción gobernada en términos de diáspora. Además, analiza la estructura organizacional del IME
y la noción y la práctica de red en el trabajo de esta institución. A partir de ello, se muestra un
accionar de gobierno que opera en el centro de tensión de dicotomías políticas modernas: la de
lo interior y lo exterior, y la de lo público y lo privado.
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Abstract 
This article discusses some results obtained from field research carried out in the Institute of
Mexicans Abroad (IME). It focuses on the government practices of its officials and interprets
the social representations of a population governed in terms of diaspora. It also analyzes the
organizational structure of the IME and the concept and practice of networks in the work of
the institution. From there the actions of a government that operates in the tense centre of
political modern dichotomies is demonstrated: the dichotomies of the interior/exterior and
public/private.
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El Instituto de los Mexicanos en el Ex -
terior (IME) lo componen un total de
42 personas que trabajan en la Ciudad

de México y unos 80 que lo hacen en los con-
sulados de México en Estados Unidos y Ca-
nadá. Si nos atenemos a estas cifras, tendría-
mos que comenzar este artículo pre g u n t á n d o-
nos ¿por qué estudiar una parte, en este sen-
tido, minúscula del gobierno? Por el momen-
to, vale decir que el advenimiento de la
democracia pluralista, el atomismo político y
el llamado protagonismo de la sociedad civil
han acompañado cierta ruptura del centralis-
mo administrativo y han provocado el re e m-
p l a zo de las viejas formas de planificación
centralizadas por las más focalizadas interve n-
ciones a través de políticas públicas. Su m a d o
a ello, la soberanía de los estados-nación se ha
visto envuelta en una creciente porosidad a
t r a vés de la cual penetran influencias que,
a r ropadas en la “n a t u r a l i d a d” del merc a d o ,
modifican imaginarios sociales y enfre n t a n
racionalidades económicas con racionalidades
políticas. Siendo así, las distinciones entre lo
público y lo privado, y lo interno y lo exter-
no, que al menos en el imaginario normativo
de la modernidad acomodaban nuestra vida
social en diferentes parcelas de existencia, va n
sufriendo también sus reacomodos. A éstos
p rocuran ajustarse algunas instancias de go-
b i e r n o. El caso del IME es en este sentido sin-
gular: se trata de una fórmula institucional
n ovedosa que se aboca al gobierno de las
poblaciones emigradas, inspirado en el prin-
cipio político de que “allí donde está un
mexicano, estará el gobierno de Mé x i c o” .
Fórmula que responde a un contexto de
transformaciones y al aumento sostenido de
los flujos migratorios mexicanos hacia los Es-
tados Unidos desde la década de los ochenta. 

En este trabajo se analizarán estas formas
de “estar del gobierno de México”, que no de
los mexicanos; o mejor dicho, se analizará el
“estar” de algunos mexicanos en tanto funcio-
narios de gobierno o agentes que intervienen
en un complejo proceso social como es el de la

emigración mexicana esencialmente hacia
Estados Unidos. Para ello, en lo que sigue, se
hacen algunas referencias respecto a la meto-
dología y la construcción de la perspectiva de
observación para, a continuación, trazar un
breve repaso del contexto sobre la política
mexicana hacia los mexicanos residentes en el
exterior. Luego, serán tres los aspectos de la
investigación tratados en el artículo: en primer
lugar, analizaremos la definición y estructura
institucional del In s t i t u t o. Po s t e r i o r m e n t e ,
nos centraremos en los argumentos que “cons-
truyen” la población hacia la que van dirigidas
las políticas que canaliza el IME. Finalmente,
el análisis se focalizará en la estructura reticu-
lar de su proceder administrativo.

La construcción de la perspectiva

Durante las últimas tres o cuatro décadas
hemos presenciado el surgimiento de múlti-
ples formas de gobierno que ahondan el tradi-
cional e impreciso sentido de esta categoría
central de la teoría política. Ef e c t i vamente, al
d e c l i ve de la vocación planificadora del Es-
tado le siguen gobiernos ejercidos mediante
políticas públicas (Heclo 1992; Aguilar Vi -
l l a n u e va 1993) que intervienen de manera fo-
calizada sobre la definición de problemas con-
c retos (Rose y Miller 1992; Camou 1997;
Heclo 1992). Más relajada aún resulta la
e x p re s i ó n g ove rn a n c e o gobernanza que desde
finales de los años 80 comienza a ser pro n u n-
ciada con asiduidad en el campo de los nego-
cios y las relaciones internacionales; y que
dando la pauta de una concepción de poder
distanciada de la dominación, ha sido defini-
da como “casi cualquier forma de coord i n a-
ción social” (Mayntz 1998). Por otra part e ,
desde una visión del poder más cercana al
c o n t rol, esta época es también la de la re e d i-
ción de Foucault por parte de un sector de la
ciencia social británica que, interpretando las
consecuencias sociales y políticas del tatche-
rismo, cree heurísticamente promisorio el
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concepto de gubernamentalidad (Fo u c a u l t
1981). Se trata de dar cuenta de las formas más
atomizadas y copiosas de poder que se pre s e n-
tan como “conducción de conductas” (De a n
1999). Más que referir a gobiernos ejerc i d o s
s o b re territorios –como sería el caso de las con-
cepciones soberanistas más modernas del Es-
tado– se enfocan sobre poblaciones, sobre la
vida y la conducta de los individuos y; por lo
tanto, se ejercen “más allá” del Estado mismo
( Rose y Miller 1992; Ong 2006). En definiti-
va, consideradas en su dimensión sociológica y
o bviando las consecuencias ideológicas que se
d e s p renden de cada una de ellas, lo que estas
d i versas perspectivas vienen a señalar es que el
Estado no es necesariamente el centro del po-
der sino, aunque importante, una entre mu-
chas configuraciones históricas de gobierno
( Ilcan y Phillips 2008).

Al tiempo de construir una perspectiva y
diseñar una metodología para la investigación
resultó de utilidad el enfoque foucaultiano
sobre el ejercicio del gobierno en las socieda-
des contemporáneas. El objeto del trabajo fue
“el gobierno sobre la emigración”, de manera
que la intención inicial no se dirigía hacia el
estudio de políticas migratorias emanadas
desde una voluntad soberana que da por sen-
tada la representación de la colectividad y que
suele designar como su agente al Estado. Sin
negar esta realidad, lo que nos interesaba inda-
gar eran algunas prácticas, formas y actores
poco expuestos a la opinión pública y a las
propias investigaciones en el campo de los es-
tudios migratorios. De este modo, encontra-
mos un punto de partida metodológicamente
adecuado en la exploración de las prácticas
gubernamentales que germinan de manera
más o menos difusa al amparo del Estado. La
pretensión fue situar la mirada “por detrás de
la institución” (Foucault 2006: 140-41) para
reconstruir una perspectiva global que visibili-
ce determinadas “tecnologías de poder”; que,
en nuestro caso, buscan descubrir un “orden
migratorio”2 o una “mentalidad” de gobierno
en torno a la emigración en México3.

Desconcentración y vinculación:
efectos multiplicadores de gobierno

El IME surge en el año 2003 consolidando
una política de “acercamiento” del gobierno
de México hacia la población mexicana y de
origen mexicano residente en el exterior, fun-
damentalmente en los Estado Unidos y Ca-
nadá. Desde los años 90, varios proyectos y
programas de gobierno, especialmente agen-
cias de los estados mexicanos con mayores ín-
dices de emigración, vienen desarrollando es-
trategias para incrementar y formalizar los vín-
culos con la población emigrada. El fin es de
promover negocios a partir de las remesas o
hallar auspicios electorales entre las comunida-
des de migrantes (Smith 2008). 

A nivel federal, el Instituto es sucesor de
varios emprendimientos consecutivos por
parte del gobierno de México que van dirigi-
dos a atender asuntos de la población mexica-
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2 Por supuesto que tamaño objetivo no figuraba entre los
que consignaban nuestro proyecto de investigación, el
cual se centraba en un estudio del personal funcionarial
del Instituto de los Mexicanos en Ex t e r i o r. Sin embar-
go, sí constituyó una guía de partida para generar una
mirada diferente sobre el fenómeno migratorio.

3 El trabajo consistió en entrevistas en profundidad al
cuerpo funcionarial del IME, las cuales se dieron en el
marco de observaciones etnográficas en cada una de las
visitas realizadas al Instituto. Aunque las entrevistas
fueron abiertas, una serie de variables fueron tenidas
en cuenta para estructurar parte de su guión. Por un
lado, algunos aspectos generales estaban contemplados
en la totalidad de las entrevistas (1a. Estructura orga-
nizativa; 2a. Carrera y trayectoria personal de los
entrevistados; 3a. Gobierno por redes y trabajo en
red). Por otro lado, otras cuestiones concernían a
aspectos particulares que se relacionaban con la fun-
ción ejercida por cada entrevistado (1b. Bancarización
y remesas; 2b. Red de Talentos; 3b. Programas de desa-
r rollo comunitarios; 4b. Programas de salud; 5b.
Programas de educación; 6b. La población que se
gobierna; 7b. Diáspora y comunidad transnacional;
8b. Consulados y matrícula consular; 9b. Informa-
ción; 10b. Liderazgos comunitarios y Consejo
Consultivo del IME). Para el presente artículo se han
tenido en cuenta los registros correspondientes a los
puntos 1a; 3a; 6b; 7b y 8b y, por motivos de espacio,
se citan tan sólo unos pocos que se consideran especial-
mente ilustrativos de los argumentos enunciados.



na en Estados Unidos. En 1990 aparece el
Programa de Comunidades Mexicanas en el
Exterior (PCME), abocado al desarrollo de
políticas sociales y culturales y, posteriormen-
te, comienza a funcionar la Oficina Pre s i -
dencial para Mexicanos en el Ex t r a n j e ro
(OPME), dedicada fundamentalmente a la
promoción de los negocios con los residentes
en el extranjero.

En 2002, se crea el Consejo Nacional para
las Comunidades Mexicanas en el Exterior
(CNCME), el cual reúne a diversas secretarías
de Estado mexicanas, y su objetivo consiste en
la elaboración de propuestas que coadyuven a
la adopción de políticas y la ejecución de
acciones de gobierno encaminadas a la aten-
ción de las necesidades y demandas de las co-
munidades mexicanas en el extranjero. In-
mediatamente aparece el IME que, de manera
novedosa, incorpora un Consejo Consultivo
integrado en principio por 100 consejeros
electos por las comunidades de inmigrantes,
10 asesores especiales designados por la Secre-
taría de Relaciones Exteriores (SER) y los re-
presentantes de los gobiernos estatales con ma-
yores proporciones de población emigrada.

El IME, como órgano desconcentrado de
la SRE, cubre las funciones del PCME y de la
OPME, convirtiéndose también en ejecutor y
operador del CNCME. Su carácter de “ó r g a-
no desconcentrado” re f i e re fundamentalmen-
te a la dotación de facultad decisoria en deter-
minadas materias o ámbitos territoriales (Fe r -
n á n d ez Ruiz 2006: 435). La necesidad de des-
concentrar áreas administrativas se da como
consecuencia del incremento cuantitativo y
c u a l i t a t i vo de la administración pública, la
cual enfrenta el imperativo de atender pro b l e-
mas cada vez más complejos que dificultan la
toma centralizada de decisiones. Es por eso
que una de las principales facultades que ha-
bilita este recurso administrativo es la capaci-
dad de decisión sobre la materia para la cual
se diseña la nueva organización administrati-
va. No obstante esta facultad, las decisiones
no son expeditas sino que, por la propia natu-

r a l eza jerárquica de la administración de la
cual se desconcentra la nueva área, éstas se ve n
limitadas por las normativas, la planeación y
el control de las instancias superiores (en
n u e s t ro caso, por la SRE). Podríamos enton-
ces decir que la desconcentración administra-
t i va le otorga al IME un carácter ad hoc q u e
responde a –y propicia la– especialización en
los asuntos que administra y las funciones que
e j e rce. La especialización, en cuanto al cono-
cimiento focalizado sobre lo que se gobierna,
y la eficacia y eficiencia de su interve n c i ó n ,
inspirará constantemente la práctica adminis-
t r a t i va del In s t i t u t o. Se trata de cuestiones
que comienzan a ser frecuentes en los debates
en torno a la gestión pública y la legitimidad
por resultados y que responden a las conse-
cuencias del ensanchamiento y complejidad
de la administración pública de los estados
occidentales a partir de la segunda posguerra.
Mejor dicho, a partir de la crítica que se gesta
como consecuencia de aquel crecimiento ex-
ponencial del aparato burocrático –justamen-
te cuando la burocracia comienza a adquirir
un sentido peyo r a t i vo entre la ciudadanía,
asociado a la alienación racional y la lentitud
en los procesos–, donde la administración de-
ja de verse como un ámbito separado de la po-
lítica (Heclo 1992) y, por lo tanto, pasan a
formularse reclamaciones democráticas sobre
la misma. Por democracia se entiende, enton-
ces, no ya tanto la posibilidad de reducir la
distancia entre gobernantes y gobernados,
sino sobre todo la capacidad de que la políti-
ca y también la administración reflejen la plu-
ralidad de la sociedad. De tal forma, empie-
zan a gestarse nuevas relaciones entre lo públi-
co y lo privado en torno a la producción de
bienes colectivos. Asimismo, todo este pro c e-
so lleva implícito la creciente focalización de
la administración pública en asuntos concre-
tos, a partir de los cuales resulta factible sope-
sar recursos y resultados (Uvalle Be r ro n e s
2 0 0 3 ) .

Simultáneamente, otro rasgo de los tiem-
pos, presente en los cambios que experimenta
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el ejercicio del gobierno, es el de la apertura de
las economías o el de la progresiva y relativa
retirada del Estado de las mismas. Un fenóme-
no que enfrenta a los gobiernos a rebajar su
peso, descentralizándose o, una vez más, “des-
concentrándose”; es decir, repartiendo su pre-
sencia (diversificada) en varias áreas. Tantas
como demandas sociales se hallen o se plante-
en a la administración pública, incluso si éstas
se descubren “más allá del Estado”, es decir,
más allá de sus fronteras territoriales o de su
tradicional dominio público.

Según el Director Ejecutivo del IME, son
dos los grandes cambios que constituyen los
fundamentos del organismo: por un lado, lo
que se denomina el proceso de democratiza-
ción, que ha ido desagregando y descentrali-
zando de manera paulatina el poder público y,
por el otro, el aumento sostenido durante los
últimos treinta años de la emigración hacia
Estados Unidos. De esta forma, la democrati-
zación de los órganos de gobierno en México
llega hasta el reconocimiento de dere c h o s
sociales para los que no residen en el territorio.
Esto ha propiciando además la implementa-
ción de medidas que van desde el cambio en la
ley de nacionalidad, hasta el reconocimiento
de derechos políticos para los emigrantes. En
el caso concreto de la fundación institucional
del IME ello se traduce en la creación de su
Consejo Consultivo (CC), un órgano de re-
presentación de los mexicanos en Estados
Unidos y Canadá4 que es presentado como
uno de los mayores logros del Instituto. El CC
representa la posibilidad de gobernar con asi-
dero social en la medida en que, al constituir-
se en un ámbito de generación de demandas o
recomendaciones para la toma de decisiones,
hace que estas últimas sean más legítimas y
más duraderas al propio proyecto del Institu-
to. Por otro lado, la institucionalización del

IME mediante el referido decreto le permite
disponer de otras áreas administrativas del go-
bierno mexicano que diseñan e implementan
políticas específicas para los mexicanos resi-
dentes en el exterior. En este sentido, el
CNCME es el otro gran pilar sobre el que se
asienta el Instituto; entre los considerandos
del mismo, figura como su “misión esencial”
“coadyuvar al desarrollo social” y valorar “el
apego a la cultura y los valores de México” de
quienes residen en el exterior. Frente a tales
cometidos, y dado que México se caracteriza
por un “alto número de sus nacionales con
residencia en el extranjero” –continúa el men-
cionado decreto–, se “requiere de estrategias
institucionales más modernas y eficaces para
generar políticas de apoyo al desarrollo” y “de
una instancia gubernamental con capacidad
de mayor coordinación interinstitucional e
intersecretarial para atender adecuadamente
las nuevas demandas que los mexicanos en el
extranjero tendrán en temas como representa-
ción política, salud, deporte, cultura, educa-
ción, donaciones, envío de remesas, infraes-
tructura social y creación de proyectos produc-
tivos en sus comunidades de origen”5.

El IME se define, entonces, como un “área
de enlace” entre las comunidades de mexica-
nos en el exterior, su CC como instancia re-
presentativa de las mismas, las organizaciones
no gubernamentales que participan en sus
programas y las diversas secretarías de Estado.
Esta función de enlace da la pauta para adver-
tir sobre el “efecto multiplicador” de acciones
e instituciones de gobierno que posee el IME
hasta comprenderse a sí mismo en este efecto.
Es decir, la creciente complejidad y multiplici-
dad institucional, propiciada en parte por la
búsqueda de nuevos ámbitos de intervención
y en parte también, por la producción e incor-
poración de demandas sociales –incluso, más
allá del dominio territorial del Estado–, repro-
duce exponencialmente los actos de gobierno
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4 También integran el CCIME miembros de asociacio-
nes latinas de Estados Unidos, asesores especiales y
representantes de los gobiernos de los Estados de la
República mexicana (http://www.ime.gob.mx/ccime/
ccime.htm).

5 “Decreto de creación del Consejo Nacional”, página
del IME. Disponible en: http://www.ime.gob.mx/con-
sejo _nacional/decreto.htm (Las cursivas son mías).



y diversifica las formas institucionales de inter-
vención.

La tupida presencia social de las institucio-
nes de gobierno, cobijada por una legitimidad
democrática de nuevo corte, el imperativo de
eficiencia y eficacia, y la asunción de compro-
misos sociales más allá de las fronteras territo-
riales mitigan líneas divisorias clásicas de la
política moderna. Así por ejemplo las existen-
tes entre administración y política, público y
privado e interior y exterior. De esta forma,
diseminan presencias diversas de gobiernos
haciendo de la nueva institucionalidad un
asunto más de gobierno que de Estado. En to-
do caso, el Estado permanece como entidad
superior más o menos abstracta a la que se le
reclama la garantía última de la legitimidad de
las instituciones, de manera que asegure su
continuidad, su durabilidad, ante el acecho de
la fluidez social y de la política partidaria. Sin
embargo, las instituciones de gobierno retie-
nen una gran capacidad de reproducción bu-
rocrática y de la propia realidad social que ges-
tionan. Cuestión esta que en la voz de los in-
formantes se manifiesta en la expresión “efec-
tos multiplicadores”, es decir, la reproducción
de vínculos entre individuos y poblaciones y, a
partir de allí, la adición de asuntos a gobernar.

La población que se gobierna:
de la diáspora y la matrícula consular

Si bien reconocen un origen más prístino en el
caso de algunos grupos, como los africanos,
los judíos o los armenios, las diásporas co-
mienzan a constituirse en fundamento de defi-
niciones grupales entre algunos colectivos de
inmigrantes, o de sus descendientes, hacia la
década de los noventa. Por entonces, la biblio-
grafía especializada exhibe una gran prolifera-
ción de textos dedicados a estos temas, mis-
mos que subrayan las dimensiones culturales y
subjetivas de estas identidades y los desafíos
que representan para los estados nacionales al
cuestionar su exclusiva consideración territo-

rial de la nacionalidad6. Más allá de la teoría,
en el plano de la política internacional del
período, son comunes los acuerdos entre Es-
tados en torno a la admisión de dobles nacio-
nalidades y, sobre ello, se emprenden reformas
legales en relación con la nacionalidad y la
población (Faist y Gerdes 2006; Levitt y Glick
Schiller 2006). En este contexto, la dimensión
subjetiva del fenómeno de las diásporas decli-
na a favor de su consideración más instrumen-
talista o pragmática: al iniciar el nuevo mile-
nio, las diásporas se hacen presentes entre los
temas de las Relaciones Internacionales (como
disciplina académica) y los gobiernos encuen-
tran en el concepto nuevas oportunidades para
el ejercicio de políticas de relativo carácter sui
generis7 sobre estas poblaciones. En este senti-
do, algunos autores señalan que al carácter
“descriptivo” del término diásporas se le suma
una dimensión “prescriptiva”, que moviliza a
diferentes actores políticos que encuentran en
este tipo de comunidades un lugar intersticial
de acción entre lo nacional y lo internacional,
lo local y lo global (Adamson y Demetriou
2007: 498). Así, estos terrenos se van constitu-
yendo en el hábitat de unas poblaciones que,
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6 A pesar del escaso tratamiento que el tema de las diás-
poras recibe en español, la bibliografía sobre este tema
es muy extensa en otras lenguas, especialmente en
inglés, y un dato fehaciente de ello es la publicación
del compendio Theorizing Diaspora (Braziel y Mannur
2003). Los textos incluidos en dicha obra subrayan la
dimensión identitaria y subjetiva del fenómeno a la vez
que resaltan las posibilidades de contestación contra-
hegemónica de las diásporas a la globalización y al neo-
liberalismo. También es de destacar, la publicación de
la revista Diaspora. A Journal of Transnational Studies,
editado por K. Tölöyan. Esta publicación, que arranca
en el año 1991 y se interrumpe en 2005, propone
desde el principio un estudio transdisciplinario de la
diáspora como “comunidad ejemplar del momento
transnacional” (Tölöyan 1991: 4). La producción ha
sido tan prolífica que ha llevado a una deriva, para
algunos errática, de su significado (Brubaker 2005).

7 “Relativo” porque algunos trabajos han demostrado
que esta dedicación de los gobiernos a gobernar pobla-
ciones emigradas no es nueva. Los casos de Italia y
España quizá sean paradigmáticos de este tipo de
acciones desde finales del siglo XIX y hasta bien entra-
do el siglo XX (Shain 1999).



por efecto de su desplazamiento, han perdido
relativamente el asidero de su objetividad, es
decir, el territorio estatal-nacional. En este
contexto, el apelativo de diáspora, connotado
antes negativamente y reservado para grupos
étnicos específicos, ahora se extiende a mu-
chos grupos de inmigrantes y se convierte en
un recurso para delimitar una población que,
por su propio carácter disperso8, se considera
que exige formas novedosas de gobierno. Al
respecto, uno de los directivos del IME co-
menta:

El concepto no le gusta a mucha gente, so-
bre todo a colegas míos de la función públi-
ca, porque significa pueblo disperso; diás-
pora no es un tema que le guste a muchos
[…]. A mí en lo personal me empezó a inte-
resar mucho el término desde la perspectiva
de las Relaciones Internacionales […].
Trabajando en la Cancillería […] veía que
la connotación negativa que tenía el térmi-
no diáspora estaba siendo trasformada en el
caso de otros Estados.

La recuperación del concepto desde el
campo de las Relaciones Internacionales impli-
ca el reconocimiento de un actor que, por su
“n a t u r a l ez a” intersticial entre Estados, puede
resultar influyente en la modificación de las
relaciones políticas entre éstos, al intervenir en
lo que suele designarse como la “relación bila-
t e r a l”, en este caso, entre México y Estados
Unidos. Se trata de una concepción de la diás-
pora que, subrayando su dimensión étnica
s o b re la base de pertenecías de origen nacional,
sea capaz de constituirse en un grupo de pre-

sión que respalde y favo rezca la posición del
país de origen en sus relaciones con el de re c e p-
ción, modificando de esta forma una re l a c i ó n
histórica que se reconoce enquistada en viejas
tradiciones de política exterior. Al mismo tiem-
po, siguiendo el análisis de este funcionario, la
constitución de la diáspora como grupo de
tales características, haría posible dotar de va l o r
p o s i t i vo al trauma del desplazamiento. Esto
con el propósito de ganarle terreno a la exc l u-
sión dentro de la sociedad “de re c e p c i ó n” y, así,
lograr que la población emigrada se “a u t o a f i r-
m e” en la adquisición de una “identidad pro p i a
vinculada con su país de origen” .

Bajo la designación general de diásporas se
puede aludir a sectores sociales, económica y
culturalmente integrados a la sociedad esta-
dounidense, cuyo perfil podría ejemplificar un
miembro del CC o un participante del progra-
ma “Red de Talentos”9. Pero también puede
hacer referencia a una población socialmente
vulnerable debido a la situación de irregulari-
dad migratoria, la comúnmente llamada “in-
migración ilegal”: personas que encuentran
dificultades no sólo para ser reconocidas legal-
mente en la sociedad de asentamiento sino
que además, carecen con frecuencia de docu-
mentos que acrediten su nacionalidad mexica-
na. Ello permite asir fundamentos éticos que
justifican toda una serie de intervenciones gu-
bernamentales.

En ambas circunstancias, la denominación
de diáspora provee un cerco apelativo para la
objetivación de una población que, por la pro-
pia situación de desplazamiento, ya no hace
posible que sea el Estado-nación el que la pro-
porcione10. La diáspora se presenta así como
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9 Programa que “busca promover una estrecha relación
entre científicos, profesionistas y emprendedores mexi-
canos en México y Estados Unidos”. Página de IME.
Disponible en: http://www. i m e . g o b. m x / re d t a l e n t o s
/red_talentos.htm

10 Los Estados modernos no sólo monopolizan los
medios de violencia. Según Torpey (1998), al ser éstos
los que “abrazan” exclusivamente a sus poblaciones
“también monopolizan los medios de movimiento” y
la emisión de documentos que autorizan entradas y

8 Uno de los aspectos más debatidos respecto a la consi-
deración de la migración de origen mexicano en
Estados Unidos como diáspora es, precisamente, la
ausencia de un carácter disperso. González Gutiérrez,
quien no duda respecto a la pertinencia del concepto,
señala: “A diferencia de las diásporas tradicionales, que
se caracterizan por ser ‘pueblos dispersos’ en diferentes
regiones del mundo, la mexicana es una diáspora sui
generis cuya dispersión en el extranjero se reduce prác-
ticamente a un solo país: Estados Unidos (González
Gutiérrez 2003: 165).



“topónimo” de poblaciones en situaciones de
desplazamiento que encuentran en lo intersti-
cial, transnacional, extraterritorial su peculiar
lugar de existencia. Señala asimismo, el des-
prendimiento relativo de la identidad nacional
de sus Estados productores. Por un lado, la
vivencia masiva en la zona interticial entre dos
o más Estados confina a los individuos a cons-
truir su identidad colectiva en términos étni-
co-nacionales, mitigando otras formas de
agrupación vinculadas a la clase social, o al
género, por ejemplo (Basch, Glick Schiller y
Szanton Blanc 2003). Por otro, el descubri-
miento de vida social más allá del Estado, ese
ámbito que en los años 90 comienza a ser
denominado como “transnacional”, habilita
iniciativas de gobierno que añaden en esa tra-
ma de vinculación social la racionalidad admi-
nistrativa y económica encuadrada en los fines
del desarrollo social. 

Pe ro, a diferencia de la población que “a b r a-
z a” el Estado en los confines de su territorio, la
diáspora es esquiva a la objetivación, sobre todo
cuando mucha de esa población se encuentra
“ i n d o c u m e n t a d a”. A falta de los recursos clási-
cos mediante los cuales el Estado contabiliza y,
de esa forma, objetiva a la población, el Estado
mexicano pre vé otro instrumento que suple en
p a rte la carencia de estos recursos de contabili-
zación: el Certificado de Matrícula Consular de
Alta Seguridad (MCAS). Aunque el registro
consular de México data de 1871 y la Con-
vención de Viena lo regula desde 1967, el 12

de febrero de 2005, por decreto presidencial,
se crea la MCAS, la cual incorpora nuevas
medidas digitalizadas de seguridad. Ta l e s
medidas, se dice, ofrecen mayores garantías
para su reconocimiento en algunas instancias
administrativas de Estados Unidos, especial-
mente para la apertura de cuentas bancarias.
Esto permite incluir en el sistema financiero
los flujos de remesas propiciando la bancariza-
ción de la población emigrada. Además, la
MCAS contribuye a la conformación de re-
cursos estadísticos que reconstruyen las trayec-
torias de origen-destinos de los migrantes y,
así, permiten diseñar políticas en función de
conocimientos expertos11. De esta forma, la
matrícula consular posibilita la construcción
aproximada de una totalidad y proporciona un
anonimato colectivo, en nombre del cual se
diseñarán diversos programas de gobierno en
función de los retratos que se vayan trazando
en base a ese registro demográfico. Como de
manera muy gráfica y sugerente lo define uno
de los funcionarios entrevistados, la matrícula
“es un proxy para conocer el movimiento de la
gente”. Efectivamente, se trata de un sustituto,
de una alternativa para el conocimiento de po-
blaciones que no pueden ser captadas, apre-
hendidas o comprendidas mediante los instru-
mentos estadísticos clásicos, hechos a la medi-
da de poblaciones estables. De manera que, en
esta función demográfica, la matrícula integra
en su amplia red de relaciones sociales a otra
serie de agentes. Por un lado, a productores de
conocimiento experto, ávidos de innovar en
sus campos de conocimiento, en este caso, la
estadística. Por otro lado, a los propios agentes
de gobierno, es decir, al IME como área de
enlace; a las secretarías de estado del gobierno
mexicano, para el diseño y realización de pro-
gramas sociales; a agentes privados, que iden-
tificando poblaciones pueden diseñar sus es-
trategias de mercado; y organizaciones de la
sociedad civil, que son capaces así de detectar
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salidas así lo demuestran. Este ejercicio de limitación
es lo que permite la objetivación de las poblaciones, la
cual es efectuada a través de aparatos estadísticos cen-
tralizados capaces de contabilizar su identidad. En
situaciones de incremento descontrolado de flujos en
los movimientos de poblaciones, los Estados se mues-
tran deficitarios en la producción de estas contabilida-
des, lo cual se suele traducir en un importante indica-
dor de su crisis. Alain Badiou sugiere esta posibilidad
cuando dice: “Todo derrumbe estatal pone a la orden
del día lo incalculable” (2006: 39). El autor propone
que el Estado, “entendido como estado de una situa-
ción, es lo que asegura la cuenta estructural de las par-
tes de esa situación, la cual lleva, por lo general, un
nombre propio de nación” (2006: 54).

11 En la página web del IME se pueden encontrar algu-
nos de estos recursos estadísticos.



demandas a las que atender. En resumen, si la
definición diaspórica permite el re c o n o c i-
miento de la población en términos de perte-
nencia étnico-nacional, la matrícula consular
opera como un instrumento de reconocimien-
to individualizado para intervenciones políti-
cas diversas, tanto públicas como privadas, de
uno y otro Estado.

El trabajo en red

Acompañado en gran medida por el auge de
Internet –en cuanto recurso tecnológico,
metáfora de organización social y realidad
sociológica de relación social– la sociedad red
adquirió especial presencia a partir de los años
noventa. Las teorías que explican la vida social
presente potencian, al mismo tiempo, la ima-
ginación para proyectar una acción organiza-
cional afín a este imaginario12. El IME, como
modelo organizacional de gobierno incorpora
esta modalidad de acción. En primer lugar,
por el papel fundamental que asume la red
consular con el propósito de acercarse a la po-
blación emigrante. Los consulados adquieren
protagonismo en cuanto se los considera en su

conjunto y se integran a una estructura reticu-
lar que dota a la política del IME de unas
características morfológicas peculiares13. Los
consulados hacen posible la toma de contacto
con la población gobernada –“la comunidad”,
en la expresión nativa– y se constituyen en el
centro de gravitación de la vida social de la
diáspora: por allí circulan desde los individuos
que solicitan su matrícula consular hasta los
líderes de las organizaciones de migrantes pa-
sando por las entidades bancarias que promo-
cionan sus servicios financieros o las organiza-
ciones civiles que atienden a estos sectores vul-
nerables. Un denso cúmulo de vida social que
gestiona en parte el personal del IME que se
desempeña en los consulados.

En segundo lugar, la red se manifiesta en
las prácticas de trabajo más cotidianas de quie-
nes laboran en el IME, dotándolas de un dina-
mismo extraño a la función pública entendida
en su forma más tradicional. El trabajo admi-
nistrativo está hecho de un entramado de
comunicaciones diversas que amplifican las re-
laciones sociales y laborales más allá de lo lo-
cal. Los entrevistados fueron interrogados sis-
temáticamente al respecto y las respuestas se
repiten: su trabajo consiste en entablar comu-
nicaciones. Así, los medios de administración
son máquinas de comunicación y todo el cua-
dro administrativo está dotado y hace uso de
las mismas con independencia de sus funcio-
nes y de sus posiciones en la estructura jerár-
quica de la organización. Las comunicaciones
se encausan en múltiples direcciones pero los
nodos fundamentales son los propios miem-
bros del IME quienes comparten el mismo
espacio físico de trabajo; el personal en los
consulados, los consejeros y líderes migrantes;
otras dependencias del gobierno de México; y
las personas, empresas u organizaciones que
participan en las actividades y en los progra-
mas que instrumenta el Instituto.
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12 Quien más ha popularizado en este sentido la sociedad
red ha sido Manuel Castells, quien sostiene que ésta es
una forma específica de estructura social característica
de la era de la información. Es decir, se trata de una
n u e va manera de organizar las relaciones humanas en el
campo de la producción y el consumo, la experiencia y
el poder (Castells 2000: 5). Lo propio de la sociedad re d
es el descentramiento de las acciones y decisiones (2000:
15) ya que, a diferencia de la estructura social pre c e d e n-
te, fuertemente montada sobre dinámicas de centro y
periferias, las redes no tienen centros sino nodos conec-
tados entre sí. Por supuesto, algunos nodos son más
i m p o rtantes que otros y esta importancia se mide por la
capacidad de oficiar de switches para comandar la lógica
de funcionamiento de la red (2000: 16). Además –siem-
p re según Castells–, en la red hay un momento que es
p a rticularmente importante, y es el momento de la pro-
gramación, luego ésta funciona más o menos automáti-
camente. El poder reside en gran medida en la capaci-
dad de programación. De esta forma, los programas y
los proyectos proliferan en la red; más que las firmas o
e m p resas, como en el mundo de los negocios, lo impor-
tante son los proyectos (2000: 11).

13 En la actualidad, un total de 48 consulados mexicanos
en Estados Unidos y 4 en Canadá componen esta red.



La red aparece como la metáfora disponible
para condensar una representación integral del
trabajo que conecta la labor cotidiana con los
objetivos de más largo alcance del proyecto:
“un trabajo coordinado alrededor de esas
redes, que persiga tanto contribuir a elevar el
nivel de vida de los mexicanos en el exterior
como vincularlos más a México alrededor de
una agenda compartida”14. Pero la red es, asi-
mismo, una realidad ipso facto, como el andar
al movimiento o como la función para
Goethe, es decir, “la existencia pensada en ac-
tividad” (Goethe, en Heller 2000): una forma
de representarse la vida social que surte al pre-
sente de comunicaciones y lo conecta a un
futuro diluido entre una multiplicidad de
decisiones cotidianas.

Esta modalidad reticular de relación se
extiende también a las diferentes áreas de go-
bierno en México, a las organizaciones que lle-
van a cabo obras sociales con la población
inmigrante o a las instituciones bancarias que
ofrecen sus servicios en los consulados. En fin,
a todas aquellas organizaciones que producen
actos gubernamentales y que, desde las catego-
rías nativas, se las suele denominar como
“socios locales”. De manera que el IME es “por
naturaleza” un “área de enlace” que conecta a
las diferentes organizaciones gubernamentales
con los “beneficiarios” de sus “servicios”. Este
papel de “enlace” del IME lo coloca en una
posición privilegiada dentro de la red. Es, por
ello, un switch; lo que en la siguiente descrip-
ción de uno de sus directores se presenta como
hub, es decir, como centro conector:

Significa una sensación muy placentera ser
s i e m p re el h u b de la we b, el centro de muchas
redes, es mucha responsabilidad, porq u e
como h u b no te debes quedar con la informa-
ción, siempre la tienes que andar re p a rt i e n d o
y ponerla en contactos y sirviendo como un
punto de encuentro entre los diferentes com-
ponentes de la red. Es una red transnacional,
en el sentido de que tratamos con un pueblo

que tiene un pie en un lado de la frontera y
o t ro pie en el otro; implica una cotidiana
transformación, una lucha cotidiana por tras-
formar instituciones creadas dentro del esque-
ma del Estado nación tradicional.

La red es consustancial al IME: lo es por origen
histórico, puesto que surge en un momento de
a p e rtura de las economías capitalistas que per-
mite el desarrollo de las comunicaciones y la
permeabilidad de las estructuras estatales de
gobierno a unas formas de gestión que incor-
poran a actores de la sociedad civil y del sector
p r i va d o. Por lo tanto, de una dinámica que fle-
xibiliza la rigidez organizacional de la adminis-
tración burocrática. En este sentido, la nueva
n a t u r a l eza organizacional fractura en parte las
dicotomías sobre las que opera la vida social y
la política moderna: por un lado, la de lo públi-
co y lo privado, puesto que agentes de ambos
s e c t o res “se encuentran” en la tarea de adminis-
trar asuntos re l a t i vos a la población migrante y
s o b re ello llegan a acuerdos y cogestionan mu-
chos de los programas de gobierno. Por el otro ,
aunque estrechamente relacionados con el pri-
m e ro, redefinen la lógica del adentro y el afue-
ra propia de los Estados-nación actuando en
un terreno que, al declararse novedoso, abre
márgenes para introducir nuevas formas de ins-
titucionalización re l a t i va, sui generis, ad hoc.
Este es el caso del CCIME, en cuanto órgano
extraterritorial de canalización de demandas
sociales y políticas, o la matrícula consular, co-
mo documento transestatal de identificación
individual, o como resulta ser la propia alianza
e n t re el sector público y privado en la adminis-
tración de lo social a través de programas de
salud o de “Educación financiera”1 5.
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14 Entrevista al Director Ejecutivo del IME.

15 Programa que “busca capacitar a los mexicanos en el
exterior en materia de intermediación financiera para
facilitar su acceso a mejores servicios”. Véase página del
IME.



Conclusiones

Tanto por la estructura institucional descrita,
que funciona de manera reticular y abierta a la
emergencia de nuevas agencias implicadas en
los asuntos a gobernar, así como por la pecu-
liar situación de la población que se gobierna,
pues desborda el territorio del Estado y sus
posibilidades de contabilizarla, el IME inte-
rrumpe las formas de ordenación de la vida
política moderna planteando ejercicios de go-
bierno que desafían la dinámica de lo interior
y lo exterior y de lo público y lo privado. De
esta forma, sus intervenciones se dirigen hacia
una zona de lo social desestructurada con res-
pecto a los marcos estatal-nacionales que lo
contenían. Por un lado, se produce un corri-
miento de lo social que, si bien sigue teniendo
un referente nacional –las diásporas se presen-
tan como identidades étnico-nacionales–, se
desprende del anclaje territorial del Estado.
Por otro, el grueso de las políticas del IME se
dirige a unos sectores sociales excluidos de un
reconocimiento básico: su situación diaspóri-
ca, en muchos casos acentuada por la carencia
de documentos de identidad, no sólo de la
sociedad de recepción sino de la de proceden-
cia, señala la exclusión de derechos de ciuda-
danía básicos. No obstante, lejos de presentar-
se esta situación como ajena a ejercicios de
asistencia gubernamental, muestra la adición
de agencias de gobiernos de una manera co-
piosa. La propia definición del IME como
“área de enlace” expresa un ejercicio de gobier-
no más fluido, capaz de sortear los límites de
la política moderna.

El fenómeno sugiere al menos dos conse-
cuencias que se mencionan a continuación
más como propuestas para futuras investiga-
ciones que como conclusiones de lo expuesto.
En primer lugar, insinúa nuevas fuentes de
autoridad que se constituyen sobre derivacio-
nes de lo nacional-estatal. Se trata, sin embar-
go, de una deriva que no alcanza a objetivarse
plenamente en garantías jurídicas. Así parecen
indicarlo la denominación de diáspora para

identificar a la población que se gobierna y la
matrícula consular como “un proxy” de ciuda-
danía. En segundo lugar, y en relación con lo
anterior, se amplía el ámbito de generación de
demandas sociales y de negociación de necesi-
dades, abriendo la arena política más allá de
las fronteras territoriales del Estado. Esto no
sólo propicia la ampliación de derechos políti-
cos en términos electorales, sino que hace
emerger nuevas instancias de representación
política, como es la del CCIME, que en el fu-
turo podrían convertirse en un mecanismo
para revertir la actual situación de exclusión de
la población migrante frente al gobierno de su
país de origen.
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Es una idea reiterada por todos los analistas
que si hubiera que fijar una fecha a modo de
icono para marcar el inicio sin reservas de la
era del desarrollo, esa sería el 20 de enero de
1949. Fue ese día cuando, en su “Discurso
sobre el estado de la Unión”, el entonces pre-
sidente Truman hizo alusión, además de a tres
puntos clave de su política exterior –apoyo a
Naciones Unidas, continuidad de la recons-
trucción europea vía Plan Marshall e inten-
ción de crear una organización militar común
de defensa (OTAN) para neutralizar la amena-
za soviética–, al imperativo que Estados
Unidos tenía de ayudar a salir de la pobreza y
la marginación a las “regiones insuficiente-
mente desarrolladas”. Es el conocido como
Punto IV, y con él dio comienzo a un tiempo
nuevo en el que el “desarrollo”, verdadero dis-
curso civilizatorio de la segunda mitad del
siglo XX, devino en una utopía de fuerza arro-
lladora y legitimadora de la articulación de
todo un complejo andamiaje institucional
orientado a materializarlo sobre el terreno y

objeto de estudio de nuevas disciplinas –la
Economía del Desarrollo entre ellas–. Disci-
plinas centradas en desvelar las leyes y los
modelos que habrían de permitir planificar el
tránsito de los “subdesarrollados” al beatífico
paraíso del Primer Mundo.

Sesenta años después, sin embargo, y a
pesar de todo el elenco de agencias implicadas
(desde los grandes organismos multilaterales
hasta los millares de ONG comprometidas
con la cooperación internacional) y de los
cuantiosos recursos invertidos, las promesas
del desarrollo parecen sencillamente inalcan-
zables: baste con constatar el desfase existente
entre el primero de los célebres Objetivos de
Desarrollo del Milenio –reducir a la mitad la
incidencia de la subnutrición en el horizonte
de 2015– y el reconocimiento sin paliativos
por parte de la FAO, en su último informe
sobre la inseguridad alimentaria en el mundo
(2008), de que el hambre está aumentando a
escala planetaria. En cualquier caso, si tras
décadas de intervenciones millonarias en pos
del desarrollo la situación es la que dejan
entrever las estadísticas de las mismas institu-
ciones implicadas en su consecución –el hecho
innegable de que la brecha que separa a los
ricos de los pobres se ensancha permanente-
mente–, se puede deducir que algo falla en los
diagnósticos y en las medidas implementadas
para paliar los desequilibrios existentes entre
colectivos humanos, países o regiones. Tal vez
una de las raíces del problema sea su misma
conceptualización: de la mano de la episteme
desarrollista, en efecto, se ha identificado fre-
cuentemente el “s u b d e s a r ro l l o” como una
suerte de estado patológico, una anormalidad
en la senda “natural” que ha de conducir a las
naciones por la senda transitada exitosamente
por los países “desarrollados”. Partiendo de ese
supuesto, profundamente enraizado en la cre-
encia occidental en la existencia del “progre-
so”, los diferentes paradigmas de la Economía
del Desarrollo han sugerido todo tipo de rece-
tas a ser aplicadas sobre los pacientes aqueja-
dos por tan singular enfermedad: desde mode-
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los fuertemente estatistas y pro t e c c i o n i s t a s
hasta apuestas radicales por la desestatización
extrema y el libre albedrío de las fuerzas del
mercado, pasando por todos los estadios inter-
medios y todos los paliativos imaginables en
forma de programas de cooperación técnica,
ayuda alimentaria e inducción de un sinfín de
experimentos de ingeniería social.

El libro de Fernando López Castellano nos
ofrece precisamente un viaje fascinante a tra-
vés de los vericuetos intrincados por los que
han transitado las teorías del desarro l l o :
empresa compleja, dada la inabarcable litera-
tura de todo tipo que el tema ha generado, que
se salda en este caso con una compilación
amplia, plural e ilustrativa del universo polié-
drico característico del debate académico
sobre el desarrollo y su naturaleza. Me parece
que vale la pena destacar, a trazo grueso, varios
elementos de la propuesta que nos hace el au-
tor. El primero es el mismo título que en-
marca la obra, Desarrollo: Crónica de un desa-
fío permanente, esfuerzo por ubicarnos de en-
trada ante la recurrencia de la contradicción
básica y fundamental existente entre el quimé-
rico objetivo teórico del desarrollo (el desafío)
y la tozudez de una realidad clasificada como
anómala (la del llamado Tercer Mundo) que
parece escapar siempre a los designios civiliza-
torios de teóricos, técnicos, planificadores y
gestores de las políticas de desarrollo. El se-
gundo es el estudio introductorio del propio
compilador y sus comentarios sobre los auto-
res y los textos seleccionados. Ahí nos encon-
tramos con algo más de lo que suele ser habi-
tual en otras recopilaciones, pues lo que se nos
ofrece es un ensayo de alto nivel, bien trabado
y muy bien escrito que recorre y contrapone
las propuestas teóricas más remarcables de los
cuatro ejes temáticos en que ha dividido la an-
tología de textos. Se trata, en suma, de una ex-
celente guía para el viajero que quiera iniciar-
se en la singladura de algunos de los mares que
bañan las costas del mundo del desarrollo:
guía sin conclusiones, para más señas, que deja
en manos del lector la decisión final sobre en

qué playas recalar o en qué enclaves apostarse
para contemplar la tierra firme.

El tercer aspecto a remarcar es la originali-
dad del criterio con que se clasificaron y se
seleccionaron los textos y los autores presentes
en el volumen. La obra se estructura en torno
a cuatro grandes ámbitos, cada uno de los cua-
les aparece representado por tres o cuatro ar-
tículos. El primero, “Neoinstitucionalismo,
acción colectiva y Economía Política del De-
sarrollo”, incidiendo en las aportaciones de la
Nueva Economía Institucional, incluye traba-
jos en los que, desde atalayas diferentes, se
investigan las relaciones constatables entre el
desarrollo económico y las instituciones (tex-
tos de Mancur Olson, Robert Bates y Dani
Rodrik y Arvind Subramanian). El segundo,
“Desarrollo, subdesarrollo y evolución del sis-
tema económico mundial”, recoge cuatro con-
tribuciones de la crítica dependentista al desa-
rrollo, entendiéndolo como cortina de humo
de la lógica polarizante del sistema mundo, así
como parte de una visión estandarizada, unili-
neal y ascendente de la Historia, habitual en
las teorías dominantes al uso (artículos de
Samir Amin, Immanuel Wallerstein, Giovanni
Arrighi y Michell Aglietta). El tercero, “Más
allá de la pasión por el crecimiento”, muestra
propuestas de autores que, conscientes de las
limitaciones emanadas de la identificación
axiomática de “crecimiento” con “desarrollo”,
proponen otras formas más amplias y plurales
de conceptualizar tan resbaladiza noción: la
entrada en el debate de conceptos como “desa-
rrollo humano” (Paul Streeten), “desarrollo
sostenible” (Herman Daly), o la misma idea
–hermosa idea– de identificar, en un sentido
amplio, desarrollo con libertad (Amartya Sen),
quedan así ampliamente representadas en el
libro. El último eje, “Colapso del Consenso de
Washington y nueva agenda del desarrollo”,
aglutina textos surgidos ante la manifiesta ine-
ficiencia de las políticas ultraneoliberales de la
década de 1980 y los primeros años noventa,
sus consecuencias sociales y el substrato de
falacia intelectual en que se sustentaron. Des-
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de este ámbito, se nos brinda una buena críti-
ca al reduccionismo metodológico del neolibe-
ralismo (Joseph Stiglitz), una exposición de los
principios rectores del neoestructuralismo lati-
noamericano (José Antonio Ocampo), una re-
flexión sobre el círculo vicioso entre acumula-
ción desenfrenada, violencia y poder en el
África subsahariana (Achille Mbembe), y una
deconstrucción del discurso neoliberal sobre
las virtudes del libre mercado a tenor, entre
otros, de la experiencia de los “tigres del Pa-
cífico” (Ha-Joon Chang).

Hay que decir, para terminar, que si bien
en la selección que nos propone Fernando
López “no están todos los que son” (tarea por
otra parte imposible en un tema como éste), sí
“son todos los que están”, razón por la cual nos
hallamos ante un libro ineludible –y tremen-
damente útil– para todos aquellos interesados
por el mundo del desarrollo. Libro que, a la
postre, cuenta con dos virtudes que constitu-
yen por desgracia una rareza en su género: su
carácter marcadamente pluridisciplinar, y ahí
queda la presencia de textos emblemáticos
procedentes de allende la Economía del De-
sarrollo, y su vocación polifónica, esta última
determinada por la inclusión de voces de to-
dos los lados de las fronteras delimitadas por la
geopolítica ficticia (y a la vez real) del desa-
rrollo.

Víctor Bretón Solo de Zaldívar
Universidad de Lleida

Martin Minchom,
El pueblo de Quito. 1690-1810. Demografía,
dinámica sociorracial y protesta popular
FONSAL, Quito, 2007, 303 págs.

¿Quiénes son los insurgentes y sediciosos que
participan en las diferentes revueltas de la Co-
lonia tardía? El historiador británico Martin
Minchom extiende un plano de Quito de
larga duración y, sobre este, hace que los pro-
yectores abandonen a “los actores que poseen
nombre propios y blasones sociales para diri-
girse al coro de personas concentradas a los
lados, para al fin centrarse en la multitud del
público”. Esta cita de Michel de Certeau
(1999:11)1 bien se puede emplear para diluci-
dar la línea conductora de la obra en cuestión. 

No basta con orientar los proye c t o res fuera
de los reflejos del bronce: metodológicamente,
el autor debe estudiar dónde situarlos y conocer
el calibre de cada uno de ellos. Así, cada fuente
se observa en su legitimidad, en su capacidad de
dar luz sobre un grupo de personas o de aconte-
cimientos, pero también en la sombra inevitable
de su parcialidad. A lo largo de su obra –y con
un evidente esfuerzo de revisión, cuestiona-
miento y búsqueda alternativa–, Mi n c h o m
maneja un amplio horizonte documental con
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fuentes de arc h i vo en siete países; fuentes impre-
sas producidas dentro de las diferentes ramas de
las Ciencias Sociales. Ellas le dejan entre ver el
contexto y a los actores sociales. Con una mul-
tiplicidad de índices de búsqueda, el autor exa-
mina aspectos angulares de la demografía y la
composición sociorracial de los barrios de
Qu i t o. Barrios que no concentraron a una elite
criolla, sino más bien a habitantes move d i zo s ,
con dinámicas específicas de interacción social y
con maneras propias de llevar a cabo pro t e s t a s
p o p u l a res para pre s e rvar lo obtenido. 

¿ Dónde encontrar un puerto primario segu-
ro? Para este historiador, antes que encontrar, se
trata de constru i r. Así logra elaborar indicado-
res poblacionales a partir de padrones, censos,
indagaciones sobre los expósitos, bautizo s ,
defunciones y comuniones, sin olvidar re l a c i o-
nar lo mostrado con los eventos acaecidos en
aquella sociedad: el decaimiento textil y la tran-
sición de la economía hacia la agricultura, los
t e r remotos, las epidemias. Uno y otro tipo de
documentación se coteja, y los datos pre s e n t a-
dos se relacionan por una lógica y una posibili-
dad de coexistencia real. Conforme Mi n c h o m
se adentra en el cambio demográfico, el plano
de Quito deja de fluctuar arbitrariamente entre
la fantasía y el vacío artificial de re f e rencias: lo
lacunario da paso a la ocupación del espacio
por sectores populares, entre las epidemias de
1690 y la insurgencia quiteña de 1810.

Ahora bien, ¿cuáles eran los espacios habi-
tados por estos sectores? El autor pone parti-
cular atención en dos bloques situados al Sur y
al Norte de la ciudad, identificando a San Ro-
que/San Sebastián y a Santa Bárbara/San Blas,
respectivamente. Esta división, lejos de ser un
artificio metodológico, responde a una carac-
terización del terreno de la ciudad, donde ele-
mentos geográficos naturales –como las que-
bradas– dividían la ciudad. Caracterización
que actualiza el ordenamiento espacial prehis-
pánico que fuera adoptado por la administra-
ción hispánica (Hanan y Hurin). La parroquia
de El Sagrario se situaba en el centro de estos

dos bloques, y se perfilaba como el lugar de
residencia de la elite criolla, así como el eje de
las funciones eclesiásticas y administrativas. 

En todos estos espacios hubo una ocupación
p o p u l a r. Un testimonio de su existencia y de su
accionar en la ciudad se encuentra en el estudio
de las cofradías: plateros, barberos y tejedore s .
Los pleitos entre cofrades pertenecen a un tipo
de cuerpo documental re-leído, amplio y poli-
sémico en el que el autor busca que lo judicial,
lo demográfico y lo municipal sirvan para iden-
tificar a esos actores. Se trata de “m i n i c a p i t a l i s-
t a s” (vendedoras en los mercados), de trabaja-
d o res de obrajes urbanos (chorrillos, a ve c e s
clandestinos), de responsables de pequeñas
tiendas urbanas (chagros). De esta forma, apa-
recen múltiples pobladores populares que no se
subsumen a un enfoque de “sociedad de castas”
o a una aproximación única, como integrantes
de una “c l a s e” o pertenecientes a una “r a z a” .
Minchom sacude este bagaje conceptual; no lo
abandona por su evidente utilidad y pert i n e n c i a
analítica, pero lo convoca a pisar un suelo
e s t ructural, habitado por individuos que se des-
lizan en el entorno de una economía dual. Es
d e c i r, de una economía informal que se liga a la
dominante a través de bienes y servicios, y que
a b re la puerta para un “análisis de los sistemas
de distribución de mercado dentro de la ciudad
de Qu i t o” (Minchom 2007: 108).

Uno de los puntos angulares de esta obra se
encuentra en la oscilación táctica entre el
incumplimiento y el cumplimiento práctico de
normas socio-económicas y administrativa s ,
por parte de sujetos sin capacidad estratégica
patente: habitantes informales –hombres y
m u j e res– de la ciudad. Nu e vamente se adve rt i-
rá la filiación a las nociones planteadas por de
C e rteau: su red de conceptos operacionales
bien podría encontrar un asidero en el análisis
de Minchom. Lo que no es sorprendente dado
que el centro de su interés esta en sujetos con
capacidad de agencia, pro d u c t o res y re f o r m u l a-
d o res de mensajes y coyunturas, a las que re s-
ponden mediante tácticas cotidianas, lejanas a
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las estrategias de poder desplegadas por secto-
res dominantes. Tampoco es sorpre n d e n t e ,
dado el contexto historiográfico de la década
de 1990, cuando la obra de Minchom se publi-
ca en inglés por primera vez (1994). Ef e c t i -
vamente, se trata de un marco temporal en el
que las Ciencias Sociales ya habían re c o r r i d o
un importante trecho hacia la inclusión de
a c t o res anónimos en sus estudios, hacia la
relectura de una Historia oficial, y hacia la
reformulación de un análisis estructural rígido. 

Los sectores populares cumplían e incum-
plían para conservar lo adquirido mediante
tácticas creadas y transformadas acorde con
los difere ntes contextos en los que se desenvol-
vían. Minchon muestra que frente a la escasez,
a las penurias económicas, a las epidemias
estos actores sociales buscaban alianzas rurales,
mutaban sus pulperías en chagros o dejaban a
los neonatos en casas de mayor holgura. Pero,
¿qué pasaba cuando todas las tácticas sociorra-
ciales y económicas dejaban de funcionar ante
la macro estrategia de la administración espa-
ñola?, ¿cuando la administración de los Bor-
bones buscaba tener mayor control sobre sus
colonias y la tributación? Se producía una rup-
tura con el modo de pertenecer a una sociedad
en la que ser indígena, por ejemplo, acarreaba
una obligación monetaria o en especie, una
pertenencia a lo marginal, a la servidumbre y
lo manual, a la pérdida de lo obtenido con la
inserción urbana.

Minchom analiza este punto adentrándose
en las “Declaraciones de Me s t i zo”. En estos
documentos, el autor nos deja ver la extre m a
m ovilidad en cuanto a la clasificación sociorra-
cial y la versatilidad de argumentos usados para
desligarse de la población tributaria: se emple-
an ascendencias, muestras de apellido, ve s t i-
menta habitual, casa en la que se creció, oficio
que desempeñó, entre otros atributos. To d a s
características que acercaban a un determinado
individuo –incluso a alguien tan emblemático
como Eugenio Espejo– si no a la “limpieza de
s a n g re”, al menos a una identificación con lo

no indígena. En efecto, tras su estudio, el autor
esgrime que la dicotomía sociorracial manifies-
ta no estaba entre lo blanco y lo mestizo –cate-
goría por demás fluctuante– sino más bien,
e n t re lo no indígena y lo indígena. De igual
manera, este análisis aporta con uno de los
contextos que ayudan al autor a explicar las
revueltas del siglo XVIII, en las que el barrio de
San Roque sería partícipe pro t a g ó n i c o. 

La imposición tributaria, la larga re c e s i ó n
económica, los aparentes y bre ves momentos
de recuperación crean condiciones part i c u l a re s ,
es cuando la plebe elabora pasquines, convo c a
mediante campanazos o cohetes, llama a la
unión de los mestizos, va hacia el centro admi-
n i s t r a t i vo de la ciudad –“l o c u s de autoridad” – ,
i r rumpe en la cárcel y libera prisioneros. Se
trata, en especial, de la plebe de San Ro q u e ,
barrio con una composición de grupos art e s a-
n o s - p o p u l a res, con una “cohesión de comuni-
d a d”, y que entre 1747-1748 y 1762-1765
quiebra el orden de la ciudad y deja un rastro
en la memoria de la misma.

Minchom analiza su participación, sus
motivos diversos, las posibles “manos ocultas”
detrás de la revuelta –sospecha de los francis-
canos–, y nos deja ver la acción de un grupo
popular cohesionado que no actuó bajo la
tutela de la elite criolla, y que más bien, res-
pondió a los levantamientos de una clase y de
una comunidad. Tampoco en los aconteci-
mientos de 1809 y 1810 hubo tal patronazgo:
si bien los criollos promovieron ciertos actos
durante estas revueltas del siglo XIX, los secto-
res populares se manifestaron para reclamar
puntos propios. Se respaldaron brevemente
causas comunes que dieron paso a momentos
clave en la revuelta, y cuya posible continui-
dad se diluyó en la composición y objetivos de
las Juntas. Estas no solventaron el impase
sociorracial y actuaron con representantes de
los barrios que no habitaban en ellos.

Sofía Luzuriaga
Magíster de la Un i versidad Andina Simón Bolivar
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Analía Minteguiaga Garabán
Lo público de la educación pública:
la reforma educativa de los noventa en
Argentina
Colección Tesis Premiadas, FLACSO-México,
México D.F., 2009, 386 págs.

Esta obra es producto de la tesis doctoral de
Analía Minteguiaga, en ella analiza las trans-
formaciones en la educación pública en
Argentina, durante la última década del siglo
XX. Este tema ha sido objeto frecuente de
investigación, pero la autora lo hace desde una
perspectiva que no ha sido transitada con igual
frecuencia: las redefiniciones del sentido de “lo
público” durante ese período.

Minteguiaga aborda la investigación bus-
cando capturar los deslizamientos de sentido
respecto de los elementos que participaron en
la construcción de la definición de lo público.
Por ello el libro recorre y describe de manera
rigurosa este proceso a lo largo de la historia de
la educación pública en Argentina, detenién-
dose particularmente en su momento funda-
cional, cuando lo público quedó asociado
fuertemente a lo estatal, en oposición a lo pri-
vado y particular.

En el último tercio del siglo XIX la educa-
ción escolarizada jugó un papel central como

parte del proyecto hegemónico de construc-
ción del Estado nacional argentino, ya que
debía convertirse en el principal instrumento
de construcción de ciudadanía. Es decir, fren-
te a la “barbarie” su papel fue concebido como
integrador, civilizador y civilizatorio a la vez.
Esta función asignada a la educación permitió
su construcción como problema de orden
colectivo y público.

En esta primera etapa fundacional el deba-
te se centró en el carácter público estatal de la
educación. Por un lado, pudo identificarse con
lo estatal en sentido estricto en tanto el agente
principal de su provisión fue el Estado, pero
también en sentido amplio y fundamental-
mente simbólico en tanto aludía a un proyec-
to colectivo y compartido de sociedad nacio-
nal y, en este sentido, de integración social. El
otro gran tema del debate entre los principales
actores, fue su carácter laico. Para fines del
siglo XIX y principios del XX el eje se corrió,
a su vez, hacia el carácter común o clasista de
la educación.

A partir del golpe de 1930 el discurso
nacionalista asumió un contenido antiextran-
jero y antiliberal, dándose inicio a un nuevo
tipo de reformas de corte católico-nacional,
que reflejaría una nueva ecuación entre Estado
e Iglesia. Esto no significó que se abandonara
la fuerte referencia Estatal-nacional que había
asumido la educación, pero sí un retroceso de
sus componentes laicos. Esta tendencia anti
secular se reafirmó en el período peronista,
cuyo proyecto mantenía dicha matriz: lo pú-
blico como integrador y colectivo. Referencia
que empezó a perderse con el golpe militar de
1955, iniciándose el cierre del ciclo iniciado
en el período fundacional. Hacia fines de esa
década se intentó impugnar la principalidad
estatal a partir de la idea de ‘libertad de ense-
ñanza’ en el ámbito universitario, que signifi-
caba también la posibilidad de reintroducción
del componente religioso en la educación a
través de la enseñanza privada. 

Durante la década de 1960 se concretaron
los primeros convenios de transferencias de
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escuelas. La autora muestra cómo, con estas
medidas, se producía un profundo desplaza-
miento de sentidos en la forma de entender la
“educación pública”. En esta etapa se transfor-
mó el papel del Estado nacional, los Estados
provinciales, la Iglesia y los agentes educativos
privados. El Estado dejaba de ser el gran y
único agente promotor de la educación, al cri-
ticarse su papel centralizador y burocrático,
que impedía que la sociedad se expresara libre-
mente. Así, comienza a articularse un discurso
que reclama la necesidad de devolver al padre
de familia y a la comunidad sus prerrogativas
sobre la educación. 

Sin embargo, la concepción de la educa-
ción pública aún siguió ligada a la matriz esta-
tal-nacional como referente central del proce-
so civilizatorio e integrador. En el imaginario
social los principios de homogeneidad, gratui-
dad, igualdad y obligatoriedad del sistema
continuaron vigentes, atados todavía a los ob-
jetivos de construcción de la nación y la ciuda-
danía. 

Será durante la década de 1970 cuando
esta matriz comience a dislocarse. Durante los
años de gobierno militar (1976-1983) se puso
en cuestión “lo estatal” en sentido estricto (co-
mo principal proveedor de la educación), y
también su papel simbólico en el proyecto co-
lectivo de integración social. Se afirmó la idea
de subsidiariedad del Estado, que implicaba la
profundización del reclamo de “devolver” la
educación a sus agentes naturales: familia e
Iglesia. Durante esos años creció la descon-
fianza hacia el Estado como respuesta a la
orientación autoritaria y represiva que adqui-
rió entonces. Comenzó entonces el tránsito de
la concepción de lo público centrada en lo
estatal, a otra fuertemente antiestatal. 

Durante la década de 1980, con el retorno
a la democracia, frente al Estado emergía una
“sociedad civil” que reclamaba ampliar sus
márgenes de libertad, por lo que “lo público”
se distanció más de lo estatal, vinculándose en
cambio al espacio de lo social. Esta tendencia
se radicalizó en la década de 1990, cuando se

observa una posición fuertemente antiestatista
en la definición de lo público.

En el campo de la educación la referencia al
Estado quedó reducida a su papel en el finan-
ciamiento del servicio educativo. Así, el siste-
ma basado en la acción centralizadora del
Estado dio paso a otro, sostenido en unidades
educativas autónomas y en los actores sociales
locales. De este modo se corrió al Estado de su
rol de re p resentante del interés general y
común, que quedó en manos de la sociedad
civil. A través de la noción de “comunidad
educativa” se ampliaron las funciones educati-
vas de la ésta, apoyándose fundamentalmente
en el pasaje de un esquema centrado en el “sis-
tema educativo” a otro sostenido en “la escuela”. 

En esta década el debate sobre la educación
y la reforma educativa estuvo dominado por
expertos, quienes jugaron un papel casi exclu-
yente. La retórica del saber técnico utilizó
como recurso el descredito de la política, lo
que implicó un trabajo político de despolitiza-
ción de los términos del debate a partir del
cuestionamiento a la política. Esta operación
colaboró con el modo de definir los problemas
de manera estrictamente técnico-gestional
permitiendo neutralizar la disputa política por
el carácter público o privado de la educación. 

En este debate se buscó desconectar los
problemas educativos de las condiciones de vi-
da. Se sostuvo la idea de que los problemas
educativos eran un producto exclusivo de fac-
tores endógenos del sistema de enseñanza, ne-
gando su conexión con el modelo económico-
social que se instauró entonces. Siendo proble-
mas de orden técnico se requerían soluciones
del mismo orden. Ello significaba concentrar-
se en los problemas organizacionales e institu-
cionales del sistema, para dar las soluciones
técnicas que se requerían. 

Respecto de los grandes temas que ordena-
ron el debate público, Minteguiaga identifica
cuatro que analiza desde la perspectiva de su
construcción como temas públicos. El prime-
ro corresponde a la descentralización educati-
va y remitió a dos líneas: la primera correspon-
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de a la autonomía escolar, que se centró en una
crítica al Estado y al sistema educativo desde la
óptica estrictamente organizativa y de gestión,
al tiempo que proponía una redefinición del
lugar de la sociedad civil en el campo educati-
vo. Desde esta línea argumental la conexión
con la sociedad civil se realizó desde una lógi-
ca de mercado. La segunda, vinculó la descen-
tralización con la federalización del sistema
(básicamente como consecuencia de la políti-
ca de transferencias). Esto llevó a la nacionali-
zación de cuestiones que pusieron en juego
algunos sentidos tradicionales ligados a la edu-
cación pública. Una de esas cuestiones fue la
política salarial docente.

El segundo tema fue el de la calidad educa-
tiva, que se justificó a través del cuestiona-
miento a los magros resultados que obtenía la
escuela pública, debido a sus deficiencias orga-
nizacionales y de gestión y a la falta de profe-
sionalidad de los docentes. La vigilancia de la
sociedad civil hacia el Estado y sus acciones de-
vino en la nueva garantía de que la educación
pública mejoraría sus indicadores de calidad.

En tercer lugar aparece la cuestión de la
equidad educativa, que exigía revisar el princi-
pio tradicional de igualdad. La propuesta fue
la implementación de políticas de igualación,
que implicaban acciones diferenciales con el
objetivo de compensar carencias socioeducati-
vas. De este modo, el eje se corría de la acción
ciudadanizante de la educación pública al asis-
tencialismo que compensara las care n c i a s
sociales. Otra consecuencia del modo en que
se entendió la equidad en la década de 1990
fue el abandono de un esquema de interven-
ción común para atender el problema de la
diversidad cultural. 

El último de los grandes temas de debate
en la década fue la cuestión de la laicidad, que
se ligó al aumento de los márgenes de libertad
individual y que fue aprovechado por la Iglesia
católica para reflotar la histórica exigencia de
incluir la confesionalidad en la educación
pública. Esta discusión enmarcó otras discu-

siones fundamentales: la definición de los
agentes de la educación y el financiamiento
estatal a la educación privada.

En el recorrido propuesto por la autora
puede observarse cómo el carácter público de
la educación pierde lentamente su ligadura
con lo estatal nacional en los términos antes
definidos, vinculándose cada vez más a la so-
ciedad civil. En las últimas décadas del siglo
XX lo público asume el carácter de antiestatal,
lo que en los hechos significó un desdibuja-
miento de esa pretensión integradora, enmar-
cada en un proyecto colectivo de sociedad
nacional. 

Claudia Cabrera
Profesora de la Facultad de Ciencias Sociales

de la Universidad de Buenos Aires



Mauro Cerbino y Luis Barrios, editores
Otras naciones. Jóvenes,
transnacionalismo y exclusión
FLACSO – Ministerio de Cultura,
Quito, 2008, 254 págs.

Las pandillas juveniles empezaron a despertar
la atención de los académicos ecuatorianos a
finales de la década del 80 del pasado siglo. A
partir de ese momento, y al igual que en otros
países latinoamericanos, la temática se fue in-
tegrando de manera creciente a las agendas de
los organismos de Estado, de los medios de co-
municación y de organismos internacionales
como la CEPAL o el Banco Mundial. De ahí,
una primera constatación con respecto al volu-
men editado por Mauro Cerbino y Luis Ba-
rrios es que esta recopilación de ponencias de
investigadores europeos y latinoamericanos no
emerge en un terreno virgen. Por el contrario,
se inscribe en un ámbito de los estudios de
juventud que se ha revelado muy dinámico al
momento de producir publicaciones académi-
cas, materiales periodísticos y encuentros espe-
cializados. 

Sin embargo, la pluralidad de intereses a
partir de los cuales se ha abordado las violen-
cias que involucran a jóvenes no se ha traduci-
do, como podría esperarse, en una diversifica-

ción teórica y metodológica. Es así que, una
revisión ligera y poco sistemática de la literatu-
ra producida al respecto nos permite observar
la existencia de un discurso –al momento fuer-
temente instalado en los países latinoamerica-
nos– que concibe a las pandillas juveniles
como distorsiones o desviaciones que desestabi-
lizan el orden social y de las cuales el ciudada-
no común debe protegerse. Por ello, serían de
competencia casi exclusiva de policías, juristas
y “expertos” en seguridad. 

Otra perspectiva que emergió con fuerza en
América Latina es la que analiza las pandillas
en tanto expresiones culturales. En un esfuer-
zo por destacar el carácter relativamente autó-
nomo de las denominadas culturas juveniles,
los exponentes de esta suerte de línea investi-
gativa han dejado de lado el papel estructura-
dor de las desigualdades económicas en el ori-
gen y en la reproducción de estas culturas. Los
numerosos trabajos de Rossana Reguillo Cruz
son un interesante ejemplo de lo dicho.

Es de destacar, por ello, como la principal
f o rt a l eza del libro Ot ras naciones. Jóve n e s ,
transnacionalismo y exclusión, la mirada pro-
fundamente innovadora en lo teórico que se
propone desde los siete artículos y el ensayo
fotográfico contenidos en él. Muy lejos de la
óptica securitaria y algo más cerca de la cultu-
ralista, los autores –un colectivo de investiga-
dores articulados en una red de estudios trans-
nacionales– no pierden de vista el papel que
cumplen las estructuras económicas, las desi-
gualdades de clase y las formas hegemónicas.
Todas las cuales han provocado altos niveles de
marginalidad en las sociedades postcoloniales
y postindustriales; así como la emergencia de
las violencias protagonizadas por jóvenes. De
este modo, la Introducción de Mauro Cerbino
y Luis Barrios señala que:

No nos interesa estudiar el supuesto creci-
miento de la violencia interpersonal de las
pandillas de jóvenes, sino más bien articular
un entendimiento crítico alrededor del sur-
gimiento y reproducción de organizaciones
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de jóvenes marginales y excluidos del orden
social dominante.

En este sentido, resulta de gran importan-
cia la denominación que los autores han elegi-
do para su objeto de estudio: “organizaciones
juveniles”. Esta forma de nombrar a las bandas
o pandillas pone de relieve una condición polí-
tica, un carácter institucional y una cualidad
configuradora de subjetividades y de formas
de ejercicio de la autoridad y el poder. La arti-
culación de estos elementos en las organizacio-
nes juveniles ha posibilitado su persistencia
durante décadas y su expansión hacia diversos
países de América y de Europa. Es el caso de
los “Latin Kings”, grupo paradigmático de
estudio en el libro.

La politicidad de estas organizaciones, des-
tacada y analizada en profundidad por los
autores reunidos en este volumen, puede ser
vinculada a las “formas de protesta infrapolíti-
cas”. Según destaca Loïc Wacquant en su texto
Los condenados de la ciudad. Gueto, periferias y
Estado, estas formas de protesta emergen en
contextos de fuerte deslegitimación de los ins-
trumentos y mecanismos tradicionales de re-
presentación y participación política1. A nues-
tro juicio, las reflexiones y propuestas teóricas
que el colectivo de autores ha empezado ha
construir conjuntamente en Otras Naciones,
nos permiten pensar en la pertinencia de las
teorías sobre nuevos movimientos sociales al
momento de analizar el accionar de las “orga-
nizaciones juveniles de la calle”, según la pro-
vocadora conceptualización ofrecida por Luis
Barrios y David Brotherton2.

Recordemos que la condición política de
las estructuras organizativas juveniles denomi-
nadas pandillas ha sido sistemáticamente

ignorada y descartada desde los ámbitos poli-
cial-judiciales y los medios de comunicación,
pero también desde el discurso dominante en
la academia. Es posible, por ello, que las mira-
das innovadoras que el libro propone aporten
a la construcción de una historia social de la
organización y la participación política de las
juventudes que aún no ha sido escrita.

Otro aspecto que merecen ser subrayado en
relación a este libro tiene que ver con un cues-
tionamiento radical –y fuertemente apoyado
con información de campo– a las formas tra-
dicionales de entender y construir las relacio-
nes entre el investigador y los sujetos investi-
gados. Al respecto, resulta significativa la rei-
vindicación del papel del intelectual orgánico
que realizan los editores en las páginas intro-
ductorias, poniendo sobre la mesa la intención
profundamente emancipatoria de la propuesta
investigativa que llevan adelante. Desde su
perspectiva, el compromiso y la reflexividad
del investigador se convierten en desafíos teó-
rico-epistémicos que los autores no dudan en
asumir, tal como se desprende del párrafo que
citamos a continuación y que aparece en la
Introducción bajo del título de ¿Qué tenemos en
común?:

Esta triangulación (investigación, acción y
participación) se hace posible por medio de
una “escritura” que no solo presente la nece-
sidad de que se cambien realidades opreso-
ras, sino también que denuncie y propicie la
transformación de esas realidades.

En los artículos de Brotherton, Cerbino y
Rodríguez, y Scandroglio y López estos desafí-
os encuentran respuestas hasta ahora inéditas
en la literatura sobre juventudes. Las apuestas
transformadoras de estos autores aportan de
maneras muy productivas a la teorización sis-
temática y a la construcción de un conoci-
miento situado de las realidades que viven, en
la actualidad, miles y miles de jóvenes, perte-
necientes a los sectores más desfavorecidos y
vulnerados.
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1 Wacquant, Loïc, 2007, Los condenados de la ciudad.
Gueto, periferias y Estado. Siglo XXI, Buenos Aires,
p. 48. 

2 Barrios, Luis y David Brotherton, 2004, The
Almighthy Latin King and Queen Nation Street Politics
and the Transformation of a New York City Gang,
Columbia University Press, New York.



Adicionalmente, debemos destacar el es-
fuerzo de los editores por incluir, en un acápi-
te específico, reflexiones y relatos en torno a
experiencias de intervención concretas. Expe-
riencias entorno a las cuales las demandas de
“mano dura” frente a las organizaciones juve-
niles que se han instalado como un lugar co-
mún en las sociedades latinoamericanas, apa-
recen fuertemente cuestionadas desde la ac-
ción colectiva, la pedagogía freireana y la polí-
tica pública local. En este sentido, Otras Na-
ciones es una contribución de gran importan-
cia para la construcción de políticas y proyec-
tos en los cuales los jóvenes marginalizados
puedan ser considerados protagonistas de su
concepción y planificación, en lugar de meros
objetos –receptores o recipientes, diría Paulo
Freire– de iniciativas preestablecidas. 

Finalmente, diremos que en ensayo foto-
gráfico que pone punto final a la edición re-
fuerza desde una propuesta artística, las diver-
sas rupturas con los códigos tradicionales de la
escritura académica que caracterizan al libro.
Este ensayo propone ideas muy interesantes
sobre el potencial reflexivo y transformador de
la producción y el consumo de bienes cultura-
les, al momento de pensar e intervenir desde y
junto a pandillas y organizaciones juveniles de
la calle.

Isabel Ramos
Profesora-investigadora de 

FLACSO-Ecuador
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Ediciones de FLACSO - Ecuador

Este trabajo realiza una evaluación del funcionamiento

del Programa de Policía Comunitaria dentro del Plan de

Modernización de la Policía Nacional del Ecuador, iniciado

en el 2004 y complementado en el 2008. El análisis se

realiza a través de las teorías neoinstitucionales con el fin

de encontrar los mecanismos institucionales restrictivos

que la policía utiliza para el desempeño eficaz del 

programa. Para ello analiza dos aspectos fundamentales:

la desconcentración y el manejo de personal. El objetivo

de la investigación es demostrar que pese a la 

importancia que ha tomado el programa en la relación

policía–comunidad, la arquitectura de la Policía es poco

favorable y hasta cierto punto antagónica para el buen

desempeño de un modelo de policía comunitaria.

Serie tesis

Policía comunitaria y cambio 
institucional en el Ecuador

Daniel Pontón 
FLACSO - Sede Ecuador, 2009
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Ediciones de FLACSO - Ecuador

En el siguiente trabajo se presenta el estudio del Proyecto

Multipropósito Quevedo-Vinces, conocido también como

proyecto multipropósito Baba (PMB), el cual desde su 

anuncio en el año 2004 generó una lucha social en contra

de la imposición de la represa. La investigación busca

responder a la pregunta de cuán sustentable puede ser un

proyecto multipropósito planificado como motor de desa-

rrollo a nivel regional, cuando no hay claridad con sus obje-

tivos e implementación, información clara a la población, ni

posibilidad de acuerdos entre los actores involucrados en el

conflicto. El estudio es abordado a partir del análisis de los

argumentos de cada grupo (promotores y opositores al

PMB) entorno al desarrollo, naturaleza y sustentabilidad,

permitiendo a la autora reflexionar desde la sociología 

crítica la posibilidad de acuerdos o soluciones al conflicto.

Serie tesis

El Proyecto Multipropósito Baba:
disputas sobre desarrollo y 

sustentabilidad
Jimena Sasso Rojas

FLACSO - Sede Ecuador, 2009
168 páginas



Ediciones de FLACSO - Ecuador

En América Latina gran parte de la bibliografía sobre

movimientos indígenas se ha centrado en explicar sus orí-

genes y demandas, resaltando principalmente los aspectos

positivos de su organización. Sin embargo, luego de más de

cuarenta años del surgimiento de los movimientos indígenas

contemporáneos es quizá momento de realizar un balance

crítico de su impacto político, económico, social y cultural y

sus variadas articulaciones con el contexto neoliberal. Esta

compilación analiza aspectos de estos movimientos en

Bolivia, México, Colombia y Ecuador que si bien simpatizan

con estos, también son críticas a las interpretaciones previas

basadas en políticas de la identidad. Este enfoque contribuye

así a la comprensión académica de los movimientos indíge-

nas, como al debate político constructivo en nuestra región.

Serie 50 años

Repensando los 
movimientos indígenas

Carmen Martínez, compiladora
FLACSO - Sede Ecuador, 2009
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Ediciones de FLACSO - Ecuador

Este libro es resultado del trabajo conjunto de FLACSO -

Sede Ecuador, la Fundación esquel e IDEA - Perú, el cual

reunió académicos y autoridades del Ecuador, Perú, Brasil,

Chile y Estados Unidos para debatir sobre los alcances del

proceso de paz entre Ecuador y Perú, y las lecciones que

este puede dejar en la etapa post-conflicto, así como el

papel de los países garantes. El libro evalúa la relación

entre estos dos países cumplidos diez años de la firma de

los Acuerdos de Paz de Itamaraty, el 26 de octubre de

1998. Se enfoca además, en las relaciones desde la identi-

dad cultural, el desarrollo económico, la integración 

fronteriza, la seguridad y la defensa, los modelos de 

negociación de conflictos y las percepciones reciprocas.

Serie Foro

Ecuador – Perú.
Evaluación de una década 

de paz y desarrollo
Claudia Donoso, compiladora
FLACSO - Sede Ecuador, 2009

295 páginas



Ediciones de FLACSO - Ecuador

La ciudad y sus habitantes han sido un tema recurrente en

literatura. Descripciones no solo del entorno urbano, sino

de la hondura psicológica de quienes lo habitan, construyen

ciudades de ficción textual para nada alejadas de la 

realidad latinoamericana. Macondo, Coloma, Lima, Quito,

Guayaquil y muchas ciudades más han sido escenario de

múltiples obras que muestran esas inter/secciones urbanas

de las que habla esta selección de artículos académicos.

Algunos de los temas que presentan la dinámica de los

procesos urbanos de las ciudades latinoamericanas están

relacionados con los centros históricos, el patrimonio 

tangible e intangible, el hábitat popular, la inclusión social,

el transporte y prevención de riesgos.

Serie 50 años

Inter/secciones urbanas: origen y 
contexto en América Latina

Jaime Erazo, coordinador
FLACSO - Sede Ecuador, 2009
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Ediciones de FLACSO - Ecuador

El emplazamiento público y político de los movimientos indí-

genas desde finales del siglo XX ha sacudido con fuerza a

distintos países de Latinoamérica alimentando las agendas de

debate, las reflexiones de la sociedad civil, de la academia y

de la institucionalidad estatal. Sin embargo, los trabajos inícia-

les sobre la agencialidad de los movimientos han mostrado

un vacio en temas de género y de mujeres. Pese a ello la

reciente literatura evidencia que estos vacios en temas de

género y etnicidad constituyen un campo de preocupación

analítica. Estas reflexiones se han centrado en tres aspectos

fundamentales: el liderazgo contemporáneo, las tensiones

surgidas con los movimientos de mujeres o feministas y los

procesos organizativos de las propias mujeres indígenas en

políticas enarboladas desde identidades étnicas y de género.

Serie 50 años

Participación y políticas de mujeres
indígenas en América Latina

Andrea Pequeño, compiladora
FLACSO - Sede Ecuador, 2009
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Ediciones de FLACSO - Ecuador

La siguiente compilación busca contribuir al debate y dis-

cusión de la educación en América Latina, en la necesidad

de construir una educación equitativa y de calidad,

innovadora y creativa. En la primera sección, “Los desafíos

de las universidades en el siglo XXI”, se discute la misión

actual de las universidades respecto a las demandas sociales

y económicas de la población. En “Educación y políticas 

públicas”, se analizan casos de aplicación de políticas 

educativas en Argentina, Bolivia, Perú y Ecuador. La tercera

sección, “Educación y ciudadanía”, presenta investigaciones

realizadas en Chile, México y un programa de resolución 

de conflictos sin violencia en escuelas de Guayaquil, Ecuador.

En la última parte, “Educación y equidad”, se explora como

se construyen en el sistema educativo los estereotipos de

género y las distinciones sociales y raciales.

Serie 50 años

Perspectivas de la educación 
en América Latina

Ana María Goetschel, compiladora
FLACSO - Sede Ecuador, 2009
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Ediciones de FLACSO - Ecuador

En la Amazonía el extractivismo y el poder han visto las 

identidades culturales indígenas como patologías y, mediante

diversos mecanismos, las excluyeron de los procesos

económico-políticos. Estos mismos elementos han generado

conflictos entre empresas transnacionales petroleras 

relacionadas con el Estado, traficantes clandestinos de flora

y fauna y los sujetos culturales. En Ecuador, el Estado afronta

el dilema de apostar a la conservación del patrimonio natu-

ral y/o a la explotación de energéticos fósiles. Este hecho ha

provocado nuevas y crecientes complicaciones ecológicas,

políticas y sociales que obligan a profundizar la integración

de los pueblos indígenas. Se consideran dos vías: la del

respeto a la alteridad o la que ve a los pueblos indígenas

como una realidad “disonante”.

Serie Cuadernos de trabajo

Petróleo y poder:
el colapso de un lugar singular.

Yasuní
Iván Narváez 

FLACSO - Sede Ecuador, 2009
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Ediciones de FLACSO - Ecuador

El siguiente libro trata sobre la gestión de proyectos 

comunitarios como ámbito de desarrollo, analizado 

desde las Teorías de las organizaciones, un enfoque 

sociológico-accional y un enfoque de sistemas. Estos

proyectos productivos en Ecuador y en América Latina son

considerados como estrategia válida para la superación de

la pobreza; sin embargo, varios estudios reconocen que los

programas, planes y proyectos han tenido escaso margen

de efectividad. En este contexto se analiza el caso de

APICA, un proyecto productivo de origen comunitario

situado en una parroquia indígena rural de Chimborazo.

Se observa su proceso de transformación desde sus inicios

como organización productiva indígena, basada en la 

relacionalidad de una comunidad rural andina, hasta su

actual configuración dentro de un modelo y racionalidad

empresarial cuyo fin último es su propia supervivencia.

Serie Tesis

Gestión de proyectos 
productivos comunitarios.

Entre la tradición y el mercado
Margarita Manosalvas 

FLACSO - Sede Ecuador, 2009
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nico. Se debe indicar expresamente si el autor desea que se publique su correo electrónico.

4. Los artículos deben estar precedidos de un resumen no mayor a 800 caracteres con espacios (100 a 150
palabras). Esta norma no se aplica para la sección Reseñas. 

5. Los autores deben proporcionar de cinco (5) a ocho (8) descriptores o palabras clave que reflejen el con-
tenido del artículo. Esta norma no se aplica para la sección Reseñas. 

6. El título del artículo no podrá contener más de diez 10 palabras y podrá ser modificado por los editores
de la revista, previo acuerdo con los autores. 

7. La extensión de los artículos variará según las secciones de la revista y se medirá en el contador de pala-
bras de Word. La extensión deberá considerar tanto el cuerpo del artículo como sus notas al pie y biblio-
grafía, de modo que el número total de caracteres con espacios (cce) será el siguiente: 

Dossier: de 30.000 a 40.000 cce 
Debate: de 20.000 a 30.000 cce
Diálogo: de 20.000 a 30.000 cce
Temas: de 25.000 a 35.000 cce 
Coyuntura: de 8.000 a 10.000 cce 
Reseñas: de 7.000 a 9.000 cce 

8. La primera vez que aparezcan siglas deberá escribirse su significado completo, luego las siglas. 

9. Sobre cuadros, gráficos y tablas: 

- Deberán estar incorporados en el texto de forma ordenada.
- Deberán contener fuentes de referencia completa.
- Cada uno contará con un título y un número de secuencia. Ejemplo: Tabla 1. Presupuesto por orga-

nización, zona y monto
- Los gráficos pueden enviarse de forma separada en cualquier formato legible estándar (indicar el for-

mato), siempre que en el texto se mencione la ubicación sugerida por el autor. Para asegurar la cali-
dad final el autor/a hará llegar a la redacción un archivo digital con alto nivel de resolución (en cd,
disquette, zip, usb u otra forma de archivo). 

10. Las referencias bibliográficas que aparezcan en el texto deben ir entre paréntesis indicando el apellido del
autor, año de publicación y número de página. Ejemplo: (Habermas 1990:15). Para el caso de citas con
referencia a un artículo no firmado en un periódico se indicará entre paréntesis el nombre del periódico
en cursivas, seguido de del día, mes y año de la edición. Ejemplo: (El Comercio 14.09.2008). Las referen-
cias completas deberán constar en la bibliografía. 

11. La bibliografía constará al final del artículo y contendrá todas las referencias utilizadas en el texto. Se
enlistará la bibliografía de un autor en orden descendente según el año de publicación. Ejemplo: 



Pzeworski, Adam, 2003, States and Markets: a primer in political economy, Cambridge University Press,
New York.

—————, 2000, Democracy and Development: political regimes and material well-being in the world,
1950-1990, Cambridge University Press, New York. 

—————, 1993, Economic Reforms in New Democracies: a social-democratic approach, Cambridge
University Press, New York. 

12. La bibliografía se enlistará siguiendo el orden alfabético de los autores y las siguientes formas: 

Libro de un autor:
Apellido, Nombre, año de publicación, Título del libro en cursiva, editorial, lugar.
Ejemplo: Laclau, Ernesto, 1996, Emancipación y diferencia, Ariel, Buenos Aires.

Libro de más de un autor:
Apellido, Nombre y Nombre Apellido, año de publicación, Título del libro en cursiva, editorial,
lugar.
Ejemplo: Laclau, Ernesto y Chantall Mouffe, 1985, Hegemony and Socialist Strategy. Towards a
Radical Democratic Politics, Verso, Londres.

Artículo en libro de editor (es), coordinador (es) o complilador (es):
Apellido, Nombre, año de publicación, Título del artículo entre comillas, en Nombre Apellido,
palabra que corresponda editor/ editores/ coordinador/ compiladores, Título del libro en cursiva,
editorial, lugar.
Ejemplo: Muratorio, Blanca, 2000, “Identidades de mujeres indígenas y política de reproducción
cultural en la Amazonía ecuatoriana”, en Andrés Guerreo, compilador, Etnicidades, FLACSO-
Ecuador, ILDIS, Quito.

Artículo en revista:
Apellido, Nombre, año de publicación, Título del artículo entre comillas, Nombre de la revista en
cursiva, No. de la revista, editorial, lugar, páginas que comprende. 
Ejemplo: Coraggio, José Luis, 2000, “Alternativas a la política social neoliberal”, Íconos, No. 9,
FLACSO-Ecuador, Quito, pp. 52-59.

Artículo no firmado en periódico:
En este caso colocar la referencia, en nota al pie bajo el siguiente formato: 
Nombre del artículo, nota o reportaje entre comillas, Nombre del diario o periódico en cursivas,
lugar, día mes año.
Ejemplo: “Cabildo controlará con una ordenanza azoteas de edificios”, El Universo, Quito, 21 abril
2006.

Artículo no firmado en una revista:
En este caso colocar la referencia en nota al pie, bajo el siguiente formato: Título del artículo entre
comillas, Nombre de la revista en cursivas, No. de la revista, lugar, año, páginas que comprende. 
Ejemplo: “Primero de Mayo”, Calenturas, No. 30, Guayaquil, 1923, pp. 1-5.

13. Los artículos presentados para la sección Reseñas deben incluir toda la información bibliográfica del libro
al que se haga mención y de ser posible adjuntar la imagen de la portada del libro con al menos un mega
de resolución.

14. Íconos se reserva el derecho de realizar la corrección de estilo y los cambios editoriales que considere nece-
sarios para mejorar el trabajo.

15. Los artículos que se ajusten a estas normas serán declarados como “recibidos” y notificados de su recep-
ción al autor; los que no, serán devueltos a sus autores/as y serán declarados como “no recibidos”. Una
vez “recibidos” los artículos serán puestos a consideración del Consejo Editorial y de evaluares indepen-
dientes para su revisión antes de ser “aprobado”. El mecanismo de evaluación se explica en la norma 2 y
en el ítem relacionado a la selección de artículos. 

16. La revista no mantiene correspondencia sobre los artículos enviados a su consideración, limitándose a
transferir el dictamen de sus lectores en un tiempo no menor a cuatro meses ni mayor a ocho. Igualmente
señalará a los autores una fecha probable de publicación.







PODER Y SOCIEDAD

La vida de Edmundo Cruz. Entrevista
SANCHEZ LEON, Abelardo; O´BRIEN, Pablo

¿Que es la izquierda para un joven rapero?. Entrevista a Pedromo 
Quehacer

El futuro del fujimorismo 
FERREYROS, Alejandro - Keiko / TOCHE, Eduardo

Izquierda peruana: una crisis persistente 
ZAPATA, Antonio

La izquierda (im)posible
PAREDES, Martín

Perú: un país difícil de armar. Entrevista a Marco Arana
MONGE, Carlos

La crítica al neoliberalismo se ha quedado sin aire
DUAREZ MENDOZA, Jorge Luis

ESTRELLAS DE LA SELVA

No es tiempo para permanecer callados
CHIRIF, Alberto

La selva que calla y la selva que protesta 
GARCIA CALDERON, Luis

No contactar a los no contactados. Entrevista a David Hill
SANTILLANA, Miguel E.

HORRIBLE, OYE

Lima: megaciudad y megaproblemas
GARCIA, Rafael

Lima, arcadia colonial o arcadia del espanto
OJEDA, Rafael

CULTURA

¿Quién es Obama y cuáles son sus desafíos?
RIVERO, Oswaldo de

La aventura moral
CUETO, Alonso

Una violencia de novela. Entrevista a Victor Vich
PAREDES, Martín

Un escritor ni andino ni costeño. Entrevista a Carlos Calderón Fajardo
SANCHEZ LEON, Abelardo







Coyuntura 
Adrián López A. y Paula Cubillos Celis: Análisis del Referéndum Constitucional 2008 en

Ecuador
Felipe Burbano de Lara: La lucha por Guayaquil

Dossier
Los caminos de la economía social y solidaria

Franz J. Hinkelammert y Henry Mora Jiménez: Por una economía orientada hacia la repro-
ducción de la vida

Paul Singer: Relaciones entre sociedad y estado en la economía solidaria
Pedro Claudio Cunca Bocayuva: Trabajo asociado y tecnología: reflexiones a partir del con-

texto y de la experiencia de las Incubadoras Tecnológicas de Cooperativas Populares
en Brasil

Natalia Quiroga Díaz: Economías feminista, social y solidaria. Respuestas heterodoxas a
la crisis de reproducción en América Latina

María Victoria Deux Marzi y Gonzalo Vázquez:Emprendimientos Asociativos, Empresas
Recuperadas y Economía Social en la Argentina

Ensayo gráfico
Víctor Muñoz: Espacios de color en la ciudad gris

Diálogo 
Ana María Goetschel y Violeta Mosquera: Nuevos discursos sobre las ciudades, los munici-

pios y las mujeres - Un diálogo con Maruja Barrig

Temas
Pablo Palenzuela Chamorro: Mitificación del desarrollo y mistificación de la cultura: el

etnodesarrollo como alternativa
Kathya Araujo: Individuo y feminismo. Notas desde América Latina

Reseñas
Elena Azaola, “Crimen, castigo y violencias en México” – Maritza Segura Villalva
Marc Becker, “Indians and Leftists in the Making of Ecuador’s Modern Indigenous

Movements” – François-Xavier Tinel
Mercedes Prieto y Kathya Araujo, editoras,  “Estudios sobre sexualidades en América

Latina” – Fernando A. Blanco
Andreina Torres, “Drogas, cárcel y género en Ecuador: La experiencia de mujeres mulas” –

Jennifer Fleetwood

Los caminos de la economía
social y solidaria
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Coyuntura 
Sara Latorre y Alejandra Santillana: Capitalismo estatal o convergencias populares

Dossier
Rossana Barragán R. y Fernanda Wanderley: Etnografías del Estado en América Latina
Alejandro Diez Hurtado: Presupuestos municipales, participación y reordenamiento de los

espacios políticos
Rossana Barragán R.: Hegemonías y “Ejemonías”: las relaciones entre el Estado Central y

las Regiones (Bolivia, 1825-1952)
Michel Gobat: La construcción de un estado neo-colonial: el encuentro nicaragüense 

con la diplomacia del dólar
Fernanda Wanderley: Prácticas estatales y el ejercicio de la ciudadanía: encuentros 

de la población con la burocracia en Bolivia
Norma Fatala: Avatares discursivos de la estatidad en la prensa gráfica 

Ensayo gráfico
Salvador Schavelzon: Una y millones de asambleas constituyentes

Debate
Luciano Martínez: La “Economía social y solidaria”: ¿mito o realidad?

Diálogo 
María Belén Albornoz: Los intelectuales y el espacio público
Un diálogo con Roberto Follari

Temas
Luca Queirolo Palmas: Pandillas en el Atlántico Latino: identidad, 
transnacionalismo y generaciones
Roberto Mardones Arévalo: ¡No en mi patio trasero!: el caso de la comunidad ecológica

de Peñalolén

Reseñas
Ignacio Farías y José Ossandón, editores, “Observando Sistemas. Nuevas apropiaciones 

y usos de la teoría de Niklas Luhmann” – Francisco Carballo 
François-Xavier Tinel, “Las Voces del Silencio. Resistencia Indígena en Chimborazo en

tiempos de León Febres-Cordero, 1984-1988”  – Mónica Mancero
Roxana Morduchowicz, coordinadora, “Los jóvenes y las pantallas. Nuevas formas de

sociabilidad”  – Lorena Natalia Plesnicar
Producción bibliográfica sobre el Estado en revistas especializadas 

en América Latina  – Jorge Derpic

Etnografías del Estado
en América Latina
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